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" De todas las vocaciones del hombre, el periodismo 
es aquella en la que hay menos lugar para las 
verdades absolutas. 


El lenguaje del periodismo futuro no es una simple 
cuestión de oficio o un desafío estético. Es, ante 
todo, una solución ética. 

Lo que escribo es lo que soy, y si no soy fiel a mí 
mismo no puedo ser fiel a quienes me lean". Tomás 
Eloy Martínez 


PRÓLOGO 
Cómo contar lo que pasa 


No me gustan las historias simples. Desconfío de los análisis que 
describen a los buenos como muy buenos y a los malos como muy 
malos. La realidad es demasiado compleja como para explicarla en 
esos términos. Esa convicción me impulsó a escribir este libro, a 
contar los sucesos que marcaron a la sociedad en los últimos diez 
años, procurando no caer en la telaraña maniquea de héroes y 
villanos. 

Desde 2003 la Argentina experimenta un proceso de suma 
intensidad política. A partir de entonces Néstor y Cristina Kirchner 
ejercieron el poder con la dinámica de la confrontación. Así, los 
conflictos y los adversarios se fueron sucediendo, uno tras otro. 
También las peleas con antiguos socios o ex compañeros de ruta. 
Tras la disputa con las entidades del “campo” y, en especial, luego 
de la ruptura con el Grupo Clarín y la sanción de la Ley de Servicios 
de Comunicación Audiovisual, se desató en el país una suerte de 
guerra. Según el catecismo laico de la época, se debe estar en contra 
o a favor de uno u otro sector. Me resisto a esa lógica, sencillamente 
porque soy periodista y no soldado. 

Una aclaración necesaria: el lugar que elegí para contar lo que 
pasa, y tratar de explicar por qué pasa lo que pasa, de ninguna 
manera implica renunciar a la subjetividad o a la ideología. No 
vendo una aparente neutralidad. Aspiro a una sociedad más justa e 
igualitaria y creo que el periodismo debe contribuir a alcanzarla. 
Como señaló mi maestro Mario Trejo, sólo me cuido “de la 
izquierda cuando es siniestra y de la derecha cuando es diestra”. 
Eso sí, exijo, como emisor y a la vez consumidor de información, no 
alterar la realidad en nombre de intereses o posicionamientos 


políticos. Ese principio implica no mentir en nombre “de la causa” y 
requiere no ocultar la verdad de los hechos aunque lesione las ideas 
que defendemos o afecte los intereses económicos de quienes nos 
contratan. 

Me resultan tan sospechosos el medio de comunicación o el 
periodista que no critican nunca al oficialismo como el medio o el 
periodista que lo critican siempre -o que con su silencio protegen a 
otros actores importantes del arco político nacional-. La realidad no 
es binaria sino cambiante y compleja. El peor de los gobiernos tiene 
aciertos y cuenta con funcionarios honestos y eficaces. El mejor de 
los gobiernos puede ser autoritario, cometer errores o sostener a 
funcionarios ineficaces y venales. Todo esto dicho sin ingenuidad: 
no se puede desconocer que en países como la Argentina actúan y 
gravitan sectores con tanto o más poder que los gobiernos, y que 
esos grupos reaccionan cuando perciben amenazas contra sus 
intereses. 

El kirchnerismo no es tan bueno como sus funcionarios 
pregonan ni tan malo como los opositores afirman. Por citar 
algunos hitos de una extensa lista de errores y aciertos, es verdad 
que el kirchnerismo modificó el paradigma productivo, que 
recuperó para la política el centro de la escena, que nombró juristas 
prestigiosos en la Corte Suprema de Justicia, que amplió derechos, 
que impulsó los juicios a los represores, que desendeudó el país, que 
consolidó el proceso de integración regional, que creó cinco 
millones de puestos de trabajo, que extendió la cobertura 
previsional y que asistió a los más pobres con la Asignación 
Universal por Hijo. Pero también es cierto que destruyó las 
estadísticas oficiales, que no logró dominar la inflación, que no 
desconcentró la economía, que mantiene una estructura fiscal 
regresiva, que usó la caja del Estado para lograr adhesiones y 
castigar a los díscolos, que presionó a magistrados, que contribuyó a 
la debacle del transporte público y a la crisis energética. 

La disputa por imponer un relato implica la eliminación de los 
matices. El oficialismo sólo quiere escuchar aplausos, y por eso 
imagina conjuras y conspiraciones en cualquier divergencia. Gran 
parte de la oposición solo acepta las descalificaciones. Aspiro a que 
el análisis riguroso y sincero prevalezca sobre las loas y las 
diatribas. Se puede disentir con el gobierno o cuestionarlo sin ser un 


traidor a la patria, y a la vez acordar, honestamente, con iniciativas 
del oficialismo. 

Seleccioné diez ejes para contar, a fines de 2012, los diez años 
de gobierno de Néstor y Cristina Kirchner, sus avances y retrocesos, 
sus logros y miserias, sus aciertos y defecciones. Espero puedan 
disculpar lo pretencioso del gesto. Íntimamente aspiro a que este 
libro, el primero que publico con ensayos periodísticos, sirva para 
promover el debate y la discusión. Si es así, el esfuerzo de revisar 
críticamente y sin prejuicios esta década de la historia argentina 
estará recompensado. 


REYNALDO SIETECASE 


Octubre de 2012 


CAPÍTULO 1 
Periodismo en medio de la 


guerra 
1. PLATA O MIERDA 


- Plata o mierda. 

El gerente soltó la frase como si se tratara de una consigna 
revolucionaria. Acentuó la oración con un movimiento de la mano 
derecha y volvió a la carga: 

- Espero que lo entiendan bien, no hay mucho más para decir: es 
plata o mierda. 

Minutos antes nos había informado que el canal se preparaba 
para defender sus intereses ante lo que veía como una amenaza 
política y económica: el gobierno había mandado al Congreso el 
proyecto de Ley de Servicios de Comunicación Audiovisual. 

Parecía un general arengando a la tropa. 

El hombre cuidaba su figura. Todavía no había atacado la 
ensalada de hojas verdes con lonjas de salmón rosado. Un copón de 
vino que nunca fue servido y un vaso con agua sin gas observaban 
su corbata roja desde la mesa ubicada en un rincón del pequeño 
restaurante. 

Dijo plata o mierda como quien dice “Patria o muerte”. O mejor 
no. Diré las palabras que pocos periodistas se permiten pronunciar: 
“No estoy seguro”, o mejor: “No lo sé”. Tal vez dijo plata o mierda 
como quien da a elegir entre salmón rosado o lomo a la pimienta. 
De cualquier forma comprendí en ese instante que mi trabajo en la 
televisión estaba a punto de terminar. Corría el mes de julio de 
2009 y cumplíamos, junto a Gerardo Rozín y Maximiliano 


Montenegro, el tercer año de un ciclo exitoso: “Tres poderes”, un 
programa periodístico emitido los domingos en el horario central 
del Canal América. 

Le hice una seña a la camarera para que nos trajera otra botella 
con agua. En esos almuerzos nunca bebíamos vino. Había que 
seguir trabajando al poco rato. Quería ganar tiempo. Me recompuse. 

Debo confesar que después de la sorpresa inicial sentí cierto 
alivio. Empujé mi plato con los pocos ravioles sobrevivientes unos 
centímetros hacia el centro de la mesa y, mientras el gerente seguía 
explicando su opción de hierro -sumarse disciplinadamente a la 
pelea contra el proyecto de ley o dejar el canal-, recuerdo que tuve 
un pensamiento bastante tonto: ya no volvería a almorzar a ese 
lugar de Palermo que tanto me gustaba. Lo lamenté. Es un sitio 
ideal porque no solo se come bien: en el local contiguo funciona 
una librería atendida por jóvenes amables y eficaces. 

- La empresa tiene mucho que perder y esperamos que lo 
entiendan. 

El gerente no quería sorpresas. Nunca antes había sido tan 
enfático. Era nuestro principal interlocutor en el canal, el 
responsable de los programas periodísticos y los noticieros. El 
proyecto de ley para regular el mercado de medios de comunicación 
audiovisuales que el gobierno había enviado al Congreso los 
afectaba de manera directa. Tenían más canales de televisión y más 
emisoras de radio que las permitidas por la nueva norma, y 
mantenían posiciones dominantes en varias provincias. El principal 
programa político de uno de los grupos mediáticos más importantes 
del país no podía permanecer ajeno a la contienda que estaba por 
comenzar. 

- Es la guerra -anunció, y engulló un trozo de salmón. 

Sus prevenciones eran fundadas. Habíamos perdido la confianza 
de las autoridades del canal. Unas semanas antes, con mis 
compañeros del programa protagonizamos un hecho herético. 
Entrevistamos de manera rigurosa y sin contemplaciones a uno de 
los dueños de la empresa que nos contrataba: Francisco de Narváez, 
un millonario devenido candidato a diputado nacional y principal 
rival del oficialismo en la provincia de Buenos Aires. Pagamos caro 
el atrevimiento. Del horario central de los domingos nos pasaron a 
los lunes cerca de la medianoche. Recortaron el presupuesto y 


despidieron a la mitad de los productores. El programa quedó 
herido de muerte. 

Fue injusto. Cuando nos propusieron la entrevista pedimos no 
hacerla, pero el gerente no aceptó el rechazo. Uno de nuestros 
colegas del canal ya lo había entrevistado tres veces ese año. 
“Ustedes también tienen que hacerlo”, insistió. Después de discutir 
entre nosotros le planteamos que aceptábamos solo si nos permitía 
entrevistar a De Narváez a agenda abierta: “Por la credibilidad del 
candidato y la del medio, pero fundamentalmente por la nuestra, no 
podemos hacer un interrogatorio condescendiente”. Al fin, el 
gerente aceptó una entrevista rigurosa, sin condiciones. 

Como un chiste del destino, el diálogo estaba pautado para el 
domingo 7 de junio, justamente el Día del Periodista. Terminada la 
nota, sobrevino la hecatombe. El empresario no podía creer que en 
su propia empresa le pidieran explicaciones por su relación con un 
narcotraficante -finalmente la Justicia no encontró vínculo alguno 
entre ambos-; que justificara sus pasos de comedia en el programa 
de entretenimiento de Marcelo Tinelli y, en especial, que le 
preguntaran sobre el incremento de su patrimonio. En favor del 
candidato, analizado a la distancia, es posible que nadie le hubiera 
advertido sobre el rigor de la entrevista. Solo así se explica su 
exceso de confianza, su falta de preparación para la nota y, luego, 
su malestar. 

Lo que para nosotros fue un ejercicio público de libertad de 
prensa que, seguramente, redundaría en beneficio del 
dueñocandidato, para las autoridades del canal fue una afrenta. 
Cortaron el cierre del programa, aunque de inmediato nos 
explicaron que se había tratado de un error. Y les creímos. No había 
por qué no creerles si volvimos al aire a la semana siguiente y con 
un pedido de disculpas. Pero en un par de semanas nos cambiaron 
de día y horario. Estábamos, como se dice en la jerga periodística, 
“en el freezer”. Considero que seguimos unos meses en el aire 
porque el levantamiento liso y llano del programa habría generado 
un escándalo perjudicial para el candidato. 

A todo esto De Narváez derrotó en la provincia de Buenos Aires 
a las candidaturas testimoniales del oficialismo, un penoso invento 
que consistió en someter a la voluntad popular a las principales 
figuras del Frente para la Victoria (FPV), con la salvedad de que 


nunca ocuparían las bancas para las cuales eventualmente serían 
elegidos. Néstor Kirchner sufría así su primera derrota electoral. 

Pero volvamos a aquel mediodía. 

El gerente pidió flan con dulce de postre. Nosotros café. Ahora 
que el gobierno impulsaba una ley de medios, yo no podía cometer 
más errores. Por eso, cuando reiteró su advertencia de manera tan 
clara, intuí el final. “Ni plata ni mierda”, pensé. 

Hace más de veinte años que hago periodismo. Pertenezco a la 
generación que se formó después de la dictadura militar. Pasé por 
medios gráficos, radiales y televisivos. Me gusta lo que hago. Vivo 
bien. Trabajé en varias empresas. No soy muy complicado. La única 
condición que me reservo es el derecho a decir que no. Podría 
ponerlo en estos términos: cuido mi nombre porque es lo único que 
tengo. 

Ese mediodía le expliqué al gerente, lo mejor que pude, que 
tenía un problema de conciencia. Que entendía la posición de la 
empresa en defensa de sus intereses, pero que no podía 
acompañarlos. Que me seguía sintiendo crítico del gobierno, pero 
que una nueva ley de medios iba en el sentido correcto. El mapa 
comunicacional era una herencia de la última dictadura militar y 
mantenía un nivel de concentración incompatible con el sistema 
democrático. * 

Con todos sus defectos de origen y sus intenciones, la ley creada 
por los militares no era tan mala en cuanto a los límites que 
establecía respecto de la concentración de medios -solo permitía la 
titularidad de cuatro licencias-. Los gobiernos democráticos que se 
sucedieron desde 1983 la empeoraron. Las sucesivas modificaciones 
a pedido de los grandes empresarios del sector consolidaron 
oligopolios que, a su vez, les abrieron las puertas a nuevos negocios. 
Menem extendió el límite de licencias a veinticuatro. 

Durante la misma semana de la advertencia del gerente, otro de 
los dueños del canal, Daniel Vila, dijo que el intento de regular el 
mercado equiparaba al gobierno con una dictadura: el proyecto de 
ley “tiene una gravedad institucional solamente comparable con el 
golpe de Estado de marzo del ”76. Esta ley, con el pretexto de 
cambiar una ley del proceso militar, esconde uno de los despojos 
más grandes a los que puede llegar a asistir la Argentina: el despojo 
que le va a hacer la ley a la sociedad en su conjunto, despojo a la 


pluralidad informativa”. 

Le sugerí al gerente que me dieran licencia hasta fin de año, 
pero no lo creyó necesario. 

- Sos un periodista serio y responsable. No hace falta -me 
explicó. 

Llegamos a un acuerdo razonable: el programa no editorializaría 
ni a favor ni en contra de la ley; nuestro espacio se convertiría en 
un escenario de debate sobre la norma y sus alcances; 
convocaríamos tanto a los que la fustigaban como a los que la 
defendían. De hecho, tampoco los tres conductores coincidíamos 
por completo en nuestra evaluación del proyecto: Rozín lo avalaba, 
pero Montenegro era más crítico; en especial cuestionaba los plazos 
de desinversión. 

El acuerdo nos conformaba a todos. Además el programa 
representaba apenas dos horas de las ciento sesenta y ocho 
semanales de emisión del canal. 

Fue el principio del fin. 

El canal necesitaba algo más que periodistas. Basta una 
anécdota: a los pocos días de aquel almuerzo, y en pleno debate de 
la norma en el Congreso, en los medios del Grupo se repartieron 
pulseras verdes con la leyenda: “hasta ak”. La mayor parte del 
personal de planta no pudo evitar tener que lucirlas en sus 
muñecas. Había comenzado la guerra... y flameaban las banderas. 


2. CAMBIAR LA HISTORIA 


La primera vez que viajé a Buenos Aires a debatir sobre un 
nuevo proyecto de ley de radiodifusión -así se la denominaba 
entonces- fue en 1985. Fuimos convocados como estudiantes de 
periodismo en el marco del llamado Programa para la 
Consolidación de la Democracia, una instancia creada por el 
gobierno radical para generar consenso sobre algunas políticas de 
Estado. El periodista Washington Uranga, coordinador de las 
jornadas, nos contó que todas las disposiciones sobre medios de 
comunicación realizadas en la Argentina habían sido aprobadas 
durante gobiernos militares o en el último año de gobiernos 
populares, es decir, cuando son más débiles. “Hay que cambiar esta 
historia”, dijo. Recuerdo que volví a Rosario, donde vivía y 
trabajaba, con la certeza de que Raúl Alfonsín podría hacerlo. 

Un cuarto de siglo después de aquella reunión, el país todavía se 
regía por la Ley N* 22.285, de Radiodifusión, de la dictadura 
militar. No era muy difícil adivinar por qué había sido imposible 
reemplazar ese engendro jurídico: era evidente que las fuerzas que 
resistían el cambio seguían siendo muy poderosas. 

Alfonsín logró sentar en el banquillo de los acusados a los 
responsables de crímenes de lesa humanidad. A pesar de las 
amenazas del poder militar, los comandantes de la más cruel 
dictadura argentina fueron condenados. Sin embargo, el líder 
radical no logró aprobar una ley de medios. Carlos Menem impuso 
una lógica impiadosa a la hora de conducir el país. Malvendió las 
empresas de servicios públicos y remató YPF, la emblemática 
petrolera nacional. Sin embargo, no logró aprobar su proyecto de 
ley de medios. El gobierno de la Alianza, con Fernando de la Rúa a 
la cabeza, un presidente mucho más débil que sus antecesores, 
consiguió una proeza: su proyecto de ley llegó al Congreso. Claro 


que nunca se discutió. A la hora del debate, salvo un par de 
radicales que bajaron al recinto, los diputados prefirieron quedarse 
en sus despachos. 

En sus primeros años, el kirchnerismo siguió la tradición. No 
cambió nada. Todo lo contrario. Prorrogó por diez años las licencias 
de los canales privados. Y, pocos días antes de concluir su mandato, 
Néstor Kirchner aprobó la fusión de Cablevisión y de Multicanal, 
dos operadoras de televisión paga, facilitando la concentración del 
mercado. El presidente de la Comisión de Defensa de la 
Competencia, José Sbatella, votó en contra de la operación, que fue 
avalada por los vocales Humberto Guardia Mendonca y Diego 
Póvolo. Tiempo después Sbatella fue desplazado del cargo. 

Pocos imaginaban que Cristina Fernández de Kirchner, en su 
momento de mayor debilidad política -después del rechazo a las 
retenciones móviles, de un desgastante conflicto con las entidades 
gremiales del campo y de sufrir la primera derrota electoral en los 
comicios legislativos de 2009-, elevaría al Congreso un proyecto de 
ley de medios. La oportunidad elegida despertó todas las sospechas. 
Lo hacía en la segunda mitad de su mandato y en el marco de una 
feroz pelea con el Grupo Clarín. Hasta el conflicto con el campo, el 
gobierno había mantenido una buena relación con el multimedios 
más poderoso del país. Los motivos de la ruptura no son del todo 
claros. 

La periodista Graciela Mochkofsky, autora del libro Pecado 
original, Clarín, los Kirchner y la lucha por el poder, aporta una de las 
miradas más interesantes sobre la compleja relación entre el primer 
gobierno de Kirchner y el principal multimedios del país. En una 
entrevista publicada por el sitio Plazademayo.com, la autora 
asegura que entre Néstor Kirchner y Héctor Magnetto, el CEO del 
Grupo Clarín, “había una mutua fascinación” y un claro 
entendimiento sobre cómo funcionan la política y el poder en la 
Argentina. Esa relación duró todo el mandato de Néstor, cuando el 
Grupo logró su objetivo, la fusión de los cables, que Kirchner firmó 
dos días antes de traspasar el gobierno a Cristina Fernández de 
Kirchner. “Luego, la ruptura de esa relación y lo que se conoce 
ahora como la “guerra” entre el gobierno y Clarín, fue en realidad un 
proceso que llevó desde 2007 hasta 2009, que tuvo un par de 
treguas y que ha sido explicado, me parece a mí, de un modo 


incompleto por el periodismo en estos años”. 

A partir de su investigación, Mochkofsky formula sus hipótesis 
sobre las razones de la ruptura: “Cuando empezó el conflicto del 
campo y los Kirchner empiezan a perder popularidad, caen en las 
encuestas y empieza a haber una gran cantidad de gente que había 
votado por Cristina, y que de golpe se vuelve en su contra. En ese 
momento hay una conversación que yo logré reconstruir, en la que 
Kirchner le pide a Magnetto, directamente, que Clarín esté con el 
gobierno sin medias tintas y Magnetto le contesta que ellos van a 
ser objetivos, con lo cual Néstor entiende que van a estar en contra. 
Ahí se produce la primera ruptura que tiene que ver con ese 
conflicto que excedió a estos actores. Esto fue en 2008. Lo que 
ocurrió después es que, cuando se acercan las elecciones legislativas 
del 2009, Kirchner llama a Magnetto y le ofrece una tregua. Lo más 
importante para Clarín es que, en ese momento, se estaba 
discutiendo la posibilidad de que Clarín entrara como uno de los 
compradores de Telecom. Esa negociación no se cortó en el tiempo 
en el que ya había empezado el conflicto público. El gobierno, 
Néstor, Cristina y otros funcionarios llevaban adelante 
retóricamente una pelea con el Grupo Clarín, pero por detrás había 
instancias en las cuales se seguía negociando la posibilidad de que 
Clarín comprara una parte de Telecom, para lo cual el gobierno, por 
cómo se tenía que realizar esa venta, era árbitro de la posibilidad de 
que ellos compraran, ya que era necesario que el gobierno lo 
autorizara. La última negociación ocurre en junio, dos semanas 
antes de las elecciones de 2009. Cuando el gobierno pierde las 
elecciones -acordate que Néstor salió segundo en la provincia y que 
le costó aceptar la derrota en ese momento-, Kirchner decide salir a 
asignar culpables y encuentra en Clarín al principal culpable de esa 
derrota y ahí se rompe para siempre la relación. A partir de 
entonces -la cronología de los hechos es muy elocuente- empieza el 
ataque directo a los intereses económicos. Recién entonces se 
manda la ley de medios, que, en efecto, se venía discutiendo de 
mucho antes. Había habido reuniones en todo el país, pero el 
gobierno decide mandarla al Congreso recién después de esta 
ruptura. Cristina presenta en cadena nacional la investigación, la 
denuncia pública sobre Papel Prensa, y se inicia la investigación 
para ver si hubo ahí o no un delito de lesa humanidad. Empieza lo 


de Fibertel, le sacan el negocio de la transmisión del fútbol, 
etcétera”. 

Hasta ese momento, la política comunicacional del gobierno se 
había caracterizado por la bajísima tolerancia a las críticas, el 
rechazo a las entrevistas, la ausencia de conferencias de prensa y el 
apoyo a los medios amigos con publicidad oficial. También se instó 
desde el gobierno a empresarios afines a comprar medios de 
comunicación. A pesar de todos esos antecedentes y de las dudas 
que generaban, una nueva ley de medios era imprescindible. 

Los legisladores de la oposición, el radicalismo y la 
centroizquierda, en especial, tenían la oportunidad de convertir un 
gesto interesado del oficialismo en una chance inmejorable para 
saldar esa vieja deuda de la democracia. Para alcanzar el objetivo 
debían sortear la presión simultánea de quienes pretendían que no 
se discutiera nada, ni entonces ni nunca, y de los que buscaban 
aprobar el proyecto oficial a libro cerrado. Estaban ante el desafío 
de ser coherentes con sus mandatos y con sus historias personales y 
políticas. Sus partidos también habían intentado aprobar leyes 
similares pero habían fracasado. Algunas iniciativas, incluso, eran 
más estrictas en lo que respecta a los límites a la concentración. El 
gobierno, derrotado en las elecciones legislativas, les imponía una 
disyuntiva: defender principios y no intereses. Esa fue su gran 
apuesta. 

En ese momento había otros seis proyectos con estado 
parlamentario: el del diputado Horacio Alcuaz (GEN) y Margarita 
Stolbizer, que solo autorizaba cuatro licencias por titular e impedía 
el ingreso al negocio a las empresas de servicios públicos; el del 
socialista Roy Cortina, que contemplaba doce licencias por titular; 
el de la radical Silvana Giudici, muy similar al de Stolbizer -luego se 
convirtió en la legisladora que con mayor tenacidad se opuso a la 
sanción de la norma-; el de la radical K Silvia Vázquez, parecido al 
oficial aunque preveía una autoridad de aplicación conformada por 
legisladores; el de Sonia Escudero, del PJ disidente, que autorizaba 
doce licencias, y el de Raúl Solanas (FPV) con cuatro licencias por 
titular. También Proyecto Sur, de Fernando Pino Solanas, contaba 
con un borrador de ley de medios. La mayoría asignaba un 
porcentaje del espectro comunicacional a las organizaciones de la 
sociedad civil, así como reglaban fuertemente la actividad 


comunicacional. Y todos procuraban evitar la concentración. 

Salvo en la cantidad de licencias por titular, la propiedad 
simultánea de una licencia de televisión abierta y otra de TV por 
cable, el posible ingreso de las empresas de telefonía al mercado - 
uno de los puntos más polémicos de la ley y que finalmente se 
eliminó- y la composición del órgano de aplicación, las 
coincidencias eran realmente muy importantes. Los fundamentos de 
cada proyecto parecían calcados: apelaban al derecho a la 
información de todos los ciudadanos; predicaban la libertad de 
expresión de modo que se garantizara la pluralidad de actores, 
medios y voces, independientemente de su capacidad económica. 

La mayoría de los trabajadores de prensa del país apoyaba la 
sanción de una nueva norma. Pero, como es lógico, muchos eran 
prisioneros de los posicionamientos políticos y económicos de las 
empresas que los contrataban. Eran más amplios los márgenes de 
libertad de los formadores de opinión, los periodistas con 
responsabilidad editorial. 

Recuerdo un desayuno con Jorge Lanata, durante el que 
discutimos pros y contras del proyecto. Ya no trabajaba con él, pero 
como habíamos insistido tanto desde Página/12, la revista Veintitrés 
y el programa “Día D” en la necesidad de una norma que 
desconcentrara el mercado de medios, me interesaba su punto de 
vista. En mi opinión, lo importante era contar con una ley, y luego 
controlar que el gobierno no se sirviera de ella en beneficio propio. 
Lanata, tenaz crítico de los Kirchner, apoyó públicamente la 
necesidad de una nueva ley. Más aún, sus declaraciones fueron 
reproducidas en un spot televiso de Canal 7 en el cual varios 
periodistas se manifestaban a favor de una nueva norma. Un par de 
semanas después cambió de opinión. 

La ley se convirtió en la madre de todas las batallas. En ese 
contexto, defender la necesidad de la morma y preservar la 
independencia crítica para señalar desacuerdos con el gobierno fue 
muy complicado, no solo para los periodistas: en ese brete quedaron 
atrapados un sector del radicalismo y toda la centroizquierda. 


3. EL DESENLACE 


Tanto el gobierno como las fuerzas opositoras -al menos las que 
querían una nueva ley- dejaron pasar la oportunidad histórica de 
lograr acuerdos mínimos en comisiones para votar en el recinto un 
proyecto común. Una norma pensada para regir treinta o cuarenta 
años lo merecía. Ni el gobierno hizo concesiones, ni la oposición se 
esforzó demasiado en acordar. Una pena. Por más que ningún 
dirigente quiera aceptarlo mientras está en el ejercicio del poder, 
todos los políticos y todos los gobiernos pasan. Pero las leyes 
importantes perduran. 

En cuatro audiencias públicas comunicadores, periodistas, 
empresarios de medios, docentes universitarios, representantes de 
ONG, entre otros, aplaudieron o cuestionaron duramente el 
proyecto. Los grandes medios dieron batalla -valga la redundancia- 
por todos los medios. Hablaban de “ley de medios K”, “ley cepo o 
mordaza”, de “cercenamiento a la libertad de expresión”, 
auguraban que desaparecerían canales, periodistas, locutores. Según 
los editoriales de los grandes diarios la Argentina se convertiría en 
la Venezuela de Hugo Chávez o, por lo menos, en la idea que esos 
medios transmiten sobre Venezuela, una suerte de “dictadura 
populista” que no respeta la libertad de expresión. El gobierno y los 
periodistas que apoyaban la sanción machacaron con la idea de 
“poner límites a los monopolios” -cuando en rigor debieron decir 
“oligopolios” o “posiciones dominantes”, ya que no se trataba de un 
solo oferente sino de grandes oferentes- con la democratización y la 
pluralidad de voces. El tema se discutió de manera horizontal y 
generó tantos enojos entre amigos y familiares como en 2008, 
durante la disputa entre el gobierno y las entidades del campo por 
las retenciones móviles. 

Se escucharon, entre miles de palabras destempladas, 


declaraciones como las que siguen: 

“No tenemos ningún problema en defender a llamados grupos 
económicos si es en defensa de la libertad de expresión” (Elisa 
Carrió, titular de la Coalición Cívica). 

“Estamos tocando fuertes intereses de poderosos que se sentían 
impunes y usaban todo tipo de elementos para impedir que una ley 
regule los medios so pretexto de afectar la libertad de expresión” 
(Manuel Baladrón, diputado por el Frente para la Victoria y 
presidente de la Comisión de Comunicaciones). 

“Esta es una ley de revancha. La verdad es que la ley no es solo 
contra Clarín, sino que representa la concepción del kirchnerismo 
en el poder frente a la prensa independiente” (Silvana Giudici, 
diputada por la UCR y presidenta de la Comisión de Libertad de 
Expresión). 

“No ha habido una ley desde la vuelta a la democracia que haya 
tenido una participación popular tan grande. Me siento orgulloso de 
tratar una ley que les permite a los argentinos recuperar uno de los 
derechos fundamentales como la libertad de expresión” (Julio 
Piumato, diputado por el Frente para la Victoria). 

“Es la ley de radioconfusión. Tiene el fin casi fascista de regular 
contenidos y coartar la libertad de expresión y de información” 
(Nito Artaza, senador de la UCR por Corrientes). 

“Somos socialistas. Estamos acostumbrados a remar contra la 
corriente. Este voto, como todos, se ha hecho a conciencia. Siempre 
será mejor una ley de la democracia que una de la dictadura 
militar” (Rubén Giustiniani, senador socialista por Santa Fe). 

El 16 de septiembre de 2009 la Cámara de Diputados convocó a 
una sesión especial para tratar los cinco dictámenes -uno por la 
mayoría y cuatro por la minoría- surgidos del plenario de las 
comisiones de Comunicaciones e Informática, de Presupuesto y 
Hacienda y de Libertad de Expresión. Los bloques de la Unión 
Cívica Radical, la Coalición Cívica, Propuesta Republicana y del 
Peronismo Federal o disidente -legisladores que respondían a 
Eduardo Duhalde, Felipe Solá y Francisco de Narváez- expresaron 
objeciones reglamentarias y luego abandonaron la sesión. 

Una curiosidad: De Narváez, diputado, empresario y referente 
del Peronismo Federal, sostuvo que la intención del gobierno era 
“controlar a los medios”. Luego fue denunciado penalmente por el 


entonces interventor del Comfer, Gabriel Mariotto, por presunta 
“violación de la Ley de Ética en el Ejercicio de la Función Pública”. 
El artículo 45 de la Ley de Radiodifusión de la dictadura, por 
entonces vigente, prohibía expresamente que un legislador fuese 
dueño de un medio de comunicación audiovisual. Lo acusó de 
ocultar su participación accionaria en América TV, ya que el 
legislador había declarado al diario Perfil el 5 de julio de 2009: “Yo 
compré una parte accionaria de América en junio de 2005 y asumí 
como diputado en diciembre de 2005, no fue una casualidad. 
Porque yo sabía que la batalla que se venía era cruel y parte la 
libraron los medios”. 

Finalmente, tras catorce horas de debate, a la 1.20 de la 
madrugada del 17 de septiembre, el proyecto fue aprobado en 
general por ciento cuarenta y siete votos a favor -ciento seis 
legisladores oficialistas y cuarenta y un votos de la centroizquierda, 
los partidos provinciales y otras fuerzas-, cuatro en contra -tres 
diputados del Movimiento Popular Neuquino y la socialista de 
Córdoba, Laura Sesma- y la abstención de Miguel Bonasso. 

El viernes 9 de octubre, alrededor de las 10.30 de la mañana, se 
inició en el Senado el tratamiento del proyecto que ya contaba con 
media sanción de Diputados. Después de una larga sesión de veinte 
horas y de notables exposiciones, el sábado 10, a las 6.10 de la 
mañana, el Senado convirtió el proyecto en ley. El texto fue 
aprobado en general con cuarenta y cuatro votos a favor, 
veinticuatro en contra -senadores radicales, Peronismo Federal y 
María Eugenia Estenssoro de la Coalición Cívica- y cuatro ausentes. 

Los números fueron contundentes. Algunos legisladores de la 
oposición y representantes legales de los medios afectados 
decidieron llevar la pelea a los tribunales. 


4. ¿SERÁ JUSTICIA? 


En diciembre de 2009 el juez federal en lo Civil y Comercial 
Edmundo José Carbone hizo lugar a una medida cautelar 
presentada por el Grupo Clarín. El magistrado ordenó que se 
suspendiera la aplicación de los artículos 41 y 161 -este último, tal 
vez, el más polémico de la ley, ya que obliga a las empresas 
excedidas en licencias a desinvertir en un plazo no mayor a un año-. 
Carbone sostuvo que esos artículos conducen a un menoscabo de los 
derechos constitucionales de propiedad y de industria lícita. Tras el 
fallo, el ministro de Justicia Julio Alak dijo que el gobierno 
apelaría. Consideró además extraño que el juez, a cargo del Juzgado 
Nacional de Primera Instancia en lo Civil y Comercial N* 1 de 
Capital Federal desde 1980, se hubiera declarado competente para 
entender en esta materia, ya que las cuestiones contra el Estado 
deben tramitarse en el fuero Contencioso Administrativo. El 
gobierno acusó a Carbone de connivencia con los denunciantes y le 
enrostró su pasado de juez de la dictadura militar. 

Días después el juez federal de Salta, Miguel Antonio Medina, 
hizo lugar a un amparo solicitado por Comité de Defensa al 
Consumidor (Codelco), cuyo titular es el diputado provincial por el 
Partido Conservador Popular Guillermo Durán Cornejo. Medina 
dictó una medida cautelar que sostiene que la ley generará 
disparidad entre los consumidores de las distintas localidades del 
país. 

Luego le tocó el turno a la jueza federal de Mendoza Olga Pura 
de Arrabal, quien, tras una presentación realizada por el diputado 
nacional Enrique Thomas, de Unión Popular, hizo lugar a una 
medida cautelar para que la nueva ley no se aplicara. El legislador 
basó su denuncia en presuntas irregularidades que se habrían 
cometido durante el tratamiento de la ley en el Congreso. La 


situación era por demás extraña: un diputado cuestionaba una 
norma que había sancionado por amplia mayoría el cuerpo que él 
mismo integraba, y donde pudo oponerse con total libertad a la ley 
en cuestión. Con todo, la jueza ordenó suspender la aplicación de la 
ley hasta que quedara firme la sentencia sobre la denuncia de 
irregularidades en la sesión. La Corte Suprema revocó ese fallo el 15 
de junio de 2010 alegando que la Justicia no puede suspender una 
ley aprobada por el Congreso. 

A mediados de 2012 la Corte Suprema se expidió sobre las 
medidas cautelares. Precisó el plazo de vigencia de la suspensión de 
la aplicación del artículo 161 -la temida desinversión- en tres años, 
a partir del 7 de diciembre de 2009 y con vencimiento el 7 de 
diciembre de 2012. El plazo es crucial en la disputa entre el 
gobierno y los grandes grupos. Los denunciantes apostaron al paso 
del tiempo, ya que todo gobierno tiene fecha de vencimiento. No 
obstante, la reelección de Cristina Kirchner extendió su mandato 
hasta 2015. El fallo del Alto Tribunal complicó aún más esa 
estrategia, al señalar que las medidas cautelares son resoluciones 
jurisdiccionales precarias y no pueden sustituir la solución de fondo 
porque afectan la seguridad jurídica. Por lo cual no deben 
extenderse por tiempo indeterminado. 


5. DE QUÉ VA LA LEY 


A la nueva ley de Servicios de Comunicación Audiovisual le pasa 
lo que a Jorge Luis Borges: tiene más seguidores y detractores que 
lectores. 

Síntesis arbitraria de sus características principales: ** 

La ley se plantea regular los medios de comunicación 
audiovisual “en todo el ámbito territorial de la Argentina y el 
desarrollo de mecanismos destinados .a la promoción, 
desconcentración y fomento de la competencia como fines de 
abaratamiento, democratización y universalización de las nuevas 
tecnologías de la información y la comunicación”. 

Considera a la comunicación un servicio de interés público de 
carácter esencial, amparado por el derecho a informar y estar 
informados sin censura. 

Determina una autoridad de aplicación federal colegiada -un 
órgano autárquico y descentralizado que recibió por nombre 
Autoridad Federal de Servicios de Comunicación Audiovisual 
(AFSCA)- conducida por un presidente y un director nombrados por 
el Poder Ejecutivo nacional; tres directores propuestos por la 
Comisión Bicameral de Promoción y Seguimiento de la 
Comunicación Audiovisual -uno por la primera minoría 
parlamentaria, otro por la segunda y uno por la tercera- y dos 
directores propuestos por el Consejo Federal de Comunicación 
Audiovisual con participación de la oposición. También crea una 
Defensoría del Público. Establece un Consejo Federal cuyos 
miembros provinciales van a representar a los prestadores privados, 
a las emisoras universitarias, a los medios públicos y a los 
trabajadores de prensa. 

Esta disposición no se cumple, ya que la comisión bicameral 
nunca designó a los directores. En la primera y única reunión de esa 


comisión, el 9 de diciembre de 2009, el oficialismo eligió al 
diputado Agustín Rossi como su presidente, y designó a los 
directores de la AFSCA y de la Radio y Televisión Argentina (RTA) 
por la primera minoría parlamentaria, mientras que los bloques de 
la oposición impugnaron esa reunión y se negaron a proponer a los 
directores por la segunda y la tercera minoría. Tiempo después, 
cuando los partidos opositores se decidieron a integrar esos cargos 
en 2012, el oficialismo evitó, en reiteradas oportunidades, convocar 
a la comisión bicameral para que se complete el trámite. 

En relación a los titulares de licencias, además de los criterios de 
idoneidad y honestidad, excluye a los funcionarios de dictaduras y, 
cuando se trate de sociedades comerciales, limita la participación 
del capital transnacional al treinta por ciento del paquete 
accionario, como máximo. Esta medida afecta a varios grupos 
mediáticos que operan en el país. La ley habilita además la 
participación de cooperativas y otorga licencias por diez años -antes 
quince-, prorrogables por diez más. 

La norma prevé la producción de más contenidos nacionales y 
producción propia -sesenta y treinta por ciento respectivamente 
para la televisión abierta-. Las radios deberán emitir un mínimo de 
cincuenta por ciento de producción propia, incluidos noticieros e 
informativos locales. 

Crea Radio y Televisión Pública como sociedad del Estado, 
conducida por un directorio con mayoría de miembros nombrados 
por el Ejecutivo y presencia de las primeras minorías 
parlamentarias. Al igual que con la AFSCA, la oposición todavía no 
nombró a sus representantes. 

Cada Estado provincial y la Ciudad Autónoma de Buenos Aires 
contarán con una frecuencia AM, una FM y una señal de televisión 
abierta. A cada Estado municipal se le asigna una frecuencia FM. 

La ley reserva -y este fue otro motivo de fuerte polémica- el 
treinta y tres por ciento del espectro radioeléctrico a organizaciones 
sin fines de lucro. El Estado y los privados reciben en partes iguales 
-treinta y tres por ciento cada sector- el espacio restante. Hasta 
ahora esa disposición es meramente declarativa, ya que las 
organizaciones no gubernamentales todavía enfrentan, como 
principal limitación, la falta de recursos para sostener y gestionar 
frecuencias. 


La ley garantiza el derecho al acceso universal -mediante los 
servicios de comunicación audiovisual- a los contenidos 
informativos de interés relevante y de acontecimientos deportivos 
de encuentros futbolísticos u otro género o especialidad. Los 
partidos de fútbol y otros encuentros olímpicos que sean de interés 
para la Argentina se transmitirán por la televisión abierta y serán de 
libre acceso. 

Aun con críticas, la mayoría de las fuerzas opositoras deslizó que 
sostendría la gratuidad de las emisiones deportivas si llegase al 
poder. La utilización del programa “Fútbol para todos” como 
vehículo de propaganda de la gestión que el gobierno nacional ha 
manifestado hasta el momento desnaturaliza una idea noble. 

La ley procura, expresamente, evitar posiciones dominantes. 
Para eso fija topes a la cantidad de licencias a explotar, según el 
tipo de medio. Un mismo concesionario sólo podrá ser titular de 
una licencia audiovisual sobre soporte satelital, de hasta diez 
señales de televisión abierta o cable -la anterior ley permitía 
veinticuatro- y de hasta veinticuatro licencias de radiodifusión por 
suscripción paga. Ningún operador de medios podrá dar servicio a 
más del treinta y cinco por ciento del total de la población del país, 
o de los abonados a la televisión por cable. También establece que 
quien maneje un canal de televisión abierta no podrá ser dueño de 
una empresa de distribución de TV por cable en la misma localidad, 
y viceversa. Los concesionarios que superen la cantidad de licencias 
previstas en la ley, están obligados a desinvertir. 

No se cumple aún la tarifa social que deberían aplicar los 
operadores de la TV por cable para los consumidores de menos 
recursos. Tampoco se logró dotar de transparencia al capital 
accionario de los medios. 

Si el gobierno no quiere vaciar de contenido la nueva ley, debe 
aplicarla en forma eficaz y rigurosa a todos los grandes jugadores 
del mercado. En el país operan más de una docena de grupos 
mediáticos excedidos en cantidad de licencias. En junio de 2012, 
solo por dar un ejemplo, el Grupo Indalo -propiedad del empresario 
Cristóbal López, cercano al oficialismo- compró todos los medios 
pertenecientes a Daniel Hadad -el canal C5N, Radio 10 y cuatro 
radios FM-. Si se hubiese aplicado la nueva norma, el empresario no 
podría haber vendido las licencias, pues, de acuerdo con su artículo 


41, son intransferibles. Por otra parte, la operación debió ser 
aprobada por el AFSCA. En todo caso, por aplicación del artículo 
161 -de desinversión-, para conservar una cantidad de señales 
conforme a la nueva ley, solo podría haberse desprendido de dos de 
sus cuatro radios FM, Pop, Mega, Vale y TKM. 

Desconcentrar el mercado de medios es como impartir justicia. 
Se debe hacer bien y sin mirar a quién. Lo contrario implicaría 
traicionar a todos aquellos que trabajaron para poner fin a la 
oprobiosa ley nacida durante la dictadura, y un grave perjuicio al 
sistema democrático. 


6. ELLOS Y NOSOTROS 


Con ánimo de despertar el debate entre mis colegas, y en 
oportunidad de la venta de la radio en la que trabajaba -Radio del 
Plata-, en noviembre de 2008 publiqué en el diario Crítica un 
artículo titulado “Los dueños de los medios”. Imaginé que mis 
nuevos empleadores -Electroingeniería le compró la emisora a 
Marcelo Tinelli- lo leerían y tendrían una idea acabada de qué 
pienso sobre este oficio, y sobre cómo trabajo. Comenzaba con una 
provocación del tipo: “Me gustaría que los dueños de los medios de 
comunicación fuesen Estela de Carlotto, León Gieco, Juan Carr” y, 
ahora agrego, mi tía Beatriz. Y seguía con una confesión evidente: 
“Pero no, son Telefónica, Clarín, el Grupo Uno, el mexicano 
Remigio Ángel González y Daniel Hadad, por nombrar solo a 
algunos de los grupos más destacados del mercado comunicacional 
argentino. Los que tienen medios electrónicos -sobre todo canales 
de televisión- y mayor audiencia. Como en todo el mundo 
occidental se trata de empresarios con intereses económicos y 
políticos. El objetivo fundamental de sus empresas es obtener 
ganancias. En eso se parecen a cualquier otra empresa. Y, como 
ellas, crecen, se venden, se dividen, se fusionan o, si les va mal, 
desaparecen. Solo se diferencian de otras empresas por su función 
social. Los medios de comunicación tienen a su cargo un servicio de 
interés público y, por consiguiente, deben estar sometidos a la 
regulación del Estado. Los gobiernos deben establecer las reglas 
para que ese control no implique condicionamientos del poder 
político que afecten el derecho a la información. Aunque esta idea 
es de manual, no es tan fácil de alcanzar. Los intereses en juego son 
muy grandes”. 

También están quienes rechazan esta idea y, desde posturas más 
liberales, opinan que los medios de comunicación son meras 


empresas privadas y que la regulación estatal debería ser mínima o, 
directamente, nula. Esto explica la feroz disputa que sucedió en el 
país a partir de la nueva Ley de Medios. 

Está claro que los trabajadores de prensa no podemos incidir en 
la conformación del mapa mediático. Muchas veces ni siquiera 
elegimos dónde trabajar. Lo que sí podemos hacer es establecer 
pautas mínimas sobre cómo ejercer nuestra profesión. La propuesta 
es discutir el rol de los periodistas en medios de comunicación 
gestionados por una empresa privada o pública. Como sujetos del 
derecho a la información, los ciudadanos deben exigir a los medios 
de comunicación que sean independientes del poder político, que 
los intereses económicos de las empresas no interfieran en los 
productos periodísticos. En términos jurídicos, que no alteren la 
verdad de los hechos por necesidad política o comercial. ¿Cómo 
lograrlo? Con el arma más poderosa de todo consumidor de 
información: la decisión de adquirir productos creíbles y descartar 
los que no lo son. 

¿Y qué pasa con los periodistas? Toda organización periodística 
es piramidal. Un nivel cerca del vértice de esa estructura se 
denomina “Edición”. Allí se ubican los periodistas que deciden qué 
se cuenta y cómo se cuenta. Son los que elaboran la “agenda 
periodística”. En un medio televisivo o radial esa facultad le 
corresponde en general al conductor del programa. El compromiso 
de los trabajadores de prensa es evitar que la agenda periodística se 
vea “contaminada” o alterada por los intereses económicos o 
políticos de los dueños del medio. Si el temario, los contenidos o la 
lista de entrevistados pasan por la decisión de los gerentes y no de 
los periodistas, el derecho a la información queda vulnerado. No 
estoy planteando una rebelión contra los dueños de los medios; 
simplemente, propongo no incurrir en mala praxis. 

Tema tabú: la propia empresa. En general los periodistas no 
hablamos mal de la empresa que nos contrata -nos despedirían de 
inmediato-, pero tampoco estamos obligados a  elogiarla. 
Compartimos esa situación con cualquier otro trabajador. Un mozo 
que dice a sus clientes que el café que sirven en el bar donde trabaja 
es malo, probablemente sería sancionado. Lo mismo pasaría con un 
empleado de banco que sugiera a los clientes depositar sus ahorros 
en otro lado. Una cosa es respetar la línea editorial y otra, muy 


distinta, es convertirse en lobista de los intereses sectoriales de las 
empresas que nos contratan. La necesaria fidelidad laboral tiene un 
límite, y ese límite es el propio compromiso que todo periodista 
debe tener con la verdad. Nadie está obligado a realizar mal su 
trabajo, a traicionar sus ideas o a mentir. 

Claro que no es fácil. Se trata de una tarea tan compleja como 
necesaria. Incluso puede convertirse en una pulseada de todos los 
días. Una pelea para la que hay que estar preparados y convencidos. 
Muchas veces el éxito de esa disputa es proporcional a la historia y 
la trayectoria del periodista. No son comparables las posibilidades 
de un productor o un cronista recién ingresados a un medio, que las 
de un editor o un periodista con veinte años de visibilidad en los 
medios. 

Los propietarios que entiendan que el gran capital de un medio 
de comunicación es su credibilidad, aceptarán esta dinámica con 
menor resistencia que aquellos que no estén convencidos de los 
beneficios de dirigir un medio veraz e independiente. Si un 
empresario textil confecciona como corresponde las camisas que 
produce, si una industria automotriz no fabrica autos fallados, ¿por 
qué los dueños de los medios deberían afectar sus productos? 

En cualquier caso, no hay pretextos. Cada uno sabe hasta dónde 
y hasta cuándo. Siempre queda la posibilidad de dar un paso al 
costado. La obediencia debida es repudiable en todos los casos, no 
solo en el ámbito militar. Los periodistas vendemos nuestra fuerza 
de trabajo, no nuestra opinión. Si bien puede aplicarse a cualquier 
trabajador, la siguiente reflexión de Albert Camus interpela 
particularmente a los periodistas: “El mayor acto de libertad es 
decir 'no” frente a lo inaceptable”. Se puede decir que no. Se debe 
decir no ante lo inaceptable. 


7. UN AVISO, POR FAVOR 


El uso discrecional de la publicidad como premio o castigo sobre 
medios y periodistas no es un recurso exclusivo del gobierno 
nacional. Según un estudio elaborado por Martín Becerra -docente 
de las universidades de Buenos Aires y Quilmes- para la 
organización Poder Ciudadano, revela un criterio de distribución de 
avisos muy similar entre el gobierno de Cristina Fernández y el de 
Mauricio Macri. El trabajo de Becerra analiza el reparto de avisos 
en radio y televisión entre mayo y octubre de 2011 en coincidencia 
con la campaña electoral. El informe, titulado “Quid pro quo” (algo 
a cambio de algo), revela que el gobierno nacional casi no pautó 
avisos televisivos en los principales canales del Grupo Clarín, TN y 
el 13, y que el gobierno de la Ciudad de Buenos Aires excluyó de su 
campaña a Canal 9 y el estatal Canal 7, que son tan críticos de la 
gestión porteña como el Grupo Clarín lo es del gobierno nacional. 

Entre las radios, la gran beneficiada por la pauta nacional fue La 
Red, del grupo Vila-De Narváez; Radio Mitre se llevó la parte del 
león de la publicidad porteña. Los otros grandes receptores de pauta 
oficial, tanto del gobierno nacional como del porteño, fueron el 
canal de noticias CS5N y las radios del grupo de Daniel Hadad, ahora 
en manos de Cristóbal López. 

El trabajo de Poder Ciudadano también brinda detalles sobre la 
administración de Daniel Scioli. Su gobierno repartió la publicidad 
en forma equitativa. En la Casa Rosada, con ironía, aseguran que 
tanta prolijidad explica el buen trato que recibe el gobernador 
bonaerense en todos los escenarios mediáticos. En radio, la más 
favorecida por el gobierno bonaerense fue Radio Mitre, del Grupo 
Clarín, beneficiada con el doble de minutos de publicidad que los 
destinados a Radio 10, que sin embargo es la primera en audiencia. 

El gobierno nacional triplicó el presupuesto publicitario entre 


2008 y 2010, de 400 a 1.224,7 millones de pesos -645,6 millones 
fueron asignados al programa “Fútbol para todos”). Macri pasó de 
100 millones en su primer año de gobierno a 154,7 millones en 
2010. 

La inversión en propaganda de la Nación fue nueve veces 
superior a la de la Ciudad. Pero el gasto en publicidad porteña se 
duplicó en relación con el gasto publicitario del presupuesto de 
2010. El Poder Ejecutivo nacional destinó el 0,37 por ciento de los 
326.615 millones previstos en las partidas nacionales, incluida la 
ANSES. Macri aplicó a la publicidad 0,8 por ciento de los 18.990 
millones establecidos en su presupuesto. Medido por habitante: el 
gobierno de Macri gastó 53,54 pesos anuales por ciudadano, frente 
a 30,6 pesos de Nación. 

En todo el territorio argentino se verifica la misma arbitrariedad. 
Los gobiernos provinciales, no importa el signo político, repiten el 
esquema de premiar a los amables y castigar a los díscolos. Con el 
agravante del enorme peso de los avisos oficiales en la torta 
publicitaria de los medios provinciales. Algunas provincias, como 
Tierra del Fuego y Río Negro, lograron legislar sobre el gasto 
publicitario de sus gobiernos. El trabajo de Poder Ciudadano 
recuerda un dato: Macri vetó una norma destinada a regular la 
publicidad oficial, aprobada por la Legislatura en 2009. Por su parte 
el gobierno nacional, advertido con un fallo por la Corte Suprema 
por la discriminación publicitaria a los medios del Grupo Perfil, 
desoyó la sentencia. 

El otro dato clave es la confusión entre la publicidad de la 
actividad del Estado con la actividad del gobierno o, incluso, con la 
del partido político que ejerce la administración. Nación, provincias 
y CABA cruzan ese límite difuso más que lo aconsejable. 

El profesor Becerra rescata una valiosa recomendación de la 
Comisión Interamericana de Derechos Humanos (CIDH), que en la 
Declaración de Principios sobre la Libertad de Expresión, señala: 
“La asignación arbitraria y discriminatoria de publicidad oficial y 
créditos oficiales atentan contra la libertad de expresión”. Pero 
también aclara que no se debe seguir la lógica del mercado - 
publicar más avisos en los medios que venden más o son más 
vistos-, como reclaman los liberales, los dueños de medios y los 
opositores. La Relatoría para la Libertad de Expresión de la CIDH 


explica que “la publicidad estatal con frecuencia ofrece medios a 
voces que, sin la ayuda financiera del Estado, no podrían sobrevivir. 
La creciente consolidación de la propiedad y la propiedad cruzada 
de medios de comunicación significa que los periódicos y las 
estaciones de radio y televisión más pequeños enfrentan una 
competencia cada vez más fuerte por los ingresos de la publicidad 
disponible”. Es decir que la publicidad oficial puede cumplir una 
función virtuosa de sostén y apoyo a pequeños medios locales o de 
gestión cooperativa que, por sus líneas editoriales de control de las 
grandes empresas, suelen ser discriminados por la pauta comercial 
tradicional. 

La publicidad oficial puede ser utilizada para acallar denuncias 
contra funcionarios. Representa solo el diez por ciento de la torta 
publicitaria, pero supera la inversión de los anunciantes privados 
más importantes: Unilever, cinco por ciento; Procter amp; Gamble, 
cuatro por ciento. Claro que también la publicidad privada puede 
extender mantos de silencio sobre cuestiones que afectan a grupos 
económicos o empresas: por caso, el uso de pesticidas o la actividad 
de industrias que contaminan el medio ambiente. 

En un sistema democrático es una función esencial del 
periodismo el control del poder político, pero también la 
fiscalización del poder económico. Cuando la publicidad oficial o 
privada se convierte en herramienta de censura o presión, es muy 
difícil cumplir esa tarea. 


8. LOS FACHOS DE LA RED 


Desde 2008, cuando se desató el conflicto entre el gobierno y las 
entidades gremiales del “campo”, las redes sociales alcanzaron una 
centralidad que ya no abandonarían. De hecho, fueron la principal 
herramienta utilizada para convocar a la marcha de protesta contra 
el gobierno nacional el 13 de septiembre de 2012 e incitaron al 
kirchnerismo a propiciar brigadas de internautas que se batían a 
duelo en el ciberespacio. Las web de los medios de comunicación se 
convirtieron en cajas de resonancia de la discusión política, pero 
también de los insultos y los agravios. La peor versión de la lucha 
política se desarrolló desde las computadoras. El anonimato facilita 
el lanzamiento de injurias. 

En plena pelea por la aplicación de la Resolución 125 me 
planteé algunos interrogantes sobre los emisores de esos mensajes 
cargados de ira: ¿Son tantos como parecen? ¿Son gente común que 
va al trabajo, hace el amor, ayuda a sus hijos con las tareas 
escolares y antes de acostarse dedican unos minutos a Internet? 
¿Son todos como esos jóvenes musculosos que levantan el brazo 
derecho en los actos organizados por Cecilia Pando? ¿O se trata de 
ciudadanos honestos que pagan sus impuestos y escriben 
comentarios en las páginas virtuales de los medios como su mejor 
manera de participar en política? ¿Estaban desde antes o 
aparecieron todos después de la disputa entre el gobierno y las 
entidades del “campo”? ¿Por qué, si nosotros tenemos tantas dudas, 
ellos solo exhiben certezas? Son los fachos de la red, los titanes de 
Internet, los justicieros. 

Cuando se enojan -y todo el tiempo se enojan-, son incansables, 
hirientes, jodidos. Además, aunque suenen confusos o demuestren 
manifiestos problemas de expresión, están convencidos. Están muy 
convencidos, y eso es lo importante. Desde esa convicción de hierro 


insultan, amenazan y prometen todo tipo de represalias contra el 
autor de la nota que los ha enardecido o contra otros comentaristas. 
Dicen, por ejemplo, que más temprano que tarde -perdón, Salvador 
Allende- harán tronar el escarmiento. Son duros. Adoran las 
chicanas. Evitan discutir argumentos. Se ocultan en el anonimato 
que permite la horizontalidad democrática de la web -una de las 
grandes virtudes de la Internet, por cierto-, y desde las sombras 
disparan contra el traidor, el débil, el vendepatria. De esa manera 
hacen justicia virtual. Transforman sus teclados en espadas 
vengadoras. Disparan comentarios como misiles. 

Parados sobre sus banquitos invisibles levantan los dedos 
acusadores. Dan lecciones de periodismo, historia y alta política. Se 
ubican a la izquierda o a la derecha de la pantalla. Depende del día, 
depende del tema. Cada tanto exigen indignados: “¿Por qué no 
hablan más de inseguridad?”. “Nos están matando a todos”, 
advierten citando números y encuestas. Siempre tienen razón. 
Quien no piense como ellos está equivocado. Quien no acuerde con 
sus Opiniones es el enemigo, o un escriba pagado por el gobierno o 
un mercenario bancado por la oposición y las multinacionales, un 
agente de la patria mediática, un miembro de la sinarquía 
internacional o un comunista solapado. Depende del tema, depende 
del día. Como decía mi abuela: cree el ladrón que todos son de su 
condición. 

Eso sí, no admiten medias tintas. Quieren que todos se definan. 
Es blanco o es negro. En realidad, quieren más blanco que negro. Se 
indignan por el hambre pero abominan de los hambrientos. Se 
conmueven por la desigualdad pero repudian los métodos de 
reclamo popular. Creen que todo aporte del Estado a los sectores 
carecientes es como darles margaritas a los chanchos. Afirman que 
todo dirigente social está comprado. Que todos los empleados 
públicos son vagos. Gozan con la división. Creen que estamos en 
guerra y que es necesario elegir bando. No rescatan nada de nadie. 
Ven en cada error una conspiración. 

Forman una rara legión imposible de clasificar por sus ideas. 
Hay kirchneristas doloridos y antikirchneristas virulentos. Hay 
gorilas de todo pelaje y peronistas de cualquier sector. Hay liberales 
y golpistas. Todos unidos por la intolerancia. Algunos hasta se 
animan a levantar las banderas del racismo. Participan orgullosos 


de una suerte de vale todo verbal. 

Algunos temas los ponen especialmente locos: las notas sobre 
condenas a represores -sugiero repasar los comentarios que se 
suscitaron en la web por el traslado de Jorge Rafael Videla a una 
cárcel común-; la defensa de la programación familiar o el debate 
sobre la despenalización del aborto. Una nueva ley sobre la 
regulación del consumo de drogas despierta un tsunami de 
comentarios rabiosos e ignorantes. El aumento de la Asignación 
Universal por Hijo es un “subsidio para coger”. El ránking sigue con 
los insultos a la presidenta, las puteadas a los periodistas “de la 
Corpo”, los despistes de los piqueteros, los aciertos de los K, los 
enchastres de los K. 

Son los fachos de la red. Los titanes de Internet, los que 
garantizan ciento por ciento lucha debajo de cada nota. 

Conviene no hacerlos enojar. 


9. MAL DE MUCHOS 


La confrontación con los grandes grupos de medios no es un 
invento argentino. La disputa cultural y de intereses se reproduce 
en casi toda la región, en especial en los países con gobiernos de 
izquierda o centroizquierda. Van algunos ejemplos: 

Luis Inácio Lula da Silva, el presidente con mayor adhesión 
popular de la historia reciente del Brasil,  confrontaba 
habitualmente con los medios. “Existe una revista cuyo nombre no 
recuerdo. Destila odio y mentiras”, dijo en 2010, sobre la revista 
Veja, la publicación que más páginas dedicó a denunciar hechos de 
presunta corrupción durante sus mandatos. Lula proviene de una 
familia humilde del nordeste. Durante los primeros años de su 
primer gobierno fue calificado de “ignorante, iletrado, maleducado 
y holgazán”, según declaró a la revista América Economía el 
portavoz de Lula, Bernardo Kucinsky. “Últimamente los periodistas 
reconocieron su habilidad política y abandonaron el lenguaje más 
insultante, pero siguen describiéndolo como un hombre sin 
educación y, por lo tanto, inadecuado para la presidencia”, agregó. 

El debate sobre la necesidad de una nueva ley de medios en el 
Brasil comenzó en los últimos meses del gobierno de Lula. La puesta 
en discusión de los oligopolios provocó un enfrentamiento con los 
grupos económicos que manejan los principales medios de 
comunicación privados, como O Globo y Folha de San Pablo. 
“Durante su gobierno, Lula daba entrevistas a las televisoras y 
radios regionales. Además, el gobierno amplió el número de medios 
que reciben publicidad institucional, de quinientos en el gobierno 
de Fernando Henrique Cardoso a casi nueve mil en el final de su 
mandato. Como los recursos destinados a la pauta oficial no 
aumentaron, los grandes grupos se rebelaron contra esa 
redistribución”, explicó la bloguera Helena Stephanowitz al diario 
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En enero de 2011, cuando asumió la presidencia del Brasil 
Dilma Rousseff, la candidata impulsada por Lula como su sucesora, 
la posibilidad de impulsar una nueva ley de medios quedó 
congelada. 

En Venezuela se aprobó en 2004 la Ley de Responsabilidad 
Social en Radio y Televisión (RESORTE). Según su web oficial, la 
norma procura establecer “la responsabilidad social de los 
prestadores de servicios de radio y televisión, los anunciantes, los 
productores nacionales independientes, los usuarios y usuarias, para 
fomentar el equilibrio democrático entre sus deberes, derechos e 
intereses a los fines de promover la justicia social y contribuir con 
la formación de la ciudadanía”. Esta ley aplica a todo texto, imagen 
o sonido cuyas difusión y recepción tengan lugar dentro del 
territorio de la República Bolivariana de Venezuela. En 2010 se 
extendió a la radio, la televisión, los servicios de difusión por 
suscripción y los medios electrónicos. 

Los grandes medios cuestionaron la aplicación de la ley, 
principalmente porque fija multas del diez por ciento “de los 
ingresos brutos causados en el ejercicio fiscal inmediatamente 
anterior” cuando cometen alguna infracción, además de suspensión 
por setenta y dos horas continuas de transmisiones cuando difundan 
mensajes “que pudieran incitar o promover el odio y la intolerancia 
por razones religiosas, políticas, diferencia de género, racismo o 
xenofobia”. Los medios privados denuncian que el gobierno utiliza 
la ley para castigar el disenso. 

El momento de mayor tensión entre el gobierno de Hugo Chávez 
y la prensa sucedió en 2007, cuando decidió caducar la concesión 
del canal abiertamente opositor RCTV. Esta concesión no fue 
renovada por el gobierno de Venezuela con el argumento de que 
RCTV había utilizado su señal para promover el golpe de Estado 
que brevemente sacó del poder al presidente en 2002. 

En el Ecuador está en debate una nueva Ley Orgánica de 
Comunicación. La nueva normativa busca “proteger y regular el 
ejercicio de los derechos de la comunicación” y establece, entre 
otros puntos, un Consejo de Regulación del sistema, que resolverá 
los reclamos presentados por violación a los derechos a la 
información. El ente, que contará con un delegado del Poder 


Ejecutivo, no podrá suspender ni de clausurar un medio de 
comunicación, y solo está habilitado para imponer sanciones 
administrativas. Establece dividir las frecuencias del espectro 
radioeléctrico otorgando un treinta y tres por ciento para medios 
públicos, el mismo porcentaje para medios privados, y el treinta y 
cuatro por ciento para medios comunitarios. Además, extiende a 
treinta años las concesiones de frecuencias, inicialmente reducidas a 
cinco. Los medios audiovisuales, cuya señal es de origen nacional, 
destinarán en el plazo de cinco años al menos el cuarenta por ciento 
de su programación diaria, en el horario apto para todo público, a 
la difusión de contenidos de producción nacional. 

El proyecto de ley ha provocado una fuerte resistencia de los 
medios privados, ya que reduciría el espacio que actualmente ocupa 
el sector. Lo consideran además un intento de control de 
contenidos. El presidente Rafael Correa impulsa la sanción de la 
norma. Se había fijado una sesión del Congreso para votar esta ley 
el 19 de julio último, pero fracasó por no lograr el quórum 
necesario para abrir el debate. Los legisladores del Partido de 
Renovación Institucional Acción Nacional (PRIAN) -formación de 
centroderecha que conduce el empresario Álvaro Novoa- habían 
acordado participar de la sesión pero, a último momento, se 
retiraron del recinto. Según la agencia de noticias Andes fueron 
“amedrentados por los titulares de algunos diarios nacionales, como 
El Universo y Expreso”, que responsabilizaron a su partido por la 
virtual aprobación de la ley. 

En 2011 la Asamblea Legislativa Plurinacional boliviana aprobó 
la Ley General de Telecomunicaciones, Tecnologías de Información 
y Comunicación. La nueva ley establece que las frecuencias de 
radiodifusión se dividen en un treinta y tres por ciento para el 
Estado, el treinta y tres por ciento para el ámbito comercial, el 
diecisiete por ciento para el sector social comunitario, y el diecisiete 
restante para los pueblos indígenas originarios y campesinos. La ley 
establece explícitamente la participación y el control social de los 
medios, instruye a los gobiernos autónomos para que creen espacios 
al respecto y enumera requisitos de calidad para asignar frecuencias 
a los medios comunitarios. Los comerciales se adjudicarán por 
licitación, los del Estado de manera directa y no se explica el caso 
de los indígenas. 


El único artículo que generó debate fue el 111, que señala: “En 
caso de peligro para la seguridad del Estado, los operadores y 
proveedores de telecomunicaciones y tecnologías de información y 
comunicación estarán obligados a cooperar y poner a disposición de 
las autoridades públicas legítima y legalmente constituidas, de 
manera gratuita y oportuna, las redes y servicios, así como la 
emisión, transmisión y recepción de las telecomunicaciones y 
tecnologías de información y comunicación que les sean 
requeridas”. Los medios privados bolivianos lo consideran un 
peligroso avance del gobierno sobre la libertad de expresión. 

“Con las disculpas de algunos medios de comunicación, Red Uno 
y Unitel ya no son medios de comunicación, son medios de 
oposición, pero no nos asustan y no tenemos miedo, que hablen lo 
que hablen”, aseguró el presidente Evo Morales en julio de 2012. 

La confrontación entre medios y gobiernos se reitera con 
similares características en todos los escenarios. No se trata de 
libertad de prensa o de libertad de empresa, la dicotomía debatida 
en los años ochenta. Se discute poder. En algunos casos de manera 
virulenta. Algunos medios alentaron la intentona policial contra 
Correa en el Ecuador, y una parte de la prensa paraguaya operó 
fuertemente contra el gobierno de Fernando Lugo, quien finalmente 
fue destituido mediante un golpe parlamentario. 

Una cosa es informar defendiendo intereses empresarios o 
sectoriales, de manera subjetiva pero honesta, y otra muy distinta 
tratar de incidir en las políticas de Estado en beneficio propio. De 
igual modo, regular y democratizar es bien diferente a controlar y 
limitar la expresión y el disenso. Los presidentes de la región 
cuentan con el aval indiscutible de los votos. El uso virtuoso de ese 
respaldo popular es lo que determinará la pluralidad de voces, de 
actores y de medios de comunicación. La utilización mezquina de 
esa herramienta mellará el sistema democrático. 


10. PERIODISTAS Y 
SOLDADOS 


Un domingo de diciembre de 2003 visité por primera vez la 
quinta presidencial de Olivos. Trabajaba para la revista Veintitrés y 
había logrado pautar una entrevista con la senadora Cristina 
Fernández, la esposa del flamante presidente de la Nación. Me citó 
a las cinco de la tarde. Cuando llegué, quien me esperaba era Néstor 
Kirchner. A él lo había entrevistado un par de veces, como 
candidato primero y como presidente después. Me explicó que su 
esposa se iba a demorar media hora y me propuso un recorrido por 
la quinta. “Así charlamos un rato”, dijo. Durante el paseo me 
mostró unos autos que fueron del general Perón y el juego de golf 
virtual que utilizaba Carlos Saúl Menem en sus tardes de ocio. 

En algún momento me preguntó sobre una nota que la revista 
había publicado, con mi firma, en la última edición. El escrito 
analizaba su relación con Elisa Carrió. Un recorrido de sus 
encuentros y desencuentros en los últimos años. La portada 
enfrentaba sus dos perfiles, y estaba coronada por una pregunta: 
“¿Por qué se odian?”. Kirchner cuestionó un par de datos de la nota, 
casi irrelevantes. Pero lo hizo apasionadamente. Como si esos 
detalles, que en nada afectaban el fondo de la cuestión, fuesen 
fundamentales. Se trataba de una fecha y un encuentro con la 
fundadora del ARI que, según él, no se había producido. No pude 
evitar preguntarle: 

- Presidente, ¿tiene tiempo de leer todo lo que publican los 
diarios y revistas sobre usted? 

- Sí, leo todo. No dejo pasar nada -dijo contundente y después 
me explicó su rutina diaria de cada mañana: ejercicios aeróbicos, 
desayuno y lectura de la prensa. 


Ese domingo de sol, en los albores de su mandato, comprendí 
cabalmente que el entonces presidente estaba decidido a confrontar 
su versión de la realidad con cualquier relato mediático que no lo 
dejara satisfecho. Sin importar las buenas o malas intenciones del 
emisor. 

Esa determinación explica el tiempo y el esfuerzo que dedicó a 
la construcción del nuevo sistema de medios públicos, con un férreo 
control de la línea editorial; la forma en que se relacionó con los 
empresarios de la comunicación y con muchos periodistas, por 
medio del suministro de publicidad y, también, con su trato 
personal, sus llamadas y enojos; los acuerdos con los grandes 
medios en los primeros años de su mandato y la subsiguiente 
confrontación. 

Néstor Kirchner fue el primer dirigente político argentino que 
comprendió que los medios masivos son actores políticos con los 
que se puede pactar y, eventualmente, disputar espacios de poder. 
Razones no le faltaban: desde el diario La Nación, pocos días 
después de que asumiera su mandato con un escuálido veintidós por 
ciento de los votos, un artículo que parecía un pliego de 
condiciones más que un editorial, le daba a su gobierno un año de 
vida. El diario de la familia Mitre era un enemigo ideal, con ideas 
liberales en lo económico y posturas conservadoras en lo político. 
Eso explica también el acercamiento inicial con Clarín, cuya línea 
editorial expresaba un pragmatismo a ultranza. 

Cuando comenzó el mandato de su esposa y, en especial, a partir 
de la disputa con las entidades del “campo” por la aplicación de las 
retenciones móviles, Kirchner ya estaba sobre el ring mediático 
dispuesto a todo. Desplegaba un relato blindado y una nueva 
mística. Una vez más daba un paso hacia donde menos lo esperaban 
sus rivales. Los invitados a la pelea no se hicieron esperar y 
aceptaron el convite. La continuidad de la política pasó a ser la 
guerra a través de los medios, y con los medios. 

En el fragor de esa pelea, los grandes medios privados cedieron 
su gran ventaja ética: la credibilidad. Sin pensar demasiado se 
metieron al barro de la contienda. Le cuestionaron al gobierno hasta 
lo ponderable. Los Kirchner ya habían enviado el proyecto de Ley 
de Servicios Audiovisuales al Congreso, haciéndose eco de un 
planteo madurado por años en el seno de organizaciones sociales y 


ONG. No había retorno. 

Es sabido que, en toda guerra, la primera víctima es la verdad. 
En la Argentina del siglo XXI no importa si lo que se dice o publica 
es cierto y está debidamente chequeado. Solo importa si afecta al 
otro, si lastima al “enemigo”. Con esta lógica de agitación se 
construye la agenda periodística en función de los intereses 
económicos o políticos de los empresarios. Del otro lado, con la 
misma lógica, se fijan lealtades: no hay lugar a las dudas y se 
establece el sumario de hierro del gobierno. 

De esta manera, los que pierden son los verdaderos sujetos del 
derecho a la información: los lectores, los oyentes, los televidentes. 
La calidad de los productos periodísticos en la Argentina es cada 
vez peor. Hay mala praxis. 

No participo de esa guerra. Simplemente porque no soy soldado. 
Soy periodista. Y el lugar que elegí para contar lo que pasa de 
ninguna manera implica renunciar a la subjetividad ni a la propia 
ideología; implica no alterar el relato de la realidad en nombre de 
intereses o posicionamientos políticos, implica no mentir en nombre 
“de la causa”. Requiere no ocultar la verdad de los hechos aunque 
lesionen las ideas que defiendo. 

Es tan sospechoso el medio de comunicación o el periodista que 
no critica nunca, como el medio o el periodista que critican 
siempre. La realidad no es binaria ni simple: es cambiante y 
compleja. El peor de los gobiernos tiene aciertos y cuenta con 
funcionarios honestos y eficaces. El mejor de los gobiernos puede 
ser autoritario, cometer equivocaciones o sostener a funcionarios 
ineficaces y venales. 

Tomás Eloy Martínez, maestro de periodistas, lo explicó con 
claridad: “El periodismo no es un partido político ni un fiscal de la 
república. En ciertas épocas de crisis, cuando las instituciones se 
corrompen o se derrumban, los lectores suelen asignar esas 
funciones a la prensa solo para no perder todas las brújulas. Ceder a 
cualquier tentación paternalista puede ser fatal, sin embargo. El 
periodista no es un policía ni un censor ni un fiscal. El periodista es, 
ante todo, un testigo: acucioso, tenaz, incorruptible, apasionado por 
la verdad, pero solo un testigo. Su poder moral reside, justamente, 
en que se sitúa a distancia de los hechos mostrándolos, 
revelándolos, denunciándolos, sin aceptar ser parte de los hechos”. 


El periodista es un testigo. Debe contar lo que pasa, incluso lo 
que otros se empeñan en callar. En ese irrenunciable empeño radica 
su compromiso ético. El periodista debe también explicar por qué 
pasa lo que pasa para generar conciencia crítica. Esa es su mejor 
manera de contribuir a la construcción de una sociedad más justa. 


Mapa de medios electrónicos 
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Grupo Clarín es titular de doscientas cuarenta y cuatro 
licencias, con distintos grados de participación accionaria. Maneja 
los canales de televisión abierta LS85 TV canal 13 de Buenos Aires, 
LU93 TV canal 6 de Bariloche, LUS1 TV canal 7 de Bahía Blanca y 
LV81 TV canal 12 de Córdoba; las señales de televisión por cable 
Todo Noticias (TN), Volver, Magazine, Metro, TYC Sports, TYC 
Max, Canal Rural satelital, El Trece Satelital y Quiero Música en mi 
Idioma. 

En cuanto a radiodifusión sonora, posee la AM LR6 Radio Mitre 
790 KHZ y la FM Cien, 99.9 MHZ, ambas en Capital Federal. En el 
interior del país, sin permiso precario ni habilitación, tiene la AM 
Radio Mitre Córdoba 810 KHZ y las FM 102.9 MHZ en Córdoba, 
100.3 MHZ en Mendoza, 96.5 MHZ en Bahía Blanca y 99.5 MHZ en 
San Miguel de Tucumán. 

En cuanto a servicios complementarios, asociado a Fintech ADV, 
un fondo de inversión con base en el Estado norteamericano de 
Delaware, el Grupo Clarín controla el cincuenta y seis por ciento de 
Cablevisión, empresa que posee ciento una licencias para operar 
señales de cable en las provincias de Buenos Aires, Chaco, Córdoba, 
Corrientes, Entre Ríos, Misiones, Salta y Santa Fe. También asociado 
a Fintech ADV y con una participación accionaria del cincuenta y 
cinco por ciento, posee Multicanal SA, con noventa y cinco licencias 
para operar señales de cable en Capital Federal y en las provincias 
de Buenos Aires, Chaco, Córdoba, Santa Fe, Corrientes, Formosa y 
La Pampa. 

Otras veintiséis licencias están a nombre de Teledigital, empresa 
del Grupo Clarín (49,94 por ciento) y Fintech ADV (49,94 por 


ciento) con autorización para operar en Buenos Aires, Santa Fe, 
Córdoba, La Pampa, Corrientes y Entre Ríos. A nombre de 
Cablevisión Federal, el Grupo Clarín opera otras doce licencias y, 
además, posee el veinte por ciento de Supercanal Holding SA 
(controlada por el Grupo Vila-Manzano). 

Supercanal Holding SA es propietaria de parte de Supercanal 
SA, titular de la licencia de un sistema mixto de televisión y de 
audio con modulación de frecuencia dentro de la zona Gran 
Mendoza. No está claro quiénes son los dueños de esta empresa, ya 
que la información brindada por la firma a la AFSCA no coincide 
con la que figura en el Libro de Registros de Accionistas. 

Supercanal SA informó al entonces conmfer que la composición 
societaria se encontraría integrada por Supercanal Holding SA; 
Austral Communications CORP; Comunicaciones Austral SA; Sho 
SA, sin acompañar los pertinentes instrumentos de cesión que 
acrediten las sucesivas transferencias hasta llegar a la ultima 
integración citada. En 2010 la AFSCA accedió a una copia 
autenticada del Libro de Registros de Accionistas de la firma 
Supercanal SA, de la cual surge que la composición societaria se 
halla integrada por DMRT SA, Multicanal SA, Eduardo M. Vila, 
tenedores de Warrants, Supercanal Capital NV, Integra Financial 
Service LLC, Grupo Uno SA, Tribul SA, Gustavo Olarte, Garretón, 
accionistas de Clarín, Baltasar Montes y Dante Américo Montes. 

Supercanal SA, además de la licencia en Mendoza, maneja 
treinta servicios de televisión por suscripción en Buenos Aires, 
Catamarca, Chubut, La Rioja, Mendoza, San Juan, Río Negro, San 
Luis, Santa Fe, Santiago del Estero, Tucumán y Tierra del Fuego. 
Además tiene una licencia de televisión satelital en todo el país que 
todavía no está operativa y otras veinte licencias vinculadas, pero 
no absorbidas. 

Además, es titular de las señales de televisión abierta 1S86 TV 
Canal 2 de La Plata (América TV), LRH450 TV Canal 10 de Junín, 
LV84 TV Canal 6 de San Rafael, LV89 TV Canal 7 de Mendoza y 
LV82 TV Canal 8 de San Juan; la AM LV6 Radio Nihuil de Mendoza; 
las FM Montecristo 93.7 MHZ de Mendoza, la 98.5 MHZ de Gran 
Rosario -sin permiso precario ni habilitación- y la 94.9 MHZ de Río 
Cuarto -sin permiso precario ni habilitación-; y la señal de cable 
América 24. 


El Grupo Pierri es propietario de la señal de cable Canal 26 y de 
tres FM en Buenos Aires, Tucumán y Neuquén. Además es dueño de 
Telecentro SA, que posee un sistema mixto en La Matanza con 
extensiones, y un sistema de UHF en San Justo, además de 
extensiones en Capital Federal y cuarenta ciudades de la provincia 
de Buenos Aires. 

Cadena Tres posee tres licencias de FM en Córdoba y otras 
cuatro distribuidas en Capital Federal, Santa Cruz, Mendoza y 
Tierra del Fuego. Además cuenta con presencia en otras localidades 
a través de repetidoras autorizadas en la provincia de Córdoba; y, 
sin autorización, en las provincias de Mendoza, San Luis, San Juan, 
Neuquén, Río Negro, Santa Cruz, Tierra del Fuego, Catamarca, La 
Rioja, Santa Fe y Tucumán. 

El Grupo 23, liderado por Sergio Szpolski y Matías Garfunkel, 
posee las licencias de la señal de cable CN23, el canal de música de 
Televisión Digital Abierta (IDA) Vivra y las radios América y 
Vorterix. 

La empresa cordobesa Electroingeniería, de Osvaldo Acosta y 
Gerardo Ferreyra, es licenciataria del canal de TDA 360 TV y la 
radio AM 1030 Del Plata, con FM repetidoras en varios puntos del 
país. 

El Grupo Prisa, formado por Carsa SA, GLR Services Inc y 
Ediciones Santillana, tiene once licencias de radiodifusión sonora, 
entre las que se destaca AM 590 Continental de Capital Federal. 

El Grupo Telefe (Atlántida Comunicaciones SA, controlada por 
Telefónica Media de Argentina SA y Enfisur SA) es titular de la 
señal Telefe Internacional y los canales de televisión abierta LS84 
TV Canal 11 en Capital Federal, LU84 TV Canal 7 en Neuquén, 
LV85 TV Canal 8 en Córdoba, LRK 458 TV Canal 8 en San Miguel 
de Tucumán, LVW82 TV Canal 11 en Salta, LT84 TV Canal 5 en 
Rosario, LT82 TV Canal 13 en Santa Fe, LRI486 TV Canal 8 en Mar 
del Plata y LUSO TV Canal 9 en Bahía Blanca. 

Cadena Eco tiene la licencia de la AM 1220 de Mar del Plata y 7 
FM, además de repetidoras en Córdoba (AUTORIZADAS) y en las 
provincias de Mendoza, San Luis, San Juan, Neuquén, Río Negro, 
Santa Cruz, Tierra del Fuego, Catamarca, La Rioja, Santa Fe y 
Tucumán, conforme surge de su página web, sin autorización. 

El Grupo Ick controla en Santiago del Estero el canal CAS TV 


(canal 7), el servicio de Teleimagen Codificada SA y las radios FM 
100.1, a nombre de Néstor Carlos Ick, y 101.3 a nombre de Gustavo 
Eduardo Ick. 

El Grupo Moneta es licenciatario de las AM 950 Radio Libertad 
y AM 990 Splendid, ambas en Capital Federal; y de las FM Blue, 
Rock amp; Pop, Metro y San Isidro Labrador. 

Victorio Gualtieri maneja cuatro licencias de sistema mixto 
(CABLE), dos en Concordia, Entre Ríos, y dos en San Luis. 

El Grupo Gigacable SA controla ocho licencias de sistema mixto 
(CABLE) en Corrientes, Chaco, Misiones, Capital Federal, dos en 
Santa Fe y dos en Buenos Aires. 

El Grupo Bandiera, a través de la firma Señal de Radio SA, es 
titular de una frecuencia de FM en Santa Cruz y otra en Tierra del 
Fuego. Además posee cuatro licencias de sistemas mixtos (CABLE) 
en Buenos Aires, Santa Fe, Santiago del Estero y Salta. 

El Grupo Indalo, liderado por Cristóbal López, tomó el control 
recientemente de la señal de cable C5N, de la AM 710 KHZ de 
Capital Federal y las FM Mega 98.3, TKM 103.7, Vale 97.5 y Pop 
101.5 de Capital Federal. 

* Véase la conformación mediática completa, por grupos, al final 
de este capítulo. 

** Texto completo en www.infoleg.gov.ar. 

Elaboración propia en base a información oficial, de 
universidades públicas y de medios de comunicación privados. 


CAPÍTULO II 
El campo en la ciudad 
1. VOTO NO POSITIVO 


“Vuelvo a decir que es uno de los momentos más difíciles de mi 
vida... No persigo ningún interés... Estoy diciendo... expresando mi 
convicción... mi sentimiento. [...] Soy un hombre de familia, como 
todos ustedes, con una responsabilidad en este caso. No puedo 
acompañar... y esto no significa que estoy traicionando a nadie... 
Estoy actuando de acuerdo a mis convicciones. Por eso pido perdón 
si me equivoco. Voto... Mi voto no es positivo... Mi voto es en 
contra”. Con la voz temblorosa, y mientras un sudor frío le corría 
por el cuerpo, el vicepresidente de la Nación Julio Cobos sepultó 
con esa frase el proyecto de ley para implementar retenciones 
móviles a la exportación de cereales. 

El reloj del Senado de la Nación marcaba las 4.25. Era la 
madrugada del 17 de julio de 2008 y, después de dieciocho horas 
de discusión, caía el telón del mayor conflicto que tuvo que 
enfrentar el kirchnerismo desde que asumió el poder en 2003. 
Terminaban ciento veintinueve días de enfrentamientos con las 
entidades gremiales del “campo” que incluyeron cortes de rutas, 
movilizaciones, desabastecimiento, actos de apoyo y rechazo, 
cacerolazos y discursos virulentos. 

Un año antes de ese día, el radical Julio Cobos desairaba a su 
partido político para sumarse a una alianza con el Frente para la 
Victoria. El eslogan de campaña no pudo ser más claro: “Cristina, 
Cobos y vos”. Esa madrugada, la historia lo ubicó en una 
encrucijada indeseada. Después de casi cuatro meses de 
enfrentamiento entre el gobierno nacional y los ruralistas, el 


ingeniero mendocino no consiguió eludir una decisión trascendente: 
desempatar, en su condición de presidente del Senado, la votación 
de treinta y seis votos a favor de la medida, contra treinta y seis 
senadores que la rechazaban. Hizo lo posible por no emitir opinión, 
llegó a hablar con algunos senadores peronistas reacios a 
acompañar la ley para que votaran a favor de la norma, hasta 
sugirió que se retirara el proyecto para que el Ejecutivo enviara 
otro, pero finalmente tuvo que expedirse y lo hizo contra el 
gobierno que integraba desde 2007. Fracasaba así el intento oficial 
por capturar una parte mayor de la rentabilidad de los 
agroexportadores para redistribuirla -según argumentaba el 
gobierno- entre sectores de la sociedad más postergados. 

El “campo”, como definieron los medios de comunicación a ese 
colectivo heterogéneo que reunió a entidades antagónicas como la 
Federación Agraria (FAA) y la Sociedad Rural (SRA), a las clases 
media y alta porteñas con militantes trotskistas, a chacareros de 
provincias con dirigentes de la oposición, le ganó la pulseada al 
gobierno nacional. 

Esa noche, en un escenario montado en los bosques de Palermo, 
los opositores a la 125 cantaron el Himno ante una multitud. 
Muchos pensaron que se iniciaba una crisis política que podía, 
incluso, terminar con el gobierno de Cristina Fernández de 
Kirchner. La implementación de una suba en las retenciones había 
sido definida por el oficialismo a “todo o nada”. Los costos de la 
derrota parlamentaria eran, por entonces, imprevisibles. Otros 
creyeron ver en Julio Cobos, hasta ese día aliado de la presidenta, 
un nuevo líder opositor y un eventual recambio institucional. No 
ocurrió ni una cosa ni la otra. 


2. VAMOS AL CAMPO 


Todavía vale preguntarse por qué el gobierno llevó a tal extremo 
una disputa por la aplicación de una simple herramienta impositiva. 
Hasta el punto de contradecir, incluso, a una parte importante de 
sus votantes en las provincias agropecuarias. Un año antes, en 2007, 
el Frente para la Victoria había perdido las elecciones en las 
grandes ciudades -CABA, Rosario, Córdoba, Mar del Plata- y 
arrasado en el interior de casi todas las provincias, hecho 
determinante para retener la Presidencia. Un intendente peronista 
santafesino me explicó su perplejidad apenas se desató el conflicto: 
“Hace seis meses gané con el ochenta por ciento de los votos y 
ahora me insultan por la calle”. 

La necesidad de recursos económicos no parece razón suficiente. 
Las retenciones son un factor importante en los ingresos del Estado, 
pero se ubican muy por debajo del IVA y el Impuesto a las 
Ganancias. Es más verosímil conjeturar que la dinámica propia del 
enfrentamiento llevó al matrimonio Kirchner a interpretar que 
cualquier concesión implicaba un retroceso que podía arrastrar al 
gobierno al precipicio. 

Las retenciones no fueron un invento de los Kirchner. Hasta 
2002 se aplicaba una alícuota mínima del 3,5 por ciento sobre la 
soja y el girasol, mientras que el maíz y el trigo estaban exentos. 
Eduardo Duhalde llevó las retenciones al 13,5 y al 10 por ciento 
respectivamente. En julio de 2002 se elevaron los porcentajes: 23,5 
por ciento para la soja y el girasol, 20 por ciento para el trigo y el 
maíz. 

En 2007 el entonces presidente Néstor Kirchner aumentó las 
retenciones hasta alcanzar un porcentaje del treinta y cinco por 
ciento para la soja en bruto, treinta y dos por ciento para el aceite, 
veintiocho por ciento para el trigo y veinticinco por ciento para el 


maíz. Durante el mandato de Cristina Fernández, la resolución 
125/08 del Ministerio de Economía y Producción estableció una 
nueva “Fórmula de determinación aplicable a determinadas 
posiciones arancelarias correspondientes a cereales y oleaginosas”, 
es decir, retenciones móviles de acuerdo con el precio de 
exportación. A los precios del 11 de marzo de 2008, las retenciones 
para la soja y el girasol pasaban del 35 al 44,1 por ciento, en 
promedio; las retenciones para el girasol subirían de 32 a 39,1. 
Bajaban en cambio las correspondientes al trigo, del 28 a 27,2 por 
ciento; y al maíz, del 25 al 24,2 por ciento en promedio. 

El ministro de Economía Martín Lousteau defendió la decisión. 
Adujo que era la mejor manera de obtener recursos para enfrentar 
la crisis internacional. La otra era reducir el gasto, en especial vía 
eliminación de subsidios. “La persistencia de un escenario 
semejante podría repercutir negativamente sobre el conjunto de la 
economía a través de mayores precios internos, menor equidad 
distributiva y una creciente incertidumbre en lo que respecta a las 
decisiones de inversión del sector agropecuario”, aseguró. Y agregó 
“que la modificación propuesta del esquema de derechos de 
exportación aplicables a un subconjunto clave de cereales y 
oleaginosas constituye una herramienta apropiada para solucionar 
los problemas previamente mencionados”. 

Qué decían los productores: que la comercialización de la 
cosecha gruesa aún no había comenzado y que la suba menguaría 
casi diez por ciento el precio de venta; que las condiciones 
climáticas desfavorables habían afectado buena parte de la Pampa 
húmeda, con la consecuente reducción de la producción; que el 
carácter indirecto del impuesto no era atenuado por ninguna 
medida compensatoria y, de este modo, afectaba sobre todo a los 
pequeños y medianos productores. Otros, simplemente, se resistían 
a ceder parte de sus ganancias al Fisco. 

Después del anuncio oficial, las cuatro asociaciones rurales con 
representación nacional -la Sociedad Rural Argentina, la Federación 
Agraria Argentina, las Confederaciones Rurales Argentinas y 
coninagro-, coordinadas en la llamada Mesa de Enlace, declararon 
un lock-out patronal de cuarenta y ocho horas con el objetivo de 
lograr que el gobierno dejara sin efecto el nuevo sistema de 
retenciones móviles, que sería implementado a partir del 13 de 


marzo. A partir de esa medida de fuerza ya nadie daría el brazo a 
torcer. 

Ese mismo día la Presidenta pronunció su primer discurso sobre 
el tema. Definió la protesta como “piquete de la abundancia”. 
“Estos piquetes son casi un paso de comedia. Los lleva adelante el 
sector que mayor rentabilidad consiguió en los últimos cuatro o 
cinco años. Es una conducta rara: cuando hay pérdidas debemos 
socializarlas y cuando las vacas vienen gordas, las ganancias para 
ellos y las penitas para los demás”, dijo. Los ruralistas decidieron el 
bloqueo de rutas por tiempo indeterminado. 

Era una declaración de guerra. Unos pocos en el gabinete 
nacional eran conscientes de que la norma era defectuosa. En los 
cuatro meses que duró el conflicto, el sistema pergeñado por 
Lousteau fue reformado tres veces, ya que contenía errores técnicos 
detectados por el propio gobierno. Primero se corrigieron algunos 
defectos en las tablas de aplicación de los porcentajes, luego se 
dispuso el reintegro de retenciones a los pequeños productores y, 
finalmente, se anularon las más altas tasas de retención marginal - 
noventa y cinco por ciento- que se establecían en caso de aumentos 
extremos. Lo más cuestionable, en términos políticos, era que, a la 
hora de tributar, la norma no distinguía entre pequeños y grandes 
productores. Trataba a los chacareros igual que a los pools de 
siembra. 

Más allá de los números, la reacción del “campo” fue 
interpretada como un desafío político inaceptable y, por esa razón, 
no se habilitaron cambios más profundos hasta cuando resultaban 
lógicos. La intransigencia oficial logró que se mezclaran el agua y el 
aceite. Los planteos de la Federación Agraria y la Sociedad Rural 
fueron históricamente opuestos. Si bien el sujeto agrario mutó de 
manera decisiva en los últimos cincuenta años nadie, hasta ese 
momento, podía imaginar reclamando juntas a las instituciones que 
representan a los grandes productores (SRA) y a los chacareros 
pequeños y medianos (FAA). De hecho, el primer presidente de la 
FAA, Francisco Netri, principal promotor de la huelga agraria de 
1912 que dio origen a la entidad, fue asesinado por los 
terratenientes. Hasta la Resolución 125 el titular de la FAA Eduardo 
Buzzi mantenía contactos fluidos con el gobierno. El nexo con el 
oficialismo era el dirigente social Luis D'Elia, quien después 


protagonizó un par de escaramuzas con los chacareros. 

En ese contexto de tensión, Cristina Kirchner lanzó otra frase 
polémica: “El otro día charlaba con alguien y me decía que la soja 
es, en términos científicos, prácticamente un yuyo que crece sin 
ningún tipo, digamos, de cuidados especiales. Para que ustedes 
tengan una idea, argentinos y argentinas, el glifosato, que es algo 
con lo que se bombardean las plantaciones de coca en Colombia o 
en la frontera con Ecuador para destruirlas, a la soja no le hace 
nada; es más, le hace bien porque le mata todos los yuyos que están 
alrededor. Esto no está mal, no estoy haciendo una crítica a la 
plantita, que tiene un altísimo valor proteico, similar a la carne, 
pero que, reitero, no es del gusto ni de la dieta alimentaria de los 
argentinos”. Ese 31 de marzo, la presidenta apuntó a la importancia 
de consolidar el desarrollo de productos que se consumen en el país 
y generan mayor número de puestos de trabajo. Luego volvió a 
llamar al diálogo. Pero la frase sobre “el yuyo” fue tomada por las 
entidades del “campo” como una provocación. La soja se había 
convertido en una nueva bandera. 

La protesta del “campo” fue acompañada por amplios sectores 
de clases media y alta de los centros urbanos, especialmente en la 
Ciudad de Buenos Aires. Efectivamente, como decía el gobierno, 
muchos nunca habían visto una vaca de cerca, pero no dudaron en 
tomar partido en la contienda. En las grandes ciudades las 
manifestaciones fueron heterogéneas. Entre los partidos políticos 
que se identificaron en las protestas callejeras estaban la Coalición 
Cívica liderada por Elisa Carrió y el PRO de Mauricio Macri. En las 
marchas contra el gobierno en la Plaza de Mayo también se 
mezclaban el grupo Pampa Sur, liderado por María del Carmen 
Alarcón -una dirigente santafesina que supo tener línea directa con 
Carlos Reutemann y que después del conflicto terminó sumándose 
al gobierno-, y la agrupación de derecha Asociación de Familiares y 
Amigos de los Presos Políticos de Argentina, presidida por Cecilia 
Pando. Grupos inorgánicos y partidos políticos que venían de 
fracasar electoralmente vieron en esa pelea ajena la posibilidad de 
recuperar protagonismo y al mismo tiempo afectar al gobierno. 

En ese contexto y con esos actores se organizó el primer 
cacerolazo contra el gobierno de Cristina Fernández. La sociedad se 
dividió. Las discusiones y los debates atravesaron el país. Familias y 


amigos se enfrentaron a favor o en contra del gobierno, a favor o en 
contra del “campo”. Desde 1983 no se percibía un grado de 
polarización tan alto. El cantautor Ignacio Copani compuso la 
canción “Cacerolas de teflón”, por la cual recibió amenazas y 
agresiones verbales. “Cacerola de teflón, volvé al estante,/ que la 
calle es de las ollas militantes,/ con valiente aroma de olla 
popular./ Cacerola de teflón, a los bazares/ o a sonar con los 
tambores militares/ como tantas veces te escuché sonar...”. 

Dos días después de las cacerolas, el kirchnerismo movilizó a sus 
partidarios a un acto en Parque Norte, donde la presidenta volvió a 
convocar al diálogo. Al día siguiente las cuatro entidades 
agropecuarias se reunieron con el gobierno. Desde la Casa Rosada 
se propuso destinar mil quinientos millones de pesos -entonces unos 
quinientos millones de dólares- para compensar a los pequeños y 
medianos empresarios, así como a quienes se encontraran más lejos 
de los puertos, y a fomentar la producción lechera y ganadera, 
amenazada por la expansión de la soja. Era una señal de distensión. 
Pero el gobierno no estaba dispuesto a discutir las retenciones 
móviles, que dispararon el conflicto. La presidenta lo interpretaba 
como un gesto de debilidad. 

Sobre ese plan, Buzzi aseguró: “De los quinientos millones de 
dólares de compensaciones, el cuarenta por ciento fue a parar a 
cinco empresas cercanas al gobierno: Aceitera General Deheza, La 
Serenísima, Molinos Ríos de la Plata, los polleros Doménech y 
Grobocopatel. Acá hubo una alianza de este gobierno con los grupos 
concentrados, con los pools de siembra de soja”. Rechazaba con un 
dato contundente el argumento oficial de la redistribución de lo 
recaudado con el aumento de la alícuota, pero, en los hechos, la 
protesta en las rutas también protegía los intereses del sector 
cuestionado. 

Un mes después de iniciado el conflicto, algunos productos 
esenciales habían aumentado el ciento por ciento. Según datos del 
Mercado Central de Buenos Aires y de una empresa láctea, en esa 
fecha ya se habían perdido más de seis millones de litros de leche, 
dos millones de kilos de frutas y verduras, y hubo que sacrificar a 
1,3 millones de pollos. En varias provincias se registraron despidos 
y cierre de establecimientos. La irracionalidad dominaba el paisaje 
nacional. Las imágenes de los camiones volcando leche en las rutas 


se transformaron en postales revulsivas. Solo la Sociedad Rural de 
Trenque Lauquen desparramó un millón de litros de leche. 

Fue entonces cuando Buzzi anunció: “Hemos demostrado que se 
puede desabastecer”. Y se inició una suerte de tregua por un mes. 
Comenzó la cosecha de soja, maíz y girasol, y se enviaron los 
embarques comprometidos. Los ruralistas con capacidad operativa y 
dinero recurrieron a los llamados silos bolsa, que permiten 
mantener almacenados los granos por cuatro meses sin costo y sin 
la presión de verse obligados a vender la cosecha. 

El 23 de abril renunció el ministro de Economía Martín 
Lousteau, el padre de la criatura. Recuerdo que conocí la noticia de 
la dimisión mientras estaba entrevistando por televisión al 
intendente de Tigre, Sergio Massa. Antes de irse, en la puerta del 
Canal América, Massa se animó a vaticinar: “Ya está, ahora esto se 
tiene que arreglar”. Cuando todo parecía encaminarse a un acuerdo 
tras el paso al costado del ministro, el gobierno volvió a sorprender. 
Se desprendió del autor de la polémica medida pero mantuvo sin 
más modificaciones la herramienta que había disparado la disputa. 
En reemplazo de Lousteau asumió Carlos Fernández, un economista 
desconocido para la mayoría de los argentinos. Paradojas del 
destino: el intendente de Tigre sería convocado meses después para 
reemplazar a Alberto Fernández, otra de las víctimas de primer 
nivel que dejó el conflicto. 

El gobierno volvió a blindarse para la batalla final. Buscó apoyo 
en la estructura partidaria, los gobernadores y la CGT. El presidente 
del Partido Justicialista, Néstor Kirchner, emitió una declaración 
que calificaba al paro como “antidemocrático ataque con ánimo 
destituyente” -término, este último, que aportó a la discusión 
política el colectivo de intelectuales autodenominado Carta Abierta- 
y llamó a “construir un nuevo país frente a los agoreros y golpistas 
que pretenden detener los cambios como en 1930, 1955 y 1976”. 

Las asociaciones rurales convocaron a la población a una 
Jornada Nacional de Protesta para el 18 de junio. Por su parte la 
Federación de Municipios, conducida por el kirchnerismo, convocó 
a una movilización en Plaza de Mayo “contra la extorsión del 
campo”. En este clima, y luego de dos días de intensos cacerolazos 
en las principales ciudades del Litoral, Cristina Kirchner anunció su 
decisión de enviar al Congreso un proyecto de ley sobre 


retenciones, para que fuera ese el ámbito donde se resolviera 
definitivamente el conflicto. Comprometía así al otro poder del 
Estado con representación popular. 

El proyecto enviado al Congreso proponía ratificar o derogar la 
Resolución 125/08 y sus modificaciones -como el régimen de 
compensaciones a pequeños productores de soja o girasol 
establecido por la Resolución 284/08, y las compensaciones para el 
transporte de granos oleaginosos (soja y girasol) producidos en las 
provincias extrapampeanas dispuestas por Resolución 285/08-, y 
crear un Fondo de Redistribución Social: la recaudación impositiva 
que excediera el treinta y cinco por ciento de las retenciones a la 
soja y sus derivados se destinaría a financiar la construcción de 
hospitales y centros de salud públicos -sesenta por ciento-, viviendas 
populares -veinte por ciento- y caminos rurales -veinte por ciento-. 
El gobierno apostaba a profundizar las contradicciones entre lo que 
definía como “el campo rico” y los intereses “del resto de la 
población”. La idea no terminó de calar en la sociedad. 

“Yo les pido que recapaciten y dejen transitar las rutas... Les 
pido en nombre del pueblo argentino que se piensen parte de un 
país y dejen de pensar solo como propietarios”, dijo la presidenta en 
un nuevo discurso. Pero el diálogo estaba roto. La única opción era 
el Congreso, y sobre los legisladores se desató un lobby político, 
económico y social sin antecedentes. 


3. PALABRAS MÁS, PALABRAS 
MENOS 


Las declaraciones altisonantes, los desafíos públicos y las 
bravatas fueron en aumento. Algunos ejemplos: 

“Si el Congreso ratifica las retenciones, debería ser disuelto”, 
dijo en un reportaje radial el democrático Ricardo Buryaile, 
vicepresidente segundo de Confederaciones Rurales Argentinas. 

Néstor Kirchner responsabilizó a los productores por los 
incendios en los pastizales que generaron, con el humo que se 
esparció sobre las rutas, algunos accidentes fatales. 

Elisa Carrió, líder de la Coalición Cívica, comparó al matrimonio 
Kirchner con el nazismo. Incluso trazó una analogía con el filme La 
caída, que relata los últimos días de Adolf Hitler en su búnker de 
Berlín. 

El entonces ministro de Interior Aníbal Fernández señaló que 
Carrió “no tenía todos los patitos en fila”, es decir, que estaba loca. 

El socialista Hermes Binner, gobernador de Santa Fe, quien 
intentó mediar en el conflicto y llegó a recibir a las entidades 
agrarias en su provincia, dijo que el problema era “el doble 
comando”, por el supuesto poder compartido de los Kirchner. 

El diputado del Frente para la Victoria Carlos Kunkel le 
respondió: “El problema no es que haya dos presidentes en la 
Argentina. El problema es que en Santa Fe no hay ni medio 
gobernador”. Y acusó al socialista de defender los intereses de los 
pools sojeros. 

Alfredo De Ángelis, titular de la Federación Agraria de Entre 
Ríos y la figura emergente más fuerte del conflicto, dejó entrever 
que había productores armados. 

En la misma línea Luis D'Elia, presidente de la Federación de 


Tierras y Vivienda, defensor acérrimo del gobierno, aseguró: 
“Queremos la rendición incondicional del campo”. 

En ese contexto, cuando comenzaron las discusiones en el 
Congreso, los ruralistas informaron que realizarían “visitas 
fraternales” a los diputados nacionales a sus casas para 
“interiorizarlos” de sus reclamos. Disfrazaban así una propuesta de 
escraches selectivos. Esa maniobra fue muy cuestionada por 
parlamentarios y miembros del gobierno. 

Se produjeron varios actos violentos. Miembros de la SRA 
escracharon la casa del diputado oficialista Agustín Rossi. Otros 
agredieron al diputado tucumano Gerónimo Vargas Aignasse del 
Frente para la Victoria. En Junín acosaron al concejal del FPV 
Gustavo Traverso. Semanas antes, el presidente de la SRA, Luciano 
Miguens, recibió empujones e insultos en la puerta de la sede de su 
entidad. Los atacantes pertenecían al Movimiento Evita. 

La doble moral de una parte de la prensa también quedaba al 
descubierto. De pronto hubo “escraches buenos” y “escraches 
malos”, así como “piquetes ilegales” y “piquetes aceptables”. Para 
los críticos del gobierno, si el acosado era un diputado oficialista, se 
trataba de un justo reclamo; y si los cortes de ruta eran 
protagonizados por productores, no eran tan molestos para los 
automovilistas como los armados por piqueteros o desocupados. 

La batalla cultural fue menos cruenta. Pensadores como Beatriz 
Sarlo y Tomás Abraham, entre otros, cuestionaron duramente al 
gobierno. Le endilgaban soberbia, autoritarismo y promover la 
división del país. Por el lado del oficialismo surgió la agrupación de 
intelectuales Carta Abierta, que originalmente se dedicó a 
cuestionar el lock-out agropecuario y después se expidió sobre otros 
temas de actualidad. En su primer documento advirtieron: “Un 
clima destituyente se ha instalado, que ha sido considerado con la 
categoría de golpismo. No, quizás, en el sentido más clásico del 
aliento a alguna forma más o menos violenta de interrupción del 
orden institucional. Pero no hay duda de que muchos de los 
argumentos que se oyeron en estas semanas tienen parecidos 
ostensibles con los que en el pasado justificaron ese tipo de 
intervenciones, y sobre todo un muy reconocible desprecio por la 
legitimidad gubernamental”. 


4. LA DERROTA 


El bloque oficialista -con mayoría en la Cámara de Diputados- 
realizó en las comisiones parlamentarias de Agricultura y 
Presupuesto una serie de modificaciones al proyecto enviado por el 
Ejecutivo. Comandaba las negociaciones el titular del bloque del 
Frente para la Victoria, Agustín Rossi. Los cambios tendían a 
ampliar la cantidad de pequeños y medianos productores excluidos 
del sistema de ampliación de las retenciones. Las reformas también 
extendían los reintegros por fletes y disponían que los pools de 
siembra pagaran Impuesto a las Ganancias. La idea no era solo 
lograr que se aprobara la iniciativa, también querían mejorarla. 
Hubo varias propuestas alternativas, como la que presentó el ex 
gobernador de Buenos Aires Felipe Solá, que obtuvo el apoyo de los 
radicales K y otros diputados oficialistas. Todos terminaron votando 
contra el despacho de la mayoría. El diputado Carlos Kunkel, en 
pleno recinto, insultó y calificó a Solá de traidor. 

El 5 de julio de 2008 la Cámara de Diputados aprobó por ciento 
veintinueve votos a favor, ciento veintidós en contra y dos 
abstenciones la ley enviada por el Ejecutivo, con varias 
modificaciones. Entre ellas se establecían compensaciones al 
transporte de soja y girasol, hasta setecientas cincuenta toneladas, y 
se creaba un Fondo de Redistribución Social conformado por las 
retenciones a la exportación de soja que excedieran el treinta y 
cinco por ciento. Al final de la sesión Agustín Rossi se abrazó con 
Eduardo Buzzi. Ambos habían estado negociando durante días y, a 
pesar de las diferencias, imaginaban el fin del conflicto. De un lado 
y de otro llovieron las críticas por ese gesto entre los dos hombres 
enfrentados, pero que se conocían de toda la vida. 

El viernes 11 de julio las comisiones del Senado que trataron el 
proyecto emitieron tres dictámenes: el aprobado en Diputados, por 


la mayoría; uno propuesto por Carlos Reutemann, similar al 
aprobado aunque los beneficios alcanzaban a más productores; y 
uno opositor -Unión Cívica Radical, PRO, Coalición Cívica, Fuerza 
Republicana de Tucumán, Partido Renovador de Salta, el peronismo 
duhaldista, el peronismo de Rodríguez Saá, el Partido Socialista y el 
bloque liderado por el cordobés Luis Juez- que directamente 
rechazaba la iniciativa. 

El 15 de julio, día anterior a la votación en el Senado, tanto la 
oposición como el oficialismo convocaron a movilizaciones. Las 
cuatro entidades ruralistas organizaron un acto bajo el lema “Por un 
país federal”, que se desarrolló en el Monumento de los Españoles, a 
pocos metros de la sede de la Sociedad Rural. Al acto asistieron la 
mayor parte de las fuerzas políticas opositoras. Sorprendió la 
presencia de la Corriente Clasista y Combativa, el Partido 
Comunista Revolucionario y la central sindical CGT Azul y Blanca 
liderada por Luis Barrionuevo. Según el diario La Nación, la 
convocatoria reunió a doscientos treinta y siete mil asistentes. 
Mario Llambías, uno de los oradores, aseguró: “No vamos a aceptar 
cosas que vayan en contra de la patria y los productores”. 

El oficialismo convocó a la Plaza de los Dos Congresos. 
Asistieron las diversas fuerzas que integran el kirchnerismo, la 
mayoría de los gobernadores peronistas, la CGT liderada por Hugo 
Moyano, la CTA, Madres de Plaza de Mayo, un sector de los 
radicales K liderado por los gobernadores Miguel Saiz, de Río 
Negro, y Gerardo Zamora, de Santiago del Estero. Según La Nación, 
se reunieron ciento tres mil personas. El único orador fue el ex 
presidente Néstor Kirchner, quien fustigó a la “oligarquía” y 
denunció un intento de “desestabilización del gobierno nacional y 
popular”. Sobre el final de su exposición pidió evitar todo acto de 
intolerancia o de violencia, y anunció que el gobierno aceptaría 
“cualquier resultado del Congreso, sea cual sea”. 

Luego del desempate de Julio Cobos y la derrota parlamentaria 
del oficialismo, la presidenta sancionó el Decreto 1176/08 que 
derogaba lo dispuesto por la Resolución 125/08. El ministro de 
Economía restableció el régimen de retenciones vigente hasta el 11 
de marzo, que fijó una tasa del treinta y cinco por ciento para la 
soja, diez por ciento para el girasol, veinticinco por ciento para el 
maíz y veintiocho por ciento para el trigo. El lock-out contabilizaba 


un costo de millones de dólares por día -el paro efectivo duró 
cuarenta y dos jornadas-. A esa cifra se deben sumar las pérdidas de 
las empresas exportadoras por no entregar la mercadería. 

El presidente de la SRA, Luciano Miguens, anunció que “este es 
el fin del conflicto; era simplemente por esta resolución”. El 
presidente de la Federación Agraria, en cambio, sostuvo que “con 
esto no es suficiente: debe haber un tratamiento de distintas 
retenciones”. La relación entre las entidades del “campo” y el 
gobierno no se reencauzó hasta la designación de Julián Domínguez 
al frente del Ministerio de Agricultura, Ganadería y Pesca el 1 de 
octubre de 2009. Ex intendente de Chacabuco y peronista “al viejo 
estilo”, Domínguez se ocupó con dedicación a restañar las heridas. 
Esa gestión lo catapultó en 2011 al primer lugar en la lista de 
candidatos a diputados nacionales del Frente para la Victoria y 
luego, una vez electo, fue designado presidente de la Cámara de 
Diputados, tercer lugar en la línea de sucesión presidencial. 


5. LA RENUNCIA QUE NO FUE 


Néstor Kirchner acusó el golpe de la manera menos pensada. En 
la madrugada misma de la votación llamó por teléfono a dos de sus 
ministros y los sorprendió: “Ganó la derecha liberal, nos tenemos 
que ir”. La afirmación parecía propia de un momento de enojo. 
Ninguno de los que recibieron el mensaje pensó, en ese momento, 
que el ex presidente sostendría al día siguiente la misma posición. 
En la mañana del jueves casi había convencido a Cristina Kirchner 
de dar un paso al costado. Para colmo, esas horas de angustia 
coincidieron con la muerte de un buen amigo de los Kirchner, Oscar 
“Cacho” Vázquez, santacruceño, ex jefe de la JP provincial en los 
setenta, testigo de la boda de Néstor y Cristina y diputado 
provincial. Una carta de despedida de Máximo Kirchner es 
reveladora de la relación que unía a la familia con el amigo 
fallecido: “Cuando pensé que el 17 de julio lo iba a recordar como 
el día de la traición, horas más tarde te fuiste, y lo voy a recordar 
como el día en que murió una de las personas que más quiero en mi 
vida, lo voy a recordar siempre..., gracias Cacho...”. Todo 
contribuía al desánimo. 

Hubo una reunión de urgencia en la Quinta de Olivos. Allí 
estuvieron el jefe de Gabinete Alberto Fernández, y más tarde, para 
el almuerzo, se sumó el secretario legal y técnico Carlos Zanmnini. 
Algunos gobernadores ya habían sido notificados por el ex 
presidente de la intención de dejar el poder. Según quién cuente la 
historia, los detonantes de lo que pudo ser una decisión tan grave 
como irrevocable van desde la “traición de Cobos” hasta la 
incomprensión de la sociedad. Los ministros, en especial Alberto 
Fernández, trataron de disuadirlos. Tenían argumentos de sobra. La 
“derrota”, que según Kirchner afectaba la gobernabilidad y podía 
condicionar la gestión de la presidenta, era objetivamente un 


retroceso solo parcial. El gobierno no había logrado aprobar el 
sistema de retenciones móviles, pero las alícuotas seguían en el alto 
nivel -treinta y cinco por ciento para la soja- que había 
implementado el Ejecutivo en 2007. 

Fernández cuenta que citó dos ejemplos de reveses políticos 
superados con solvencia: el Congreso norteamericano desbarató los 
intentos de Bill Clinton para imponer una reforma de salud. A pesar 
de la derrota legislativa, el presidente demócrata renovó su gabinete 
y completó una muy buena gestión. El otro ejemplo era más 
cercano. El Parlamento brasileño quitó a Lula la recaudación 
obtenida por el impuesto al cheque. El Estado dejó de percibir más 
de veinte mil millones de dólares. El líder del PT no solo obtuvo 
otras fuentes de financiación sino que completó dos mandatos 
presidenciales considerados entre los mejores de la historia del 
Brasil. De hecho, ante las dudas que todavía persistían en la 
presidenta, Fernández se comunicó con Marcos Aurelio García, 
asesor argentino del presidente brasileño, y lo puso al tanto de la 
situación. Horas después Lula se comunicó con Cristina Kirchner 
para reconfortarla y brindarle su apoyo. Finalmente, con el paso de 
los días, los ánimos se calmaron y primó la racionalidad. 

Una semana más tarde, el 23 de julio, el gobierno sufrió otra 
baja política: el jefe de Gabinete, Alberto Fernández, el hombre de 
mayor confianza de Néstor Kirchner y uno de los dirigentes que lo 
había acompañado desde antes de alcanzar la Casa Rosada, presentó 
su renuncia para “darle libertad a la presidenta”. Terminaba así una 
etapa. 

El 20 de diciembre de ese año Néstor Kirchner se presentó en 
una de las reuniones de Carta Abierta. Parecía totalmente 
recompuesto y listo para emprender nuevas batallas. Trazó allí, ante 
el grupo de intelectuales que apoyaron al gobierno, un balance del 
conflicto. En primer lugar dijo “no perdimos, fuimos traicionados” y 
aseguró que “pudimos haber cometido muchos errores pero lo 
cierto es que por primera vez, después de muchas décadas, se puso 
en discusión la redistribución del ingreso con los sectores de poder”. 
Luego de reconocer errores de comunicación y metodológicos en la 
disputa por las retenciones móviles, anunció que tras la derrota en 
el Congreso se obtendrían “grandes triunfos en la sociedad, en la 
calle, en la gente”; que tras “un interregno” se seguiría “discutiendo 


a fondo el modelo de redistribución”, y mencionó explícitamente, 
como ejemplos, la recuperación de las AFJP y la discusión en 2009 - 
lo definió como “un punto de inflexión”- de la discusión de ley de 
medios. 


6. HÉROE ACCIDENTAL 


- Yo votaría a Cobos. 

- Pero... ¿usted lo conoce? 

- No, pero lo votaría por lo que hizo. 

- ¿A quién votó en las últimas elecciones? 

- A Cristina. 

Eso me dijo un taxista porteño unos días después del voto no 
positivo y agregó: “El tipo se la jugó y paró el quilombo con el 
campo”. Curioso, el tachero ya había votado por Cobos una vez, en 
la fórmula con Cristina Fernández, pero ni lo registraba. 

No hago ningún descubrimiento: la Argentina es un país 
generoso. Generoso y frívolo. Generoso y leve. No es raro que la 
política nacional alterne episodios dramáticos con momentos de 
insoportable levedad. En apenas un par de días, un personaje ignoto 
puede devenir ídolo popular. Basta recordar lo que pasó con Juan 
Carlos Blumberg a partir del brutal asesinato de su hijo. Claro que 
con la misma velocidad se puede emprender el camino inverso. “De 
la cima a la nada no hay nada de distancia”, decía mi abuela. 

Con ese método de ascenso sin escalas Cobos pasó de 
desconocido a héroe civil. Unos meses antes de la crucial votación 
en el Senado, la gente que trabajaba junto a Eduardo Duhalde -en 
aquel momento aún con esperanzas de incidir en la política 
nacional- encargó una encuesta sobre el nivel de conocimiento 
público y la imagen de los principales dirigentes políticos. Ante la 
pregunta “¿Quién es el vicepresidente?”, el cuarenta y cinco por 
ciento de los consultados respondió: “Daniel Scioli”. Algo de eso le 
dijo el ex presidente Duhalde a Cobos cuando hablaron por teléfono 
días antes de la votación clave: “O seguís siendo un desconocido, o 
empezás a existir”. 

Julio César Cleto Cobos tuvo su momento de gloria. El primer 


toro que llegó a la Exposición de la Sociedad Rural de ese año fue 
bautizado “Cleto”. Los medios de comunicación críticos del 
gobierno lo levantaban hasta el cielo; liberales, conservadores y 
progres lo reivindicaban como un estratega; los radicales, que lo 
expulsaron del partido cuando acordó con Kirchner, de golpe vieron 
en el vice una esperanza de reconstrucción; recibió elogios de 
Duhalde y de Raúl Alfonsín. No faltó quien recordara el origen del 
nombre Cleto: viene del griego y significa “ilustre y elegido para el 
combate”. Parecía una formidable operación de marketing. Incluso - 
recordaron los cobistas más exaltados- hubo un Papa llamado Cleto, 
que aun sin votar contra las retenciones se convirtió en san Cleto. 

Desde el oficialismo se lo calificó de traidor. Eran los mismos 
que aplaudieron su incorporación a la llamada Concertación Plural, 
el invento de Néstor Kirchner para sumar radicales y partidos 
provinciales a la coalición que ganó las elecciones en 2007. Más allá 
del voto decisivo del mendocino, lo cierto es que la votación se 
perdió porque el oficialismo no logró que sus propios legisladores 
avalaran la norma. 

Cobos, que venía siendo “destratado” por el gobierno, 
comprendió que la suerte de la polémica resolución se jugaría en su 
casa, y levantó el perfil al máximo. Convocó a los gobernadores, se 
reunió con productores y propició una solución negociada. Lo 
demás es destino y azar. Lo que le tocó en suerte. Para explicar su 
deserción del oficialismo alegó que respondía al pedido de cientos 
de diputados, intendentes y concejales radicales del interior del 
país. Dijo también que había escuchado a su familia y a sus amigos. 
Quizá los mismos que en 2007 le aconsejaron dejar la UCR y 
aceptar el convite de Néstor Kirchner. Pero qué le importaba en ese 
momento. Se sentía más cerca de San Martín que de Judas. 

Después cometió el mayor error de su vida política. Al previsible 
aluvión de pedidos de renuncia, respondió que se quedaría en su 
cargo hasta el final del mandato “para el que me votó la gente”. Y 
así lo hizo, rechazando las críticas de propios y extraños. Como el 
personaje de la novela La Lola, que cuenta la historia de un hombre 
encerrado en el cuerpo de una mujer, Cobos era el número dos del 
gobierno y pretendía ser el jefe de la oposición al mismo tiempo. 
Poco a poco, con el paso de los meses y la dinámica de la realidad, 
su caudal político se fue evaporando. A tal punto que ni siquiera 


alcanzó un plafón mínimo como para presentarse como candidato 
en 2011. Nadie sabe qué habría sucedido si después del voto no 
positivo Cobos hubiera renunciado y asumido el liderazgo opositor. 
Como escribió el poeta Mario Trejo: “La vida es un pasaje de ida, 
solamente. Sálvese quien quiera”. 


7. QUIÉN ES QUIÉN EN EL 
CAMPO 


A partir de las políticas y los procesos desarrollados desde los 
años setenta, de acuerdo con la taxonomía de Norma Giarraca y 
Miguel Teubal en el libro Del paro agrario a las elecciones de 2009, 
pueden observarse en el sector agrario argentino tres grupos: 

* Las grandes empresas exportadoras de cereales y oleaginosas - 
Cargill, entre otras-; los grandes productores sojeros; los pools de 
siembra -Grobocopatel, que controla varios, es el más conocido-; 
fondos de inversión y la empresa Monsanto y otras semilleras que 
proveen al país y el mundo de la semilla transgénica utilizada en 
más del noventa y cinco por ciento de la siembra sojera. Este bloque 
de poder se constituyó en el principal beneficiario de las políticas 
económicas y agropecuarias de las últimas décadas, que 
determinaron el proceso de sojización. Los números son elocuentes. 
En 2007 Cargill exportó 4.094 millones de dólares, un aumento del 
sesenta y cinco por ciento comparado con el año anterior. La 
segunda comercializadora de aceite fue Bunge Argentina con 
exportaciones que ese mismo año alcanzaron 2.692,6 millones, 
treinta y uno por ciento más que en 2006. Dreyfus exportó por 
2.033,4 millones de dólares, más de cuarenta y cinco por ciento que 
en el año anterior. A la lista de grandes exportadores aceiteras y 
cerealeras se suman la Aceitera General Deheza, Molinos Río de la 
Plata, Vicentín y Nidera. Esas firmas exportaron en 2007 por un 
total de catorce mil quinientos millones de dólares, esto es, el 26,6 
por ciento de las exportaciones totales del país. Las grandes 
aceiteras se encuentran entre las diez principales exportadoras, 
junto con YPF Repsol, Minera Alumbrera y Tenaris Siderca. El Fisco 
las demandó por una presunta evasión de seiscientos cincuenta 


millones de dólares en la exportación de cereales y oleaginosas, y 
por trescientos millones de retenciones no pagadas en la transacción 
de aceites. Estos datos provienen de la Asociación de Importadores 
y Exportadores de la República Argentina. 

* Los medianos y pequeños productores. Conforma este grupo 
una cantidad importante de explotaciones agropecuarias. Desde 
medianos emprendimientos con tecnología aplicada a la producción 
y organización empresarial de la pampa húmeda, hasta los 
tradicionales chacareros y los productores familiares de la zona 
extrapampeana. En los años noventa, al no contar con la tecnología 
adecuada para explotar sus tierras en forma intensiva, muchos 
dueños de campos arrendaron sus campos a contratistas o pools de 
siembra. En su mayoría se mudaron a las ciudades generando un 
fenómeno que se denominó agricultura sin agricultores. Son los 
denominados “rentistas”. Se calcula que el sesenta por ciento del 
área cultivada del país se explota bajo esta modalidad. 

También forman el grupo de pequeños y medianos productores 
aquellos que decidieron no cultivar soja, como en el sur de Buenos 
Aires, sino que combinaron trigo y cebada. Y los que se dedicaron a 
alternar agricultura con ganadería, además de los pequeños 
productores regionales como los cañeros tucumanos, los 
algodoneros chaqueños, los viñateros en Cuyo, los productores de 
frutas y hortalizas del valle del río Negro. Muchas de estas 
producciones regionales se ven cercadas por el avance de la soja. 

Por medio de las entidades que los representan, los productores 
agrícolas de este sector protagonizaron la mayoría de los piquetes y 
cortes de ruta durante el conflicto con el gobierno. 

+ El campesinado y las comunidades indígenas conforman el 
grupo más desprotegido. Son, como ellos mismos se definen, “el 
otro campo”. Se trata de explotaciones pequeñas de agricultura 
familiar o de subsistencia. Los diversos conglomerados que reúne el 
Movimiento Nacional Campesino Indígena (MNCD representan a 
veinte mil familias de pequeños agricultores. Las organizaciones 
más destacadas son el Movimiento Campesino de Santiago del 
Estero (MOCASE), la Unión de Trabajadores Sin Tierra (UST) de 
Mendoza, el Movimiento Campesino de Córdoba (MCC), la Red 
Puna y Quebrada de Jujuy, el Servicio a la Cultura Popular 
(SERCUPO), la Mesa de Productores de Buenos Aires, la Asociación 


Campesina del Valle de Conlara de San Luis, el Movimiento Agrario 
de Misiones (MAM), el Movimiento Campesino de Formosa y el 
Encuentro Calchaquí de Salta. 

Este sector reivindica, más que una matriz productiva que 
genere divisas, la idea de “soberanía alimentaria”. Un concepto 
tomado de la Vía Campesina Internacional que propicia la 
producción de “alimentos sanos”. Por esa razón ponen en duda una 
afirmación muy extendida, que dice que la Argentina produce 
alimentos para cuatrocientos millones de personas. Aseguran que en 
realidad el país produce grandes cantidades de alimentos, pero para 
aves y cerdos de Asia y Europa. Con esos argumentos, a la hora de 
defender las producciones locales, ponen como ejemplo la 
producción de la algarroba o la alfalfa. “Los algarrobos que todavía 
hemos dejado en pie con el modelo sojero podrían producir más de 
doscientos millones de toneladas del mejor alimento del mundo”, 
afirman. España es el principal productor, con cincuenta mil 
toneladas en 2010. Estos datos surgen de un dossier preparado por 
la agencia Paco Urondo, que apunta que “el INTA tiene un 
programa para hacer harina de algarroba, pan de algarroba, 
alfajores de algarroba”. Más allá de que se pueda o no exportar en 
esas cantidades, consolidar las producciones regionales permitiría 
contener social y económicamente a miles de familias. Son los más 
afectados por las políticas de deforestación y los desalojos. En 
muchos casos en forma violenta. 

Los campesinos y las comunidades indígenas, en general, se 
mantuvieron al margen de la contienda entre el gobierno nacional y 
las entidades del “campo” -tampoco participaron en la puja los 
productores regionales-. Apenas lograron algo de atención de los 
medios cuando expresaban, justamente, su ajenidad a la disputa por 
la renta extraordinaria de las exportaciones. Algunos representantes 
del Movimiento Campesino de Formosa sí concurrieron al Congreso 
de la Nación y hablaron a favor del gobierno. 

Tampoco se sumaron a piquetes y movilizaciones los 
representantes de los pools de siembra ni los grandes productores 
sojeros -tal vez enviaron a algunos de sus empleados-, es decir, los 
reales ganadores del modelo. Las siete empresas que concentran el 
ochenta y cinco por ciento de las exportaciones pasaron 
inadvertidas en la contienda. Sin embargo, en este caso, sus 


intereses fueron defendidos cabalmente por la Mesa de Enlace. 


8. LA REPÚBLICA SOJERA 


Si bien en uno de los momentos más calientes de la disputa con 
las entidades del “campo” la presidenta de la Nación la definió 
despectivamente como un yuyo, la soja es factor de peso del modelo 
económico. La producción sojera -más allá de las polémicas por el 
uso de glifosato y otros pesticidas- no dejó de crecer desde 2002. El 
gobierno no hizo nada por acotar esa fenomenal expansión. 

La frontera agrícola se extiende año tras año. En especial a partir 
de la utilización de las variedades de soja transgénica. Según datos 
del Ministerio de Agricultura, Ganadería y Pesca, la superficie 
sembrada en el período 2002-2003 fue de 12.420.000 hectáreas, 
mientras que en el período 2010-2011 alcanzó las 18.749.612 
hectáreas. Según la misma fuente la producción de soja en el 
período 2002-2003 fue de 34.818.550 toneladas, y en el período 
2010-2011 alcanzó las 48.885.703 toneladas. Para comprender la 
espectacular dimensión del crecimiento de la producción sojera 
baste con decir que en la cosecha 1980-1981 se obtuvieron menos 
de cuatro millones de toneladas. En ese momento equivalía al 10,6 
por ciento de la producción granaria total. En la cosecha 2006-2007 
representó el cincuenta por ciento, según datos de la Dirección de 
Información Agrícola y Forestal del Ministerio de Agricultura, 
Ganadería y Pesca. 

La soja avanzó sobre campos destinados a otros usos como cría o 
invernada de ganado, sobre tambos en la región pampeana y sobre 
el algodón en Chaco y las yungas en el norte del país. En los últimos 
años se sucedieron desalojos y confiscaciones de terrenos en manos 
de campesinos y pobladores originarios. Las provincias más 
afectadas por el desmonte son Chaco, Santiago del Estero y Salta. 
En esta última provincia se produjo uno de los mayores niveles de 
deforestación del país. Según datos de la Secretaría de Ambiente y 


Desarrollo Sustentable de la Nación, entre 1998 y 2002 la superficie 
deforestada en Salta fue de 194.389 hectáreas. Entre 2002 y 2006 la 
superficie desmontada se duplicó: 414.932 hectáreas. Durante 2007, 
mientras se discutía en el Congreso la Ley de Bosques, el gobierno 
salteño autorizó el desmonte de 523.722 hectáreas, evitando la 
moratoria establecida por la norma. Las organizaciones que se 
dedican a la defensa del medio ambiente estiman que la tala acaba 
con doscientas cincuenta mil hectáreas de monte nativo por año. El 
gobierno de Salta ignoró la ley sin ninguna consecuencia. 

Un informe elaborado por la Bolsa de Comercio de Rosario 
reveló que el complejo sojero generó entre 2002 y 2012 ingresos 
totales por 129.568 millones de dólares. De esa cifra, el Estado 
recibió 37.191 millones de dólares en concepto de retenciones a las 
exportaciones. Vale recordar que el noventa por ciento de la 
producción sojera se exporta. Los productores ganaron 21.048 
millones y dejaron en la AFIP otros 6.314 millones de dólares por 
Impuesto a las Ganancias. En opinión de los especialistas, nada 
indica que la actual tendencia de la demanda internacional se vaya 
a modificar. China seguirá comprando tanto porotos como aceite de 
soja. La Argentina vuelve a ocupar el rol de granero del mundo, esta 
vez, gracias a la utilización de variedades transgénicas. 


9. PERDER EL JUICIO 


El 15 de junio de 2012, en una conferencia en el Consejo de las 
Américas en Nueva York, Cristina Kirchner anunció inversiones de 
Monsanto en el país por mil seiscientos millones de pesos. Allí 
defendió a la multinacional, la más importante productora de 
glifosato -Round Up es su nombre comercial-, un poderoso 
herbicida cuestionado por diversas organizaciones ambientalistas y 
sociales. “Estoy orgullosa de la importantísima inversión de 
Monsanto en Malvinas Argentinas, en Córdoba, que nos ayudará a 
completar nuestro plan agroalimentario 20/20”. La gran apuesta de 
este proyecto es aumentar la producción agraria en sesenta por 
ciento. Quienes cuestionan la extensión de la frontera agrícola, 
indispensable para cumplir con esa meta, señalan que este proceso 
generará más desmontes y desalojos violentos. 

Parafraseando al ex presidente norteamericano Bill Clinton, “es 
la soja, estúpidos”. Ya que de eso se trata, la discusión es por la soja 
y la soja es sinónimo de divisas. Bajo el predominio de esa lógica, 
pasan a segundo plano la discusión medioambiental, el uso y abuso 
de agroquímicos, la escasa mano de obra que requiere su 
producción y la saturación de los suelos, que van perdiendo 
nutrientes con la reiteración de los cultivos. El debate se limita a 
qué porción de esa ganancia extraordinaria obtenida por los 
exportadores accederá el Estado. 

Las consecuencias sobre el medio ambiente y la salud a partir 
del empleo masivo de pesticidas, en especial cerca de zonas 
pobladas, es motivo de intensos debates desde el comienzo del 
nuevo milenio. El martes 21 de agosto de 2012, un fallo judicial 
determinó que fumigar con agrotóxicos sobre zonas pobladas es un 
delito pasible de condena. La Cámara I del Crimen de Córdoba 
condenó a tres años de prisión condicional al productor rural 


Francisco Parra y al piloto fumigador Edgardo Pancello por 
contaminación ambiental. Otro productor agropecuario, Jorge 
Alberto Gabrielli, fue absuelto. Los tres se habían declarado 
inocentes. Las penas incluyen la realización de tareas comunitarias 
e inhabilitación para fumigar y manipular agroquímicos. 

Sofía Gatica fue la primera mamá que, al morir su beba en 1999 
por una malformación congénita en los riñones, comenzó a procurar 
testimonios e indicios de los efectos de las fumigaciones para la 
salud de los habitantes del barrio Ituzaingó, ubicado en la periferia 
sudeste de Córdoba capital, poblado por seis mil vecinos. En 2004 
presentaron la primera denuncia. La causa judicial recién se inició 
en 2008, cuando el subsecretario de Salud de la Municipalidad de 
Córdoba, Medardo Ávila Vázquez, materializó una denuncia por 
envenenamiento luego de escuchar los reclamos de la organización 
Madres de Ituzaingó. La Justicia prohibió, a partir de entonces, 
utilizar agrotóxicos a menos de quinientos metros del barrio y, en el 
caso de fumigaciones aéreas, la distancia mínima establecida es de 
mil quinientos metros. 

Un estudio oficial reveló durante el juicio que, sobre ciento 
cuarenta y dos niños del barrio, a ciento catorce se les detectó 
contaminación con agroquímicos en sangre. “Nos fumigan, nos 
matan y no van a la cárcel”, se quejaron las Madres de Ituzaingó 
luego de escuchar la sentencia. Sin embargo, el abogado Miguel 
Martínez destacó la sanción penal: “Es un fallo inédito. Desde hoy 
fumigar es un delito penal y tiene condena. Esto nunca había 
pasado”. Los ambientalistas denuncian que se fumiga sobre cientos 
de pueblos sin ningún tipo de control. 

Uno de los debates mediáticos más interesantes sobre el uso de 
cultivos transgénicos, inmunes a las fumigaciones, se produjo en el 
programa “Palabras más, palabras menos” de TN. La polémica 
comenzó con un cruce de cartas, publicadas por el diario Página/12, 
entre el escritor Mempo Giardinelli y Gustavo Grobocopatel, uno de 
los mayores productores de soja de la Argentina. El autor chaqueño 
afirmó que “en los países serios está prohibida la soja transgénica” y 
agregó que en Francia no se permite “poner soja transgénica con 
glifosato ni en un balcón de tu casa”. Grobocopatel lo refutó y puso 
como ejemplo a los Estados Unidos, el mayor productor de soja del 
mundo. 


Los dos tienen parte de razón. El trabajo de revisión de discursos 
públicos realizado por el equipo de periodistas de Chequeado.com 
sobre este tema, revela que el noventa y tres por ciento de la soja 
plantada en 2010 en los Estados Unidos es transgénico. El Servicio 
Internacional para la Adquisición de Aplicaciones para Agro- 
Biotecnologías -una organización que fomenta el cultivo de 
organismos genéticamente modificados (OGM)- elabora un informe 
que releva la cantidad de hectáreas sembradas con estos organismos 
en el mundo, entre los cuales está la soja. Figuran en primer lugar 
los Estados Unidos con sesenta y cuatro millones de hectáreas. Lo 
siguen el Brasil con 21,4 millones, la Argentina con 21,3 millones y 
el Canadá con 8,2 millones. En Francia, efectivamente, está 
prohibido el cultivo extensivo de soja transgénica, aunque en 
algunos casos se permite la experimentación en superficies 
estrictamente delimitadas. 


10. LOS DUEÑOS DE LA 
TIERRA 


De acuerdo con el Censo Agropecuario 2002 -los defectos 
técnicos del Censo 2008 lo vuelven poco confiable, según los 
especialistas-, se desarrollan en la Argentina 297.425 explotaciones 
agropecuarias que despliegan sus actividades en 174,8 millones de 
hectáreas. Sobre el diecinueve por ciento de esa superficie se 
encuentra algún tipo de cultivo, entre los que se destacan los 
anuales y perennes, forrajeras, bosques y montes artificiales. El 
ochenta y uno por ciento restante -141,3 millones de hectáreas- está 
conformado por pastizales, bosques, montes naturales. El resto está 
ocupado por caminos, parques y viviendas. 

El Censo 2002 revela que de los treinta y siete millones de 
hectáreas dedicadas a la explotación agropecuaria, treinta y cinco 
millones están controlados por novecientos treinta y seis 
propietarios, a razón de treinta y ocho mil hectáreas, en promedio, 
cada uno; mientras que alrededor de ciento cincuenta mil 
propietarios explotan dos millones doscientas mil hectáreas, a razón 
de dieciséis hectáreas cada uno. Es decir que el dos por ciento de los 
terratenientes es dueño del cincuenta por ciento de la tierra. Estos 
números valen más que mil palabras. La desigualdad entre los 
grandes productores y los más pequeños es abrumadora. 

Entre los grandes propietarios se cuentan pools de siembra, 
grandes empresas, capitales financieros y nombres famosos, muchos 
de ellos extranjeros. Hasta ahora no existen en la Argentina 
registros concretos sobre los verdaderos dueños de la tierra. Solo se 
conocen los casos emblemáticos: Carlo y Luciano Benetton, Douglas 
Tompkins, Joseph Lewis y Ted Turner. Según el agrodiputado Pablo 
Orsolini, alrededor de veinte millones de hectáreas están en manos 


de extranjeros. 

Desde el comienzo de su segundo mandato, la presidenta 
Cristina Kirchner solicitó la sanción de una ley que limite la 
extranjerización de la tierra. Finalmente, el 22 de diciembre de 
2011, en la última sesión extraordinaria del año, el Senado aprobó 
por abrumadora mayoría -sesenta y dos votos a uno- la iniciativa 
enviada por el Poder Ejecutivo. A partir de la promulgación de la 
norma, no podrá quedar en manos de extranjeros más del quince 
por ciento del total de extensiones rurales. En términos generales, la 
ley no prevé cambios en la actual titularidad de las tierras, ya que 
solo limita las compraventas futuras. 

La presidenta de la Comisión de Agricultura, la kirchnerista 
Graciela de la Rosa, argumentó en favor del proyecto oficial: “El 
recurso tierra es un recurso estratégico no renovable”. Recordó las 
restricciones, en todo el mundo, de la oferta de tierra para la 
producción de alimentos, por lo cual consideraba “fundamental” 
preservar la tenencia en manos nacionales. La nueva ley dispone 
que el total de tierras rurales en manos de un mismo titular 
extranjero “no podrá superar las mil hectáreas en la zona núcleo 
[que compone el norte de la provincia de Buenos Aires, el sur de 
Santa Fe y el sur de Córdoba] o su equivalente [superficies que 
serán definidas por las provincias]”. El objetivo es proteger los 
recursos naturales argentinos en un contexto de crecimiento 
demográfico y aumento de la demanda alimentaria y energética. 

La norma aprobada no tiene efecto retroactivo, por lo cual 
Benetton y Lewis, por citar a un italiano y un norteamericano con 
propiedades en el sur del país, pueden quedarse tranquilos. Solo 
venderán territorio si así lo desean. La nueva ley establece además 
la creación de un registro de poseedores extranjeros de tierras 
rurales. Los datos actuales no son certeros. De hecho, los primeros 
números suministrados por el Registro Nacional de Tierras Rurales 
revelan extensiones menores que las denunciadas. 

El socialista Rubén Giustiniani, como la mayoría de los 
opositores, dijo que la norma significaba “un paso adelante”, pero la 
consideró insuficiente: “Debe completarse con una ley integral de 
uso y tenencia de la tierra que limite la concentración, garantice la 
protección de los recursos naturales y el desarrollo económico”. La 
pregunta que nadie en el oficialismo respondió durante el debate 


parlamentario es por qué no se aprovechó el momento de consenso 
con el resto de las fuerzas políticas para sancionar una norma que 
revisara también la concentración, el uso de la tierra y el cuidado 
de los recursos naturales. 

La Federación Agraria, que apoyó la iniciativa oficial, promueve 
un proyecto para regular el arrendamiento de tierras. Para Luis 
Contigiani, un especialista de la FAA, “hoy no existe una ley que 
regule el arrendamiento, ni que proteja el uso del suelo. Depende 
del contrato entre propietario e inquilino, que a veces es solo por un 
año, y no se regula que se cuide el recurso”. 

Según el periodista Darío Aranda, autor del libro Argentina 
originaria, genocidios, saqueos y resistencias, la Ley de Tierras no 
modifica en nada la actual situación de inequidad en el acceso a la 
tierra. Tampoco detiene el proceso de extranjerización, ya que en la 
actualidad, como en muchos países, las tierras se alquilan -ya no es 
necesario comprarlas-. Es un fenómeno mundial conocido como 
“acaparamiento”. 

Aranda se formula una pregunta inquietante, por lo pertinente: 
“La compañía internacional Benetton posee en la Patagonia 
novecientas setenta mil hectáreas. ¿Sería mejor si estuvieran en 
manos del bonaerense Gustavo Grobocopatel? ¿O quizás el salteño 
Alfredo Olmedo? ¿O es preferible que las maneje la Mesa de 
Enlace?”. 


11. UN APLAUSO PARA LA 
VACA 


“Ajena a los intereses políticos y económicos que se movilizan a 
su alrededor, ella nos ofrenda generosamente su vida para sostener 
la nuestra. Con la misma generosidad brinda su leche para 
alimentar a la niñez, sin ser responsable [de] que la incapacidad del 
gobernante impida que la leche llegue por igual a todos los niños. 
Sufre con estoicismo sequías e inundaciones en campos que 
deberían ofrecerle mejores condiciones de vida. Anda descalza, 
mientras su cuero sirve para que nosotros podamos calzarnos. 
Padece la ignominia de morir en plena juventud, por la avaricia de 
aquellos que la matan sin reparar a veces [en] que lleva otra vida 
en su vientre. Ese afán de rápida rentabilidad la relega a poblar 
cada día planteles más reducidos, mientras se multiplican aquellas 
nacidas en Brasil, Estados Unidos y otros países. El hombre 
aprovecha todo de la vaca, pero ella nunca se aprovecha del 
hombre. Escuchamos decir “un aplauso para el asador”, mientras ella 
no recibe jamás una demostración de gratitud. Por todo ello, y 
mucho más, dedico este libro a la vaca, la mejor amiga del 
hombre”. 

Esta alabanza a la vaca puede leerse en el prólogo del libro La 
historia de la carne de Alberto Samid, “El Rey de la Carne. Productor 
agropecuario. Peronista. Hincha de Gardel, hincha de Boca, hincha 
de Ford, y le tiene bronca a Mauro Viale”, como se autodefine en su 
cuenta de Twitter. 

A pesar de su adhesión al proyecto político del gobierno 
nacional, Samid advierte sobre la fuerte caída en el stock ganadero. 
En la actualidad se cuentan diez millones de cabezas de ganado 
menos que en la década de 1990. También se registra un marcado 


descenso en el consumo interno. Según datos del Ministerio de 
Agricultura de 2002, el país contaba con 11.499.838 cabezas de 
faena. En 2011 la cifra se redujo a 10.861.896. Esa merma se 
registra a pesar de que también cayó el consumo per capita: en 2002 
era de 58,78 kilos; cayó a 54,92 en 2011. Los dirigentes de la Mesa 
de Enlace machacan hasta el cansancio con este tema. En general 
coinciden en señalar que los bajos precios internacionales durante 
gran parte de la década de 1990 no incentivaron la actividad. 
Luego, entre 2002 y 2004, se disparó el fenómeno de la soja, que 
contribuyó a que muchos productores abandonaran la ganadería 
para dedicarse a la explotación de un recurso mucho más rentable. 

Para Pablo Orsolini, de la FAA, “a este panorama se sumó una 
mala política del gobierno, que desincentivó la producción cuando 
en 2006 cerró las exportaciones. Hasta dejamos de cumplir con la 
cuota Hilton. No hay políticas serias destinadas para defender a la 
ganadería”. Con todo, el diputado Orsolini reconoce que “el 
Instituto Nacional de Promoción de la Carne Vacuna trabaja muy 
bien, aunque dejó de promocionar en el exterior porque el gobierno 
maneja las exportaciones a gusto y placer. Podríamos estar teniendo 
carnes a precio módico para el consumo interno, como Uruguay”. 
Del otro lado del charco preservan apenas algunos cortes 
“populares” para consumo interno y el resto -lo mejor de la vaca- se 
destina al mercado externo. Una medida de ese tipo podría 
conformar a los productores, pero volvería locos a los cultores del 
asado. Es decir a la mayoría de los argentinos. 


12. LAS MÁQUINAS VERDES 


Una de las grandes apuestas industrialistas del gobierno fue 
consolidar la producción nacional de maquinaria agrícola. Además 
de expandir la venta al exterior. “Ustedes verán que el año 2003, en 
facturación total, el sesenta y cuatro por ciento era importado y el 
treinta y seis por ciento de facturación nacional. Ahora estamos en 
un cuarenta y tres por ciento de facturación importada y un 
cincuenta y siete por ciento de facturación nacional. En 
cosechadoras unidades vendidas teníamos que en 2003 el ochenta y 
cuatro por ciento eran importadas y solamente dieciséis por ciento 
eran nacionales. Hemos doblado prácticamente esa cifra en el año 
2012: el treinta y uno por ciento son nacionales y el sesenta y nueve 
por ciento sigue siendo importado. De solamente un trece por ciento 
en tractores nacionales que vendíamos cuando Néstor asumió el 25 
de mayo, hoy estamos vendiendo el cuarenta y seis por ciento”. La 
presidenta de la Nación trazó este balance positivo el 15 de agosto 
de 2012 al presentar una nueva línea de cosechadoras y tractores de 
la empresa John Deere. 

José María Alustiza, presidente de la Cámara Argentina de 
Fabricantes de Maquinaria Agrícola (CAFMA), confirma que la 
venta de maquinaria para el campo experimentó un crecimiento 
vertiginoso entre 2003 y 2008, pero se detuvo a causa del conflicto 
por la Resolución 125, la sequía y la crisis internacional. “Desde 
2003 a hoy, las ventas aumentaron un sesenta por ciento. Hoy se 
venden por año cuatro mil quinientas sembradoras, cuatro mil 
tractores y ochocientas cosechadoras. De ese total, se exporta entre 
el veinte y el veinticinco por ciento y la mayor parte -entre el 
sesenta y el ochenta por ciento- va para el consumo interno”. Pero 
agrega: “En el último año hubo una tremenda caída por una 
combinación de factores. El fracaso de la cosecha a causa de la 


sequía, el peso del IVA técnico -específico para el sector- y la falta 
de crédito subsidiado”. 

Alustiza reconoce que se abrieron mercados a la producción 
nacional: “El sector aumentó por lo menos cien veces en la 
exportación. Hoy tenemos treinta y tres mercados internacionales. 
Antes vendíamos solo a los países limítrofes”, pero enseguida 
sobrevienen las quejas: “Sin embargo, hoy estamos muy mal. Hay 
muchas empresas extranjeras que se radican en el país, como John 
Deere Oo Case New Holland, que lo único que hacen es ensamblar y 
no tienen operarios. En cambio Roque Vasalli -que es la fábrica 
nacional de cosechadoras más importante- tiene seiscientas 
operarios en Firmat, Santa Fe”. 

Una nota de Ismael Bermúdez publicada en Clarín el 11 de 
agosto de 2012, cuatro días antes del anuncio presidencial, señala 
una caída del 20,7 por ciento en la venta de tractores, sembradoras 
e implementos para el campo en el segundo trimestre, en relación 
con igual período de 2011. Según cifras del INDEC, de las cinco mil 
unidades vendidas un año atrás, entre abril y junio de este año se 
redujeron a 3.965. El último informe, de julio de 2012, elaborado 
por la consultora de Investigaciones Económicas Sectoriales (IES), 
indica que las exportaciones siguieron aumentando -ciento cuarenta 
y cuatro millones de dólares en el primer semestre, 21,3 por ciento 
más que en el mismo período de 2011-. José María Alustiza advierte 
que, si bien el dato es positivo, solo representa el veinte o 
veinticinco por ciento del total de las ventas. El resto se destina al 
mercado interno. Algo así como “vamos bien pero estamos mal”. 


13. LO QUE QUEDÓ 


Se han planteado dos miradas sobre el resultado de la pelea 
entre el gobierno y las entidades gremiales del “campo”. Algunos 
analistas la consideran una derrota para el gobierno, 
fundamentalmente por la ruptura con sectores provinciales y de la 
clase media urbana que antes acompañaban al kirchnerismo y lo 
habían votado en 2007. Otros, en cambio, rescatan el conflicto 
como un hito en la reafirmación de la identidad del gobierno, y 
explican así la recuperación en la consideración popular en 2011. 
Claro que antes Néstor Kirchner había perdido la primera elección 
de su vida política encabezando, junto a Daniel Scioli, la lista de 
candidatos a diputados por la provincia de Buenos Aires en 2009, 
Hasta tuvo que apelar a un engendro electoral como las llamadas 
candidaturas testimoniales: dirigentes de primera línea que 
integraban listas pero sabiendo de antemano que no iban a asumir 
el cargo por el que competían. 

Para Eduardo Basualdo, economista de FLACSO, “se pueden 
definir dos etapas, relacionadas con el desarrollo político y el grado 
de avance del kirchnerismo. En ese sentido, el conflicto alrededor 
de la Resolución 125, sobre las retenciones móviles, es una divisoria 
de aguas. No solo porque fue el conflicto más serio y más enclavado 
en las contradicciones históricas de la sociedad argentina, sino 
porque, por eso mismo, definió un salto cualitativo en términos 
políticos. Hasta ese momento era un gobierno que se movía entre 
dos tipos de hegemonía. Una es el transformismo, que venía de la 
valorización financiera, que no se basaba en las concesiones a los 
sectores subalternos sino en la cooptación de sus dirigentes. La otra 
es la hegemonía clásica, ya que, a partir de esa crisis de 2001-2002, 
los sectores dominantes tuvieron que responder efectivamente a 
ciertas reivindicaciones populares”. 


Basualdo, actual director de la YPF estatal, señaló en una 
entrevista concedida a Página/12 en noviembre de 2011 que “el 
principal efecto de la 125, tanto en la política presidencial como en 
la identidad del gobierno y en la relación con los sectores 
populares, es que eliminó la dualidad en términos de hegemonía. Se 
definió mucho más como una hegemonía clásica mediante el 
disciplinamiento del capital. Se trata de una hegemonía clásica 
dentro de un capitalismo en la Argentina y, en ese sentido, de la 
definición de un tipo de Estado con un fuerte sesgo en términos de 
políticas hacia la promoción y la potenciación de los sectores 
populares con efectos diversos”. 

El economista Miguel Teubal y la socióloga rural Norma 
Giarraca apuntan: “Quedaron invisibilizadas muchas cuestiones 
relevantes. Por una parte, la gran heterogeneidad de la estructura 
agraria, la diversidad de sectores y agentes sociales que la 
conforman y las estrategias que desarrollan. Es difícil entender el 
conflicto si no se visualiza que el “campo” no es una entidad 
homogénea sino un sector integrado por muchos y variados 
subsectores en cuanto a los procesos productivos y la naturaleza de 
los actores sociales involucrados. Las transformaciones operadas en 
el sector en décadas recientes han potenciado esta heterogeneidad 
estructural”. 

Según este análisis: “Al gobierno le convenía impulsar el modelo 
sojero pues le permitía lograr importantes superávit de las balanzas 
comercial y fiscal necesarios para, entre otras razones, hacer frente 
al pago de los servicios de la deuda externa. Asimismo, al “campo” le 
interesaba mantener un modelo que le era altamente rentable -por 
lo menos a sus principales protagonistas- debido al alza continua de 
los precios de los commodities -principalmente la soja- en el mercado 
internacional. Quizás por estas razones ninguna de las dos partes en 
conflicto criticó el modelo sojero, que se mantuvo relativamente 
intacto y sigue incólume en la actualidad”. 


14. NOSTALGIA DEL FUTURO 


A pesar de las quejas permanentes de los productores, durante 
los años posteriores a la disputa por la Resolución 125 los 
principales actores del “campo” están entre los grandes ganadores 
del modelo kirchnerista. La coyuntura internacional o bien las 
políticas diseñadas por el gobierno -según el punto de vista- 
determinaron más áreas sembradas y más exportaciones de 
productos primarios, más producción e incrementos sustanciales en 
las ventas de los derivados de las oleaginosas y de maquinaria 
agrícola. En consecuencia, más rentabilidad. 

El conflicto con las entidades gremiales del “campo”, que estuvo 
a punto de terminar con el mandato de Cristina Fernández de 
Kirchner se limitó a la disputa por la renta extraordinaria obtenida 
por el sector. Si bien el gobierno insistió con un argumento válido - 
la redistribución del  ingreso-, fracasó al equivocar la 
instrumentación de una simple medida fiscal. Entre otras 
cuestiones, no discriminar entre pequeños y grandes productores ni 
explicar claramente los objetivos de la medida. 

Nunca estuvo en los planes oficiales alterar el esquema sojero ni 
avanzar con medidas más radicales para modificar los niveles de 
concentración en la propiedad de la tierra. Apenas se conoce un 
anteproyecto preparado por el Consejo Federal de Planificación y 
Ordenamiento Territorial que, después de declarar al suelo como 
“recurso natural no renovable y escaso”, habilita la expropiación de 
terrenos si son improductivos o para facilitar el ordenamiento 
territorial, previa declaración de utilidad pública y compensación 
económica. Ante las críticas de La Nación en su edición del 26 de 
agosto de 2012, el ministro de Planificación Julio De Vido se 
apresuró a aclarar no se está analizando ningún “plan oficial que 
facilite la expropiación de terrenos por razones sociales”. 


Hay que reconocer, de todas maneras, que, si el aumento de las 
retenciones móviles generó una reacción tan virulenta de las 
entidades gremiales del “campo” y los sectores más concentrados de 
la economía, es difícil imaginar qué podría suceder si el gobierno 
propusiera medidas más ambiciosas tendientes a modificar la actual 
estructura de tenencia de la tierra o el actual modelo productivo. 
Vale recordar la reacción del “campo” cuando el gobierno de la 
provincia de Buenos Aires anunció el aumento del Impuesto 
Inmobiliario Rural -en algunas zonas se pagaban cifras 
insignificantes-. Un grupo de productores bonaerenses, encabezados 
por Hugo Biolcatti, intentó copar la Legislatura. Pero hablar de 
medidas más radicales es pura ficción. Como canta Sabina: “No hay 
nostalgia peor que añorar lo que nunca jamás sucedió”. 


CAPÍTULO II 
Derechos humanos: sin vuelta 


atrás 
1. SEÑALES 


- Proceda. 

Con esa orden, Néstor Kirchner indicó al entonces jefe de 
Ejército, Roberto Bendini, que descolgara de la galería de retratos 
del Colegio Militar los cuadros de los dictadores Jorge Rafael Videla 
y Reynaldo Bignone, ex directores de esa institución. El presidente 
había planeado cuidadosamente la escena. Era consciente de su 
carga simbólica. Esa mañana del 24 de marzo de 2004, en la 
institución castrense lo miraban expectantes todos los miembros de 
su gabinete, veintisiete generales y cinco coroneles. El gesto reforzó 
una decisión tomada en los primeros meses de su mandato: apoyo a 
las Madres y Abuelas de Plaza de Mayo, a sus reivindicaciones y 
demandas. 

El cuadro de Videla que se retiró ese día no era el original. 
Cuando trascendieron entre los militares las características de 
aquella ceremonia destinada a repudiar el vigésimo octavo 
aniversario del golpe militar, unos días antes, la imagen del ex 
presidente de facto desapareció misteriosamente. Hubo que 
reemplazarla con una foto ampliada enmarcada de apuro. El 
ministro de Defensa abrió un sumario interno para determinar lo 
ocurrido, pero nunca se supo qué pasó. 

“Nunca más tiene que volver a subvertirse el orden 
institucional”, señaló Kirchner ese día. También expresó su rotundo 
rechazo a la llamada “Teoría de los dos demonios”, al objetar la 


equiparación entre la acción armada de los años setenta y la 
represión ilegal: “Que quede bien claro, el terrorismo de Estado es 
una de las cosas más sangrientas que le pueden pasar a una 
sociedad. No hay nada que habilite el terrorismo de Estado, y 
menos la utilización de las Fuerzas Armadas”. El santacruceño 
agregó: “Vengo a rescatar el espíritu sanmartiniano del Ejército 
para que juntos podamos reconstruir el país con democracia, 
pluralidad y justicia social”. 

Si bien Kirchner no terminó de despejar las dudas que generaba 
su nula militancia en el pasado en favor de los derechos humanos, 
muchos de los que abrazaban esa causa desde la reinstauración del 
sistema democrático recibieron ese día una señal clara del rumbo 
que su gobierno había elegido transitar. 

Entonces comenzaron también las primeras críticas, dentro y 
fuera del peronismo: ¿por qué Kirchner juega tan fuerte con este 
tema, si cuando era gobernador de Santa Cruz jamás se interesó por 
los derechos humanos? ¿Por qué las Madres y las Abuelas de Plaza 
de Mayo lo acompañan? ¿Las cooptaron con dinero público? 

Ocho años después de aquel mediodía, Estela de Carlotto 
invierte los términos: “Es al revés. Nosotros cooptamos a Néstor 
Kirchner. Él nos abrió las puertas de la Casa Rosada y nos brindó 
todo el apoyo posible. Ningún presidente lo había hecho, y nosotras 
habíamos ido a hablar con todos. Con Raúl Alfonsín y hasta con 
Carlos Menem”. 


2. UNA MEMORIA Y UN 
OLVIDO 


Fe y pasión reprimidas con torturas y violencia extrema. Con esa 
fórmula puede sintetizarse La Pasión de Cristo, el filme dirigido por 
Mel Gibson, que parece disfrutar la minuciosa exhibición de las más 
terribles vejaciones sufridas por Jesús, interpretado por Jim 
Caviezel. La película fue estrenada en 2004 en los Estados Unidos y 
ese mismo año llegó a la Argentina precedida por la polémica. La 
acusaban de sadismo y de antisemitismo. El 24 de marzo fui 
invitado a una función privada junto a otros periodistas e 
integrantes de la productora Ideas del Sur, por entonces dueña de 
Radio del Plata, donde yo trabajaba. 

Invité a mi amigo Claudio Calgaro, quien acababa de llegar de 
Italia. Acordamos que después iríamos juntos a la ESMA. La 
exhibición era a las 10 y el acto en el cual el gobierno formalizaría 
la creación de un Museo de la Memoria en el predio de la Armada 
estaba anunciado para el mediodía. Recuerdo que estaba ansioso 
por asistir. Íbamos a entrar al principal centro clandestino de 
detención de la dictadura. En la radio me pidieron que hiciera algún 
informe, pero me excusé. Quería participar como uno más, no como 
periodista. 

Apenas terminó la película y cargando con esas imágenes 
conmovedoras, partimos rumbo al predio de la Avenida del 
Libertador. Hacía mucho calor. Cuando llegamos una multitud 
pugnaba por entrar. Cuando se abrieron las puertas nos ganó la 
emoción. Era como una revancha contra el horror. Miles de jóvenes 
irrumpiendo en ese espacio vedado durante años. 

Kirchner fue el principal orador: “Hablemos claro: no es rencor 
ni odio lo que nos guía. Me guía la Justicia y la lucha contra la 


impunidad. Los que hicieron este hecho tenebroso y macabro como 
fue la ESMA tienen un solo nombre: son asesinos”. Y despertó una 
ovación. 

“Vengo a pedir perdón de parte del Estado nacional por la 
vergiienza de haber callado durante veinte años de democracia 
tantas atrocidades”, agregó. Me quedé perplejo. La omisión de los 
juicios contra las juntas militares y el Nunca más era injusta e 
inexplicable. El Presidente expresaba una marca indeleble en la 
construcción política del kirchnerismo: su pretendida acción 
fundacional. Algo así como “antes de nosotros no se hizo nada 
bueno”. Al día siguiente la UCR emitió un duro comunicado 
recordándole al presidente los juicios iniciados tras la 
normalización institucional, durante la presidencia de Raúl 
Alfonsín. Días después el propio Néstor Kirchner llamó al ex 
presidente para pedirle disculpas. 

Ese mediodía acompañaban a Kirchner su esposa, la senadora 
nacional Cristina Fernández, y el jefe de Gobierno porteño, Aníbal 
Ibarra. Faltaron al acto los principales gobernadores peronistas: 
Felipe Solá, José Manuel de la Sota, Jorge Obeid. No habían sido 
consultados y el PJ no acababa de comprender la movida del 
patagónico. 

“Yo no vengo en nombre de ningún partido”, aclaró el 
presidente como para despejar dudas. “Este paso que estamos dando 
hoy no debe ser llevado adelante por las corporaciones tradicionales 
que especulan más con un resultado electoral que en defender la 
conciencia”. 

Cantaron Víctor Heredia, León Gieco y Joan Manuel Serrat. 
Hablaron dos hijos de detenidos-desaparecidos nacidos en la ESMA: 
María Isabel y Juan, el último nieto recuperado por las Abuelas de 
Plaza de Mayo ese año. En 2007 ese Juan, Juan Cabandié, se 
convertiría en legislador porteño por el Frente para la Victoria. 
Otros nietos recuperados también ingresaron a la política de la 
mano del oficialismo. La más conocida es Victoria Donda, quien, 
tiempo después, rompería con el gobierno y se convertiría en 
legisladora por el Frente Amplio Progresista. Horacio Pietragalla, 
que recuperó su identidad en 2003, fue elegido diputado nacional 
en 2011. Ese mismo año Victoria Montenegro fue candidata a 
legisladora porteña. Otros nietos, como Alejandro Sandoval, 


también se integraron al kirchnerismo, aunque no desempeñen 
cargos legislativos. 

Alcira Ríos, la histórica abogada de Abuelas de Plaza de Mayo - 
se apartó de la entidad en 2003 por diferencias políticas-, cuestionó 
ese proceso: “Los chicos recuperados son muy expuestos. No 
comparto que inmediatamente sean lanzados a una escena que ni 
siquiera conocen”. Los jóvenes militantes dicen lo contrario. 

Lo trascendente es que, a partir del inclaudicable trabajo de 
Abuelas de Plaza de Mayo, ciento seis nietos, muchos de ellos 
apropiados ilegalmente por miembros o cómplices de la dictadura, 
han recuperado su identidad. Todavía permanecen sin conocer su 
historia unos cuatrocientos jóvenes. Varios nacieron en la ESMA, un 
símbolo del horror transformado en Espacio Memoria y Derechos 
Humanos. 


3. MÁS QUE NÚMEROS 


El primer paso fue el fallo del juez Gabriel Cavallo cuando 
determinó “la invalidez, la inconstitucionalidad y la nulidad 
insanable” de las leyes de Obediencia Debida y Punto Final el 6 de 
marzo de 2001. Está claro que el proceso que puso fin a la 
impunidad comenzó antes de que Néstor Kirchner fuera elegido 
presidente, pero sus pasos más importantes se registraron en 
coincidencia con su presencia en la Casa Rosada. 

El 21 de agosto de 2003 el Congreso anuló las leyes de 
Obediencia Debida y Punto Final, habilitando de esa forma la 
posibilidad de juzgar a los mil ochocientos ochenta y seis acusados 
por crímenes de lesa humanidad: seiscientos diecinueve 
pertenecieron al Ejército, quinientos a policías provinciales, ciento 
noventa y seis son civiles, ciento noventa y cinco eran miembros de 
la Armada, ochenta y ocho de la Policía Federal, sesenta y cuatro de 
Gendarmería, treinta y uno de la Fuerza Aérea y el resto de 
Prefectura y el Servicio Penitenciario. 

El Senado aprobó la ley 25.779 por cuarenta y tres votos a favor, 
siete en contra y una abstención. Según datos del Centro de 
Estudios Legales y Sociales (CELS) de junio de 2012, desde 
mediados de 2003 se abrieron trescientas setenta y cuatro causas 
contra represores que están siendo juzgados por privación ilegal de 
la libertad, torturas, homicidio, apropiación de menores, delitos 
contra la propiedad, asociación ilícita y delitos contra la integridad 
sexual. De ese total, solo setenta -el diecinueve por ciento- 
recibieron sentencia. El sesenta por ciento de las causas está en 
etapa de instrucción, y otro dieciocho por ciento fue elevado a 
juicio. El proceso demora entre dos y tres años hasta que cada causa 
obtiene sentencia firme. 

El fallo de la nueva Corte Suprema del 14 de junio de 2005 


completó la serie de iniciativas legales y judiciales que pusieron fin 
a la impunidad. La causa había sido iniciada por el CELS por la 
apropiación de Victoria Poblete. La Corte declaró imprescriptibles 
los crímenes de lesa humanidad: “Declarar, a todo evento, de 
ningún efecto las leyes 23.492 y 23.521 y cualquier acto fundado en 
ellas que pueda oponerse al avance de los procesos que se 
instruyan, o al juzgamiento y eventual condena de los responsables, 
u obstaculizar en forma alguna las investigaciones llevadas a cabo 
por los canales procedentes y en el ámbito de sus respectivas 
competencias, por crímenes de lesa humanidad cometidos en el 
territorio de la Nación Argentina”. Ya no habría vuelta atrás. 

A partir de 2006 fueron condenados actores relevantes de la 
represión como Julio Héctor Simón, alias Turco Julián, un agente 
de contrainteligencia de la Policía Federal que actuó en el Centro 
Clandestino conocido como El Olimpo; Miguel Etchecolatz, ex 
director de Investigaciones de la Policía Bonaerense y mano derecha 
del temido ex general Ramón Camps; el sacerdote Christian Von 
Wernich, capellán de la Bonaerense durante la dictadura; el ex 
subcomisario Luis Patti, quien en 2005 había sido elegido diputado 
nacional, aunque no pudo asumir por el rechazo de la Cámara baja; 
el ex general Luciano Benjamín Menéndez, comandante del Tercer 
Cuerpo de Ejército y responsable de la represión en diez provincias; 
el ex general Antonio Domingo Bussi, interventor militar de 
Tucumán y ex gobernador democrático de esa provincia, y Jorge 
Rafael Videla, primer presidente de facto de la dictadura militar. 

Desde 2003 se han dictado doscientas setenta condenas y 
tramitan ochocientos cuarenta y tres procesos por delitos de lesa 
humanidad. 


4. DOS IDEAS 


Carlos Rozanski será recordado por sus sentencias a los más 
connotados represores argentinos. Como titular del Tribunal Federal 
Oral N* 1 de La Plata condenó, entre otros, al temible jefe de la 
policía de la dictadura Miguel Etchecolatz y al ex capellán Christian 
Von Wernich. 

Con la autoridad de sus fallos, el juez Rozanski propuso unificar 
los juicios por circuitos de centros clandestinos de detención -una 
unificación geográfica- para evitar que los testigos que sufrieron la 
represión deban revivir sus experiencias como víctimas una y otra 
vez, al prestar testimonio ante diversos tribunales. Pero, 
fundamentalmente, para agilizar los juicios abiertos con el objetivo 
de castigar delitos atroces cometidos durante la última dictadura. 
“Si no cambia el sistema”, dijo el juez, “habrá cien años de juicios y 
eso es absurdo, nadie va a vivir ese tiempo”. 

La reiteración de testimonios es una constante en los juicios 
iniciados después de que la Corte Suprema confirmara la anulación 
de las leyes de Obediencia Debida y Punto Final. Solo para ratificar 
una entrevista que le hice en Rosario/12 en 1992 a Eduardo 
Constanzo, alias “el Tucumano”, un agente inorgánico de 
inteligencia, tuve que declarar tres veces en tribunales de Buenos 
Aires, Rosario y Paraná. Para un periodista puede ser un trámite 
molesto -en mi caso los abogados de los represores intentaron 
impugnar la veracidad de la nota-, pero para las víctimas que deben 
recordar las vejaciones a las que fueron sometidas, por lo general, 
es un verdadero calvario. 

Constanzo fue el primer arrepentido de la represión en la zona 
Litoral. En aquella entrevista reveló el destino final de una docena 
de detenidos políticos que habían pasado por la Quinta de Funes. Su 
confesión fue anterior a la de Adolfo Scilingo, el ex marino que 


confirmó los vuelos de la muerte -durante los cuales se arrojaba a 
los detenidos al mar- ante el periodista Horacio Verbitsky. 

Alcanzar un “punto final” judicial para los procesos a represores 
es una idea razonable. Sin embargo, no terminó de cuajar entre los 
organismos defensores de los derechos humanos. Otra propuesta 
lanzada en estos años fue todavía más provocadora. El 24 de marzo 
de 2008 el ex arquero y actual filósofo Claudio Tamburrini publicó 
un artículo en Clarín donde señalaba que la democracia tenía una 
deuda con las familias de los desaparecidos. Tamburrini, uno de los 
pocos sobrevivientes del centro clandestino denominado Mansión 
Seré, propuso implementar un modelo de negociación penal que 
ofreciera a los imputados de la dictadura reducciones de penas a 
cambio de confesar qué hicieron ellos y sus cómplices con los 
detenidos-desaparecidos. 

La experiencia -explicaba Tamburrini- registra un antecedente 
exitoso en la transición sudafricana: disminuían las penas de los 
represores a cambio de información. En el caso argentino la apuesta 
procuraría determinar qué pasó con cada uno de los desaparecidos 
y, eventualmente, con sus hijos. 

En Sudáfrica el requisito era brindar una confesión total sujeta a 
comprobación fehaciente. En caso de falsedad u omisiones el 
perdón quedaba anulado. Tamburrini pidió analizar y discutir su 
propuesta. “La actual política de persecución penal a los militares 
responsables de violaciones a los derechos humanos no presta 
debida atención al dilema que se presenta a todo aquel que 
pretende castigar duramente a un imputado. ¿Qué elegir? ¿Justicia 
penal -la severidad del castigo de acuerdo a la gravedad del delito- 
o conocer la verdad?”, escribió. “Sería también saludable para la 
democracia argentina que estas cuestiones se  debatieran 
abiertamente y sin preconceptos”, propuso. 

El autor de la iniciativa, investigador del Bioethics Centre de la 
Universidad de Estocolmo, reconoció que el dilema es complejo. 
Castigar duramente a los responsables directos, frustrando así la 
posibilidad de conocer el destino de los desaparecidos, o negociar 
con los imputados para saber qué sucedió con las víctimas. “Muchos 
de los familiares de desaparecidos con quienes he discutido esta 
propuesta están dispuestos a priorizar el conocimiento de la verdad. 
Parece existir una mayoría silenciosa cuyo punto de vista todavía 


no ha sido canalizado a través de las organizaciones y formas de 
reclamo vigentes. Se deben escuchar las voces de todos los 
familiares de las víctimas. La democracia argentina necesita acceder 
a la información que poseen los responsables del terrorismo de 
Estado. Se podría discutir la manera de hacerlo. Pero no se pueden 
ignorar el paso del tiempo y la aparición de nuevas generaciones. La 
información que poseen los responsables del terrorismo de Estado - 
muchos de ellos ya octogenarios- no debe ser sepultada con ellos”, 
advirtió. 

Con distintos argumentos, tanto los organismos de defensa de los 
derechos humanos como la mayoría de los familiares de las víctimas 
de la represión ilegal cuestionaron la idea de Tamburrini, que ni 
siquiera llegó a debatirse en profundidad. 


5. PAÑUELOS AL VIENTO 


Las Madres y las Abuelas de Plaza de Mayo le pertenecen a todo 
el pueblo argentino. Son el símbolo luminoso de una historia de 
horror. El ejemplo más claro y contundente de lo que puede lograr 
la resistencia pacífica cuando se ejecuta con coraje y amorosa 
constancia. Desde su nacimiento, ambas organizaciones se 
convirtieron en bastiones de la defensa de los derechos humanos. 
Utilizar el nombre de las Madres y las Abuelas o su prestigio para 
obtener beneficios políticos es moralmente reprochable. 

“Quiero felicitar a las Madres y a las Abuelas de Plaza de Mayo, 
luchadoras inclaudicables, como ejemplo de las luchas cívicas. Más 
de treinta años pidiendo y reclamando. Nunca un acto de violencia, 
una amenaza, un ejercicio de intolerancia hacia el otro. Y eso que 
no les habían cobrado un impuesto, no les habían pedido dinero; les 
habían quitado a los hijos”. La presidenta de la Nación, Cristina 
Fernández de Kirchner, utilizó esa frase para fustigar a los 
dirigentes ruralistas en pleno conflicto con las entidades 
agropecuarias por la aplicación de las llamadas retenciones móviles. 

Si bien la relación entre Hebe de Bonafini y Cristina Fernández 
llevaba varios años y se había consolidado a partir del acto de 
recuperación del predio de la ESMA, el paro agropecuario las acercó 
aún más. Al finalizar un acto en la Plaza de Mayo, Hebe le regaló su 
propio pañuelo blanco como señal de apoyo. Sus declaraciones 
contra los ruralistas fueron muy duras: “Son golpistas. Lo que 
hicieron es golpismo, golpismo puro... No sé de campo, pero sé de 
atorrantes como los radicales, que hicieron las leyes de Obediencia 
Debida y Punto Final y ya están como locos porque los estamos 
condenando. No sé de campo, pero sé de estos tipos, que son de lo 
más maleducados y atrevidos, que se burlan de todos. Ellos son 
nuestros enemigos. Ellos fueron los responsables de la muerte de 


nuestros hijos, de la desaparición, de las torturas, de todo. Ellos 
siempre estuvieron adelante de los golpes”. 

El titular de la Federación Agraria Argentina, Eduardo Buzzi, 
también apeló a los pañuelos blancos en el acto más importante 
organizado contra el gobierno nacional, en 2008. Frente al 
Monumento a la Bandera y ante cuatrocientas mil personas destacó 
la presencia y el apoyo de Darwina Gallicchio, una referente de 
Abuelas. Ajena a las peleas del poder, Darwina solo hizo lo que le 
dictó el corazón: adhirió a un acto organizado por la Federación 
Agraria, una entidad que siempre acompañó a las Madres y Abuelas 
rosarinas en su lucha. Y aprovechó, en una carta, para despacharse 
contra “la concentración de la tierra y su enajenación”, un proceso 
que, a su juicio, se venía cumpliendo desde el 24 de marzo de 1976, 
cuando comenzó la dictadura. En el palco la aplaudían tímidamente 
algunos dirigentes de la Sociedad Rural. 

Que la cabeza política del Estado haga suya la lucha de Madres 
y Abuelas es un salto cualitativo. Que las utilice para sus fines 
políticos domésticos, una regresión equivalente. Otro ejemplo: fue a 
pedido del gobierno que las Madres de Plaza de Mayo le brindaron 
cobijo laboral a la ex ministra de Economía Felisa Miceli, cuando 
tuvo que renunciar a su cargo debido al hallazgo de una bolsa 
repleta de dólares en el baño de su despacho. 

La presencia de Darwina en un acto como el de Rosario solo 
sumó confusión. La abuela de Ximena Vicario, una de las primeras 
nietas recuperadas en democracia, quedó expuesta como un trofeo 
solitario de la Federación Agraria. A pesar del intento de Buzzi a 
viva voz, la consigna histórica: “Madres de la Plaza, el pueblo las 
abraza” casi no tuvo eco entre los presentes reunidos frente al río 
Paraná para cuestionar el impuesto a las exportaciones. 

Apenas dos ejemplos, en medio de “la batalla de la soja”, de una 
tentación recurrente. 


6. DESAPARECER DOS VECES 


El 19 de septiembre de 2006 se conoció la noticia de la 
desaparición de Jorge Julio López, un albañil y militante de La 
Plata que había cumplido 77 años y había sido un testigo clave en 
el juicio oral contra el represor Miguel Etchecolatz, el primer 
proceso posterior a la anulación de las leyes de Obediencia Debida y 
Punto Final. 

La noticia conmocionó al país. Era la segunda vez que López era 
secuestrado. La primera ocurrió el 27 de noviembre de 1976 en el 
barrio de Los Hornos de La Plata, durante la dictadura. López pasó 
por distintos centros clandestinos de detención, como el Pozo de 
Arana, hasta que en 1977 quedó a disposición del Poder Ejecutivo y 
permaneció preso durante dos años y medio. 

Ante su segunda desaparición, las organizaciones de derechos 
humanos, querellantes en la causa en la que López era testigo, 
apuntaron desde el primer momento a los miembros de fuerzas de 
seguridad y militares, tanto retirados como en actividad, que podían 
tener interés en impedir el avance de los juicios. Sin embargo recién 
un año y medio después, el 17 de abril de 2008, y a pedido de los 
querellantes, la Cámara Federal de la Plata dictó una resolución en 
la que caratuló el caso como presunta “desaparición forzada de 
personas”. Esa tardía resolución también destacaba los errores 
cometidos por la policía bonaerense en la investigación. 

Un comunicado firmado por los organismos de La Plata, en 
2009, expresaba las dificultades para avanzar en la causa: 
“Luchamos tres meses para que la Justicia reconociera que se 
trataba de un secuestro. Un año para que la Procuración designara 
personal para la causa. Un año y medio para apartar a la Policía 
Bonaerense de la investigación. Dos años para que el expediente 
pase a una secretaría especial para delitos de lesa humanidad y que, 


por fin, algún funcionario judicial lea la causa completa y siga las 
líneas de investigación que involucran a miembros de fuerzas de 
seguridad y militares”. 

La desaparición de López fue un duro golpe para los organismos 
de derechos humanos. El rol del Estado quedó en cuestión por la 
falta de protección a los testigos. Y algo más: salvo para las 
organizaciones políticas de La Plata, la ausencia de López no generó 
el rechazo ni las movilizaciones que un hecho de esas dimensiones 
merecía. Como si la mayoría de la sociedad hubiese aceptado esa 
ausencia. 

“Ponemos nuestra voluntad, nuestra decisión, para que esto 
termine rápidamente y podamos encontrar a este compañero”, dijo 
Néstor Kirchner y agregó: “Vamos a proteger el camino de la lucha 
contra la impunidad, no tengan miedo”. 

Hasta la fecha de publicación de este libro, nada se sabe sobre 
Julio López. 


7. EN NOMBRE DEL HIJO 


La primera nota tenía cuatro párrafos y se publicó el 25 de mayo 
de 2011 en el sitio web de Clarín con la firma de Nicolás Pizzi. 
“Escándalo entre los hermanos Schoklender: se pelearon y Sergio se 
fue de las Madres”, decía. El texto aseguraba que la causa de la 
disputa era el manejo financiero de la entidad. Fue el comienzo de 
una novela con final aún abierto. Pero nada como este escándalo de 
desvío de fondos de la Fundación Madres de Plaza de Mayo impactó 
tan negativamente en la imagen de la entidad presidida por Hebe de 
Bonafini. 

No faltan los que señalan que en el origen del problema está la 
decisión de convertir a Madres de Plaza de Mayo en una fundación. 
A partir del nuevo formato, la entidad nacida como una asociación 
dedicada a defender y promover la defensa de los derechos 
humanos extendió sus actividades a áreas vinculadas con la gestión 
comercial o empresaria. La Misión Sueños Compartidos era un 
proyecto de gestión destinado a la construcción de casas en villas 
miseria y asentamientos precarios para los más necesitados. Según 
la página web de la fundación, desde 2006 construyó cuatro mil 
ochocientas viviendas, seis hospitales, dos centros de salud y un 
jardín de infantes. La Justicia investiga el destino de millones de 
pesos transferidos por el Estado para la construcción de casas 
populares, y que fueron desviados de ese objetivo. Las obras estaban 
a cargo de la constructora Meldorek, atribuida a Sergio 
Schoklender. 

El caso reviste las características de un policial negro: lavado de 
dinero, desvío de fondos a empresas propias, compra de aviones, 
yates y casas lujosas, y el protagonismo de dos hermanos que 
ganaron las tapas de los diarios en 1981 cuando se los condenó por 
el asesinato de sus padres y que, veinte años después, se 


convirtieron en los “hijos del corazón” de Hebe de Bonafini, la 
principal referente de Madres de Plaza de Mayo. Dos de sus hijos - 
Jorge Omar y Raúl- y su nuera María Elena Bugnone fueron 
desaparecidos por la dictadura militar. Para intentar explicar la 
relación que se estableció entre Hebe y los Schoklender -en especial 
con Sergio- habría que recurrir a la psicología más que al análisis 
político. 

“Yo era un apoderado más de la fundación; soy el gestor, pero la 
dirección y la presidencia del Consejo de Administración es de 
Hebe. No soy dueño de Meldorek. Trabajo para ellos, les facturo, 
cobro honorarios por eso”, se defendió Schoklender apenas 
trascendió la noticia de su alejamiento de las Madres. Días después 
reconoció que era el dueño del noventa por ciento de la empresa 
cuestionada. 

La primera vez que se refirió al tema, Hebe de Bonafini dijo que 
las denuncias eran “una pelotudez”. Pero poco tiempo después 
calificó a los hermanos Schoklender de “traidores y estafadores”, y 
aseguró que las Madres eran víctimas de una estafa. 

Entre otras cuestiones, la Justicia trata de determinar el 
patrimonio de Sergio Schoklender, a quien se le atribuyen un yate, 
dos aviones, una casa en Pilar, dos más en la Ciudad de Buenos 
Aires y una docena de lotes en José C. Paz, además de diversas 
participaciones societarias. 

Sergio trabajaba en Madres de Plaza de Mayo desde 1995, 
cuando recuperó la libertad. Hebe lo había conocido en sus visitas a 
la cárcel. Al poco tiempo de salir Sergio se convirtió en la persona 
de mayor confianza de Hebe de Bonafini. Sus manejos arbitrarios y 
despóticos provocaron que decenas de militantes decidieran alejarse 
de la organización. 

El 22 de febrero de 2003, al dejar su cargo de rector de la 
Universidad Popular Madres de Plaza de Mayo, el escritor Vicente 
Zito Lema difundió una carta en la que explicaba su decisión: “He 
decidido alejarme de la universidad para evitar las groseras 
provocaciones del administrador Sergio Schoklender, incompatibles 
con el espíritu y prácticas intelectuales que deben regir una 
institución universitaria. Son públicas mis profundísimas diferencias 
con el administrador Sergio Schoklender. Se trata de historias y 
conductas que remiten a nuestras muy distintas historias personales 


y que chocan absolutamente en el plano de la ética, la moral, la 
política y la cultura”. 

Por entonces Zito Lema también apuntaba al manejo de fondos: 
“A esta altura de los acontecimientos es obligación que el 
administrador rinda cuenta de los numerosos aportes que la 
universidad ha recibido. Se nos habla de que la universidad está en 
ruinas, pero nada sabemos de cómo fue administrada y la suerte de 
las donaciones, de mucho valor, recibidas por la universidad y que 
solo son conocidas y utilizadas por el administrador”. Y finalizaba 
su carta de manera inquietante: “Con dolor debo advertir 
públicamente que todo atentado o “extraño accidente” contra mi 
persona o contra mi familia caerá como responsabilidad sobre el 
administrador Sergio Schoklender, de quien ya conocemos 
perversas prácticas”. En aquel momento pocos se hicieron eco de 
esa misiva. Las decisiones de Hebe y, por carácter complementario, 
las de Sergio, eran incuestionables. 

Cuando empezaron los trámites judiciales, el ex administrador 
de Madres desplegó un intenso raid mediático y se convirtió en su 
propio abogado. No le alcanzó. El juez federal Norberto Oyarbide 
pidió su detención y la de su hermano Pablo. Días después 
recuperaron la libertad bajo fianza. Sergio no paró de cuestionar al 
juez, al que en vano intentó recusar. 

El gobierno nacional admitió que giró setecientos sesenta y 
cinco millones de pesos a la Fundación de Madres de Plaza de Mayo 
para el plan de construcción de viviendas en el predio conocido 
como Villa Cartón, en el cruce de las avenidas General Paz y 
Castañares. Según las estimaciones del juzgado, Schoklender desvió 
doscientos ochenta y cinco millones de pesos. Además pudo 
comprobarse que con los fondos públicos se construyeron veinte 
viviendas particulares. Algunas vinculadas a su ex esposa Viviana 
Sala, a su hermano Pablo -en la Fundación desde 2001- y hasta al 
colegio Jean Piaget, que Sergio administraba. 

Para el juez, Schoklender no actuó solo: durante seis años diseñó 
un mecanismo junto con quince colaboradores en perjuicio de la 
Fundación. Entre esas personas está Alejandra Bonafini, hija de 
Hebe. Como si fuera poco, los reclamos de los ex trabajadores de la 
Fundación se extendieron en todo el país. Exigían el pago de 
sueldos atrasados. Incluso llegaron a protestar en las rondas de los 


jueves de las Madres en Plaza de Mayo. 

La responsabilidad política del gobierno nacional y las distintas 
administraciones provinciales y municipales que suministraron 
fondos sin el debido control es innegable. Nación giraba recursos a 
la Fundación a través de la Subsecretaría de Vivienda, a cargo de 
Luis Bontempo, o desde la Subsecretaría de Obras Públicas, cuyo 
titular era Abel Fatala, ambas dependientes del Ministerio de 
Planificación Federal. También le suministraban fondos municipios 
y provincias que contrataban las obras directamente con la 
Fundación, en general sin licitación. 

En sus primeras declaraciones a la prensa, Pablo Schoklender - 
que terminó enfrentado a su hermano, a quien dijo temer- señaló: 
“La que firma los cheques, la que se la pasa hablando con el 
gobierno, es Hebe. No es una persona que desconozca el 
funcionamiento del poder... Hebe tiene que aclarar un montón de 
cosas”. 

¿Puede este escándalo menoscabar la lucha por los derechos 
humanos o los procesos judiciales que se siguen adelante contra los 
represores? La respuesta es evidente: nada tiene que ver una cosa 
con la otra. La causa judicial, hasta ahora, no involucra a la 
presidenta de Madres de Plaza de Mayo. Aun si en algún momento 
Hebe de Bonafini tuviera que dar explicaciones frente al juez por 
acción u omisión ante las aventuras financieras de los Schoklender, 
el valor simbólico de su imagen no se verá afectado. 


8. REPRIMIR O NO REPRIMIR 


A pesar de haber asumido en un contexto de alta conflictividad 
social y laboral, una de las premisas fundamentales de la 
presidencia de Néstor Kirchner fue la no represión de las protestas 
sociales. Esa premisa dictada a las fuerzas nacionales no tuvo 
arraigo en las provincias, donde, entre 2003 y 2011, murieron 
dieciséis personas por efecto de la represión en manifestaciones o 
protestas. 

Fueron asesinados Luis Marcelo Cuéllar en octubre de 2003, en 
Libertador General San Martín, durante una marcha de repudio por 
una muerte en una comisaría. El docente Carlos Fuentealba, en 
2007, en Neuquén. El trabajador del ajo Juan Carlos Erazo en 2008 
en Mendoza. En 2010, Facundo Vargas en Talar de Pacheco durante 
una marcha contra el gatillo fácil. Sergio Cárdenas y Nicolás 
Carrasco en Bariloche en circunstancias similares. También Mario y 
Roberto López, miembros de la comunidad qom en Formosa. A esta 
lista debe agregarse a Mariano Ferreyra en Avellaneda, y a los 
cuatro fallecidos en una disputa por la tierra en Libertador San 
Martín, en Jujuy, en 2011. 

Durante la toma y el desalojo del Parque Indoamericano en Villa 
Soldati -uno de los espacios verdes más extensos de la Ciudad de 
Buenos Aires- en 2010 fueron asesinadas tres personas: Rosemary 
Churapuña, Bernardo Salgueiro y Emiliano Canaviri. Por lo menos 
en uno de los casos, el deceso se produjo en un enfrentamiento 
entre los ocupantes y grupos de vecinos que pretendían recuperar el 
predio. 

En su informe anual de 2012, el CELS advierte sobre una “seria 
regresión” en esta materia: “El reiterado desenlace de muertos y 
heridos en la represión de conflictos sociales en diferentes lugares 
del país fortalece el reclamo de que aquella voluntad política inicial 


de no reprimir la protesta social se plasme en una ley que 
establezca principios obligatorios de actuación y controles 
adecuados para su cumplimiento. De ese modo, se debe fijar un piso 
común de ejercicio de derechos fundamentales, en lugar de dejar 
librada al intrincado circuito de decisiones judiciales, políticas y 
policiales la activación de intervenciones que devienen lesivas o, 
incluso, letales. Pero, al mismo tiempo, deben encararse cuestiones 
de fondo que con, inevitable periodicidad, producen erupciones de 
violencia”. 

El documento del CELS también cuestiona la sanción de la 
llamada Ley Antiterrorista. El proyecto, enviado por el Poder 
Ejecutivo a la Cámara de Diputados en octubre de 2011 e incluido 
en la agenda de sesiones extraordinarias, generó la instancia de 
mayor tensión entre los organismos defensores de los derechos 
humanos y el gobierno nacional. La ley reformó el Código Penal al 
introducir un agravante que duplica las penas de los delitos de 
asociación ilícita si se los comete con el propósito de “aterrorizar a 
la población o de obligar a las autoridades públicas nacionales o 
gobiernos extranjeros o agentes de una organización internacional a 
realizar un acto o abstenerse de hacerlo”. 

La razón que justificó la reforma fue la necesidad de cumplir con 
una exigencia del G-20 y del Grupo de Acción Financiera 
Internacional (GAFD, relativa a las obligaciones internacionales en 
materia de financiamiento del terrorismo y de lavado de activos. Se 
sostuvo que, para ello, era preferible incorporar un capítulo VI 
(asociaciones ilícitas terroristas y financiación del terrorismo) al 
Título VII (delitos contra el orden público) del Libro Segundo del 
Código Penal, que agrava las penas para algunos delitos que 
podrían considerarse “acciones terroristas”. La modificación generó 
un profundo malestar en los organismos de derechos humanos. 

La principal crítica consiste en que la formulación de los 
agravantes del Código Penal (Libro I -disposiciones generales-, 
Título V -imputabilidad-, Artículo 41) es demasiado laxa y deja a 
criterio del juez la interpretación de posibles “finalidades 
terroristas” o de actos extorsivos a las autoridades. Esta clase de 
formulación es violatoria del principio constitucional de legalidad, 
que exige que los tipos penales sean precisos para achicar el margen 
de discrecionalidad y arbitrariedad en la aplicación de la ley. 


Esta norma ubicó a la Argentina en línea con el proceso regional 
de endurecimiento de la legislación penal por la amenaza del 
terrorismo. En términos de política internacional, la Argentina 
parece haber respondido a una exigencia del GAFI -por la amenaza 
de ser excluida del G-20- con una iniciativa regresiva en materia 
penal y constitucional. 

Países como El Salvador, Perú o Chile cuentan con leyes 
antiterroristas muy duras que justificaron la persecución de 
activistas y disidentes internos. En Chile, por ejemplo, se 
impulsaron procesos penales contra referentes de la comunidad 
mapuche por acciones directas en reclamo de sus tierras ancestrales. 
Si bien es cierto que la reforma argentina es más cuidadosa que las 
sancionadas en la región en respuesta a las mismas exigencias, su 
dictado señala la orientación política en la que se inscriben todas. El 
juez de la Corte Suprema Raúl Zaffaroni consideró que esta norma 
era innecesaria para el país. 

La preocupación central consiste en que el aumento de las penas 
pueda, por lo genérico de la formulación, abarcar reclamos sociales, 
y que los agravantes permitan someter a proceso a manifestantes o 
referentes sociales con imputaciones no excarcelables. 

Ante los reclamos, el oficialismo implementó dos 
modificaciones: no se aplicará en los casos en los que los reclamos 
se desarrollen en “ejercicio de derechos” -humanos, sociales o 
constitucionales-, y determinó que las figuras mencionadas en la ley 
son de competencia federal. Esto último, para evitar la actuación de 
jueces provinciales. 


9. LOS OTROS JUICIOS 


Desde el retorno a la democracia, los organismos defensores de 
los derechos humanos señalan los distintos niveles de 
responsabilidad civil en el golpe de 1976. La junta militar no solo 
puso en marcha un atroz plan de exterminio, también intentó sentar 
las bases de un nuevo modelo económico y cultural. Para lograrlo 
contó con la complicidad de empresarios, jueces y dirigentes 
políticos. El gobierno de Cristina Kirchner impulsó, como ningún 
otro desde la normalización institucional en 1983, diversos procesos 
judiciales sobre la responsabilidad civil durante la dictadura militar. 

En 2010, en el marco de la pelea con el Grupo Clarín, la 
Secretaría de Derechos Humanos, a cargo de Eduardo Luis Duhalde, 
se presentó como querellante en la causa en la que se investiga la 
apropiación de Papel Prensa por parte de los diarios Clarín y La 
Nación durante el el autodenominado Proceso de Reorganización 
Nacional. Lidia Papaleo, viuda de David Graiver, aseguró en sede 
judicial que en noviembre de 1976 se vio obligada a vender la 
empresa bajo amenazas de torturas y muerte. Su marido había 
muerto meses antes en un misterioso accidente de avión en México. 
Por entonces la familia sufría amenazas de Montoneros, cuyos 
fondos administraba David Graiver. 

Los abogados de los diarios rechazan de plano esta versión. 
Argumentan que la operación de venta fue legal y consentida y que, 
tras el retorno de la democracia, el ex presidente Raúl Alfonsín 
ordenó el pago de una indemnización por parte del Estado por los 
bienes conculcados a la familia y que, expresamente, se dejó fuera 
de ese cálculo a Papel Prensa. Para los letrados, ese hecho funciona 
como una certificación de que la empresa fue debidamente 
abonada. Cabe aclarar que, más allá de la forma irregular en que se 
realizó la operación y las denuncias de apremios que están siendo 


investigadas, Lidia Papaleo solo recibió un pago de siete mil 
dólares, una cifra insignificante en relación con el valor de Papel 
Prensa. 

Los abogados insisten, además, con la idea de que Papaleo forma 
parte de una “operación política” del gobierno destinada a 
“quitarles” la empresa, la única que produce papel para diarios. El 
15 de agosto de 2012 el Tribunal de Casación Penal ordenó que se 
resuelva sin más trámite si la investigación queda en manos del juez 
federal Julián Ercolini o se traslada a la Justicia de La Plata, donde 
está radicada la causa por los apremios a la familia Graiver. 

Entre otros procesos, en noviembre de 2011 la Secretaría de 
Derechos Humanos se presentó como querellante en un juicio 
contra el ministro de Economía de la dictadura José Alfredo 
Martínez de Hoz por despojo de bienes de víctimas del terrorismo 
de Estado. El ex ministro ya estaba involucrado en la causa llamada 
Chacras de Coria, del empresario Victorio Cerruti, secuestrado y 
obligado a vender sus bienes en Mendoza. 

En marzo de 2012 el Tribunal Oral Federal de Mar del Plata 
condenó a los cinco acusados -dos civiles y tres militares- por el 
crimen del abogado sindical Carlos Moreno, y dictaminó iniciar una 
investigación contra el directorio de Loma Negra -propiedad 
entonces de Amalia Lacroze de Fortabat- por fundadas sospechas de 
que sus miembros instigaron el asesinato. 

En abril de 2012, el juez federal de Jujuy Fernando Poviña 
ordenó allanamientos en la empresa Ledesma, en el marco de la 
causa que investiga el secuestro de cuatrocientos dirigentes, 
estudiantes y trabajadores y la desaparición de treinta militantes 
políticos durante la “Noche del Apagón”, el 27 de julio de 1976, en 
Libertador San Martín y en Calilegua. Los directivos de la empresa 
están acusados de haber colaborado con las fuerzas de seguridad 
con instalaciones, vehículos, personal e información de inteligencia. 
Acusación que rechazan de plano. El dueño de Ledesma, Carlos 
Pedro Blaquier, de 84 años, fue citado a declarar y después de 
reiteradas dilaciones finalmente prestó testimonio por una 
videoconferencia desde el Consejo de la Magistratura en Buenos 
Aires. Blaquier, que en 2010 declaró al diario La Nación que “en 
este país, a todo el que tiene guita lo ataca la zurda”, negó 
cualquier responsabilidad. Fue en el marco de un reportaje en el 


que elogió al gobierno nacional, a los Kirchner y a Guillermo 
Moreno. La presidenta se había reunido varias veces en público con 
él. 

“Complicidad patronal-militar en la última dictadura argentina” 
es el informe más completo sobre este tema, y fue publicado en 
2006 por FETIA-CTA. Su autora es la investigadora del Conicet 
Victoria Basualdo, quien trabajó en base a denuncias de 
trabajadores, investigaciones independientes y acciones judiciales 
sobre los casos que involucran a Ledesma y a otras importantes 
empresas de la Argentina. 

En noviembre de 2011 el jefe de la UOCRA, Gerardo Martínez, 
acompañó a la presidenta a la reunión del G-20 en Cannes. También 
participó de varias reuniones en Casa de Gobierno con otros 
dirigentes antimoyanistas. Ya se había dado a conocer su legajo 
como agente de Inteligencia del Batallón 601, y la Secretaría de 
Derechos Humanos había admitido que se había desempeñado 
como personal civil entre 1982 y 1983. Era “agente de reunión en el 
ámbito gremial”. Martínez niega cualquier vinculación con la 
dictadura militar. El juez federal Ariel Lijo investiga esa denuncia. 
El gremio de la Construcción tiene un centenar de desaparecidos. 

El pasado vuelve y, a veces, lo invitan. 


10. ESTELA 


Enriqueta Estela Barnes de Carlotto era maestra de escuela 
primaria y ama de casa. No aspiraba a otra cosa. En noviembre de 
1977 fuerzas de la dictadura secuestraron a su hija Laura, quien 
estudiaba Historia en la Universidad de La Plata y militaba en la 
Juventud Universitaria Peronista. Estuvo detenida en un centro 
clandestino llamado La Cacha. Su hijo Guido nació en el Hospital 
Militar Central, donde la trasladaron para el parto. El 25 de agosto 
de 1978 los militares le entregaron a Estela el cuerpo de su hija. Esa 
tragedia le cambió la vida. Desde entonces no paró de buscar y 
exigir la aparición de su nieto y de los demás niños secuestrados por 
los militares. Con esa idea se convirtió en una de las fundadoras de 
la Asociación Abuelas de Plaza de Mayo. Estela nunca se dejó ganar 
por el odio o el rencor, su nombre solo puede vincularse con la 
esperanza. Hablé con ella para este libro, unos días antes de que 
anunciara la recuperación del nieto 106. Aquí, algunas de sus 
definiciones: 

Oficialistas: No solamente dicen que fuimos cooptadas, también 
dicen que somos oficialistas. Ni una cosa ni la otra. Nosotras somos 
mujeres muy mayores, llevamos treinta y cinco años de lucha, 
hemos transitado la dictadura, que fue la que nos convocó a esta 
tarea al cambiarnos la vida radicalmente, y todos los gobiernos 
democráticos. 

Kirchner: Para nosotras era un personaje desconocido, solo 
conocíamos a Cristina por su trabajo en el Congreso. Nos sorprendió 
cuando pedimos una audiencia y nos recibió de inmediato. Fuimos 
casi todos los organismos, unas cuarenta personas. Escuchó durante 
horas y dijo: “Todo esto que ustedes dicen hay que hacerlo, pero si 
no empezamos por la Justicia todo lo demás no sale”. Y cumplió. 

Gobierno: El Estado nos apoya económicamente pero nosotras 


tenemos independencia total. A mí nadie me dice qué tengo que 
hacer. Si vamos a los actos y aplaudimos es porque creemos que las 
cosas que hacen son buenas. Y si a eso le llaman ser oficialistas, 
bueno. Pero no somos obsecuentes. 

Ley Antiterrorista: Nos opusimos por los riesgos, no de ahora, 
sino en el futuro. Por si en el futuro un presidente del país la 
interpreta y la usa para perseguir a los que demandan comer todos 
los días. 

Julio López: Es el desaparecido treinta mil uno. 

Inseguridad: Claro que nos condolemos de los familiares de 
aquellos que la policía mata o de los muertos por la delincuencia 
común. Pero no vamos a sus marchas. Nuestra tarea es otra: buscar 
dos generaciones, los hijos y los nietitos robados durante la 
dictadura. 

Schoklender: Lamentamo lo que pasó con Hebe y “su hijo” 
Schoklender. Nos dolió mucho. Era algo que se sabía, pero no nos 
correspondía a nosotros hacer algo. Ella es una mujer que ha 
luchado mucho en su momento. La dictadura la castigó. 

Hebe: No compartimos nada con Bonafini. Ni su forma de vida, 
ni sus razonamientos, ni sus actitudes. Pero, si nos respetan, 
respetamos. Espero que se investigue lo que pasó con las viviendas 
hasta las últimas consecuencias. Soy presidenta de una institución 
desde 1989 y creo que como dirigente no puedo ignorar nada de lo 
que se hace en Abuelas. Esa es una responsabilidad de quien lidera 
una organización y más si se manejan sumas siderales de dinero. 

Los hijos de Noble: Nosotros nos dedicamos a buscar a los nietos 
y los buscamos como se busca una aguja en un pajar porque 
ninguno de los responsables nos dice nada. La historia que tenemos 
las Abuelas con la señora Herrera de Noble es una historia que 
empieza hace más de veinte años, cuando llegan las primeras 
denuncias sobre que la señora tenía dos hijos de desaparecidos 
como adoptados. Cuando no existía el conflicto entre Clarín y el 
gobierno. 

Clarín: No nos movemos por lo que dice el gobierno. Cuando 
dicen eso me indigno. Decían que queríamos que fueran hijos de 
desaparecidos porque el gobierno estaba contra Clarín y era una 
forma de que cayera la señora. Después de diez años de 
interferencias por parte de los abogados de Clarín para que no se 


hicieran los análisis, de una día a otro dicen que sí. Y lo hicieron en 
el Banco de Datos Genéticos, que es creíble y confiable. Y no dieron. 
¿Pero nosotros vamos a decir que mintieron? No, no dieron. Allí 
quedaron las muestras de estos chicos a futuro. A lo mejor algún día 
se conoce su verdadero origen. Lo que sí sabemos es que sus 
adopciones fueron fraudulentas. 


11. BALANCE 


En los últimos diez años el concepto de derechos humanos se fue 
ampliando hasta abarcar aéreas que antes no recibían atención. 
Hubo avances concretos en política migratoria, trata de personas, 
salud mental e igualdad de género, entre otros. Sobre cada uno de 
esos aspectos se legisló durante el kirchnerismo, y todas las leyes 
dictadas recibieron elogios de diferentes y amplios sectores. La ley 
25.871 de Migraciones en 2003; la ley 26.160 de Emergencia de la 
Propiedad Comunitaria Indígena de 2006 -destinada a detener los 
desalojos-; la ley 26.364 de Prevención y Sanción de la Trata de 
Personas y Asistencia a sus Víctimas en 2008; la ley 26.657 de 
Derecho a la Protección de la Salud Mental y la ley 26.618 de 
Matrimonio Igualitario, ambas del 2010, entre otras normas. 

El gobierno logró reunir a su lado, y juntas, a Estela de Carlotto 
y a Hebe de Bonafini a pesar de sus profundas diferencias. El aval a 
la gestión oficial es compartido por la mayoría de los dirigentes de 
los organismos de derechos humanos. Pero hubo dos referentes que, 
sin negar los avances logrados contra la impunidad, mantuvieron 
posiciones críticas: Nora Cortiñas, presidenta de las Madres Línea 
Fundadora, y Adolfo Pérez Esquivel, titular del Servicio Paz y 
Justicia (SERPAJ) y Premio Nobel de la Paz. 

Entre lo peor, se debe mencionar la desaparición de Julio López 
y la de Luciano Arruga, detenido por la Policía Bonaerense en 
Lomas del Mirador el 31 de enero de 2009; los casos de gatillo fácil; 
los vejámenes en cárceles y comisarías; el escándalo de los fondos 
para viviendas populares desviados de la Fundación Madres de 
Plaza de Mayo y la sanción de la Ley Antiterrorista. 

Entre lo positivo, las tres medidas tomadas por el gobierno y que 
fueron decisivas para avanzar contra la impunidad: la renovación 
de la Corte Suprema de Justicia; el aval a la anulación de las leyes 


de Obediencia Debida y Punto Final, y el apoyo a los Juicios por la 
Verdad. 

El proceso judicial contra los responsables del período más 
trágico de la historia argentina ya no tiene retorno y quedó al 
margen, por fin, de los vaivenes de la política. 


CAPÍTULO IV 
Delicias de la vida sindical 
1. EL ESCORPIÓN Y LA RANA 


Por cadena nacional -su forma de comunicación predilecta-, 
Cristina Fernández de Kirchner eligió una fábula para explicar el 
conflicto que la enfrenta con Hugo Moyano. “Están tratando de 
pinchar el bote con la lógica del escorpión”, dijo. Estaba furiosa. Un 
paro de camioneros y el bloqueo de refinerías -uno de ellos 
especialmente violento- habían dejado al país sin provisión de 
combustibles. Además, el secretario general de la CGT, Hugo 
Moyano, llamó a la huelga general desde los estudios de TN, el 
canal de noticias del Grupo Clarín. Dos días después, el 27 de junio 
de 2012, en un acto organizado en la Plaza de Mayo, el líder 
camionero le respondió: comparó al gobierno con una dictadura y 
lo acusó de querer sustituir a Perón y Evita. También le enrostró 
haberse enriquecido durante la dictadura militar cuando, junto a 
Néstor Kirchner, manejaban un estudio de abogados en Santa Cruz 
que compraba viviendas que, por la indexación, sus dueños no 
podían pagar. Un año antes, a pocos metros de ese escenario, el 
líder camionero había pedido públicamente la reelección de la 
presidenta argumentando que se trataba del gobierno que “más hizo 
por los trabajadores”. Podría haber dicho también que fue el 
gobierno que más hizo por el propio Hugo Moyano. Por entonces, la 
relación tenía un nombre: “alianza estratégica”. Pero todo termina. 
En el segundo mandato de Cristina Kirchner los antiguos aliados se 
convirtieron en los peores enemigos. 

En su discurso del 25 de junio la presidenta denunció 
operaciones destinadas a desestabilizar a su gobierno; le asignó 


intención política al paro de camioneros y condenó sus “métodos 
extorsivos” para expresar reclamos. Incluso deslizó la posibilidad de 
una movida golpista. Su enojo se debía además a otras razones: 
horas antes se había enterado de la muerte de una decena de 
gendarmes en un accidente de tránsito cuando regresaban de 
custodiar un yacimiento en Chubut (Cerro Dragón) atacado por un 
grupo de trabajadores disidentes de la Unión Obrera de la 
Construcción (UOCRA) conocido como Los Dragones. La respuesta 
al paro de transporte incluyó multas por desacatar la conciliación 
obligatoria dictada por el Ministerio de Trabajo, y una denuncia 
contra Moyano y su hijo Pablo ante la Justicia Federal. 

El camionero respondió desde la Plaza de Mayo con dureza: 
acusó a la presidenta de soberbia; de creerse “salvadora de la 
patria”; de meter miedo; de expresar un gobierno autoritario; de no 
cumplir con los planes de vivienda que anunció reiteradas veces; de 
discriminar a los trabajadores y hasta de extorsionar a otros 
dirigentes sindicales para que no se acerquen “al Negro Moyano”. El 
camionero atendió también al ministro de Trabajo, Carlos Tomada: 
“No tiene autoridad moral” por “convalidar fraudes” y tener 
empleados tercerizados en su cartera. También les pegó a sus rivales 
gremiales: dijo que si manejaran la central obrera se comportarían 
como ministros del Ejecutivo. 

Moyano se apropió de un reclamo generalizado en la clase 
media y entre los trabajadores de salarios altos, esto es, la 
modificación del piso del mínimo no imponible del Impuesto a las 
Ganancias para la cuarta categoría. Y, como si estuviera en plena 
campaña política, pidió más plata para los jubilados y la 
estatización del Banco Hipotecario para financiar la construcción de 
viviendas. 

Es difícil imaginar a Moyano como candidato con posibilidades 
de ocupar la Casa Rosada. Mantiene una alta imagen negativa, 
mochila que carga como la mayoría de los dirigentes gremiales. 
Pero está claro que aspira a desempeñar un rol protagónico en la 
discusión sobre la sucesión de la presidenta. 

Abajo lo ovacionaba una multitud de camioneros. Pocos gremios 
importantes los acompañaban en la Plaza de Mayo. Los militantes 
coreaban: “Hugo... Hugo...”. Habían cambiado los carteles de 
“Clarín miente” -una frase creada por el camionero en los tiempos 


en los que el diario lo criticaba seguido- por otros que decían 
“Cristina miente”; y los pedidos de reelección, por silbidos e 
insultos a la presidenta. 

Se desconoce el origen y el autor de la fábula de la rana y el 
escorpión, aunque muchos la atribuyen erróneamente a Esopo. Vale 
la pena recordar la historia: el escorpión necesita cruzar un lago. 
Con ese propósito se acerca a una rana y le pide que lo traslade 
sobre su lomo. La rana, como es previsible, se niega. “Me vas a 
picar”, le dice. El escorpión trata de convencerla con un argumento 
razonable: “Si te pico en mitad del lago, nos ahogaríamos los dos. 
Cómo voy a hacer tal cosa”. La contundente sensatez de la 
explicación disuade a la rana, que finalmente acepta. En mitad del 
lago la rana siente en el lomo el pinchazo del aguijón. Antes de 
hundirse junto a su pasajero, reclama: “¿Por qué me picaste? 
¡Moriremos los dos!”. El escorpión responde: “No pude evitarlo, es 
mi naturaleza”. 

No es muy difícil deducir quién es el escorpión y quién la rana 
en la analogía planteada por la presidenta. En este caso ambos 
pertenecen al peronismo y pelean por su representación. No hay 
duda alguna de que se trata de dos de los dirigentes más poderosos 
del país, por lo cual las consecuencias del enfrentamiento son 
difíciles de pronosticar. Sobre el lomo de la rana viajan, además, 
más de cuarenta millones de argentinos. 


2. EL MODELO SINDICAL 


El modelo sindical argentino es autoritario, burocrático y, en 
muchas ocasiones, violento. Además, limita la participación 
democrática. Es muy difícil generar alternativas a las conducciones 
tradicionales. Por vía del amedrentamiento o gracias a los recursos 
de la seducción, los dirigentes de base que cuestionan el poder 
gremial establecido terminan fuera de carrera. A los que asoman la 
cabeza para disentir, o les ofrecen cargos o los terminan 
convenciendo de que se dediquen a otra cosa. Por esa razón, 
algunas de las propuestas alternativas terminan rompiendo con el 
gremio madre. Los metrodelegados son un ejemplo. Claro que 
después tienen que lograr la personería gremial, y no es sencillo. 

Actualmente coexisten cinco centrales obreras. Las últimas dos 
divisiones se produjeron tras la imposibilidad de confrontar en 
elecciones internas. En esto, la Confederación General del Trabajo 
(CGT) y la Central de Trabajadores de la Argentina (CTA) se 
parecen. El debate gremial se centra en un punto: quién está más 
cerca del poder o quién es el interlocutor privilegiado de los que 
manejan la caja del Estado. Sobre la libertad sindical y la mejor 
defensa de los derechos laborales se dice más de lo que se hace. 

Néstor Kirchner asumió en 2003 con la promesa de impulsar el 
reconocimiento de la CTA, una organización que comenzó 
agrupando a gremios estatales y luego se amplió con sindicatos del 
sector privado disconformes con la conducción de la CGT alineada 
con las políticas del menemismo. En varias ocasiones, el entonces 
presidente le dijo a Víctor De Gennaro, secretario general de la CTA 
desde su fundación hasta 2006, que tendría el aval oficial. La 
primera vez fue en El Calafate, cuando los dos posaron para las 
fotos junto a Luiz Inácio Lula da Silva, un viejo amigo del dirigente 
gremial, con el glaciar Perito Moreno como fondo. Fue durante la 


primera visita al país del entonces mandatario brasileño. El 
fundador de la CTA había acompañado al gobernador patagónico en 
la campaña electoral, mientras que el otro gran referente sindical, 
Hugo Moyano, le había dado su apoyo a Adolfo Rodríguez Saá, el 
tercer candidato peronista en la elección de 2003. 

Pero el reconocimiento, que muchos daban por seguro, nunca se 
materializó. Kirchner decidió consolidar su poder, menoscabado por 
la deserción de Carlos Menem a la segunda vuelta electoral. El país 
mantenía una alta conflictividad social y laboral, los piquetes eran 
parte del paisaje cotidiano. Se registraba un centenar de cortes de 
calles por día. En ese contexto se produjo el acercamiento entre el 
nuevo presidente y el líder camionero. Moyano tenía un atributo: 
sin romper el molde del típico sindicalista peronista, era el más 
presentable. A diferencia de los “Gordos” -como se denomina a los 
gremios importantes en afiliados, aunque el adjetivo remita también 
al peso que marcan en las balanzas los voluminosos cuerpos de sus 
secretarios generales-, había confrontado con las políticas 
neoliberales impuestas por Menem en la década de 1990. Durante 
esas batallas conoció a la senadora Cristina Fernández. 

Según cuentan Emilia Delfino y Mariano Martín en el libro El 
hombre del camión, Moyano llegó a Kirchner a través de la esposa de 
este: “La legisladora había sido un apoyo clave para los disidentes 
en la lucha contra las leyes de flexibilización laboral impulsadas por 
Erman González durante la presidencia de Menem y, luego, en la 
gestión de la Alianza, cuando dijo a los dirigentes de la central 
rebelde que jamás “votaría una ley en contra de los trabajadores”. 
Moyano le organizó entonces una cena en la sede de la seccional 
Buenos Aires del sindicato de camioneros con más de cien 
delegados sentados a una mesa, escuchando a Cristina Fernández 
despotricar contra el modelo neoliberal. [Héctor] Recalde, a su vez, 
había sido uno de sus asesores externos en materia de derecho 
laboral, en el Senado. Cristina devolvió el gesto de la cena llevando 
a Moyano y a Juan Manuel Palacios a la inauguración del 
aeropuerto de El Calafate”. 

En el sindicalismo peronista las lealtades suelen durar lo que 
dura un proceso electoral: para Moyano la interlocución con el 
nuevo presidente era fundamental, y tendió los puentes necesarios 
para un encuentro. Kirchner imaginaba una propuesta sindical más 


abierta y democrática, incluso estaba dispuesto a motorizar una 
renovación en línea con sus propuestas iniciales de transversalidad 
política, pero a esa intención le ganó la necesidad. La debilidad de 
origen de su gobierno -asumió con más desocupados que votos, 
respectivamente el veinticinco y el veintidós por ciento- y la 
rivalidad interna en el justicialismo lo convencieron de sellar un 
acuerdo con el sector sindical que había enfrentado a Menem. Era la 
mejor manera de garantizar la gobernabilidad. Fue una lección de 
pragmatismo. El gesto más peronista de sus primeros meses de 
gestión. 

¿Y el Tano? La última vez que Kirchner le dijo a De Gennaro que 
impulsaría la aprobación de la personería gremial de la CTA fue 
unos meses antes de dejar el poder, en 2007. Según el dirigente 
sindical, el ex presidente le aseguró que resolvería la situación para 
no dejar como herencia a su esposa un asunto tan conflictivo. Pero, 
una vez más, la promesa no se cumplió. Para peor, la Central de los 
Trabajadores Argentinos convocó en 2010 a un proceso electoral en 
el que intervinieron miles de trabajadores y que terminó en un 
escándalo. Después de graves acusaciones de fraude y denuncias 
judiciales, la CTA se dividió en dos. El sector conducido por el 
secretario general Hugo Yasky (CTERA), más cercano al gobierno 
nacional, y el de Pablo Micheli (ATE), duro crítico del kirchnerismo. 
En medio quedó Milagros Sala, la dirigente jujeña que, en 
condiciones de inclinar la balanza, prefirió marginarse de la disputa 
y seguir consolidando su poder territorial a través de una de las 
formaciones sociales filokirchneristas más numerosas y organizadas. 

El Ministerio de Trabajo prorrogó el mandato de Yasky hasta 
que se resuelva la cuestión judicial. Por esa razón Micheli, que 
había obtenido mayor cantidad de votos, responsabilizó al gobierno 
por la fractura. Yasky, quien impugnó la elección en varios distritos, 
culpó a Micheli de propiciar la división. 

Aunque se presentó siempre como antítesis del “sindicalismo 
burocrático” y como un ejemplo de participación y democracia 
gremiales, la CTA organizó su propia frustración. 


3. LA GRAN BESTIA POP 


En un principio, aunque cargaban con el lastre de su pasado 
menemista y el desprestigio social, los Gordos decidieron disputar la 
conducción de la CGT. Primero sellaron un acuerdo con Moyano 
que desembocó en una conducción tripartita, pero, con el tiempo, el 
camionero se quedó con todo. El Negro era imparable. Los Gordos 
lo acusaron de personalista, de autoritario y de quedarse con 
afiliados de sus rivales, y advirtieron al gobierno que, si mantenía a 
Moyano como único interlocutor, no estaría hablando con todo el 
movimiento obrero. “Hugo sólo trabaja para los afiliados de su 
gremio”, se quejaron. Kirchner no atendió esos reclamos. Quedó 
entonces conformada una CGT oficial copada por el moyanismo, 
con prescindencia de los Gordos, y otra al mando de Luis 
Barrionuevo, llamada Azul y Blanca, tan lejos de Moyano como del 
gobierno. 

El dirigente gastronómico es coherente en sus rencores. Siempre 
criticó a la pareja presidencial. Fueron sus seguidores los que 
escracharon a Cristina Fernández cuando viajó a Catamarca para 
apoyar al Frente Cívico en 2003. El dirigente gastronómico 
denunció que lo habían proscripto y sus adherentes quemaron urnas 
y generaron hechos violentos que motivaron la suspensión de los 
comicios en varios municipios. Eran los tiempos en los que Néstor 
Kirchner definía su romance político con el gobernador radical 
Eduardo Brizuela del Moral, y el viejo peronismo provincial era una 
antigualla signada por el descrédito. Al frente de la Comisión de 
Asuntos Constitucionales, Cristina Fernández propició la expulsión 
de Barrioneuvo del Senado. Cuando viajó a Catamarca para 
participar de un acto, fue recibida con huevazos e insultos. “Si no 
nos pararon las balas de los militares menos nos van a parar las 
patotas de los mafiosos”, los desafió. Desde ese día, cruzó a 


Barrionuevo cada vez que pudo. Parecía que no iba a olvidar nunca 
ni el mal trago ni las manchas en su vestido. 

Barrionuevo es una suerte de oráculo de la política criolla. En 
1990 aseguró que “nadie hace la plata trabajando” y en 1996 pidió 
con humildad: “En este país tenemos que dejar de robar por dos 
años”. Un ejemplo de coherencia. Claro que casi nadie le hizo caso. 
Diez años después, como si entregara el tomo III de sus sentencias 
sobre la vida institucional de la República, señaló: “La coima es un 
sello nacional”. Y en 2012 reformuló su frase noventista para 
cuestionar a su vieja enemiga, la presidenta: “Hay que dejar de 
robar treinta segundos”. 

Barrionuevo es el mejor ejemplo de la movilidad social. El actual 
secretario general del gremio gastronómico nunca fue 
gastronómico. Pero eso no importa. Decir lo contrario llevaría a 
afirmar que para representar a los trabajadores hay que trabajar. 
Eso sí, dicen que se hizo de abajo. Fue cadete, peón de albañil, 
verdulero y hasta conserje de un hotel alojamiento. Después ocupó 
un cargo en la Unión Obrera Textil y de allí saltó a la seccional San 
Martín de gastronómicos, literalmente a las piñas. Su estrella ya no 
se apagaría. En las elecciones de 1983 integró la lista de candidatos 
a diputados del PJ. Se consolidó en la conducción de su gremio a 
pesar de los intentos del alfonsinismo por desplazarlo. Después 
trabó relación con el radical Enrique “Coti” Nosiglia y el 
hostigamiento cesó. Cuando Raúl Alfonsín dejó el poder, hizo una 
nueva apuesta: aportó a la campaña presidencial de Carlos Menem 
y su esfuerzo fue premiado por el riojano. Le otorgó la conducción 
del Instituto Nacional de Obras Sociales (INOS). El cargo le vino 
como anillo al dedo. Fue entonces cuando no tuvo empacho en 
declararse “recontraalcahuete de Menem”. Después fue senador 
nacional con Eduardo Duhalde y diputado con Néstor Kirchner. 

Su actividad política no le impidió ser presidente del club 
Chacarita ni organizar a la barra brava como fuerza de choque del 
gremio. También metió mano en Independiente y, según 
denunciaron primero dirigentes de la Alianza y la ministra de Salud 
Graciela Ocaña después, “se cansó de hacer negocios con el PAMI”, 
acusaciones que rechazó con vehemencia. Dos veces fue investigado 
por supuesto enriquecimiento ilícito. Dos veces superó la prueba. La 
declaración jurada que presentó al Congreso cuando llegó a ocupar 


una banca en el Senado es un ejemplo de su conducta espartana. 
Estaban en blanco casi todos los ítems. Apenas treinta mil pesos en 
una caja de ahorro y un vehículo de diez años de antigiedad. “No 
voy a poner lo que no tengo”, explicó por televisión en mayo de 
2002. 

Barrionuevo ya alcanzó la categoría de imprescindible. Cuesta 
imaginar al sistema sin sus frases y sus maneras. Sobrevivió a 
Alfonsín, a Menem, a Duhalde y a la Alianza. Está convencido de 
que sobrevivirá a los Kirchner. Por lo pronto ya superó las 
embestidas de Ocaña y de Cristina. “Parezco sal gruesa, estoy en 
todos los estofados”, le confesó a la revista Gabo en abril de 2006. 
No lo desvelan el Código Penal ni las denuncias de los periodistas. 
Es la gran bestia popular. Todos le temen y muchos lo necesitan. Es 
ciento por ciento argentino y peronista. Su presencia en la escena 
nacional marca los límites del cambio en el sindicalismo argentino. 


4. EL PACTO IMPLÍCITO 


Hugo Moyano cuenta su acercamiento al gobierno de manera 
sencilla: “Nos invitaron a almorzar [a la Casa Rosada] y Néstor 
Kirchner nos explicó su proyecto político. Nos dijo que iba a 
defender la producción y el trabajo de los argentinos. Y nosotros le 
dijimos que en eso lo íbamos a acompañar”. Para el diputado y 
asesor legal de la CGT Héctor Recalde, en ese momento se selló “un 
pacto implícito entre Moyano y los Kirchner que fue beneficioso 
para el gobierno y para los trabajadores”. 

El gobierno logró contar con un interlocutor excluyente, bajó 
significativamente la conflictividad laboral y social -Moyano no 
propició ninguna medida de fuerza de alcance nacional hasta 2011-, 
y la paritaria de los camioneros operó durante años como referencia 
tope en la discusión salarial. Además Kirchner ganó un aliado 
dentro del peronismo y una fuerza organizada y potente en las 
calles. El “poder de fuego” de Moyano es insoslayable: unos cien mil 
afiliados y más de trescientos veinte mil camioneros le responden 
sin fisuras. Vale recordar que los camioneros están entre los 
trabajadores con mejores salarios del país. Cada vez que alguien lo 
cuestiona, el camionero hace una invitación: “Pará a cualquier 
camionero y preguntale qué piensa de esta conducción”. 

El gremio de Moyano fue el que obtuvo el mayor porcentaje de 
aumentos salariales entre 2006 y 2010, según datos del Centro 
CIFRA-CTA. La variación de los salarios de convenio en términos 
reales en ese período fue de 26,8 por ciento para el sindicato de 
camioneros, superando a los gremios de Comercio (24,5 por ciento), 
Construcción (15,4 por ciento) y Metalmecánica (13,5 por ciento). 

El líder de la CGT tampoco pierde oportunidad para recordar 
que transportan “todo”: desde dinero hasta heces. Literalmente 
pueden parar el país, llenar las calles de basura, hacer que falten 


alimentos en los centros urbanos y que no haya dinero en los 
bancos. Durante el conflicto con el campo en 2008, fueron los 
camioneros los que rompieron varios piquetes rurales en las rutas. 
También realizaron bloqueos a las plantas de Clarín y Shell en 
medio de enfrentamientos entre estas empresas y el gobierno. 

Moyano obtuvo lo suyo. La CTA se quedó sin personería gremial, 
una posibilidad inadmisible para los directivos de la CGT. El 
gobierno no revisó su negativa ni siquiera cuando la Corte Suprema 
dictó dos fallos a favor de la libertad sindical, uno en noviembre de 
2008 y otro en diciembre de 2009. 

Los camiones pasaron a ser el medio de transporte fundamental 
de la Argentina. Valga un ejemplo: el noventa y cinco por ciento del 
cereal se transporta en camiones. Y una paradoja: aunque camiones 
y trenes deberían competir por la carga, en 2006 el sindicato de 
camioneros se integró al directorio del Belgrano Cargas, el 
ferrocarril de transporte más importante del país. Allí ocupa un 
lugar junto con La Fraternidad, la Unión Ferroviaria y Emepa de 
Gabriel Romero, Benito Roggio y Franco Macri, además de la 
poderosa Sanhe Hopefull de China. 

En 2008 Néstor Kirchner concedió a Hugo Moyano la 
vicepresidencia del Partido Justicialista a nivel nacional. El 
camionero también alcanzó la presidencia interina del PJ de Buenos 
Aires. Abandonó ambos puestos en 2011 al declarar en un acto 
público su enfrentamiento con Cristina Kirchner. “El PJ bonaerense 
es una cáscara vacía”, señaló. 

El gobierno también le habilitó el manejo de la estratégica 
Administración de Programas Especiales  (APE) de la 
Superintendencia de Servicios de Salud (SSS). En enero de 2006 
Kirchner nombró director de la APE a Juan Rinaldi, asesor y amigo 
personal de Moyano. Era el área de la SSS que subsidiaba las 
prestaciones de alta complejidad de las obras sociales sindicales. 
Contaba entonces con un presupuesto de trescientos cincuenta 
millones de pesos anuales que, en 2007, se convirtieron en 
setecientos millones. En 2012 la cifra que manejaba el APE alcanzó 
los mil cuatrocientos millones anuales. 

En noviembre de 2008 Rinaldi ascendió y reemplazó a Héctor 
Capaccioli, un funcionario cuestionado por su rol como recaudador 
de fondos para las campañas del oficialismo. Sin embargo en agosto 


de 2009 Rinaldi tuvo que renunciar por presión del propio Moyano, 
que no podía aceptar el acercamiento de “su hombre” con la 
entonces ministra de Salud, Graciela Ocaña. El “pecado” de Rinaldi 
fue convertir los subsidios que pagaba la APE en reintegros, y 
obligar a las obras sociales a demostrar la realización efectiva de las 
prestaciones complejas. En la actualidad se tramitan varias causas 
judiciales por el uso indiscriminado de esos fondos que involucran a 
una decena de dirigentes gremiales. Moyano también le cuestionó a 
Rinaldi que durante sus meses como titular de la Superintendencia 
diera de baja un programa de prevención de enfermedades que 
contaba con un presupuesto de cincuenta millones de pesos; que 
dictara sanciones a obras sociales que no cumplían las normas, y 
que impulsara denuncias penales contra sus directivos. 

Moyano logró además designar gerente general de la estratégica 
APE a su abogado, Hugo Solá, y después a Daniel Colombo Russell, 
asesor legal de la Federación Nacional de Trabajadores Camioneros. 
En segundo plano permaneció, desde 2008, Christian Asorey, 
casado con la hija de Liliana Zulet, esposa de Moyano. El yerno de 
Zulet estuvo a cargo del área de Sistemas y Tecnología de la APE 
hasta la llegada de la santacruceña Liliana Korenfeld en marzo de 
2012. Ya por entonces se había declarado la guerra entre el 
sindicalista y la presidenta. Once días después de asumir la 
Gerencia General de la SSS, Korenfeld echó a Asorey. Y en julio de 
2012, ya como superintendenta de Servicios de Salud, la flamante 
funcionaria comunicó la decisión de disolver la APE. Había 
terminado una época. 

Pero hay más. El gobierno nacional había concedido al sindicato 
de camioneros, durante nueve años, el llamado Régimen de 
Compensación de Aranceles (RCA), por los exámenes psicofísicos 
que debían cumplir los conductores de camiones que transportaban 
cargas pesadas. Ese fondo generaba un ingreso millonario a la obra 
social de los camioneros. En julio de 2012 se lo quitó. 

En 2009 el gobierno concedió el control absoluto del comercio 
exterior a través del puerto de Buenos Aires a la empresa Ivetra 
(Instituto Verificador de Transporte), propiedad del abogado 
penalista del sindicato de camioneros Daniel Llermanos. La 
información fue revelada por Mariano Martín en el diario Crítica de 
la Argentina: la Administración General de Puertos (AGP) adjudicó a 


Ivetra, sin licitación, la explotación de un predio fiscal de tres 
hectáreas, y la facultad de cobrar un peaje de catorce dólares más 
IVA por contenedor ingresado o egresado de las terminales 
portuarias en concepto de fiscalización de la legalidad de la carga y 
del transporte. El negocio, estimado en unos trece millones de 
dólares anuales, se basa en el cobro del Certificado de Transporte 
Multimodal (CMT) a los exportadores e importadores que contratan 
el flete. 

Como parte de los cambios en la relación gobierno-CGT, en 
septiembre de 2012 se anunció el pase de Ivetra a otras manos. La 
idea es que la gestione una empresa nacional con experiencia en la 
prestación de servicios en las terminales portuarias. De esa manera 
Moyano pierde también su influencia en el puerto. 

El gobierno había entregado a Moyano el manejo de la 
estratégica Subsecretaría de Transporte Automotor, durante nueve 
años. Fue designado director el abogado Jorge González, encargado 
de repartir millonarios subsidios a los empresarios del transporte de 
carga. González renunció en abril de 2012 en rechazo a la 
eliminación de los subsidios establecidos en el Régimen de Fomento 
para la Profesionalización del Transporte de Cargas (REFOP). Este 
subsidio, que se nutría del impuesto al gasoil y fue creado cuando 
asumió Néstor Kirchner, beneficiaba a los empresarios del 
transporte que inscriben a su personal en el convenio 40/89 -del 
sindicato de camioneros- con el reintegro de los aportes patronales. 

En 2003 también fue creado el Sistema de Compensaciones al 
Transporte (Siscota), otro instituto que se nutre del impuesto al 
gasoil y que se destina a mejorar “aspectos vinculados a la 
transformación del sistema de transporte de cargas por automotor”. 
En el año del debut, según un artículo del periodista Diego Cabot 
publicado en 2006 en La Nación, el Siscota repartió ocho millones 
de pesos entre los empresarios del transporte de cargas. 

La explosión de un acuerdo tan sólido y duradero no podía 
menos que hacer un gran ruido. 


5. SIEMPRE FUIMOS 
COMPAÑEROS 


El primer reclamo gremial de Moyano se produjo en Mar del 
Plata en 1962. Logró que los empresarios de Transporte Verga 
Hermanos le dieran la ropa de trabajo a él y a sus compañeros: “Yo 
no sabía nada de sindicalismo, pero un día fui a descargar 
mercadería en la calle Luro y vi a un muchacho de otra empresa 
que estaba con un uniforme Grafa. Nosotros íbamos a laburar con 
nuestras pilchas. Entonces le pregunté por la ropa y él me contó 
que, según el convenio, nos la tenía que dar la empresa. Hicimos el 
reclamo pero no nos dieron bola. Esa misma tarde fuimos al 
sindicato. Me acuerdo que en el gremio había un morocho, más 
morocho que yo, y con la cara picada de viruela. Le decían Luther 
King”. El dirigente que afilió a Moyano se llamaba Fernando Anaya. 
“Ese año no pude ser delegado porque era menor, pero cuando 
cumplí los 18, el delegado renunció y asumí yo”. Desde entonces su 
carrera sindical no se detuvo. 

Entre 1972 y 1981 pasó por varios cargos hasta ocupar la 
Secretaría General de la delegación marplatense de la CGT de la 
República Argentina en plena dictadura. En el marco de la causa 
que investiga los crímenes de la AAA (Alianza Anticomunista 
Argentina), el juez Norberto Oyarbide recibió una denuncia de 
Carlos Petroni, víctima de la represión y ex dirigente del Partido 
Socialista de los Trabajadores (PST), donde pide se investigue la 
relación de Moyano, mientras militaba en la Juventud Sindical 
Peronista (JSP) y en la CGT local, con la Concertación Nacional 
Universitaria, una formación de derecha íntimamente vinculada a la 
temible Triple A. “La JSP mantenía lazos operativos y actuaba como 
fuente de información de grupos como la CNU y la AAA [...], y 


participó en cientos de acciones violentas incluyendo la masacre de 
Ezeiza”, señaló Petroni en su escrito. “No sé si se podrá probar 
alguna participación directa de Moyano en los crímenes, pero la 
Justicia debería pedirle que cuente todo lo que sabe”, reclamó. El 
abogado del dirigente camionero, Daniel Llermanos, rechazó la 
acusación. Dijo que eran “enormes falsedades”. 

Tras la normalización institucional en 1983, Moyano pasó a ser 
secretario general del Partido Justicialista de Mar del Plata. Un año 
después fue nombrado secretario general adjunto del Sindicato de 
Choferes de Camiones de Buenos Aires. En 1987 triunfa en las 
elecciones y accede a la Secretaría General con lista propia, cargo 
que revalidó en cada una de las elecciones posteriores en 1991, 
1995, 1999 y 2003. Cumplió veinticinco años al frente de su 
gremio. 

Una vez le pregunté por qué no había listas opositoras en su 
gremio. Respondió, sorprendido, con una pregunta: “¿Por qué va a 
existir oposición si hacemos las cosas bien?”. Comparte esa idea con 
sus rivales gremiales. Y, como ellos, está decidido a perpetuarse en 
el poder. No se registran otras coincidencias, aunque, a diferencia 
de la mayoría de los Gordos, Moyano enfrentó las políticas 
neoliberales de Menem. No avaló las privatizaciones ni la 
flexibilización laboral. Ese es su principal capital político. Lo sabe y 
lo cuida celosamente. Además defendió el salario de los 
trabajadores de su gremio como ningún otro dirigente sindical. Y, si 
bien acumula poder y bienes, no los exhibe de manera obscena. Los 
Gordos lucen costosos relojes, trajes caros, joyas varias y no 
trepidan en irse de vacaciones a destinos exóticos. Moyano solo 
utiliza el anillo de su tercer matrimonio con Liliana Ester Zulet, y se 
queda a descansar en el país. 

El líder de la CGT llega muy temprano a la Federación de 
Trabajadores Camioneros, todos los días. No solo repudia a los 
Gordos, sino también a los dirigentes que considera vagos: “Ni 
defienden a los trabajadores ni llegan temprano al gremio. Para que 
algo funcione, hay que estar”. Durante una entrevista me pidió que 
incluyera una frase: “Moyano no se toma vacaciones”. El camionero 
trabajó desde muy chico. “Iba al colegio cuando empecé en una 
fábrica de chacinados. Me acuerdo que ponía las etiquetas de los 
salamines y lavaba las tripas que vienen saladas y luego se les hace 


pasar agua para que se vayan abriendo. Tenía las manos llenas de 
sabañones por el frío. En esa época en Mar del Plata había unos 
fríos terribles. Vengo de un hogar muy humilde pero con mucha 
dignidad. Mis viejos y cuatro hermanos. Pero nadie me obligó a 
trabajar. A mí me gustaba. Me dijeron que hacía falta un chico y 
fui. Me acuerdo que me daba vergienza que los muchachos de la 
fábrica me vieran cuando iba al colegio. Tenía que pasar justo por 
enfrente. En ese momento me tenía que poner el guardapolvo y los 
pantalones cortos, pero al laburo iba con los largos”. 

Los hijos de Hugo no tuvieron que experimentar tantas penurias. 
Dos de los varones se dedican a la actividad sindical. Pablo, a los 41 
años, es el secretario adjunto del gremio -suelen decirle, como 
chicana, que “heredó el sindicato”-. Durante la pelea con el 
gobierno adquirió protagonismo. Juan Facundo, a los 27 años, es el 
secretario general del Sindicato de Peajes. En 2011 se convirtió en 
diputado nacional por el Frente para la Victoria. Lidera la Juventud 
Sindical y, hasta la pelea de su padre con Cristina Kirchner, 
mantenía una buena relación con el gobierno. Debutó en el 
sindicalismo hace un par de años con una protesta en los peajes de 
la Panamericana. Los empleados de las cabinas estaban afiliados a 
otro gremio, pero en pocos meses se sumaron a la nueva 
organización. Hubo acusaciones de traición y robo de afiliados por 
parte de los sindicalistas perjudicados, pero no pasó nada. El otro 
hijo varón que milita en el mundo de las relaciones laborales es 
Hugo, quien a los 24 años acaba de recibirse de abogado. El 
homónimo del líder de la CGT no aspira a conducir un gremio, 
aunque se dedica al derecho laboral. Los tres son hijos de las dos 
primeras parejas de Moyano, al igual que Emiliano, fallecido, y las 
dos hijas mujeres: Paola, de 35, y Karina, de 34. El menor, 
Jerónimo, de 14 años, es hijo de su actual esposa, Liliana Zulet. 
Además tiene diez nietos. 

La tercera esposa de Moyano merece un párrafo aparte. Maneja 
la obra social de los camioneros, sus sanatorios y geriátricos, 
también la constructora Aconra SA y la empresa de seguridad Las 
Marías. Le asignan el control de la firma Dixei, que provee ropa a 
los sanatorios y hoteles del gremio. Más que esposa, es una 
empresaria polifuncional. 

Durante una entrevista publicada en 2008 en C, la revista 


dominical del diario Crítica, le pregunté a Moyano si le parecía bien 
que sus hijos fueran sindicalistas. Su respuesta fue insólita: 

- Si su hijo quiere hacer periodismo, ¿usted la va a decir que no? 
¿Cuál es el problema? 

- No es lo mismo... 

- Claro que sí, el tema no es que ellos quieran. Los tienen que 
votar, los tienen que elegir; si no, no estarían donde están... Eso 
vale para Pablo como para Facundo. Están en el lugar donde los 
ponen los afiliados, no donde los pongo yo. 

- ¿Su esposa trabaja en la obra social? 

- Sí, es coordinadora de la obra social. 

- Que su familia esté tan ligada al gremio despierta muchas 
críticas... 

- La única crítica que me importa es la de los afiliados, y ellos no 
me cuestionan nada. Lo que digan los periodistas no me afecta. 
Perón decía que había personas que escribían con odio. Y que había 
odios que honraban. 

Como suelen decir los sicilianos: la sangre no es agua. Vale otro 
ejemplo: a los 95 años su mamá, Celina, sigue siendo una referencia 
insoslayable. Moyano dice que fue la responsable de su toma de 
conciencia gremial: “Trabajaba en una fábrica de pescado y la 
hacían entrar a las cámaras frigoríficas sin la ropa adecuada. Por 
hacer esa tarea le quedaron todos los dedos con artrosis. Ella se 
terminó rebelando junto a otras compañeras. Me acuerdo muy bien 
porque yo no podía creer que les hicieran eso”. 

El mundo Moyano no cubre más de cincuenta manzanas. Su casa 
en Barracas; el sindicato y la mutual sobre la calle San José, en 
Constitución; la Federación de Camioneros en San Telmo y el 
histórico edificio de la CGT de la calle Azopardo. Todo le queda 
muy cerca. También la Casa de Gobierno. 


6. EL SINDICALISMO POR 
OTROS MEDIOS 


Ningún dirigente sindical argentino acepta la calificación de 
“violento”. Lo consideran un insulto. En un punto tienen razón. Los 
obreros fueron brutalmente reprimidos reiteradas veces en la 
Argentina. La historia de las luchas gremiales está poblada de 
mártires: desde la Semana Trágica y la Patagonia Rebelde hasta la 
última dictadura militar, pasando por infinidad de hitos sangrientos 
en los que los trabajadores y sus delegados fueron víctimas del 
poder político y económico. Y no siempre bajo gobiernos militares. 
El ejemplo más potente es Carlos Fuentealba, el docente asesinado 
el 5 de abril de 2007 por un agente de la policía provincial de 
Neuquén, cuando participaba de un corte de ruta. Pero esa realidad 
no excluye los reiterados enfrentamientos internos e intersindicales, 
las disputas por espacios de poder y el control de cajas gremiales 
que revelan uno de los aspectos oscuros del modelo sindical 
argentino. 

Entre los hechos más violentos del período 2003-2012 se debe 
mencionar el asesinato del suboficial de la policía de Santa Cruz 
Jorge Sayago. El agente murió en un confuso episodio el 7 de 
febrero de 2006 en la localidad de Las Heras, en el marco de un 
conflicto petrolero en Santa Cruz, tras la detención del dirigente 
sindical Mario Navarro. Los petroleros reclamaban, entre otras 
reivindicaciones, la baja del mínimo no imponible del Impuesto a 
las Ganancias. Un mes después renunció a la Gobernación de Santa 
Cruz Sergio Acevedo, enfrentado con el gobierno nacional. Los 
conflictos gremiales en la provincia de los Kirchner fueron una 
constante en esa década. 

El 17 de octubre de 2006, durante el traslado de los restos de 


Juan Domingo Perón a un Mausoleo especialmente acondicionado 
en la Quinta de San Vicente, se desató un enfrentamiento entre 
militantes del sindicato de camioneros y trabajadores de la 
construcción (UOCRA), gremios históricamente rivales. Durante la 
refriega Emilio “Madonna” Quiroz, sindicado como chofer de Pablo 
Moyano, fue filmado disparando un arma. Ese día cincuenta y 
nueve manifestantes resultaron heridos. Quiroz fue condenado a dos 
años y medio de prisión en suspenso. En la actualidad desempeña 
tareas en el camping del sindicato de camioneros. 

El 24 de noviembre se enfrentaron afiliados de la UOCRA de 
Quilmes. Pablo Donato Molina murió por la herida que le provocó 
un cuchillazo en el pecho. 

El 14 de mayo de 2008, durante un acto en el club Almagro de 
Tres de Febrero, trabajadores de la UOCRA y camioneros volvieron 
a enfrentarse a palazos y golpes. En ese momento Néstor Kirchner 
asumía la presidencia del Partido Justicialista. 

El 20 de noviembre de ese año Ariel Quiroga, un militante de la 
UOCRA de 31 años, murió ahogado en La Pampa. Fue arrastrado 
por un río al que cayó tras un enfrentamiento entre militantes de su 
gremio y trabajadores petroleros. 

El 4 de diciembre hubo otro muerto y quince heridos en un 
enfrentamiento en las calles de Rosario entre militantes de la CGT y 
la CTA. Un afiliado al gremio lechero, Héctor del Valle Cornejo, 
murió de un balazo. 

El 20 de octubre de 2010 fue asesinado el joven militante 
Mariano Ferreyra en Avellaneda. Una patota de la Unión 
Ferroviaria se enfrentó a un grupo de activistas de izquierda que 
reclamaban contra las tercerizaciones. 

El 12 de abril de 2011, una pelea entre docentes que estaban 
repartiendo panfletos y trabajadores de la construcción en Río 
Gallegos, Santa Cruz, dejó un saldo de diecisiete heridos. 

El 20 de abril de 2012 dos hombres vinculados a la sección 
Lomas de Zamora de la UOCRA balearon a delegados de ese mismo 
gremio en Florencio Varela. Hubo once heridos, y una persona 
quedó parapléjica. Tres días después, trabajadores de la 
construcción se enfrentaron a balazos con trabajadores de la 
Cámara Empresaria Patagónica de Transportes de Cargas, Afines y 
Logística (Cepatacal), vinculada a Camioneros. 


El 21 de junio de ese año Los Dragones, un grupo escindido de la 
UOCRA, tomaron la planta de almacenaje de crudo de Cerro 
Dragón, en Comodoro Rivadavia, y destrozaron las instalaciones. 
Reclaman libertad sindical e igualdad de salarios. 

No está demostrado que los asesinatos de los dirigentes Abel 
Beroiz y Roberto Roger Rodríguez deriven de rivalidades gremiales. 
Sí que se trató de crímenes por encargo. Beroiz, tesorero de la 
Federación Nacional de Trabajadores Camioneros, 71 años, fue 
asesinado en una cochera céntrica de Rosario el 27 de noviembre de 
2007. Lo balearon y le dieron varias puñaladas. El 26 de enero de 
2011 Rodríguez, jefe de la obra social y tesorero del Sindicato de 
Maestranza, apareció muerto luego de ser secuestrado en el club 
Fénix de Villa Devoto. No le robaron nada salvo sus documentos, lo 
golpearon y luego lo remataron de un tiro en la cabeza. Pertenecía a 
la CGT Azul y Blanca de Luis Barrionuevo. 

Las patotas son parte del paisaje gremial. Igual que los 
barrabravas en los clubes de fútbol. Muchas veces, como en el 
asesinato de Mariano Ferreyra, ambos grupos de choque se 
complementan para ejercer la violencia. Sus andanzas y su 
impunidad revelan la peor cara de un modelo sindical que la 
democracia debe desterrar. 


7. CRÓNICA DE UN 
DESENCUENTRO 


Uno de los primeros desencuentros públicos entre la presidenta 
y Hugo Moyano se registró el 12 de noviembre de 2009. El 
secretario general de la CGT ya había comprobado que la relación 
con Cristina Kirchner no sería la misma que había mantenido con 
Néstor. Con todo, todavía no estaban enfrentados. Ese día la 
presidenta frenó una movilización que, en principio, Moyano había 
convocado en apoyo del gobierno para el 20 de noviembre, Día de 
la Soberanía Nacional, bajo el difuso lema de “defensa del orden 
constitucional y el orden democrático”. Era una respuesta a las 
movilizaciones de sectores de izquierda que habían ganado la calle 
en los últimos meses con conflictos como el de la empresa Kraft y 
acampes en la Avenida 9 de Julio. Quien era entonces secretario 
adjunto en la CGT, el metalúrgico Juan Belén, los había 
denominado la “zurda loca”. Flanqueada por José Pedraza en la 
Unión Ferroviaria, Cristina Kirchner señaló: “Le pedí al compañero 
Hugo Moyano que el acto del 20 de noviembre lo hagamos en algún 
otro momento. Ahora iba a ser utilizado para disfrazar y 
distorsionar lo que es simplemente un reconocimiento de un 
gobierno que les ha devuelto a los trabajadores su dignidad. Es 
mejor mostrarles a algunos que el modelo de organización sindical 
va más allá de un acto”. 

El primer cruce público se produjo el 15 de octubre de 2010. La 
CGT organizó un gran acto en el estadio de River Plate. Hugo 
Moyano pidió, delante del matrimonio presidencial, que un 
trabajador ocupara la Casa Rosada. La presidenta se sintió aludida y 
le respondió que ella había trabajado toda la vida, “desde los 18 
años”, le aclaró. A su lado, la sonrisa comprensiva de Néstor 


Kirchner parecía un intento de explicación: no la puedo manejar. 

El 27 de octubre de 2010, la sorpresiva muerte de Néstor 
Kirchner conmovió al país. Pocas horas después del deceso del ex 
presidente comenzó a circular una versión que decía que la noche 
anterior había discutido fuertemente con Hugo Moyano. Según el 
interlocutor al que se consulte, para unos el tema de la disputa fue 
la muerte de Mariano Ferreyra; para otros, Moyano le reclamó 
airadamente las presiones ejercidas por el gobierno nacional que 
lograron “vaciar” de congresales una reunión del PJ bonaerense que 
el camionero tenía que presidir. Cuando comenzó el juicio por el 
asesinato del joven militante del Partido Obrero, la presidenta 
Cristina Fernández aseguró: “Mi hijo [Máximo Kirchner] siempre 
dice que la bala que mató a Mariano Ferreyra rozó el corazón de su 
padre”. 

Pero la piedra de toque del conflicto fue un exhorto que llegó de 
Suiza el 18 de marzo de 2011. La justicia helvética bloqueó una 
cuenta de Ricardo Depresbiteris, dueño de la empresa de 
recolección de residuos Covelia, e instaba a abrir una investigación 
sobre Moyano. El exhorto tuvo el visto bueno de la Cancillería 
argentina. El líder de la CGT no dudó: interpretó ese aval 
diplomático como un ataque y llamó a un paro nacional de los 
camioneros acompañado por una movilización a Plaza de Mayo. La 
huelga por un requerimiento judicial era muy difícil de justificar 
pero, aun así, Moyano la sostuvo a pesar de las críticas. Finalmente 
el ministro de Planificación Julio De Vido intercedió y el camionero 
levantó la medida. 

El 12 de mayo de 2011, durante un acto en José C. Paz, Cristina 
Kirchner, flanqueada por Daniel Scioli y por Mario Ishii, aseguró: 
“Hemos hecho más que nadie en la historia para terminar con la 
explotación de los trabajadores. No quiero ni explotación ni 
extorsión. Yo no estoy muerta por volver a ser presidenta, yo ya di 
todo lo que tenía que dar, muchachos. A mí no me van a correr. 
Estoy haciendo un inmenso esfuerzo personal y físico para seguir 
adelante. Si hay algunos que creen que puede ser mejor otro 
modelo, que han tenido o tienen tanto poder para torcer este 
modelo, quiero decirles que conmigo no van a contar. Estoy 
cansada de la hipocresía, de los que dicen ayudar y vivan el nombre 
de Cristina y al otro día hacen exactamente todo lo contrario”. La 


presidenta todavía no había confirmado su postulación a la 
reelección. Nadie tuvo dudas acerca de quién era uno de los 
destinatarios de ese párrafo. 

Dos meses después, el armado de listas reveló hasta qué punto la 
consideración del gobierno sobre Moyano había bajado. En las listas 
del Frente para la Victoria prevalecieron los candidatos 
pertenecientes a la agrupación juvenil La Cámpora, en notable 
desmedro de la presencia de dirigentes sindicales. Facundo Moyano 
ocupó el undécimo lugar en la lista de candidatos a diputados por la 
provincia de Buenos Aires, y poco más. También fracasó un intento 
de Moyano para impulsar como candidato a vicepresidente a Héctor 
Recalde, abogado de la CGT, y respetado por la presidenta. El 
malestar sindical era imposible de disimular. 

El 6 de septiembre de 2011 Moyano y la presidenta se reunieron 
en la Quinta de Olivos. Conversaron durante más de una hora. 
Muchos pensaron que habían llegado, al fin, a un entendimiento. 
Según Moyano, Cristina prometió llamarlo a su regreso de un viaje 
a Francia. Nunca lo hizo. Más aún, ordenó que ningún ministro 
volviera a atenderle el teléfono. 

A la fábula del escorpión y la rana se sumó la teoría del gato 
encerrado: “Lo peor que podés hacerle a un gato es arrinconarlo. 
Mientras lo corrés, el gato corre; pero cuando entiende que no tiene 
más salida, se da vuelta y te enfrenta”. Así explicó la reacción del 
camionero uno de sus principales asesores. 

El 15 de diciembre de 2011 Moyano organizó un gran acto por 
el Día del Camionero en el club Huracán. Allí se rompieron todos 
los puentes. El dirigente gremial se quejó de la ingratitud de los 
funcionarios que durante el conflicto contra el campo les pidieron 
“veinticinco camioneros que las tuvieran bien puestas para cruzar 
las rutas llevando ganado cuando las papas quemaban”. Criticó a los 
“niños bien” del gobierno, defendió al dirigente bancario Juan José 
Zanola -procesado por la venta de medicamentos truchos- y 
renunció a sus cargos en el PJ nacional y provincial. “Ahora 
cualquiera es oficialista. No tengo vocación de bufón”, dijo, y le 
recordó, o más bien le advirtió, a la presidenta que la mitad de los 
votos que obtuvo en la elección cuando fue reelecta era “de los 
trabajadores”. 

El 31 de enero de 2012, tres semanas después de que Cristina 


Kirchner recibiera el alta tras la internación en el Hospital Austral 
para extirparle la glándula tiroidea, Moyano le envió una carta en la 
que le pedía la generalización de las asignaciones familiares, 
cambios en el mínimo no imponible del Impuesto a las Ganancias y 
la regularización del trabajo no registrado. También le adjuntó un 
informe sobre la situación de las obras sociales. 

El 11 abril de 2012 el gobierno decidió eliminar el Régimen de 
Fomento de la Profesionalización del Transporte de Cargas 
(REFOP), que estaba vigente desde la asunción de Néstor Kirchner y 
por el cual los empresarios que anotaban a sus trabajadores en el 
convenio de los camioneros obtenían la devolución de los aportes 
patronales. Como se explicó antes, la medida determinó la renuncia 
del abogado moyanista Jorge González al cargo de subsecretario de 
Transporte Automotor de la Nación. 

El domingo 11 de junio el gobernador bonaerense Daniel Scioli 
recibió a Hugo Moyano en su quinta de El Tigre. El motivo 
aparente: un inocente partido de fútbol. El gobernador se calzó la 
camiseta anaranjada de su equipo, Moyano llegó para el “tercer 
tiempo”, para los abrazos y la foto. El secretario general de la CGT 
le adelantó al gobernador su apoyo a una eventual candidatura a 
presidente. Días antes Scioli había anunciado su interés en competir 
por la Casa Rosada en 2015. La imagen fue considerada por el 
gobierno como una provocación. 

El 14 de junio se lanzó un paro de dos ramas de Camioneros: 
transporte de combustibles y caudales. El gobierno dictó la 
conciliación obligatoria, aplicó multas y mandó la Gendarmería a 
custodiar las refinerías. Moyano respondió con el primer paro 
nacional contra el gobierno kirchnerista en diez años, y con un acto 
en la Plaza de Mayo. El escenario fue armado de espaldas a la Casa 
de Gobierno. 


8. POR QUÉ SE PELEARON 


A Hugo Moyano le gusta descargar tensiones golpeando una 
bolsa de box. Cada vez que puede la cuelga en una rama del árbol 
que crece en el fondo de su casa y pega con el puño izquierdo y con 
el puño derecho, acompasadamente. No se conocen fotos de ese 
momento íntimo que lo define. Es un luchador. “No se bajará del 
ring, lo tendrán que sacar. Si es que pueden”, afirman los que lo 
conocen. 

De un lado y de otro, no son pocos los que se interrogan sobre 
los motivos profundos de la confrontación. Las hipótesis incluyen 
desde cuestiones personales hasta políticas. 

* Cristina es distinta a Néstor Kirchner, en todo. Es más 
intransigente y no negocia. Su imagen del sindicalismo en general 
es pésima, y lo acusa de corporativo. Cuando ganó con el cincuenta 
y cuatro por ciento de los votos consideró que podía poner en caja a 
uno de los sectores que más la habían desafiado. Tenía con qué, 
controlaba las dos cámaras legislativas y contaba con el apoyo de 
todos los gobernadores justicialistas. 

* Se trata de una necesidad de los tiempos. Cristina, en su nuevo 
mandato, necesita bajar la inflación y recortar gastos ante la crisis 
económica global. La conflictividad gremial y los planteos que 
considera extemporáneos complican ese objetivo. No se cansa de 
pasarles facturas a los dirigentes gremiales: “Hemos hecho más que 
nadie en la historia para terminar con la explotación de los 
trabajadores”. 

* Moyano se excedió en sus reclamos, rompió los puentes con sus 
exigencias económicas, políticas y sindicales. Fastidió a Cristina con 
sus comparaciones con Brasil y Lula. Quiso imponer al 
vicepresidente; exigió más presencia sindical en las listas de 
candidatos; quiso que se aprobara una ley que contemplara la 


participación de los trabajadores en las ganancias de las empresas, 
sin el aval del gobierno. Hacía y deshacía en la CGT sin consultar. 
En definitiva, quiso tener más poder que Cristina Kirchner. Aquí 
funciona otra máxima histórica: en el peronismo no hay dos gallos 
en el mismo gallinero. 

* La muerte de Néstor Kirchner complicó todo. La relación con el 
camionero se encuadraba en un esquema eficaz, aunque no exento 
de tensiones: toda vez que se presentaba un motivo de disputa de 
fondo, Julio De Vido negociaba en primera instancia y, si se 
trababa, Kirchner cerraba en un final mano a mano con Moyano. 
Siempre procuraban alcanzar acuerdos. Alguna vez lo explicó la 
diputada Graciela Camaño, esposa de Luis Barrionuevo: “Kirchner 
se peleó con todos menos con el movimiento obrero. Con alguien se 
tenía que quedar”. Sin Néstor, la relación se tornó inviable. 

* La disputa es económica. Por decisión de la presidenta, el 
gobierno demoró el reintegro a la CGT de los subsidios de la 
Administración de Programas Especiales  (APE) de la 
Superintendencia de Servicios de Salud, después eliminó la APE, 
retiene los fondos de las obras sociales -actualmente alrededor de 
quince mil millones de pesos según Moyano- y canceló el REFOP. 

+ Es una cuestión personal. Nunca se llevaron bien. Cristina lo 
considera machista y prepotente. Él la ve arrogante. Ella piensa que 
él representa lo peor del peronismo, que es corporativo y utiliza 
prácticas extorsivas. Él cree que ella no representa las ideas del 
justicialismo. En lo ideológico, reeditan de manera incruenta la 
violenta interna peronista de los años setenta. Los dos tienen con 
qué afrontar la pelea: ella cuenta con el respaldo popular. Él 
conserva la capacidad de “parar el país”. 


9. ENEMIGO DE MI ENEMIGO, 
AMIGO MÍO 


Paradojas del destino: a raíz de la confrontación con el gobierno, 
Hugo Moyano, peleado a muerte con Clarín durante años, terminó 
lanzando un paro general ante las cámaras del canal de noticias del 
grupo. La presidenta, que durante años fustigó al menemismo, 
terminó convocando a la Casa Rosada a la plana mayor del peor 
sindicalismo de los noventa. Esas dos imágenes expresan la 
insoportable levedad de las palabras. Lo efímero de la lealtad 
política cuando pesan más los intereses que las ideas. 

Hugo Moyano fue el inventor de la frase “Clarín miente”. La 
acuñó en la etapa de especial encono con el principal grupo 
comunicacional del país. Se sentía permanentemente atacado. 
Varias veces respondió bloqueando la planta del diario o 
acompañando los reclamos gremiales de su personal. Cuando 
ocurrió el asesinato de Beroiz, un dibujo de Hermenegildo Sábat - 
principal ilustrador del diario- mostraba a Moyano con las manos 
ensangrentadas. Nada podría haberlo puesto más furioso. Incluso 
demandó judicialmente al medio gráfico. Cuando la pelea con la 
presidenta se radicalizó y los medios más afines al gobierno 
comenzaron a cuestionarlo, sus críticas a Clarín cesaron y comenzó 
a aceptar invitaciones mediáticas que antes rechazaba. En los 
programas del Grupo lo recibieron con los brazos abiertos. 

En esos días sumó a sus filas al secretario general de la Unión 
Argentina de Trabajadores Rurales y Estibadores (UATRE) desde 
1990, Gerónimo “Momo” Venegas, con quien estuvo enfrentado 
durante el conflicto entre el gobierno y las entidades del “campo”. 
Venegas se define como un peronista ortodoxo. Después de la 
muerte del histórico sindicalista metalúrgico Lorenzo Miguel, 


heredó la conducción de Las 62 Organizaciones Peronistas. En 1995 
el entonces presidente Carlos Menem le hizo un gran favor: 
transformó por decreto el Instituto de Servicios Sociales para las 
Actividades Rurales en la actual Obra Social de Personal Rural y 
Estibadores de la República Argentina (Osprera), que atiende a un 
millón y medio de personas. Un año después Venegas fue nombrado 
presidente de la obra social, cargo que le habilita el manejo de 
importantes recursos económicos. Durante el conflicto por la 
Resolución 125 dispuso que Las 62 Organizaciones no participaran 
en los actos oficialistas convocados por la CGT y apoyó a la Mesa de 
Enlace. Desde entonces se declaró abiertamente opositor al 
gobierno. Su referente en el peronismo es Eduardo Duhalde. 

Cristina Kirchner se cansó de despotricar contra los dirigentes 
sindicales que habían acompañado las reformas liberales de los 
noventa. En más de una oportunidad los calificó de cómplices del 
desguace del Estado. Cuando se profundizó el enfrentamiento con 
Moyano y se abrió la posibilidad de que algún dirigente lo 
desplazara de la CGT, el gobierno abrió canales de comunicación 
con los ex menemistas. En julio de 2012 el Ministerio de Trabajo 
aceptó una impugnación de un grupo de gremios antimoyanistas y 
anuló la convocatoria del líder camionero a elecciones en la CGT. El 
argumento legal fue que el llamado al congreso de renovación de 
autoridades se realizó sin contar con el quórum necesario. “No se 
cumplieron los requisitos, queda en manos de las propias 
organizaciones sindicales normalizar el proceso electoral, esto es lo 
que hemos dictaminado”, explicó el ministro de Trabajo, Carlos 
Tomada. La CGT de Moyano mantuvo la convocatoria y la CGT 
quedó fracturada de hecho. Días después, la presidenta recibió en la 
Casa Rosada a una delegación integrada por los Gordos y por 
gremios independientes. 

En la foto se ve junto a Cristina Kirchner a Gerardo Martínez, 
durante veintidós años secretario general de la UOCRA, y acusado 
de espía del Batallón de Inteligencia 601 del Ejército; y a Andrés 
Rodríguez, también con veintidós años como secretario general de 
la Unión del Personal Civil de la Nación, aficionado a los caballos y 
a la buena vida. Ambos, al igual que Antonio Caló, de la Unión 
Obrera Metalúrgica (UOM) -ausente en esa reunión-, se reivindican 
como independientes. Entre los Gordos estaban Oscar Lescano, 


veintiséis años al frente del Sindicato de Luz y Fuerza; Armando 
Cavalieri, veinte años como líder de la Federación de Empleados de 
Comercio, y José Luis Lingieri, que cumplió treinta años como 
secretario general del Sindicato de Obras Sanitarias. Lingieri aceptó 
mansamente la privatización de la compañía durante el menemismo 
y luego se convirtió en director de Aguas y Saneamiento Argentinos 
(AYSA), cuando el Estado retomó la administración de la empresa. 
Faltaba José Pedraza, clave en el desguace y la destrucción del 
sistema ferroviario, preso y procesado como autor intelectual del 
asesinato de Mariano Ferreyra. 

La mayoría de ellos parecen prósperos empresarios antes que 
dirigentes sindicales. 

También fueron parte de la reunión dirigentes como Omar 
Viviani (Peones de Taxis); Omar Maturano (La Fraternidad); Omar 
Suárez (Portuarios) y Jorge Lobais (Textiles), quienes hasta unas 
semanas antes acompañaban a Moyano. 

El 26 de julio de 2012, al cumplirse sesenta años de la muerte de 
Eva Perón, la presidenta encabezó un acto en José C. Paz. Allí el ex 
intendente Mario Ishii apuntó a Moyano: “Tenemos una CGT que no 
responde al pueblo sino a los intereses personales. Estos cuatro 
atorrantes que han cruzado a la vereda de enfrente”, dijo. Cristina 
Kirchner habló después y lo tranquilizó: “Mario, querido: no te 
preocupes por los saboteadores”. 

Moyano organizó su propio homenaje a “la abanderada de los 
humildes”, desde donde respondió a la presidenta: “Evita tenía la 
humildad, a diferencia de otros que los desborda la intelectualidad. 
Tendría que imitar la humildad que tenía Evita para que empiecen 
a creerle y a quererla. Cuando alguien tiene esa soberbia que la 
desborda, es la contracara de la humildad”. 

Un año antes Hugo Moyano y Cristina Kirchner compartían el 
palco en cada acto y se elogiaban mutuamente. Es sabido que nada 
dura para siempre. 


10. QUÉ DICEN LOS NÚMEROS 


Según el Informe del Centro de Investigación y Formación de la 
República Argentina (CIFRA) de la CTA de Hugo Yasky, la 
devaluación en 2002 supuso una fenomenal transferencia de 
ingresos desde el trabajo hacia el capital. Los salarios perdieron, en 
promedio, el 27,1 por ciento de su poder. Un proceso que posibilitó 
la abrupta recomposición de la tasa de ganancia de las empresas, 
que a su vez potenció la recuperación económica. En mayo de 2002 
la tasa de desocupación había alcanzado el 24,8 por ciento. Según 
el Instituto de Estadística y Censos (INDEC), en el primer trimestre 
de 2012 el índice de desocupación de la Argentina fue de 7,1 por 
ciento, contra el 7,4 del mismo período de 2011. En tanto, la 
subocupación se ubicó en el cinco por ciento. El empleo registrado 
pasó del 35,2 por ciento en 2001 al 43 por ciento en 2011. Aun con 
los reparos que generan las mediciones del INDEC después de la 
intervención del gobierno, las cifras son contundentes. En la década 
2002-2012 se crearon alrededor de cuatro millones de puestos de 
trabajo. 

“Cuatro millones de puestos de trabajo nuevos que han 
fortalecido el volumen de los sindicatos. Al mismo tiempo que habla 
de la creación de empleo, también habla del protagonismo político 
de los sindicatos”, explicó Juan Carlos Schmidt, del Sindicato de 
Dragado y Balizamiento, un aliado de Moyano. A más empleo más 
trabajadores sindicalizados. Según el sociólogo Héctor Palomino, 
director de Relaciones de Trabajo del Ministerio de Trabajo, entre 
2003 y 2010 se afilió a algún gremio alrededor de un millón de 
trabajadores. La tasa de sindicalización ronda el treinta y siete por 
ciento, mientras que en Chile es solo del once por ciento y en Brasil, 
cerca del dieciocho. 

En 2008 se duplicó el poder adquisitivo de los salarios, si se los 


compara con el período final del Régimen de Convertibilidad. En 
2010 resultó, en promedio, ciento catorce por ciento superior al 
nivel de 2001.También se incrementó la participación de los 
asalariados en el PBI: entre 2001 y 2011 pasó del 31,4 al 37,6 por 
ciento. 

Además funcionan a pleno las discusiones paritarias. Las 
negociaciones entre cámaras sectoriales y sindicatos para establecer 
los salarios fueron recuperadas en 1988, pero suspendidas en la 
década de 1990. Desde 2003 y hasta 2011 se produjeron alrededor 
de diez mil convenciones colectivas de trabajo. Algunas coronadas 
con conflictos. En cualquier caso, de las decenas de piquetes y 
cortes diarios a los paros por aumentos de salarios y mejores 
condiciones laborales hay un salto cualitativo incontrastable. En 
2001 y 2002 se realizaban piquetes para llamar la atención, para 
procurar reintegrarse al sistema. Diez años después, las medidas son 
reivindicativas. 

Datos de una investigación del Centro de Estudios de la Nueva 
Economía de la Universidad de Belgrano: el poder adquisitivo de la 
Argentina, medido en dólares, ocupa el vigésimo quinto puesto 
mundial. Los trabajadores en blanco perciben además los salarios 
más altos de Latinoamérica. 

Es a partir de estos datos que la presidenta se queja de la 
ingratitud de Hugo Moyano y otros dirigentes sindicales. Les 
enrostra no valorar “todo lo que el gobierno hizo por los 
trabajadores” y de poner en riesgo “el modelo”. Cerca de Moyano 
ven el vaso medio vacío y plantean sus exigencias. También aportan 
números: desde la CGT que conduce Moyano señalan, con razón, 
que el poder adquisitivo ha perdido fortaleza. Denuncian que la 
inflación se come los aumentos salariales y critican las cifras del 
INDEC; reclaman asignaciones familiares de carácter universal -las 
reciben quienes perciben salarios inferiores a los cinco mil 
doscientos pesos-, participación en las ganancias de las empresas - 
un proyecto de ley que el Ejecutivo se encargó de clausurar-, 
actualización del monto de la ayuda escolar y aumento del mínimo 
no imponible a la cuarta categoría del Impuesto a las Ganancias. 

Entre los indicadores negativos se debe considerar el alto nivel 
de trabajadores no registrados. Si bien se redujo mucho en relación 
con la década de 1990, según cifras oficiales, en el primer trimestre 


de 2012, 4,2 millones de personas -equivalente al 34,2 por ciento de 
los asalariados- trabajaban sin cobertura legal. 

Un alto porcentaje de trabajadores se emplea según la 
modalidad que se conoce como “tercerización”. Esta forma de 
contratación precaria procura reducir costos y mantener elevadas 
utilidades. Comenzó a practicarse en los años setenta, se acentuó en 
los noventa y no se redujo significativamente en el nuevo siglo. Los 
trabajadores tercerizados son despedidos con facilidad, carecen de 
cobertura social y cobran por debajo de los convenios. Cerca del 
líder camionero recuerdan que los diputados Héctor Recalde y Julio 
Piumato elaboraron un proyecto destinado a limitar esa práctica de 
contratación, pero nunca fue tratado. 

Cristina Fernández, aliada con el sindicalismo menemista. Hugo 
Moyano, elogiado por los medios que antes lo fustigaban sin piedad. 
Cumplen con el principio matemático: enemigo de mi enemigo, 
amigo mío. Nadie puede mensurar todavía cuál será el resultado de 
semejante ecuación. 


11. EN LA BASE 


El gobierno nacional nunca alentó un recambio en la dirigencia 
sindical. Es cierto que tampoco es su tarea. Durante los últimos diez 
años el kirchnerismo tuvo que convivir con nuevas formas de 
representación: delegados de base, organizaciones sociales y 
movimientos territoriales. Algunos dirigentes rompieron con su 
sindicato (UTA) por no sentirse representados, y generaron 
instancias propias. Los metrodelegados del Subterráneo de Buenos 
Aires -algunos de ellos representantes de la izquierda clasista- son el 
emergente más notorio de este fenómeno. Las decisiones se toman 
en asambleas, y no dudan en apelar a la acción directa para hacer 
escuchar sus reclamos. 

Y después están los más de diez mil delegados de todo el país 
ajenos a las disputas de poder, las peleas por la caja, los negocios y 
las claudicaciones. Los dirigentes que cada día se disponen a 
defender los derechos de sus compañeros. Ellos ni saben de qué 
trata la fábula del escorpión y la rana. 


CAPÍTULO V 


Los malos de la película 
1. LA JUVENTUD 
MARAVILLOSA 


La Cámpora se convirtió en la gran apuesta del kirchnerismo 
para sostener el proyecto político inaugurado en 2003, y en el 
blanco de las críticas de opositores y periodistas. Néstor Kirchner 
los convocó a la militancia en 2008, en pleno conflicto con las 
entidades del “campo”, y luego Cristina Fernández ubicó a 
miembros de esa organización en lugares expectantes de las listas 
de candidatos a legisladores nacionales y provinciales en todo el 
país. Esa decisión motivó el enojo de dirigentes tradicionales del 
peronismo y de sindicalistas que se sintieron desplazados. Durante 
el segundo mandato de la presidenta, decenas de miembros de La 
Cámpora aterrizaron en puestos clave de la administración pública. 
En algunos casos tenían con qué, y los cuestionamientos fueron 
estocadas prejuiciosas. En otros, las trayectorias y los conocimientos 
de los nuevos funcionarios daban vergiienza ajena. 

La página web de La Cámpora informa que la organización se 
fundó el 28 de diciembre de 2006. El punto de partida fue una 
reunión entre Néstor Kirchner y los familiares de Héctor J. 
Cámpora. En ese encuentro el patagónico recibió los atributos 
presidenciales del llamado “Tío”, el presidente que duró apenas 
cuarenta y nueve días en el poder, desde el 25 de mayo hasta el 13 
de julio de 1973, y cuya anunciada renuncia facilitó el tercer arribo 
de Juan Domingo Perón a la Casa Rosada. “Aquel acto quizá pasó 
desapercibido para la gran prensa, pero no para un grupo de 
militantes. Ese día nació La Cámpora”, dicen. Más allá de aquel 
nacimiento simbólico, La Cámpora irrumpió en el escenario político 


cuando se debatía a todo o nada la controversial Resolución 125. 

Los jóvenes de la agrupación se identifican con muchas banderas 
de la Juventud Peronista (JP) de la década de 1970. Claro que no 
ejercen ni reivindican la lucha armada como los militantes del 
peronismo revolucionario. 

La estructura de La Cámpora es piramidal. Su principal dirigente 
y, a la vez, el de más bajo perfil, es Máximo Kirchner, el hijo mayor 
de Cristina y Néstor. La mesa de conducción está integrada por José 
Ottavis, vicepresidente de la Cámara de Diputados bonaerense; 
Eduardo “Wado” De Pedro, diputado nacional; Andrés “Cuervo” 
Larroque, diputado nacional; Mariano Recalde, presidente de 
Aerolíneas Argentinas; Juan Cabandié, legislador porteño; y la 
diputada nacional Mayra Mendoza. Dos hijos de desaparecidos 
(Cabandié y De Pedro) y dos egresados del Colegio Nacional Buenos 
Aires (Larroque y Recalde), de alguna manera, expresan el perfil 
promedio de los dirigentes del sector. 

Luego de las elecciones de 2011 sumaron una decena de 
diputados nacionales. La mayoría alcanzó una banca por expresa 
indicación de la presidenta para que fueran incorporados a las listas 
del Frente para la Victoria en cada provincia. También ocupan áreas 
clave de la administración. Solo para dar algunos nombres: Santiago 
Álvarez es presidente de Télam; Julián Álvarez, viceministro de 
Justicia; Ignacio Saavedra, director del AFSCA; Martín Fresneda es 
secretario de Derechos Humanos de la Nación. Los militantes de La 
Cámpora tienen prioridad ante cada vacante que se produce en 
algún organismo del Poder Ejecutivo. Sólidos cuadros políticos se 
mezclan con jóvenes entusiastas sin ninguna experiencia. Eso sí, 
obedientes a su referente político. Los cambios en algunas áreas 
muchas veces desconciertan a propios y extraños. 

Ante las reiteradas críticas de la prensa y los opositores, Cristina 
Kirchner defendió acaloradamente a “los chicos”. Dijo que 
ocupaban solo “29 de los 21.332 cargos dirigenciales de todo el 
país”, y criticó que se califique a La Cámpora como una “poderosa 
organización”. “Los jóvenes son lo más maravilloso de este 
movimiento popular”, opinó. No obstante, uno de los respaldos más 
sorprendentes provino de un opositor: “Los conozco a casi todos 
[los kirchneristas]. Como yo, muchos comenzaron a militar después 
de la crisis del 2001. La edad no tiene nada que ver, está muy bien 


que los jóvenes ocupen cargos”, señaló Julián Obiglio. El legislador 
del PRO tiene 35 años y no encuentra contradicciones en defender 
la participación de los jóvenes K en el gobierno, y expresar las 
posturas más conservadoras. Valga como ejemplo su oposición al 
fallo de la Corte Suprema que determinó que el aborto es legal para 
cualquier caso de violación. 


2. LA COORDINADORA K 


¿Qué es La Cámpora? ¿Es una juventud revolucionaria o 
conservadora? ¿Se parece a Montoneros o a la Coordinadora 
radical? 

Martín Rodríguez lanzó un planteo provocador en una nota 
publicada en el semanario Miradas al Sur el 3 de julio de 2011. El 
creador del blog “Revolución tinta limón” y uno de los jóvenes más 
lúcidos del kirchnerismo, escribió: “Cristina se asegura intérpretes 
sólidos del devenir ideológico de su gobierno. Tan capaces de 
defender los saltos hacia adelante como de justificar en otros 
momentos la dieta del sapo que hay que tragar cuando las 
posiciones se necesitan conservadoras”. Sin duda, una estocada al 
corazón de la mística camporista. 

El análisis de Rodríguez fue más allá: “Esa conjugación es la que 
foguea la maduración de la experiencia joven kirchnerista, una 
ilusión que se adoba con hiperrealismo y que irá decantando, no 
exactamente en un huevo de la serpiente para el futuro -no va a 
dejar a miles de jóvenes radicalizados-, sino en una gran masa de 
jóvenes que aprendieron las reglas del juego y del orden”. Trazó 
además lo que considera una suerte de límite ideológico: “La 
desilusión porque estos chicos de clase media 'no corren por 
izquierda” al gobierno es paradójica, porque esa es su ruptura 
incluso con el setentismo. Las visiones paternalistas ejercen sobre 
esos jóvenes una suerte de doble vínculo -que es como cuando 
alguien te dice “sé espontáneo”-, la interpelación paradójica de 
quienes piden que se olviden de los años setenta pero 
simultáneamente piden que también 'corran por izquierda” y 
modulen su “qué pasa, General”. Y se interroga: “¿Qué demostró La 
Cámpora hasta ahora? Una enorme convocatoria alrededor de 
cuadros con vocación y consumo de poder. Ahora precisa demostrar 


su capacidad de producción de poder. Y eso se hace con algo más 
que obediencia: con saltos sin red, con riesgo, con capacidad por 
poner en crisis las posibilidades del proyecto. Para que 'nunca 
menos”, hay que ir siempre por más”. 

Desde la agrupación juvenil, la respuesta no se hizo esperar. 
Franco Vitali -hijo de Elvio Vitali, fundador de la librería Gandhi y 
militante kirchnerista de la primera hora- escribió un artículo en el 
mismo periódico: “¿Dónde está escrito que una agrupación política 
que tiene una conductora ejemplar tenga que “correr por izquierda” 
al gobierno que pertenece para avanzar en una determinada 
correlación de fuerzas con la derecha? Y si está escrito en algún 
lado, ¿cuáles fueron los resultados?”. 

Vitali, quien meses después de firmar ese artículo asumiría en 
lugar de Andrés “Cuervo” Larroque la Subsecretaría para la 
Reforma Institucional y el Fortalecimiento de la Democracia, 
señaló: “La militancia juvenil organizada no es una herramienta 
para compensar o equilibrar la balanza de las presiones de los 
sectores conservadores, sino un emergente directo de un gobierno 
concreto. Somos hijos de este proyecto social, que continúa con las 
históricas gestas populares argentinas y latinoamericanas, con la 
responsabilidad de que dejen de ser “períodos” los momentos en los 
que el pueblo conquista derechos en forma sistemática y 
progresiva”. Y en otro párrafo de su respuesta a Rodríguez, agrega: 
“Si la militancia de los pibes de La Cámpora “es conservadora para 
los que persiguen ideales”, ¿qué les queda a los demás jóvenes? ¿Los 
que no militan pero discuten de política más que antes estarían 
muertos por dentro? ¿Los jóvenes radicales serían medievalistas?”. 

En mayo de 2012, en Le Monde Diplomatique, el periodista y 
politicólogo José Natanson desvió la referencia histórica de La 
Cámpora. Sostuvo que se asemeja más a la Junta Coordinadora 
Radical -que alcanzó su esplendor entre el final de la dictadura 
militar y durante el gobierno de Raúl Alfonsín- que a Montoneros. 
En opinión del director del Diplo: “Aunque los análisis más comunes 
suelen recurrir a la comparación con Montoneros, y aunque a veces 
ellos mismos confundan con sus cantitos extemporáneos -La vida 
por Cristina”, por ejemplo-, lo cierto es que los jóvenes kirchneristas 
tienen poco que ver con el militarismo, el desprecio a la democracia 
liberal y la ultraverticalidad de los setenta. Lejos de este contexto, 


tienen la oportunidad de establecer con ese pasado trágico un 
diálogo más franco, desprovisto de la sobrecarga ideológica que 
distorsiona la mirada de muchos de quienes vivieron los años de 
fuego. Y es que la realidad de los jóvenes camporistas tiene más que 
ver con el pluralismo, la gimnasia electoral y el lenguaje de 
derechos incorporados a la política en los años ochenta, resultado 
en buena medida del éxito del alfonsinismo y sus jóvenes 
guardianes. Por eso, así como revisar la experiencia alfonsinista es 
crucial para entender el kirchnerismo, analizar el derrotero de la 
Coordinadora es clave para, en un ejercicio de juventudes 
comparadas, vislumbrar el futuro de La Cámpora”. 

La Junta Coordinadora Nacional fue fundada en 1968 como 
corriente interna del radicalismo y como rama universitaria de 
Franja Morada. Alcanzaron su momento de gloria cuando Alfonsín 
fue elegido presidente en 1983. 

En un discurso pronunciado en la Casa Rosada el 12 de marzo 
de 2012, también la presidenta comparó a La Cámpora con la 
Coordinadora: “Yo recuerdo otras épocas, altri tempi, 1983, cuando 
surge con toda la fuerza el alfonsinismo en la República Argentina, 
y su base juvenil de sustentación, muy amplia, la Franja Morada y 
la Coordinadora, jóvenes cuadros, algunos de ellos realmente 
brillantes, como el doctor Sergio Karakachoff, de La Plata, 
asesinado junto a su socio. También se los denominaba “la patota 
cultural”, otros les decían los jóvenes turcos”, no sé si lo recuerdan 
los más viejos, los de mi edad, estigmatizándolos, porque eran, 
según el relato oficial de los grandes medios de comunicación, los 
que querían profundizar las transformaciones e ir para adelante. Y, 
bueno, desgraciadamente no pudieron. Y cuando finalmente no 
pudieron, ahí dejaron de ser malos. Ahí dejaron de ser 
mencionados”. 

Pueden trazarse entre ambas organizaciones juveniles algunas 
similitudes objetivas: las dos provienen del seno de partidos grandes 
y tradicionales. Ambas se presentaron como el ala progresista de la 
UCR y el PJ. Sus militantes ocuparon puestos en el Estado -la 
Coordinadora en algunas áreas, La Cámpora en casi todos los 
ministerios y entes autárquicos-. Los dos sectores se asumen como 
leales incondicionales del líder y se convirtieron en blanco de 
cuestionamientos de la oposición. No tratan de imponer una agenda 


propia al gobierno que defienden. Son más obedientes que rebeldes. 
La mayoría de los jóvenes de la Coordinadora acompañó a Alfonsín 
cuando dictó las leyes de Obediencia Debida y Punto Final. Los 
militantes de La Cámpora respaldaron la Ley Antiterrorista 
promovida por Cristina Kirchner y no cuestionan abiertamente la 
política minera, por citar un par de ejemplos. 

Coincido con Natanson en que los camporistas corren los 
mismos riesgos que los jóvenes alfonsinistas. Al ocupar cargos 
relevantes en la estructura del Estado se exponen a terminar 
fagocitados por la burocracia o convertidos en sumisos peones del 
entramado institucional, perdiendo así creatividad y capacidad 
militante. Agrego que, ante el espejo de la Coordinadora radical, en 
la escalera del poder pueden dejar olvidada la honestidad y la 
conciencia crítica. 


3. LOS UNOS Y LOS OTROS 


Para el presidente de la Federación Universitaria de Buenos 
Aires (FUBA), Alejandro Lipcovich, militante del Partido Obrero, 
“La Cámpora es una agrupación que no tiene un programa político 
más allá de escalar posiciones en el Estado”. Rechaza además que 
esa agrupación haya sido la puerta de entrada de los jóvenes a la 
política activa en la primera década del nuevo milenio. Victoria 
Donda, diputada nacional del Frente Amplio Progresista y nieta 
recuperada número 78, es otra de las dirigentes jóvenes que 
cuestiona el carácter “fundacional” de La Cámpora: “Es mentira que 
la juventud se empezó a interesar en política por la muerte de 
Néstor Kirchner; si no, mirá los videos del 19 y el 20 de diciembre 
de 2001. El noventa por ciento éramos jóvenes, yo tenía 20 años”. 
Donda llegó al Parlamento con el Frente para la Victoria, pero 
después se sumó a la organización Libres del Sur. Fue muy criticada 
por sus ex compañeros por eso. 

Muchos referentes juveniles de los partidos políticos, desde la 
izquierda hasta el PRO, son hijos de la crisis de 2001. Los 
principales dirigentes de La Cámpora, por ejemplo, ya militaban 
antes de que el kirchnerismo ocupara la Casa Rosada. De Pedro en 
hijos y en la Facultad de Derecho de la Universidad de Buenos 
Aires; el Cuervo Larroque en organizaciones piqueteras; Mariano 
Recalde también en Derecho e Ivan Heyn en Ciencias Económicas. 
Claro que no estaban encuadrados en una estructura piramidal tan 
eficaz y cerrada como ahora. Un ejemplo de su alto nivel de 
blindaje se comprueba en el hermetismo de sus miembros: hasta el 
mínimo contacto con el periodismo requiere una autorización 
especial de los miembros de la conducción. Por otra parte, no 
importa qué cargo de la administración pública desempeñe el 
militante camporista. Si bien reporta a sus superiores inmediatos, 


no se mueve sin el aval de su jefe político en la agrupación. 

Los dirigentes de la izquierda son especialmente críticos de los 
militantes del oficialismo. Según Lipcovich, “la crisis de 2001 es un 
punto de inflexión que empujó a una generación a la lucha 
política”. Y recuerda que a fines de ese año un frente de izquierda le 
ganó por primera vez la conducción de la FUBA a la Franja Morada, 
después de dieciocho años de hegemonía radical. Vale aclarar que 
esa alianza, denominada Frente 20 de Diciembre 2001, llevaba 
como presidente a Ivan Heyn, el joven funcionario de La Cámpora 
que se mató en el Uruguay en 2011, e incluía entre sus dirigentes 
principales al actual número dos del Ministerio de Economía y 
hombre fuerte del gobierno, Axel Kiciloff. 

Para Lipcovich, estudiante de la carrera de Historia, “el 
kirchnerismo tuvo un papel de cooptación y desintegración de la 
mayoría de las organizaciones populares. Pero en la universidad 
tuvo enormes dificultades para lograr lo que consiguió entre los 
movimientos piqueteros y los organismos de derechos humanos. Se 
puede ver desde el inicio con los Jóvenes K en 2004, hasta la 
formación de La Cámpora, que en la juventud es una expresión 
minoritaria”. Apoya su opinión en un dato: en septiembre de 2011, 
un mes antes de que Cristina fuera reelecta con el cincuenta y 
cuatro por ciento de los votos, el kirchnerismo universitario perdió 
en las trece facultades de la UBA. En nueve ganaron agrupaciones 
de izquierda. Votaron alrededor de trescientos mil estudiantes. El 
kirchnerismo se empeñó en destacar que no se trataba de un mal 
resultado, ya que lograron presentar candidatos en once facultades 
cuando en 2009 solo habían competido en tres. 

A partir de 2008 la militancia política se instaló en los colegios 
secundarios con renovada potencia. Se creó la Coordinadora 
Unificada de Estudiantes Secundarios (CUES), con amplio 
protagonismo del Partido Obrero y de la agrupación La Mella. Ese 
año estalló lo que las fuerzas de izquierda llamaron “El 
Estudiantazo”. Se trató de un proceso que se extendió durante un 
mes y medio por toda la Ciudad de Buenos Aires con alrededor de 
cuarenta colegios tomados y medidas de fuerza en otras escuelas. 
Reclamaban mejoras edilicias, viandas y becas. Entre los colegios 
tomados estaban el Mariano Acosta, la Escuela de Música Juan 
Pedro Esnaola, el Mariano Moreno, el Cornelio Saavedra, el Fader, 


el Julio Cortázar, el María Claudia Falcone, el Sofía E. Broquen de 
Spangenberg (Lengúitas), el Juan Ramón Fernández (Lenguas 
Vivas), el Bernardino Rivadavia, el Nacional 17, el Comercial 23, el 
Confederación Suiza y el Carlos Pellegrini. 

En primera instancia el gobierno porteño se negó a recibir a los 
centros de estudiantes, aunque finalmente se concretaron tres 
reuniones con el entonces ministro de Educación Mariano 
Narodowski. A la primera asistieron representantes de veinte 
escuelas, a la segunda, de treinta y tres, y a la tercera, de cincuenta 
y cuatro. En ese momento, el de mayor agitación en los colegios, el 
kirchnerismo solo conducía el Mariano Acosta. La rebeldía 
estudiantil llegó a su punto más alto el 16 de septiembre de 2010 - 
aniversario de la Noche de los Lápices- con una marcha a Plaza de 
Mayo. 

Un par de días antes, Néstor Kirchner asistió a un acto de la 
juventud en el Luna Park. Se sentó, junto a Cristina Kirchner, a una 
mesa compartida con Larroque, Ottavis, De Pedro, Cabandié y 
Recalde, es decir, la plana mayor de La Cámpora. Kirchner acababa 
de salir del sanatorio Los Arcos, donde le habían practicado una 
angioplastia en una arteria coronaria. Se lo veía demacrado. 
Hablaron Cabandié, Larroque y Cristina Kirchner. Néstor Kirchner 
declinó hacer uso de la palabra. Pero aun convaleciente, aun en 
silencio, allí estaba el ex presidente. Su aval a la organización era 
explícito. 

Más allá del apoyo oficial, a la luz de la falta de anclaje 
organizativo en colegios y facultades, se puede afirmar que el 
verdadero peso militante de La Cámpora no se verifica en el 
movimiento estudiantil sino más bien en las redes sociales, en la 
estructura administrativa del Estado y en los barrios. La agrupación 
considera esencial el trabajo en el territorio. En pocos años sus 
militantes se multiplicaron en las ciudades del conurbano, donde 
realizan tareas solidarias, trabajos comunitarios, de construcción y 
mantenimiento de clubes, centros deportivos y escuelas, apoyados 
en la línea directa de sus dirigentes con el Ministerio de Desarrollo 
Social. En algunos distritos terminaron enfrentados con los 
intendentes locales, incluso con dirigentes del Frente para la 
Victoria. 


4. LA JUVENTUD SINDICAL 


Cada uno de los miembros de la Juventud Sindical (JS) debe 
realizar una visita guiada al Museo de la Memoria en la ex ESMA. 
Ese paso obligatorio es una señal clara de la idea que inspiró a la 
agrupación desde su fundación: romper la histórica división entre 
los organismos de derechos humanos y el sindicalismo peronista 
más ortodoxo. “Nos movilizamos con alegría, la Juventud Sindical 
nació públicamente en la marcha del 24 de marzo de 2010, cuando 
nos movilizamos con cinco mil compañeros para demostrar que 
tenemos un compromiso ineludible con los derechos humanos. 
Marchamos con organizaciones y espacios kirchneristas porque 
apoyamos la política de derechos humanos del gobierno nacional”, 
declaró Federico Sánchez, responsable de organización de la JS. 

El grupo reconoce la conducción de Facundo Moyano, secretario 
general del gremio de Peajes. La mayor parte de los casi cinco 
millones de nuevos puestos de trabajo generados a partir de 2003 
fueron ocupados por jóvenes que ya pertenecían o que comenzaron 
a integrarse a los sectores medios. Los Moyano fueron los primeros 
en leer ese dato como un hecho político novedoso. “Yo soy clase 
media, nuestros trabajadores son de clase media. Los camioneros 
son de clase media. El nivel de ingreso los convirtió en clase 
media”, explicó Facundo. 

El hijo del líder de los camioneros fue uno de los pocos 
legisladores de extracción gremial que superó el veto de la 
presidenta para integrar una lista oficialista en 2011. Hasta 
entonces los legisladores de extracción sindical eran trece, y ocho 
debían renovar su banca. Por esa razón la CGT esperaba un número 
equivalente de candidatos de extracción sindical en las listas. Sin 
embargo solo dos nombres -Facundo Moyano, del sindicato de 
Peajes, y Carlos Gdansky, de la UOM, ambos electos- ocuparon 


posiciones atractivas en la lista de candidatos a diputados 
nacionales por la provincia de Buenos Aires. Juan Carlos Schmid de 
Dragado y Julio Piumato de Judiciales, que parecían números 
puestos en las listas del Frente para la Victoria en Santa Fe y 
Capital, decidieron renunciar a la nominación porque les ofrecieron 
posiciones meramente testimoniales. “No nos sentimos valorados 
por el gobierno”, se lamentó Piumato, ladero incondicional de Hugo 
Moyano. No faltó quien recordara que durante los años menemistas 
los sindicalistas ocupaban el doble de bancas que en la actualidad, y 
que el bloque de diputados del PJ estaba presidido por Diego 
Ibáñez, líder de los petroleros. Habría que recordar también que fue 
durante esos años cuando se remató el patrimonio nacional y se 
destruyó masivamente el empleo. 

No solo perdieron espacio en beneficio de los jóvenes de La 
Cámpora sindicalistas y representantes del peronismo tradicional, 
sino también algunos aliados y representantes de movimientos 
sociales. Luis D'Elia lo resumió a su manera: “Nos sentimos 
kélpers”, y cuestionó la baja representación de la CGT, heredada 
por “los yuppies de La Cámpora”. También patalearon, pero con 
sordina, algunos intendentes del conurbano. 

Según estimaciones periodísticas, militan en la organización que 
lidera Facundo Moyano alrededor de cuatro mil jóvenes de los 
gremios ATILRA, SAT, bancarios, Unión de Empleados de Justicia 
de la Nación, SUTEP, SADOP, SMATA, UOM, APLA, UTEDYC, 
Unión Ferroviaria, aeronavegantes, SIVENDIA, SUTPA, camioneros, 
plásticos, Unión Informática y jerárquicos de Comercio entre otras 
más de treinta y cinco organizaciones sindicales de todo el país. 
Cuenta con diez concejales propios. 

Los miembros de la Juventud Sindical reivindican figuras ligadas 
a la izquierda peronista como John William Cooke, Envar “Cacho” 
El Kadri, Jorge Cepernic y Germán Abdala. Celebran las condenas a 
los genocidas y rechazaron el golpe cívico que destituyó al 
presidente Fernando Lugo en el Paraguay. En eso tampoco se 
diferencian de La Cámpora ni de otras agrupaciones kirchneristas. 
Claro que, cuando se profundizó la confrontación entre la 
presidenta y Hugo Moyano, los dirigentes de la JS quedaron 
descolocados. Durante los primeros meses del conflicto Facundo 
insistió con una idea que le permitía expresar su adhesión al 


proyecto oficial sin “traicionar” a su familia: “Hay que animarse a 
criticar” sin dejar de apoyar al gobierno. Pero esa estrategia no 
podía durar. En especial después de que su padre comparó al 
gobierno de la presidenta con la última dictadura. 

Las diferencias se iniciaron en el Congreso de la Nación. 
Facundo Moyano rechazó en Diputados el nuevo Estatuto del Peón 
Rural, que mejoraba la situación de los trabajadores rurales -ocho 
horas de trabajo, jubilación a los 57 años, horas extras, descanso 
semanal y condiciones adecuadas de higiene y seguridad-, pero que 
perjudicaba a Gerónimo Venegas por la derogación del Registro 
Nacional de Trabajadores y Empleadores Agrarios (RENATRE) al 
crear un organismo similar, bajo la órbita del Ministerio de Trabajo. 
Controlaba el anterior registro el secretario general del sindicato de 
peones rurales (UATRE), flamante aliado de su padre. 

“El kirchnerismo decidió que el que tiene diferencias está del 
otro lado. A Moyano lo expulsaron. Para el gobierno mi viejo es el 
enemigo”, se lamentó Facundo en una entrevista concedida a La 
Nación cuando el equilibrio se le tornó imposible. 

Hasta 2011 los militantes de la Juventud Sindical no 
experimentaban contradicciones: estaban con los Moyano y con 
Cristina. Cómo actuarán ahora que el camino se  bifurcó 
drásticamente es una incógnita que se develará en las urnas. 


5. UN EJÉRCITO DE 
FANTASMAS 


Son un ejército de fantasmas. No tienen educación. No tienen 
trabajo. No tienen futuro. No reciben abrazos. Son los empachados 
de hambre. Son los pibes sin calma. Mueren como moscas. Viven 
como moscas. Algunos de ellos, con la cabeza rota por el paco y el 
alcohol, a veces matan. Solo en ese momento se hacen visibles para 
el resto de la sociedad. 

Si bien las cifras varían según quién las difunda, en agosto de 
2008 el gobernador Daniel Scioli estimó que los chicos que no 
estudian ni trabajan eran cuatrocientos mil, solo en la provincia de 
Buenos Aires. Por esa razón también se los llama “ni ni”. Según un 
estudio de mayo de 2012 de SEL Consultores, de Ernesto Kritz, los 
jóvenes de entre 16 y 24 años que “no hacen nada” son setecientos 
mil y representan el diez por ciento de la población juvenil. En los 
sectores de menores recursos, indica el mismo trabajo, el porcentaje 
trepa al quince por ciento. “Constituyen un caso extremo de 
exclusión y, probablemente como consecuencia de ello, una base 
principal de la violencia social”, dice Kritz. 

De esa cantera del desamparo emergen víctimas y victimarios. 
Las soluciones propuestas por parte de la dirigencia política exhiben 
una simpleza que espanta. “Hay que encerrarlos”; “Hay que evitar 
que entren por una puerta y salgan por la otra”. Esas cosas dicen los 
que dicen que saben. Todos opinan con una asepsia distante, como 
si esos chicos fuesen parte de una imprevista, desconocida y 
reciente invasión del territorio nacional. Como si esos pibes no 
fueran el producto del deterioro social, la injusticia y la violencia. 
Como si no fueran nuestros y no sufrieran la ausencia de políticas 
de inclusión. 


Casi siempre se los menciona como victimarios, obviando que la 
mayoría de los delitos graves se cometen contra menores. Un 
estudio realizado por el Ministerio de Salud de la Nación estableció 
que medio millar de menores murieron en los últimos años en 
hechos violentos. Solo en 2010 fueron asesinados doscientos 
veintisiete chicos de entre 15 y 19 años. 

Ni siquiera el reconocimiento público de Scioli acerca de la 
magnitud del problema alcanzó para promover un debate profundo 
sobre la inequidad, o una declaración de emergencia social y 
medidas urgentes en defensa de la infancia. Sus dichos apenas 
dispararon propuestas para bajar la edad de imputabilidad y 
reclamos de mayor dureza policial y judicial. 

Un ¡informe del BID de 2012 titulado “Desconectados, 
habilidades, educación y empleo en América Latina” revela que 
alrededor de catorce millones de jóvenes latinoamericanos no 
estudian ni trabajan. Para Daniel Arroyo, ex viceministro de 
Desarrollo Social de la Nación, se trata de jóvenes que suelen entrar 
y salir de la escuela y del mundo del trabajo porque no logran 
sostenerse ni en el sistema laboral ni en el sistema educativo. 

En 2010 Caritas denunció que eran novecientos mil los 
argentinos sin actividad entre los 13 y los 19 años. La CEPAL y el 
ministro de Educación Alberto Sileoni estiman que suman medio 
millón de jóvenes. Según un estudio de la OIT basado en datos 
oficiales, antes del lanzamiento de la Asignación Universal por Hijo 
(AUH) la cifra llegaba a un millón trescientos mil. La AUH, 
dispuesta por el gobierno nacional en octubre de 2009 se convirtió 
en un paliativo social indispensable. 

Con el canibalismo político propio de la Argentina, la presidenta 
presentó la AUH sin mencionar los antecedentes de la medida: diez 
años antes las diputadas Elisa Carrió y Elisa Carca, entonces en la 
UCR, habían presentado un proyecto de ley de Ingreso Ciudadano 
para la Niñez que estipulaba una ayuda social para todos los 
menores hasta los 18 años. Volvieron a proponer la iniciativa de 
carácter universal cuando integraron el ARI. También la CTA y 
otras bancadas parlamentarias presentaron proyectos similares. 
Cristina Kichner no dedicó ni un párrafo a quienes durante años 
batallaron por brindar cobertura social a los menores desprotegidos. 

Por medio de la AUH se otorga una ayuda económica, a modo 


de subsidio, a trabajadores desocupados o informales por cada hijo 
menor de 18 años. A partir de mayo de 2011 se extendió a las 
embarazadas a partir de la duodécima semana de gestación. La 
cobertura alcanza a tres millones y medio de personas, y en la 
mayoría de los casos son mujeres las que lo cobran. Mensualmente 
se abona el ochenta por ciento del beneficio mientras el resto se 
acumula hasta marzo del año siguiente. En ese momento se paga el 
saldo acumulado contra la presentación de la Libreta de Salud y 
Educación, donde consta si el niño recibió controles sanitarios y 
concurrió a la escuela. Ambos requisitos son obligatorios para 
percibir la asignación. Según los datos más confiables, desde que se 
implementó la AUH la matrícula escolar se incrementó en casi cien 
mil alumnos. 

“Nunca hubo la violencia que existe en este momento. Las calles 
están llenas de chicos armados, alcoholizados, drogados. Las casas 
están llenas de chicos maltratados y  abusados física y 
psicológicamente”. La declaración pertenece a Rodolfo Brizuela, 
desde hace catorce años juez de Menores en La Matanza. Brizuela 
habla por experiencia, pero también por su historia: hijo de madre 
soltera, cuando era niño permaneció internado dos años en un 
instituto de menores. Alguna vez contó que antes de que se 
cumpliera una hora desde su internación, ya lo habían golpeado. 

Para el juez, los espacios de contención de la provincia de 
Buenos Aires son un desastre: “No están mal, están peor que mal”, y 
asegura que la problemática de los delitos juveniles debe ser 
abordada desde múltiples disciplinas: “En el noventa y ocho por 
ciento de los casos violentos que pasan por mi juzgado está la 
droga”. 

La discusión, en lugar de ser amplia y profunda, es maniquea y 
tramposa. Algunos exponentes de la derecha paleolítica exigen que 
se trate a los pibes que delinquen como si fuesen adultos. Los 
garantistas de manual aseguran que no se puede asignar a los 
menores responsabilidad penal alguna. Entre Juan Carlos Blumberg 
y el ministro de la Corte Suprema Raúl Eugenio Zaffaroni se 
encuentran las posturas más sensatas. Emilio García Méndez, 
destacado especialista en menores y adolescentes, recordó que la 
Argentina es el único país de América Latina que no cuenta con un 
sistema de responsabilidad penal juvenil a nivel nacional. 


En la actualidad se aplica a los delitos cometidos por menores el 
decreto 22278/80 de la última dictadura: entre los 16 y hasta los 18 
años se somete a los jóvenes a un tratamiento tutelar que, si las 
autoridades consideran exitoso, permite que se los entregue a sus 
padres; si fracasa, quedan internados en algún instituto y se los 
juzga a los 18 años, como adultos, por los delitos que cometieron 
siendo menores. El contenido del tratamiento tutelar es un misterio, 
pero a la luz de los resultados se puede afirmar que para que dé 
resultado hay que tener dinero. Entre los casi dos mil menores en 
custodia del Estado no hay ninguno de clase media o alta. 

“Un sistema de responsabilidad penal juvenil, como existe en 
Colombia, el Ecuador o el Brasil, habilita a que los chicos que 
cometen un delito grave -como un asesinato- se los juzgue con un 
debido proceso. Es decir, con un fiscal que los acuse, un abogado 
que los defienda y un juez que les dicte sentencia. Con esta norma 
los menores -por ejemplo de 14 a 18 años- que cometan un delito 
grave deben hacerse cargo ante la Justicia, pero no serán tratados 
como adultos”, explica García Méndez. En el Brasil, por citar un 
ejemplo cercano, la responsabilidad penal de los menores comienza 
a los 12 años y culmina a los 18. Se les asignan trabajos 
comunitarios cuando cometen delitos menores, y la pena máxima 
de prisión es de tres años. 

Una veintena de proyectos en el Congreso prevé algún tipo de 
sistema de responsabilidad penal para jóvenes que delinquen. Casi 
todas las bancadas políticas presentaron alguno. Los proyectos 
existen pero no se tratan. Las aguas parlamentarias solo se agitan 
cuando se produce un hecho criminal con amplia repercusión 
mediática. En general, cuando un chico mata; nunca cuando un 
chico muere. 


6. BAJADA DE LÍNEA 


El Eternauta es una historieta de ciencia-ficción creada por el 
guionista Héctor Germán Oesterheld y el dibujante Francisco Solano 
López. En principio fue publicada por entregas en Hora Cero 
Semanal entre 1957 y 1959. Tuvo dos secuelas. En 1969 Oesterheld 
publicó una nueva versión, esta vez ilustrada por Alberto Breccia, y 
luego escribió una segunda parte, nuevamente con dibujos de 
Solano López. El guion involucra al propio autor, quien aparece en 
la historia escuchando el relato de las vivencias de Juan Salvo, el 
“Eternauta”, una suerte de viajero eterno. 

El relato de Salvo comienza una noche de invierno en su casa en 
Vicente López, en la que se encuentra junto a su esposa Elena, su 
hija Martita y sus amigos Favalli, Lucas y Polsky. Los hombres 
juegan a las cartas hasta que un corte de luz los hace reparar en la 
calle, donde una nevada luminosa ha hecho estragos entre la gente. 
Con el correr de la historia comprenden que se trata de una 
invasión alienígena a Buenos Aires. La batalla contra los invasores 
es el hilo de esta aventura, que exige a sus protagonistas coraje y 
solidaridad. 

Oesterheld fue jefe de Prensa de Montoneros. Por su actividad 
en esa organización pasó a la clandestinidad, hasta que el 27 de 
abril de 1977 fue capturado por un comando militar en La Plata. Su 
biografía del Che Guevara, la segunda versión de El Eternauta -más 
politizada que la original- y, por supuesto, su militancia 
determinaron su secuestro y su desaparición. Cuando fue detenido 
ya habían desaparecido sus cuatro hijas: Diana (24), Beatriz (19), 
Estela (25) y Marina (18). 

Treinta y cinco años después su personaje sigue generando 
polémicas. Un juego de rol basado en la historieta es considerado 
por parte de la oposición como la cabeza de playa de La Cámpora 


en los colegios. En el gobierno aseguran que no es así. El juego es 
una iniciativa de la Subsecretaría para la Reforma Institucional y el 
Fortalecimiento de la Democracia, un área de la Jefatura de 
Gabinete a cargo de Franco Vitali, dirigente de La Cámpora. Este 
hecho reforzó la idea conspirativa de que se trataba de un plan para 
“bajar línea” política en los colegios. El instructivo que acompaña el 
juego dice que su propósito es “sensibilizar a los participantes 
acerca del respeto, la solidaridad y la acción colectiva y la 
organización como camino para la transformación de las situaciones 
de desigualdad e injusticia”. 

Cada grupo de participantes -entre cinco y siete- debe situarse 
en el comienzo de la historieta de Oesterheld. Están encerrados en 
una casa y listos para enfrentar una invasión extraterrestre. 
Utilizando cartas deben resolver situaciones puntuales. La idea es 
que debatan y acuerden cursos de acción. Primero para sobrevivir, y 
luego para enfrentar el peligro. Para llegar al final del juego las 
mejores alternativas son las acciones colectivas. Explícitamente el 
juego busca crear conciencia de que unidos se llega más lejos y se 
logran más cosas. Es lo que el juego denomina “héroe colectivo”. 

Un programa de televisión de Jorge Lanata en Canal 13 y varias 
notas publicadas por La Nación y Clarín denunciaron la irrupción de 
jóvenes de La Cámpora en colegios secundarios por medio de 
actividades auspiciadas por el Ministerio de Educación de la Nación 
con el objetivo de “adoctrinar a los chicos”. Según estas denuncias 
la idea detrás del juego y los talleres en las escuelas es forzar la 
asociación de Néstor Kirchner con El Eternauta. “Un héroe 
sobrenatural que vive en otra dimensión y que, desde allí, 
acompaña y orienta a las nuevas generaciones. Es por eso que los 
jóvenes K visten remeras con la inscripción Néstor Vive”, escribió 
Laura Di Marco en una nota titulada “¿Quién es el camporista que 
lleva el Nestornauta a la escuela?”, en obvia referencia a Vitali. Di 
Marco, autora del libro La Cámpora, en todo momento menciona el 
juego con el nombre “El Nestornauta”. 

Luego de las denuncias, el ministro de Educación porteño, 
Esteban Bullrich, decidió habilitar un 0-800 para que los padres 
denuncien “la intromisión política” en las escuelas. Para completar 
el dislate, Mauricio Macri confundió al personaje con el ex 
presidente al anunciar que no dejaría entrar “El Eternauta a los 


colegios”. En 2009 su propio gobierno había repartido esa historieta 
en las escuelas, con el patrocinio de la Fundación Noble, cuando era 
ministro Mariano Narodowski, quien había destacado los valores 
humanos y de solidaridad que reivindicaba Oesterheld. En 2010, un 
impreso difundido por Esteban Bullrich con un “Corpus de lecturas 
sugeridas” para el secundario recomendaba la historieta. “Me 
expresé mal ayer, por supuesto que el problema no es El Eternauta. 
Sí lo es el Nestornauta que usan para adoctrinar en las escuelas”, se 
rectificó Macri en Twitter. 

La actividad política partidaria en las instituciones educativas 
está vedada por diversos reglamentos y resoluciones. Realizarla sin 
autorización de las autoridades y los docentes y, más aún, sin el 
conocimiento y el aval de los padres, es repudiable y merece 
sanciones para los responsables. Más allá de la polémica desatada 
en los medios, no quedó debidamente demostrado que el juego 
fuera una herramienta para bajar línea política. 

Por el contrario, la participación en los Centros de Estudiantes y 
las acciones solidarias en las escuelas secundarias contribuyen a la 
formación de mejores ciudadanos. Los nueve estudiantes del 
Colegio Ecos que murieron en un accidente de tránsito en octubre 
de 2006 cuando regresaban de un viaje asistencial en el Paraisal, 
Chaco, son un ejemplo de la voluntad transformadora de muchos 
chicos argentinos. Quien piense a los jóvenes como un rebaño 
apático y domesticable se llevará un chasco. 


7. VOTO PARA TODOS Y 
TODAS 


A mediados de 2012, cuando arreciaban todavía las críticas por 
la presencia de La Cámpora en los colegios, fiel a su estilo, el 
kirchnerismo redobló la apuesta y puso en un brete a la oposición. 
Con la firma del senador nacional Aníbal Fernández se presentó en 
el Congreso un proyecto de ley que propiciaba el voto optativo de 
menores de edad entre 16 y 18 años. La iniciativa generó un intenso 
debate. Algunos lo consideraron “una nueva maniobra del 
gobierno” para engrosar el padrón electoral. Según distintos 
análisis, el objetivo final es conseguir “votos para asegurar la re 
reelección de la presidenta”. Otros, las fuerzas progresistas, habían 
presentado antes proyectos similares y, si bien alertaron sobre la 
intención política del gobierno, se manifestaron a favor del 
proyecto. 

En cuanto a los números de votantes que se incorporarían “antes 
de tiempo”, también se generaron algunos entredichos. El senador 
nacional Aníbal Fernández declaró que el cambio en la edad de 
votación sumaría a unos setecientos mil jóvenes como máximo. 
Basó su cálculo en que “la Argentina tiene entre 315.000 y 350.000 
nacimientos por año”. El sitio web chequeado.com refutó sus 
dichos: “En la Argentina hay 694.000 nacimientos anuales según 
publica Unicef (2010). Por su parte el último censo nacional, 
también de 2010, arroja un número de 685.357 nacimientos. Si se 
suma la cantidad de personas de 13 y 14 años en el Censo -que 
tendrían 16 y 17 años en 2013-, da como resultado 1.415.195, que 
equivale a la población que se integraría al sistema electoral”. A 
este número se debe restar el porcentaje de ausentismo, que entre 
los adultos ronda el veinte por ciento. 


Según un estudio sobre infancia y adolescencia del Observatorio 
de la Deuda Social de la Universidad Católica Argentina, publicado 
por el diario La Nación en septiembre de 2012 bajo el título 
“Radiografía económica de los nuevos votantes”, de los eventuales 
electores entre 15 y 18 años “un tercio recibe asistencia económica 
del Estado; 16,4 por ciento tiene trabajo doméstico activo y 21,7 
por ciento tiene empleo fuera de casa. El 53 por ciento vive en 
hogares que no cuentan con computadora y 37 por ciento no tiene 
acceso a internet”. Indica, además, que “el 37,8 por ciento 
pertenece a familias que están por debajo de la línea de pobreza”. 

Los que defienden el proyecto a rajatabla -todo el oficialismo- lo 
consideran “una ampliación de derechos”. Argumentan que se pone 
en plano de igualdad a los menores de 18 con los mayores de 70. 
También destacan que en el Brasil -la democracia más populosa de 
la región- ya se vota a partir de los 16, y que en Chile, Ecuador y 
Bolivia se estudian medidas similares. Jorge Yoma, uno de los pocos 
miembros del FPV que se permite expresar críticas, había 
presentado un proyecto parecido al de Fernández y defendió la 
propuesta: “Según una consulta realizada en colegios públicos y 
privados, más del cuarenta por ciento de los chicos está 
entusiasmado con la idea”. 

La Unión Cívica Radical, aun con diferencias internas, criticó la 
iniciativa. El Peronismo Federal de Francisco de Narváez y 
compañía, Patricia Bullrich y el PRO, la rechazaron en duros 
términos. “Es una barbaridad, a esa edad los chicos no están 
maduros para votar”, dijo Bullrich; y Gustavo Ferrari, del 
Peronismo Federal, señaló: “Sin duda hay una especulación 
política” y pidió que se ocupen de los chicos que no estudian ni 
trabajan. En el Frente Amplio Progresista anticiparon su adhesión. 
“Yo me afilié al partido a los 16 años”, dijo el socialista Hermes 
Binner, y hasta arriesgó que los pibes deberían poder ser 
candidatos. La misma posición expresaron los diputados de ese 
frente Claudio Lozano y Victoria Donda, quienes ya habían 
presentado proyectos para que los chicos voten antes. “Creo que las 
leyes se ganan en la calle, no en el Parlamento. Y que las cambia la 
gente como vos, no los diputados y senadores. Por eso quiero que 
votes. Para que vos también puedas cambiar las cosas. No es que 
hoy quiero que votes porque a algún hipócrita se le ocurrió salir a 


pedirte el voto a cambio de algo. Siempre quise que votes. Como 
diputada presenté en dos oportunidades un proyecto de ley para 
que puedas votar desde los 16 años, que los oportunistas entusiastas 
de hoy ignoraron”, explicó Donda en un comunicado. 

Para Mariano Obarrio, de La Nación, la iniciativa nació por “el 
natural desgaste político [del gobierno] y de un descenso en las 
encuestas de intención de voto”. Según Obarrio se trata de un 
intento desesperado por obtener un buen resultado en 2013 que le 
permita “obtener el permiso para otro mandato”. Con ese objetivo 
se creó, apunta, la agrupación Unidos y Organizados, que congrega 
a las formaciones tradicionales de la juventud kirchnerista: La 
Cámpora, Kolina y el Movimiento Evita. Pero ¿por qué pensar que 
los jóvenes de entre 16 y 18 años, de ser habilitados, votarían 
masivamente al partido del gobierno? De hecho, en el FAP no creen 
que sea así y por esa razón habían presentado sus propios 
proyectos. La principal factoría de cuadros políticos del socialismo 
es la Universidad Nacional de Rosario. 

La posibilidad del voto para los menores de 18 abre otros 
debates imprescindibles. ¿Qué pasa con la imputabilidad? ¿Qué 
otros derechos deberían ser ampliados? ¿Deberían ser candidatos? 


8. LOS MUCHACHOS 
MAGRISTAS 


En la juventud del PRO aceptan el desafío. Su blog fija posición 
sobre el voto a los 16: “Estamos de acuerdo en abrir el debate. Los 
jóvenes de hoy somos muy distintos a los de hace veinte años. Pero 
este debate no tiene que ser usado electoralmente, tiene que estar 
acompañado de otros derechos y obligaciones que también deben 
ser discutidos”. La juventud del macrismo crece en forma constante 
-según dicen en el gobierno porteño- desde su creación en 2004, y 
es el sector del PRO desde donde se observa con menos prejuicios la 
actividad de los otros militantes juveniles. 

El jueves 13 de septiembre de 2012, cerca de doscientos jóvenes 
del PRO se reunieron a cenar en el Club de Comercio ubicado en el 
barrio de Núñez. Sobre la parrilla no había cortes sofisticados: como 
en tantas reuniones juveniles el menú se limitó a chorizos y 
hamburguesas. El encuentro se produjo luego de la movilización a 
Plaza de Mayo para protestar contra las políticas del gobierno 
nacional. Habían participado de la marcha, sin identificación 
partidaria, pero acompañando los reclamos de los sectores de la 
clase media urbana con una agenda que incluyó desde libertad para 
comprar dólares y las críticas por la inseguridad y la inflación hasta 
la oposición a una eventual reforma constitucional que habilite una 
nueva reelección de la presidenta. 

En la Ciudad Autónoma de Buenos Aires la juventud PRO tiene 
unos trescientos militantes activos y desde hace años aporta cuadros 
políticos a la gestión de Mauricio Macri. Su presidenta es Victoria 
Roldán Méndez, tiene 26 años y una gran capacidad para exponer 
sus ideas. Rechaza los prejuicios y las chicanas habituales que se 
vuelcan sobre ellos: “No somos un grupo de chicos ricos, aquí hay 


de todo. No te voy a decir que venimos de las villas miseria, pero en 
el PRO militan jóvenes de todos los sectores. Tenemos una fuerte 
presencia en Belgrano y Núñez pero también en Soldatti y Villa 
Lugano”. En esta última zona, el sector juvenil se denomina “La 24” 
y responde a la vicejefa de Gobierno, María Eugenia Vidal. 

“La militancia no debe ser una bolsa de trabajo. A mí no me 
parece mal que el kirchnerismo promueva en cargos políticos a 
jóvenes de La Cámpora, lo que critico es que se banque a los 
militantes con fondos del Estado”, explicó Roldán Mendez. Ella 
misma fue electa en la Comuna 13 y reconoce que muchos jóvenes, 
cuando tienen la capacidad y las condiciones, son convocados a 
ocupar cargos importantes. De la juventud PRO salieron, entre 
otros: Ezequiel Fernández Langan, ex director de Políticas de 
Juventud del Gobierno porteño y ex legislador, actual director de 
AUSA; Patricio Di Stéfano, ex diputado y actual subsecretario de 
Espacio Público porteño; la diputada nacional Soledad Martínez; 
Fernando de Andreis, actual titular del bloque en la legislatura 
porteña, y el diputado porteño Francisco Quintana, por nombrar 
solo a algunos. 

La juventud PRO enfrenta los mismos problemas que La 
Cámpora para hacer pie en facultades y colegios. En esos ámbitos se 
imponen, desde hace una década, formaciones de izquierda e 
independientes que terminaron con la supremacía de la Franja 
Morada. Muchos de los cuadros del PRO provienen de universidades 
privadas, pero no todos. “Como Mauricio cursó en el Cardenal 
Newman, parece que todos pasamos por la educación privada. No 
es así. Tenemos presencia en Derecho, Sociales y Económica de la 
UBA”, señaló la presidenta de la juventud macrista. En septiembre 
de 2012 celebraron, como un buen resultado, el cuarto puesto en 
las elecciones del Centro de Estudiantes de Derecho. Obtuvieron el 
8,5 por ciento de los votos. “Es apenas un comienzo”, prometió 
Roldán Méndez. 


9. LA GUERRA DEL CERDO 
INVERTIDA 


En una suerte de guerra del cerdo al revés, algunos analistas 
políticos insisten en estigmatizar a los jóvenes que hacen política. 
En su notable novela de 1968 Diario de la guerra del cerdo, Adolfo 
Bioy Casares imagina a bandas de jóvenes que salen a matar 
ancianos. En este caso la cacería apunta a militantes juveniles y, por 
suerte, no es cruenta. Los acusan de “asaltar” el Estado, de estar 
“adiestrados”, de soberbios y de ocupar cargos para ejercer “la 
militancia rentada de los blackberries”. ¿No será mucho? ¿No sería 
más justo analizar casos puntuales? ¿La actividad de La Cámpora es 
muy diferente de la que desplegaba la Coordinadora radical en el 
gobierno de Alfonsín, de la que ejercen los jóvenes socialistas en la 
administración de Santa Fe o las agrupaciones de izquierda en las 
universidades? 

Calificar a un funcionario o a un legislador por su edad es tonto, 
pero se volvió recurrente en la Argentina. El ingeniero agrimensor 
Ricardo Jaime no militó en La Cámpora. Hace política desde 1987, 
cuando fue electo concejal en Caleta Olivia. Ocupó diversos cargos 
en Santa Cruz y llegó a ser viceministro de Educación de Córdoba. 
Entre 2003 y 2009 manejó la Secretaría de Transporte de la Nación. 
Se caracterizó por su ineficacia en la gestión, por recibir prebendas 
de los empresarios a los que debía controlar y por alcanzar un 
récord inédito de denuncias de corrupción. Durante seis años, 
inexplicablemente, el gobierno lo sostuvo en su cargo. En enero de 
2013 cumple 59 años. 

La capacidad y la honestidad no mutan por franjas etarias. 
Algunos inútiles son jóvenes y otros inútiles son viejos. Hay 
corruptos recién llegados a la política y venales a punto de 


jubilarse. Están los obedientes y los rebeldes en cualquier tiempo, y 
de cualquier edad. La experiencia ayuda, pero no mucho más que el 
talento o la capacidad de trabajo. “La experiencia es un peine que te 
regalan cuando te quedás pelado”, explicó el boxeador Oscar 
“Ringo” Bonavena con su lúcida simpleza. 


CAPÍTULO VI 
Transporte: pasaje de ida 
No voy en tren... 

1. UNA TRAGEDIA 
ANUNCIADA 


A las 8.33 del miércoles 22 de febrero de 2012 una formación 
del ferrocarril Sarmiento compuesta por ocho vagones atestados de 
gente se estrelló contra el parachoques hidráulico de la Estación 
Once. El tren, que avanzó en los últimos tramos a una velocidad de 
veinte kilómetros por hora, arrasó con todas las barreras que 
hubiesen podido detenerlo: la eficacia administrativa, la honestidad 
empresaria, los atinados controles del Estado y la pericia de un 
maquinista bien entrenado y despierto. Entre los hierros retorcidos 
perdieron la vida cincuenta y una personas y quedaron heridos 
setecientos un pasajeros. La mayoría, trabajadores de clase media o 
baja. La tragedia, tan anunciada como evitable, expuso en toda su 
dimensión el fracaso de un modelo ferroviario integrado por varios 
actores excluyentes: empresarios  prósperos, funcionarios 
ineficientes o venales, trabajadores maltratados y pasajeros librados 
a su suerte. 

Desde su minuto inaugural el kirchnerismo se presentó como la 
contracara del menemismo: recuperación del Estado, cambio de 
modelo productivo, una fuerte apuesta por el mercado interno, 
desendeudamiento, cambios en la Corte Suprema de Justicia y 
defensa de los derechos humanos, entre otras iniciativas. La idea era 
marcar claramente las diferencias de concepción política entre 


“estos” peronistas y los que habían conducido al país en la década 
de 1990. En algunas áreas lo logró de manera clara. Sin embargo, 
en transporte público, el gobierno nacional no pudo, no supo o no 
quiso desmontar el perverso sistema diseñado por Carlos Menem. 
En cualquiera de los casos su responsabilidad política es 
indelegable. 

Cuando Néstor Kirchner asumió el poder el 25 de mayo de 2003, 
las líneas ferroviarias estaban en manos de los mismos empresarios 
que las operaban en los años noventa. El gobierno nacional, en 
lugar de establecer una nueva política de transporte ferroviario, 
mantuvo la herencia. El servicio brindado por los concesionarios fue 
empeorando cada día. Con el noble argumento de evitar aumentos 
tarifarios que afectasen a la población de menos recursos, el Estado 
optó por transferir cifras millonarias a las empresas. El proceso se 
denomina subsidio a la oferta. La tarifa pasó a tener un valor 
testimonial. Solo TBA, de los hermanos Cirigliano -concesionaria de 
los ferrocarriles Mitre y Sarmiento- recibió mil novecientos 
veinticinco millones de pesos entre 2003 y 2010. A su vez, las 
inversiones prometidas por los concesionarios, destinadas a mejorar 
el servicio, nunca se concretaron. 

Varios documentos de la Auditoría General de la Nación y de la 
Comisión Nacional de Regulación del Transporte repiten desde hace 
años el mismo diagnóstico: deterioro de la infraestructura básica, 
locomotoras y vías; falta de obras fundamentales, como pasos a 
nivel y señalización; problemas de mantenimiento e incumplimiento 
del plan de inversiones. El mal servicio y la falta de seguridad 
fueron señalados también por sindicalistas de base y por usuarios. 

Aunque sobraban argumentos, solo después de la tragedia de 
Once el gobierno rescindió el contrato de concesión a TBA. 
Tuvieron que morir cincuenta y una personas para que el Estado 
reaccionara. La demora en tomar una decisión imprescindible es 
explicada por los funcionarios por la incapacidad para resolver con 
rapidez los problemas generados en el servicio después de quitar la 
concesión. Nada garantiza que la intervención estatal sea virtuosa. 

De hecho cuando en junio de 2004 y en mayo de 2007 el 
gobierno hizo caer las concesiones del ferrocarril San Martín, 
primero, y luego del ex Roca y el Belgrano Sur, todas a cargo del 
empresario Sergio Taselli, otorgó la administración a la Unidad de 


Gestión Operativa Ferroviaria de Emergencia (UGOFE), conformada 
por las empresas que operaban el resto de las líneas ferroviarias: 
Ferrovías, Metrovías y Trenes de Buenos Aires (TBA). Taselli y el 
grupo Cirigliano forman parte de un sector del empresariado 
argentino que solo invierte cuando el Estado asegura la 
rentabilidad. 

En algún momento durante los primeros meses del gobierno de 
Néstor Kirchner se analizó la posibilidad de nacionalizar todo el 
servicio como primer paso para la recuperación del ferrocarril. 
Luego se desechó la idea. A pesar de los anuncios, el modelo 
ferroviario no experimentó grandes modificaciones en la última 
década. 

Vale la pena señalar que los mismos sectores mediáticos que, 
con argumentos inexpugnables, señalan el desquicio del sistema, no 
habrían dudado en embestir contra una eventual estatización. Son 
los mismos medios y periodistas que, en su momento, apuntalaron 
el desprestigio del Estado como administrador y prepararon a la 
opinión pública para el remate del patrimonio nacional con el 
argumento del “insoportable” costo que representaban los 
ferrocarriles para el erario público. El resto lo hicieron las 
conducciones gremiales -excepto honrosas excepciones- que primero 
contribuyeron a menoscabar el ferrocarril y luego se convirtieron en 
socios privilegiados de los empresarios que se hicieron cargo del 
negocio. 

Ni siquiera la tragedia de Once logró que se realice un replanteo 
profundo. Cristina Kirchner solo decidió pasar el área de Transporte 
a la órbita del Ministerio del Interior. Florencio Randazzo, el 
ministro con menos futuro en el segundo mandato de la presidenta, 
según todos los pronósticos, fue el elegido. Randazzo no es un 
“pingúino puro”, como se denomina a los kirchneristas de la 
primera hora, y mantiene buena relación con dirigentes de la 
provincia de Buenos Aires. El ministro asumió el desafío de lograr 
que el transporte público sea eficiente. O, más modestamente, que 
no siga siendo un castigo para los usuarios ni una trampa mortal. 

Cerca de Randazzo se habla de un premio a quien armó la 
Agencia de Seguridad Vial. Esa repartición, más allá de la alarmante 
cifra de accidentes con víctimas fatales que registra la Argentina, es 
el primer intento serio de enfrentar la catástrofe diaria que se vive 


en rutas y calles del país. También a su trabajo en la renovación de 
los documentos de identidad y la identificación de personas desde 
su nacimiento. Fue el gestor de pequeñas acciones que mejoraron la 
calidad de vida de los argentinos. No es poco. 

Arrancó su gestión con una movida pública y varios gestos 
privados. Convocó a Mauricio Macri y a Daniel Scioli a integrar una 
suerte de ente tripartito para coordinar el transporte en el área 
metropolitana. El jefe de Gobierno porteño y el gobernador 
bonaerense son los dos dirigentes más importantes después de la 
presidenta. Los dos aspiran a sucederla en la Casa Rosada. 

Con Macri, además, el gobierno nacional mantiene una fuerte 
disputa por el control de los subterráneos de Buenos Aires. En una 
actitud insólita el jefe de Gobierno porteño, después de aceptar la 
gestión en enero de 2012 y aumentar la tarifa, devolvió la 
administración al gobierno nacional. La pelea política complica la 
solución de un conflicto en el que las dos partes aseguran querer lo 
mismo: que el subte, como corresponde, pase a manos de los 
porteños. 

En cuanto al sistema ferroviario, el momento es inmejorable 
para hacer cirugía mayor. Hasta el senador radical Nito Artaza, de 
conocidas posturas liberales, exigió la nacionalización de los 
ferrocarriles después del accidente. La centroizquierda, con 
Fernando “Pino” Solanas a la cabeza, reclama en el mismo sentido 
desde hace años. Es probable que, como ocurrió con Aerolíneas 
Argentinas, una medida de esa naturaleza coseche un aluvión de 
críticas desde el poder económico. En general, la mayoría de las 
nacionalizaciones -Aguas, el espacio radioeléctrico, AFJP y hasta 
Aerolíneas- recibió furiosas críticas de un sector de la prensa, pero a 
la vez sumó el apoyo de un significativo sector de la oposición y un 
gran aval popular. 

En ningún lugar del mundo donde los trenes funcionan 
razonablemente el Estado se desentiende del servicio. Ni permite 
que cierren ramales o que el material rodante quede obsoleto. Los 
subsidios existen, pero el control es riguroso. Se establece también 
el “beneficio social” que brinda el ferrocarril, un servicio público 
esencial, como parte indisoluble de la ecuación económica. Esa 
variable rompe con la lógica que habilitó al entonces presidente 
Carlos Menem a cerrar ramales y talleres con el argumento de 


terminar con las pérdidas que generaban al país. 

La alianza estratégica que durante ocho años mantuvo el 
gobierno con Hugo Moyano, líder de los camioneros, también 
conspiró contra cualquier intento de reestructuración del ferrocarril. 
Casi todo el transporte de cargas del país se realiza mediante 
camiones. 

Establecer qué sistema ferroviario es necesario para garantizar el 
desarrollo y cómo recuperarlo debería ser una prioridad de la 
agenda política. Hay que elaborar un plan a mediano y largo plazo. 
Hay que comprometer a la oposición, a los trabajadores y a los 
usuarios. Luego se debe obtener fondos para su concreción y 
encontrar a los hombres dispuestos a implementarlo con eficacia. Se 
sabe que quien no cambia todo, no cambia nada. 


2. EL LOBO CUIDANDO A LOS 
CORDEROS 


Ricardo Jaime fue un funcionario récord. En sus seis años de 
gestión al frente de la Secretaría de Transporte acumuló veintiocho 
denuncias judiciales en su contra. Diez están ligadas al manejo de 
los subsidios: van desde la malversación de fondos públicos hasta la 
distribución arbitraria de los subsidios para el gasoil. Pero los 
cuestionamientos judiciales más odiosos dan cuenta de las 
prebendas que recibió de parte de los empresarios a los que debía 
controlar. Jaime tuvo que renunciar a su cargo el 31 de junio de 
2009, acosado por la Justicia y rodeado por el descrédito. Más que 
su nombramiento, sorprende que haya conservado su puesto tanto 
tiempo. 

Con poco más de cincuenta años llegó a la Secretaría de 
Transporte con un título de ingeniero agrimensor y amplia 
experiencia en educación. Conocimientos de transporte, nada. Vale 
la frase de Tato Bores: “Si quieren ser felices, no analicen”. Nació en 
Córdoba pero se mudó a Caleta Olivia, Santa Cruz, en 1983. Allí 
conoció a Néstor Kirchner y comenzó a trabajar en el Instituto de 
Desarrollo Urbano y Vivienda. Luego fue concejal y llegó a presidir 
el Concejo Deliberante. En 1991, el entonces gobernador Kirchner 
lo nombró ministro de Educación. En 1999 volvió a Córdoba y fue 
viceministro de Educación de Juan Carlos Maqueda durante la 
gestión de José Manuel de la Sota. Cuando Kirchner fue elegido 
presidente, lo convocó para formar parte de su gabinete. Sus 
antecedentes: la práctica del karate -es cinturón negro- y su gusto 
por las motos caras. 

Uno de los primeros escándalos en los que apareció involucrado 
Jaime fue el de las llamadas “narcovalijas” de Southern Winds, una 


empresa asociada a y subsidiada por el Estado argentino que 
trasladó dos valijas con cocaína al aeropuerto de Barajas, España. 
Poco después, el entonces subsecretario de Transporte 
Aerocomercial, Ricardo Cirielli -un sindicalista alineado con Luis 
Barrionuevo-, lo acusó de pedir coimas a varias líneas aéreas. Pero 
las causas más relevantes y por las cuales está procesado e irá a 
juicio oral son por dádivas. 

En una de ellas se demostró que Terminal de Buenos Aires 
(TEBA), la empresa que explota la Estación de Ómnibus de Retiro - 
su titular es Néstor Otero-, pagaba el alquiler de los departamentos 
donde vivió Jaime en sus años de funcionario: Cerrito 1318 y 
Libertador 654. Como secretario de Transporte, Jaime prorrogó la 
concesión de TEBA hasta 2015. Mientras se desarrollaba esa 
renegociación, el cuñado de Otero compró una casa en un country 
de San Isidro y la puso a nombre de la madre de Silvia Reyss, pareja 
de Jaime. El ex secretario pasaba ahí sus fines de semana. El juez 
federal Norberto Oyarbide lo procesó y la Cámara Federal ratificó 
su decisión. 

En la otra causa por dádivas está acusado por haber utilizado 
vuelos privados y de Aerolíneas Argentinas, pagados por 
empresarios a los que debía controlar. En 2009 el ex titular de la 
Fiscalía de Investigaciones Administrativas Manuel Garrido -actual 
diputado nacional de la UCR- abrió un sumario por los viajes de 
Jaime entre 2006 y 2008 al Brasil, el Uruguay y Córdoba en taxis 
aéreos y aviones de empresas concesionarias del Estado como 
EMEPA de Gabriel Romero; Grupo Plaza de Cirigliano; Metrovías de 
Benito Roggio y Aeropuertos Argentina 2000 de Eduardo 
Eurnekian. El juez federal Claudio Bonadío comprobó que el dueño 
de TBA, Claudio Cirigliano, pagó al menos ocho viajes de Jaime a 
destinos turísticos mientras era secretario y repartía millonarios 
subsidios a empresas como TBA. 

El juez Oyarbide también lo investiga por enriquecimiento 
ilícito. Procura establecer cómo Jaime logró incrementar su 
patrimonio en seis millones de pesos con su salario de funcionario 
público. Otras causas investigan sobreprecios en la compra de 
material ferroviario. 

Jaime también está imputado por la tragedia de Once. Aunque 
ya había abandonado la función pública cuando ocurrió el 


accidente, su nombre apareció ineludiblemente pocos minutos 
después de la tragedia. Convocado por la Justicia, el ex funcionario 
negó cualquier responsabilidad en el accidente. Dijo además que 
nunca se realizaron tantas inversiones como durante su gestión. 

Como indica sabiamente el dicho popular: otra ayuda como esa 
y estaremos perdidos. 


3. ÚLTIMO TREN A RETIRO 


Un día de agosto de 1992 cumplí una de las tareas más tristes de 
mi carrera periodística. Me tocó cubrir la última salida hacia 
Buenos Aires del tren El Rosarino. Iniciando un nuevo capítulo en 
su implacable política de demolición del patrimonio nacional, 
Menem había ordenado arrasar con el ferrocarril. Ante los primeros 
gestos de resistencia gremial, sentenció: “Ramal que para, ramal 
que cierra”. Solo había un centenar de pasajeros esa tarde gris en la 
Estación Rosario Norte, vecinos y trabajadores del riel clamando 
por la continuidad del servicio. La protesta tenía mucho de 
resignación. Héctor Scalise, un ferroviario jubilado, se paró frente a 
la locomotora en un intento por evitar esa última partida hacia 
Retiro. Fue un acto solitario e inútil. Impactados por el espejismo 
del “uno a uno”, a la mayoría de los argentinos no parecía 
importarle el destino de los trenes. 

Desde esa misma estación, ahora reconvertida en Secretaría de 
Cultura, pero ciento veinticinco años antes, Domingo Faustino 
Sarmiento partió para recorrer el trayecto entre Rosario y Fraile 
Muerto -después Bell Ville-, como una señal inequívoca del país que 
imaginaba. Para el entonces presidente el ferrocarril y el telégrafo 
eran herramientas esenciales del desarrollo. El tren serviría para 
incentivar el mercado interno, potenciar el comercio, consolidar el 
territorio y llevar prosperidad a los pueblos. 

El primer ferrocarril argentino se inauguró en 1857 a partir de la 
propuesta de un grupo de argentinos reunidos en la Sociedad del 
Camino del Fierro de Buenos Aires al Oeste. Fue financiado por la 
provincia de Buenos Aires primero, y con el aporte de capitales 
británicos después. La apuesta de los ingleses era clara: la red 
ferroviaria debía servir para acercar las materias primas desde las 
provincias hasta el puerto de Buenos Aires. El modelo 


agroexportador determinó que la red se asemejara a un embudo 
cuya boca estaba ubicada sobre el Río de la Plata. 

El tren experimentó una etapa de expansión hasta 1915. Luego 
se estancó, hasta que en 1947 el presidente Juan Domingo Perón 
tomó la decisión de  nacionalizarlos. Los ferrocarriles se 
reorganizaron en seis líneas que fueron bautizadas con nombres de 
próceres, bajo control de la empresa Ferrocarriles Argentinos. 
Durante la presidencia del desarrollista Arturo Frondizi se ideó un 
plan para impulsar el transporte automotor. Fue el primer golpe que 
el Estado asestó al tren. La dictadura de 1976 hizo lo suyo: achicó la 
red ferroviaria en veinticinco por ciento y se deshizo del cuarenta 
por ciento de su personal. Nuevamente en democracia, el radical 
Raúl Alfonsín no hizo mucho por torcer el rumbo declinante del 
sistema ferroviario, pero fue Menem quien le propinó un mazazo 
demoledor. Desde su particular mirada “liberal-peronista” puso en 
marcha un plan de privatizaciones. En pocos años fueron 
despedidos casi cien mil trabajadores, los kilómetros de vías se 
redujeron de treinta y cinco mil a once mil, se cerraron talleres y se 
desarticuló toda la industria ferroviaria. Muchos pueblos fueron 
condenados al aislamiento. 

El Belgrano Cargas merece una consideración especial. El tren 
más rentable del país también fue fragmentado para terminar en 
manos de un holding mixto en cuyo directorio se encuentran Franco 
Macri, los chinos de Sanhe Hopefull -el principal productor de 
aceite de soja de China-, representantes gremiales del Sindicato de 
Choferes de Camiones, la Unión Ferroviaria, La Fraternidad, Benito 
Roggio y Emepa de Gabriel Romero. 

Desde hace seis años el gobierno nacional anuncia la 
recuperación de esta red nacional de transporte ferroviario de 
cargas con capacidad para transportar cuatro millones de toneladas 
de granos y que atraviesa catorce provincias. El Belgrano une el 
NOA con los puertos de Rosario, Santa Fe y Buenos Aires, y permite 
realizar conexiones internacionales a través de los corredores 
bioceánicos. La alternativa de vinculación no solo llega a Chile y a 
Bolivia sino que además se extiende hacia el Oeste, al puerto de 
Barranqueras, provincia del Chaco, que por la Hidrovía Paraná- 
Paraguay puede llegar, hacia el Norte, hasta Brasil. 

Su relanzamiento, con la incorporación de financiación privada, 


pondría límites al monopolio del camión en el transporte de 
mercaderías. Mientras Hugo Moyano mantuvo su alianza estratégica 
con Néstor Kirchner, el proyecto para revitalizar el Belgrano Cargas 
durmió el sueño más injusto. En su última visita al país en junio de 
2012, el primer ministro chino Wen Jiabao se comprometió a 
prestar once mil cuatrocientos millones de dólares a quince años 
para potenciar esta red que tiene a China como principal destino de 
la materia prima transportada. Con todo, en el gobierno contienen 
el entusiasmo. No es la primera vez que los chinos prometen 
inversiones millonarias que luego no se concretan. 

En cuanto a los trenes de pasajeros, arrasados en la década de 
1990, solo quedaron algunos ramales de larga distancia y las líneas 
que unen a la Ciudad de Buenos Aires con el conurbano, operados 
por un grupo de concesionarios privados. El objetivo declamado de 
la política de demolición era reducir el déficit y modernizar el 
servicio. Nada de eso se cumplió. 

El peor período para las formaciones sobrevivientes fue el bienio 
2001-2002. Los trenes estaban destruidos. El gobierno de Eduardo 
Duhalde firmó la emergencia ferroviaria que diez años después 
todavía está vigente. El objetivo, en medio de la crisis 
socioeconómica terminal, era que los concesionarios no quebraran, 
pero la medida solo sirvió para liberarlos de las exigencias de 
mantenimiento e inversión comprometidas en los pliegos de 
concesión. 

El gobierno de Néstor Kirchner, a través de Ricardo Jaime, 
prometió mejorar el sistema. “Queremos que el servicio mejore día 
a día, la gente no puede seguir viajando así. Nosotros no queremos 
que sigan ocurriendo accidentes”, dijo el entonces flamante 
secretario de Transporte. 

A pesar de que aumentaron las inversiones y los subsidios, casi 
nada se modificó. El servicio ferroviario fue de mal en peor. Por la 
pésima administración empresaria el gobierno anuló dos 
concesiones: las del San Martín y el Roca. En mayo de 2007 el 
Ejecutivo anunció que enviaría al Congreso un proyecto de ley que 
delineaba un nuevo modelo ferroviario. “Queremos llevar a los 
ferrocarriles argentinos al nivel de los mejores del mundo”, anunció 
el ministro de Planificación Julio De Vido. A las promesas las 
arrolla el tren de la realidad. 


4. UN DELIRIO POSIBLE 


El anuncio de la construcción de un tren de alta velocidad que 
uniría Buenos Aires, Rosario y Córdoba en el contexto de un sistema 
ferroviario destruido parecía un chiste. Algo así como proponer la 
construcción de un edificio de lujo en mitad de una villa miseria. 
Pero ¿era tan loco licitar un tren bala para unir a las tres ciudades 
más importantes del país? 

El nivel de canibalismo de la política argentina hace difícil hasta 
cambiar el uso horario. Una decisión administrativa menor en 
cualquier país, en la Argentina inicia una batalla a muerte. No 
importa quién gobierne. Lo sufren todos los oficialismos. La idea del 
tren bala sonaba especialmente odiosa a pesar de que contaba con 
el financiamiento necesario para su realización. 

Como viajo habitualmente a Rosario, mi opinión estaba teñida 
de interés personal. Después de haber viajado en los trenes de alta 
velocidad de Europa, el ave argento no me parecía una mala 
iniciativa, en especial si la financiación estaba garantizada. Se 
aseguraba que el tren de pasajeros uniría la capital con Rosario en 
ochenta minutos, y que en tres horas alcanzaría Córdoba. El 
beneficio excedía a los de los circunstanciales pasajeros: un tren así 
lograría descomprimir una autovía plagada de autos, ómnibus y, en 
especial, camiones. 

La preadjudicación se produjo el 25 de junio de 2007 en la Bolsa 
de Comercio de Rosario, con la presencia de Thibault Desterac, 
presidente de la firma Alstom, una de las encargadas del proyecto. 
“Para muchos es una obra faraónica. Puede ser cara, pero, si no 
hacemos estas obras que el país necesita, la Argentina se va a 
chocar a sí misma”, dijo Néstor Kirchner. 

El 15 de enero de 2008 la presidenta anunció en Casa Rosada la 
adjudicación y afirmó que el tren de alta velocidad comenzaría a 


rodar en tres años. Su costo, mil trescientos veinte millones de 
dólares. La obra prometía generar cinco mil puestos de trabajo 
directo y veinte mil indirectos, y estaría a cargo de un consorcio 
llamado Veloxia integrado por la francesa Alstom, el grupo español 
Isolux y la argentina IECSA de Ángelo Calcaterra, sobrino de Franco 
Macri. 

Cinco años después de aquel anuncio, en la Secretaría de 
Transporte dicen que el proyecto era una “fantasía” y que está 
suspendido hasta nuevo aviso. Mientras tanto, el gobierno del Brasil 
licitó la construcción del primer tren de alta velocidad del 
continente. Unirá San Pablo con Río de Janeiro y estará terminado 
en 2022. No hubo demasiado debate. Nadie usó como argumento en 
contra de esta iniciativa a los cuarenta millones de pobres 
brasileños ni el déficit en el transporte. Para el gobierno el 
emprendimiento era útil y contaba con financiación para ejecutarse. 
Será, seguramente, “O trem mais rápido do mundo”. 


5. PLATA DULCE 


El sistema ferroviario transportó setecientos quince millones de 
personas en 2010. El subte traslada unos trescientos millones de 
pasajeros por año. El transporte de cargas arroja un dato revelador: 
de los cuatrocientos veinte millones de toneladas de cereales que se 
transportan cada año, solo veintitrés millones viajan en vagones de 
tren. El resto viaja en camiones. 

El Estado aportó veinte mil millones de pesos a los ferrocarriles 
desde 2003 hasta 2011. De esa cifra, dieciséis mil quinientos 
millones representan subsidios a las tarifas. Los tres mil quinientos 
millones restantes se usaron en la reparación de vías, material 
rodante e infraestructura. 

La política de transporte en la última década se reduce a la 
distribución de subsidios con el fin de mantener la tarifa a bajo 
costo. En lenguaje oficial: llámase subsidio a toda transferencia 
monetaria del gobierno nacional destinada a financiar el gasto 
operativo de los prestatarios. En principio, el objetivo de esa 
práctica generalizada era que los millones de afectados por la crisis 
de 2001 pudieran seguir utilizando el transporte público. La idea 
era razonable. Cabe recordar que la cifra de desocupados rondaba el 
veinticinco por ciento. Es difícil encontrar lugares en el mundo 
donde el transporte sea tan accesible. El problema es que una 
solución coyuntural, como casi todo en la Argentina, se transformó 
en política permanente. 

Un documento del área de Desarrollo Económico del Centro de 
Implementación de Políticas Públicas para el Crecimiento (Cippec) 
elaborado por Lucio Castro y Paula Szenkman, basado en datos 
oficiales, revela que el peso de los subsidios en los ingresos de las 
empresas prestatarias ascendió del siete al setenta y siete por ciento 
en 2010, mientras que la recaudación por tarifas cayó del noventa y 


tres al veintitrés por ciento en ocho años. 

El crecimiento del gasto en subsidios al transporte se multiplicó 
por cuatro durante los gobiernos de Néstor y Cristina Kirchner. 
Según diversas fuentes oficiales, esos subsidios alcanzaron los 
diecisiete mil millones de pesos en 2011. En el transporte 
automotor, los subsidios por pasajero crecieron treinta veces en 
ocho años. 

La tarifa pasó a ser testimonial. Al empresario no le importa 
cobrarla, al pasajero le da lo mismo pagarla. Nadie controla. Todo 
es igual, nada es mejor, como reza el tango. “¿Por qué el Estado 
tiene que subsidiar al pasajero?”, suele preguntar el delegado del 
ferrocarril Sarmiento Rubén Sobrero. “En el ferrocarril, acá y en el 
mundo, la empresa se autofinancia cuando transporta carga y 
pasajeros porque el transporte de carga subsidia al pasajero. Lo que 
deja ganancia es la carga, y para eso hay que recuperar por lo 
menos el ochenta por ciento de la carga que hoy transportan los 
camiones”. 

La situación es similar en el transporte de colectivos. Según la 
Corporación Andina de Fomento (CAF, 2011), el transporte de 
colectivos del Área Metropolitana de Buenos Aires (AMBA) recibe 
los subsidios más elevados de América Latina. En San Pablo solo 
explican el diecisiete por ciento de los ingresos de las empresas; en 
Capital Federal y Gran Buenos Aires representan alrededor del 
setenta por ciento. Estos subsidios benefician a los porteños en 
desmedro de los habitantes de las provincias. En el AMBA ronda los 
quinientos pesos por habitante, cuando en algunas provincias del 
Noroeste argentino (NOA) es de cien, en el interior de la provincia 
de Buenos Aires alcanza apenas los sesenta pesos por habitante y en 
el resto de las provincias promedia los cincuenta pesos. 

Un trabajo publicado por el diario La Nación en 2011 en base a 
datos de la Secretaría de Transporte indica que operan en la Ciudad 
de Buenos Aires noventa empresas que controlan ciento treinta y 
cinco líneas, y una flota total de nueve mil quinientos colectivos. 
Entre 2002 y 2011 el Estado destinó a los colectivos urbanos - 
Capital y Gran Buenos Aires- alrededor de treinta y cuatro mil 
millones de pesos, unos diez millones por día. El subsidio diario por 
unidad ronda los mil doscientos pesos, o 23.367 cada mes, a los que 
debe sumarse tres mil cuatrocientos diez litros de gasoil, en 


promedio, por colectivo. Sin el subsidio, calculado a junio de 2012, 
el boleto costaría 3,75. Es decir que se subsidian 2,50 por boleto. 

Según Alberto Muller, uno de los principales expertos en temas 
vinculados con el transporte, director del Centro de Estudios de la 
Situación y Perspectiva de la Argentina (CESPA) de la Facultad de 
Ciencias Económicas y autor del trabajo “Regulación del 
Autotransporte público de Pasajeros, cuestiones teóricas y 
experiencias” -en proceso de publicación-, la cifra es menor aunque 
sigue siendo considerable: según datos de 2009, el subsidio es de 
1,77 pesos por cada boleto en el área metropolitana. Jujuy recibe 
0,84 por pasajero, es decir que se observa una diferencia de más del 
doble entre la jurisdicción más subsidiada y la provincia que menos 
recibe. 

Las consecuencias son evidentes. Mientras en la CABA el valor 
del boleto es de 1,25 peso, cuesta en Salta 1,50, en Rosario 1,90 y 
2,50 en ciudad de Córdoba. De todas formas, el análisis de las 
subvenciones nacionales en relación con la tarifa no admite 
reflexiones lineales, ya que cada jurisdicción recibe además 
subsidios de diversos niveles de gobierno, no solamente del Estado 
nacional. Por esa razón Córdoba exhibe una tarifa más alta que 
Rosario, pese a que recibe a nivel provincial un subsidio por 
pasajero de 2,06 pesos, mientras Santa Fe hace lo propio con 1,94 
pesos por pasajero. 

Para colmo de males esta política de subsidios no abona la 
justicia social. Un estudio del Banco Mundial revela que entre 2002 
y 2006 los subsidios al transporte de pasajeros beneficiaron más a 
los hogares de ingresos medios que a los de menos recursos. 

Estos argumentos fueron presentados por el gobierno nacional 
en su intento de ajustar tarifas en colectivos y trenes. Darles un 
valor más racional a los precios de pasajes y analizar con más rigor 
la estructura de costos de cada empresa que presta servicios era 
parte de lo que la presidenta llamó “sintonía fina”. La tragedia de 
Once borró el intento, y todo quedó igual en los ferrocarriles. Hubo 
ajustes en el transporte automotor a partir de la transferencia de 
subsidios de las empresas a los usuarios en el AMBA con la 
implementación de la tarjeta sube. Los que no cuentan con ese 
medio de pago deben abonar la tarifa plena. 


6. EL QUE AVISA NO ES 
TRAIDOR 


Como se señaló más arriba, en 2004 el gobierno de Néstor 
Kirchner rescindió el contrato a Transportes Metropolitanos, 
concesionaria de la línea San Martín, a partir de una sucesión de 
graves incumplimientos. En 2007 se rescindieron los contratos de 
concesión de Transportes Metropolitanos en las líneas Roca y 
Belgrano Sur por la misma razón. Las líneas pasaron a ser operadas 
por la Unidad de Gestión Operativa Ferroviaria de Emergencia 
(UGOFE), compuesta por el resto de las concesionarias: Metrovías, 
Ferrovías (Grupo Gabriel Romero, Emepa) y Trenes de Buenos Aires 
(TBA). Esta última, a cargo de la concesión del Sarmiento, tuvo más 
suerte, pues logró seguir operando el servicio hasta el accidente de 
Once. Luego de la tragedia también pasó a depender de la UGOFE. 

Un informe de la Auditoría General de la Nación (AGN) sobre 
TBA elaborado en febrero de 2012 enumera las promesas 
incumplidas, las fallas contractuales, las modificaciones sucesivas 
del acuerdo con el Estado y las falencias estructurales en los 
servicios. El cincuenta por ciento de los descarrilamientos 
denunciados en 2008 y el sesenta y uno por ciento de los 
denunciados en 2009 en la línea Sarmiento fueron consecuencia de 
defectos del material rodante o en la infraestructura de vías. En la 
línea Mitre el porcentaje fue del noventa y uno y del noventa y tres 
por ciento respectivamente. 

El informe de la AGN señala que la Comisión Nacional de 
Regulación del Transporte (CNRT) expresó que las tareas de 
mantenimiento no se realizan o se realizan deficientemente. La 
calidad de las vías continúa deteriorándose sin que el concesionario 
revierta la situación, aunque fue alertado en reiteradas 


oportunidades. Señala además la falta de ejecución de rutinas de 
mantenimiento del material rodante, con consecuencias directas en 
la estabilidad del sistema. Puntualiza: incumplimiento en la 
reparación de elementos sensibles a la seguridad como los bogies, el 
reperfilado y control de las ruedas, el control por ultrasonido de 
ejes, la revisión y el recambio de elementos desgastados o faltantes 
de suspensión y de frenos, también el control y la reparación de 
piezas de acople. 

Durante los últimos años, el poder de policía del Estado fue más 
formal que fáctico. Por acción u omisión, los funcionarios 
contribuyeron a mantener en el tiempo una situación calamitosa. 
Las multas a los concesionarios casi nunca se pagan o son menos 
onerosas que las inversiones requeridas para mejorar el sistema. 

Más allá de la eventual responsabilidad del maquinista en el 
terrible accidente de Once, está claro que a esa formación la 
conducía más gente. 


7. LA CULPA NO ES DEL 
CHANCHO 


La investigación judicial del accidente de Once señala culpas 
concurrentes. Más allá de “la verdad de los hechos”, siempre 
inasible, el concepto es certero solo de manera parcial. Para que se 
produzca una catástrofe -Cromañón es un ejemplo- debe 
concatenarse una serie de hechos: un local con sus salidas de 
emergencias cerradas, mucho más público que el permitido, 
corrupción policial, falta de controles municipales, 
irresponsabilidad de músicos y dueños del lugar, material 
inflamable en los techos y un chico que enciende la bengala que 
provoca el incendio. Ahora bien, es importante entender que las 
culpas concurrentes no determinan similares responsabilidades. En 
el caso de Once, a las fallas del maquinista se debe sumar el 
material obsoleto y, fundamentalmente, la falta de inversiones del 
concesionario y la ausencia de controles por parte del Estado. 

En el sistema ferroviario argentino, basado en concesiones, la 
responsabilidad de gestión, control y compra de infraestructura 
corresponde al Estado, y la prestación del servicio, a la empresa 
privada. Según el informe “Un transporte para la equidad y el 
crecimiento”, este sistema de organización “es dudoso para la 
Argentina, ya que requiere una coordinación compleja entre actores 
que exige una importante capacidad regulatoria y aleja al 
responsable de la infraestructura de los usuarios del servicio”. 

La CNRT es el órgano del Estado responsable de controlar a las 
empresas privadas que explotan el servicio. En el caso del tren 
Sarmiento, a TBA. Entre las funciones específicas de la CNRT se 
encuentran: controlar la cantidad y la calidad de la oferta de 
servicios; fiscalizar la ejecución de los programas de mantenimiento 


de estaciones y coches; controlar el cumplimiento del Programa de 
Inversiones acordado en los contratos de concesión y vigilar el 
cumplimiento de las normas de seguridad ferroviaria. 

La Asociación Civil por la Igualdad y la Justicia (ACIJ) señaló 
que “desde hace más de diez años la estructura institucional de la 
CNRT permanece desintegrada. Ha sido intervenida y lleva todo ese 
tiempo sin contar con un directorio en funciones”, y agrega que “las 
quejas [...] realizadas por los usuarios del servicio no suelen ser 
tomadas en cuenta para redefinir la programación de las 
inspecciones”. 

En reiteradas oportunidades la AGN apuntó las fallas de los 
concesionarios, pero también la inexistencia de controles: “En todos 
los casos, los hallazgos sobre los reiterados incumplimientos 
contractuales por parte del concesionario son alarmantes. Pero 
también lo es la pasividad de los órganos de control -sobre todo la 
CNRT y la Secretaría de Transporte- ante las infracciones de la 
empresa”. Tampoco debe olvidarse la inacción de la Comisión de 
Transporte del Congreso Nacional, que nunca fue conformada en 
Diputados. 

El paisaje por el que circulaba la formación 3772 anunciaba la 
posibilidad de una tragedia. 


8. ¿QUÉ TE PASÓ, JOSÉ? 


José Pedraza es una metáfora dolorosa de una manera argentina 
de entender el sindicalismo. Como muchos, en la época de gloria 
del ferrocarril, siguió los pasos de su padre. Su hogar en Córdoba 
era humilde. Alguna vez confesó que llegó a pasar hambre. En 
1960, cuando todavía era un pibe, ingresó al ferrocarril Belgrano 
como obrero. Se acercó al marxismo pero al poco tiempo su 
ideología viró de la izquierda ortodoxa al peronismo. Como 
dirigente sindical ingresó a la CGT de los Argentinos. Fue 
encarcelado por su militancia. Durante la dictadura participó de los 
paros contra el gobierno ilegítimo. 

En los años ochenta se sumó al Grupo de los 25 que enfrentó a 
la ortodoxia peronista encarnada en Lorenzo Miguel y Herminio 
Iglesias. En 1985 ganó las elecciones y se convirtió en secretario 
general de su gremio. En los noventa fue seducido por Carlos 
Menem y apoyó el proceso de privatizaciones que destruyó el 
ferrocarril. Está casado en segundas nupcias con Graciela Isabel 
Coria, quien presidió el Belgrano Cargas, un ramal concesionado a 
privados donde Pedraza ejercía una influencia decisiva. En 1996 
reasumió la Secretaría General de la Unión Ferroviaria. Un dato no 
menor: Pedraza siempre contó con el aval electoral de los 
trabajadores de su gremio. En 2006 fue procesado y sus bienes, 
embargados por desvío de fondos de su sindicato. Esa denuncia no 
afectó su conducción sindical. 

El 22 de febrero de 2011 fue detenido en su departamento de 
Puerto Madero acusado de ser uno de los instigadores del asesinato 
de Mariano Ferreyra. El joven militante del Partido Obrero fue 
asesinado el 20 de octubre del 2010 durante el ataque de una 
patota de ferroviarios y barrabravas a un grupo de trabajadores y 
militantes de izquierda que pretendían cortar las vías. Reclamaban 


que la línea Roca los pasara a la nómina de planta permanente. La 
hipótesis judicial indica que los atacantes actuaron “en defensa de 
sus negocios”. En este caso, de las empresas tercerizadas que 
prestan servicios a las concesionarias. Algunas de esas firmas están 
manejadas por miembros de la Unión Ferroviaria y familiares de 
Pedraza. Otras tienen relación con las empresas que prestan el 
servicio. 

Para Rubén Sobrero, delegado del ferrocarril Sarmiento, “existe 
un triángulo de corrupción entre los empresarios, los gremios y 
funcionarios de Transporte como Antonio Luna, subsecretario de 
Transporte Ferroviario desde hace ocho años” -también está 
procesado por el asesinato de Ferreyra-, y agrega: “El asesinato de 
Mariano fue un hecho político y económico porque estaban 
defendiendo los intereses del gremio que avalaba las tercerizaciones 
para que la plata les entre directamente a ellos. Hay tercerizadas de 
seguridad, de limpieza, de vías y obras. Pedraza era empresario. 
Unión Mercosur es una de sus empresas”. 

En el mismo sentido el diputado porteño del Bloque Proyecto 
Sur, Rafael Gentili, presentó el informe “Los negocios de UGOFE SA. 
El vaciamiento de los ferrocarriles metropolitanos”, que revela que 
“la empresa que opera de forma directa la totalidad de las líneas 
ferroviarias metropolitanas, con excepción del Urquiza y el 
Belgrano Norte, contrata a una amplia red de proveedores 
pertenecientes a los accionistas de la misma compañía. Dicho 
esquema se presenta como una fuente de importante aumento de 
costos y fuga de ganancias hacia empresas relacionadas, todo ello 
convalidado por el Estado”. 

Además del líder de la Unión Ferroviaria hay otros nueve 
acusados, entre ellos el segundo del gremio, Juan Carlos “El 
Gallego” Fernández; el barrabrava Cristian “Harry” Favale, supuesto 
autor material del crimen; los delegados gremiales Pablo Díaz; el 
barrabrava Gabriel Gustavo “El Payaso” Sánchez, y los trabajadores 
ferroviarios Juan Carlos Pérez, Salvador Pipito, Jorge González y 
Guillermo Armando Uño. La Cámara Federal avaló lo actuado por la 
jueza Wilma López, y validó la prueba que señala que la cúpula 
sindical estaba al tanto, vía telefónica, de lo que ocurría en el lugar 
de los hechos. También se investiga el rol de la policía, a la que se 
acusa de haber liberado la zona para la agresión a los 


manifestantes. 

La historia de Pedraza es tan dolorosa como elocuente. De un 
hogar humilde de Córdoba a un departamento lujoso en Puerto 
Madero; de peón ferroviario a empresario de los ferrocarriles; de 
defensor de los ferrocarriles a artífice de su destrucción; de marxista 
a menemista; de la lucha sindical a los negocios. 

¿Qué te pasó, José? 


9. EN VÍA MUERTA 


El 23 de septiembre de 2011 los presidentes del Uruguay y la 
Argentina inauguraron juntos el servicio ferroviario que acercaría 
Buenos Aires y Montevideo. Con su habitual simpleza José “Pepe” 
Mujica calificó el hecho como un “pasito” en la integración de los 
dos pueblos; con más entusiasmo Cristina Kirchner habló de 
“pasote”. No fue ni lo uno ni lo otro. 

Mario Trejo no dejaba de recordarles a los periodistas más 
jóvenes que se le acercaban con ganas de aprender, una premisa de 
oro: “Titular es vender”. Esta idea, explicaba, se aplica al 
periodismo, pero también a cualquier artefacto literario. Tal vez con 
esa premisa bautizaron “Tren de los Pueblos Libres” al ferrocarril 
que uniría el Uruguay con la Argentina, después de treinta y seis 
años sin conexión ferroviaria. Lo cierto es que, un año después de 
su inauguración, los pueblos, más que libres, están varados. El 
servicio duró apenas ocho meses. 

El viaje inaugural llegó únicamente hasta la ciudad uruguaya de 
Salto, porque no contaba con habilitación del Ministerio de 
Transporte del Uruguay para operar en ese país. Parece un chiste 
pero no lo es. La concesionaria argentina TBA habló de “problemas 
administrativos”. Del otro lado del río debía hacerse cargo la 
Administración de Ferrocarriles del Estado (AFE), pero la autoridad 
uruguaya no autorizó el servicio por el estado de las vías. 

El servicio inició su recorrido completo el 30 de septiembre de 
2011, aunque completó ese tramo solo cinco veces. La idea original 
era que cubriera los ochocientos trece kilómetros que separan Pilar 
de Paso de los Toros; luego la distancia se acortó hasta Paysandú, y 
a comienzos de 2012 se limitó a unir las estaciones de Pilar y Salto, 
sobre el río Uruguay. El servicio diario prometido nunca funcionó, y 
tampoco pudo establecerse la conexión entre la Estación Federico 


Lacroze -en Buenos Aires- y Montevideo. 

Desde que el gobierno anuló la concesión a TBA luego de la 
tragedia de Once, la formación “artiguista”, como la llamó Mujica, 
está varada en Pilar, a la intemperie y con sus vagones a merced del 
vandalismo. 

Otra historia no menos triste cuenta que en diciembre de 2011 
el gobierno correntino, a pedido de la Secretaría de Transporte - 
estaba a cargo de Juan Pablo Schiavi- decidió quitarle a la empresa 
Trenes Especiales Argentinos (TEA) la concesión de El Gran 
Capitán, el tren que unía Posadas con Buenos Aires y al que muchos 
llamaban “el tren de los pobres”. El servicio de tea no era óptimo, 
pero cada semana cumplía con el traslado de cientos de personas. 
Entre ellos, muchos inmigrantes paraguayos que luego pasaban de 
Misiones a su país. Hubo protestas de los pasajeros y pedidos de 
informes de varios legisladores. 

La concesión fue entregada de inmediato a TBA, cuyas dos 
primeras acciones fueron el aumento del ochenta y tres por ciento 
del precio del pasaje y la reducción, a la mitad, de la frecuencia del 
servicio. También cambió el lugar de partida: de la Estación 
Federico Lacroze a Pilar. El comunicado de la Secretaría de 
Transporte aseguraba que “el servicio que prestaba tea SA 
incumplía con el orden público en materia de seguridad ferroviaria 
sometiendo a los ciudadanos a un riesgo permanente en su 
integridad física” y que la “empresa nunca contó con la autorización 
de la Secretaría para su circulación”, que “se hizo efectiva a partir 
de la intervención del juez Carlos Soto Dávila de la provincia de 
Corrientes, que habilitó el recorrido”. El 1 de junio, una semana 
después de la caducidad de la concesión a TBA, el servicio se 
suspendió definitivamente. 

A contramano de los discursos de integración territorial y 
sudamericana, los trenes que unían Buenos Aires con el Uruguay y 
Buenos Aires con Misiones dejaron de circular. 

Trenes detenidos, vagones destruidos y pintados con grafitis 
conforman una postal argentina de la desidia. 


10. DIEZ MIL KILÓMETROS 


Analistas ferroviarios, funcionarios y sindicalistas coinciden en 
esa cifra. Para revertir la situación en la que se encuentran los 
ferrocarriles argentinos hace falta reparar o reponer alrededor de 
diez mil kilómetros de vías. Se trata de una inversión estimada en 
cuarenta y cinco mil millones de dólares. Los trabajos demorarían 
doce años, el equivalente a tres mandatos presidenciales. 

Por lo pronto, Randazzo anunció el soterramiento definitivo del 
ferrocarril Sarmiento entre las estaciones Haedo y Caballito, y obras 
por ochocientos millones de pesos para 2012. El objetivo es mejorar 
el servicio de pasajeros. Para eso se suspendieron los servicios en 
horario nocturno y se habilitaron ómnibus. El ministro aseguró que 
habría controles estrictos del plan de obras y de la gestión por parte 
de la Sindicatura General de la Nación (Sigen), la Auditoría General 
de la Nación (AGN) y la Comisión Nacional de Regulación de 
Transporte (CNRT). “La transparencia de la información será uno de 
los ejes de nuestra gestión en cuanto a inversión del Estado; nadie 
que no cumpla con su trabajo va a poder cobrar”. Un pequeño 
ladrillo de un muro que tiene el tamaño del país. 

Destruir es sencillo. Con un simple acto administrativo se puede 
cerrar un ramal o vender una empresa del Estado. Construir, en 
cambio, demanda tiempo y constancia. También recursos 
económicos, voluntad, coherencia y políticas a largo plazo con alto 
nivel de consenso. 


Alta en el cielo 
1. BOICOT Y DESPUÉS 


Cristina Kirchner señaló a quienes consideraba podían poner en 
riesgo “el modelo” y, en consecuencia, a su gobierno. Fue el lunes 
14 de noviembre de 2011, en pleno conflicto gremial en Aerolíneas 
Argentinas (AA). Nunca antes había hablado con tanta claridad y 
dramatismo para referirse a sectores del sindicalismo. Ocurrió 
durante un acto en Tierra del Fuego, y no es casual que el 
disparador del enojo presidencial haya sido la “aerolínea de 
bandera”. En ese discurso les pidió a los sindicalistas “no boicotear 
a la Argentina”. 

La referencia al boicot estaba directamente ligada al conflicto en 
Aerolíneas porque, en la cabeza de la presidenta, esa empresa, junto 
a Yacimientos Petrolíferos Fiscales (YPF), conforman una suerte de 
representación del país. Tal vez por esa razón los trabajadores de 
AA lideran el ránking de sus decepciones personales. Cristina 
Kirchner considera que su gobierno hizo un gran esfuerzo por 
rescatar a la compañía de la quiebra en 2008, y considera que “no 
es justo” que el sindicalismo aeronáutico solo le aporte 
complicaciones. 

Un día después, en Santa Fe, aprovechó una visita a plantas 
fabriles de Rosario y Las Parejas para retomar el asunto: “El 
llamado a no boicot es para todos. Para aquellos que tienen 
prácticas sindicales que son propias de hacer a otros gobiernos que 
no escuchaban los reclamos de los trabajadores y también a algunas 
empresas que solamente piensan en la especulación”. Y apuntó a los 
“que ganan formidables sumas de dinero y no las reinvierten en la 
Argentina y se las llevan afuera”. 

La relación con algunos dirigentes sindicales ya había alcanzado 


una fase terminal. Más allá de la colección de palos que Ricardo 
Cirielli, del personal técnico, y Jorge Pérez Tamayo, jefe de los 
pilotos, colocaron sistemáticamente y con inusual entusiasmo en la 
rueda gubernamental de la nueva conducción de AA, hay que decir 
que uno y otro son creaturas del kirchnerismo. Durante años 
estuvieron entre los dirigentes sindicales más mimados. Cirielli fue 
nombrado subsecretario de Transporte Aerocomercial y Pérez 
Tamayo piloteaba el avión presidencial merced a su buena relación 
con el matrimonio Kirchner. Las reiteradas peleas con el entonces 
secretario de Transporte Ricardo Jaime y con el ministro de 
Planificación Julio De Vido dejaron a Cirielli fuera del gobierno y 
en la oposición más abierta a la nueva conducción de la empresa. 
En el ámbito gremial Cirielli responde a Luis Barrionuevo. Pérez 
Tamayo reporta a Hugo Moyano. Ambos creen que una parte de la 
aerolínea nacional les pertenece. 

El conflicto se profundizó cuando la presidenta designó al frente 
de la empresa a Mariano Recalde y a un grupo de jóvenes 
profesionales enrolados en la agrupación La Cámpora. Eduardo De 
Pedro, director -actual diputado nacional- y Axel Kiciloff, 
subgerente general -actual viceministro de Economía-, formaban 
parte de la conducción. Ninguno contaba con experiencia en el área 
aerocomercial, y no tardaron en chocar con los sindicalistas. AA 
volvió a parecerse más a un botín de guerra que a una empresa 
pública que había que sanear. Si bien el origen ideológico o 
partidario de un funcionario o de un sindicalista no debería tener 
mayor relevancia si cumple con dos condiciones básicas para 
desempeñar un cargo: eficacia y honestidad, en este caso se 
convirtió en el eje central de los cuestionamientos, de un lado y del 
otro. 

Los paros de técnicos y pilotos, las medidas sorpresivas de los 
controladores aéreos son un clásico en los aeropuertos. Miles de 
personas varadas, en especial los viernes o en los días previos a 
fines de semanas largos, forman parte del paisaje cotidiano de los 
aeropuertos argentinos. En noviembre de 2011 el Ministerio de 
Trabajo pidió a la Justicia el retiro de la personería gremial a los 
técnicos aeronáuticos, y por medio de un decreto devolvió a manos 
de la Fuerza Aérea el control de las torres de tránsito aéreo. Si bien 
la medida recortó poder a Cirielli, no deja de ser un retroceso. Los 


técnicos rechazaron la medida y lograron la adhesión tanto de la 
CGT de Hugo Moyano como la de la CGT Azul y Blanca de 
Barrionuevo. En su enojo, la presidenta reveló el nivel salarial de 
los pilotos y las prebendas que recibían, como viáticos especiales y 
hospedaje en hoteles de lujo. 

No es difícil imaginar a los ex dueños españoles de Marsans, a 
cargo de AA, aliviados por la situación que dejaban atrás. Por lo 
demás, todavía sostienen contra el Estado argentino una demanda 
por mil doscientos millones de dólares por el perjuicio que, según 
dicen, les ocasionó la estatización. De lo que se llevaron, de lo que 
malversaron, de lo que desmantelaron, nunca dijeron nada. 


2. HISTORIA REPETIDA 


En julio de 2008, tras cinco años de convivir con la gestión del 
Grupo Marsans -liderada por Gonzalo Pascual y Gerardo Díaz 
Ferrán-, el gobierno nacional decidió intervenir Aerolíneas 
Argentinas e iniciar un proceso que derivó, dos meses después, en 
su nacionalización y estatización. La medida se convirtió en el 
primer choque con España, un aliado externo fundamental durante 
el gobierno de Néstor Kirchner. 

Cuando se la intervino, la situación de la empresa era caótica. El 
gobierno avanzó sobre la compañía obligado por las circunstancias. 
“Ningún empresario privado quiere invertir millones de dólares 
para garantizar las operaciones básicas de la empresa”, confesaban 
los funcionarios. En el gobierno se temía que dejara de operar. 
Valga como ejemplo, llevaba perdidos cien millones de dólares en 
seis meses y ocho aviones estaban inmovilizados porque se habían 
vencido sus contratos de leasing. Tiempo después, en la 
convocatoria de acreedores, el principal accionista de la empresa 
señaló que el pasivo de Aerolíneas Argentinas y de Austral rondaba 
los ochocientos noventa millones de dólares. 

La estatización llegó dieciocho años después de la privatización 
decidida por el presidente Carlos Menem. Un gobierno peronista, 
nuevamente, revertía una decisión tomada por un gobierno 
peronista. Después de pasar por las manos de la española Iberia, de 
American Airlines, del Estado español a través de la Sociedad 
Estatal de Participaciones Industriales (SEPD, y en los últimos años, 
del Grupo Marsans, la empresa era una caricatura de lo que había 
sido en sus tiempos de gloria. 

El 3 de septiembre de 2008 el Congreso aprobó la ley 26.412, de 
rescate de la aerolínea de bandera. Esa ley cedió el diez por ciento 
del paquete accionario a los empleados a través del Programa de 


Propiedad Participada y dio intervención a la Auditoría General de 
la Nación (AGN) para que ejerciera su poder de control. La ley 
26.466, aprobada en diciembre, completó la transición: declaró “de 
utilidad pública y sujetas a expropiación las acciones” de AA, 
Austral y sus empresas controladas. La decisión contó con el apoyo 
crítico de gran parte de la oposición política, desde el radicalismo 
hasta la centroizquierda. 

Según el informe que la AGN presentó en el Congreso en marzo 
de 2012, la situación cuando se concretó la estatización era la 
siguiente: “El desastre financiero se traslada al terreno operacional, 
ya que la empresa estaba en condiciones extremas, con aviones 
antiguos, muchos de ellos parados en hangares por falta de 
repuestos y mantenimiento, contratos de leasing onerosos, 
compromisos de compra de nuevas aeronaves sin ratificar, entre 
otras dificultades visibles. El Grupo empresario subsistió solo por 
asistencia financiera del Tesoro Nacional, que fue siguiendo un 
ritmo creciente, lo que permite advertir además que la nueva 
administración no ha dado con un rumbo correcto para corregir el 
desastre de gestión. Esa enorme asistencia financiera que viene 
recibiendo el Grupo económico Aerolíneas Argentinas y Austral, 
mediante transferencias de fondos para hacer frente a las 
erogaciones corrientes a partir del 10 de julio de 2008 [cuando el 
Estado asumió la administración], ascendía, a solo luego de seis 
meses de gestión estatal, a 932 millones de pesos, de los que 77 por 
ciento se destinaron a Aerolíneas Argentinas y 23 por ciento, al 
resto de las firmas del Grupo”. 

La AGN también señaló: “Desde que se completó el proceso de 
expropiación de Aerolíneas Argentinas y Austral, este grupo de 
empresas públicas no ha presentado balances contables auditados 
en los cuales se detallen los movimientos de fondos. Hasta el 
momento, solo ha dado cuenta de informes de gestión que reporta 
en su sitio web a modo de informativo”. 


3. NÚMEROS PARA TODOS 
LOS GUSTOS 


Según el mismo informe de la AGN, al 31 de octubre de 2011 el 
total de transferencias del Estado nacional al Grupo alcanzó los 
siete mil novecientos millones de pesos, más otros doscientos 
millones para la compra de aeronaves. 

Una nota publicada el 12 de marzo de 2012 en Clarín, firmada 
por Luis Ceriotto, en base a datos de la Asociación de Presupuesto y 
Administración Financiera Pública (ASAP), decía: “Entre julio de 
2008 y diciembre de 2011, el Gobierno desembolsó 2.439 millones 
de dólares para hacerse cargo de Aerolíneas Argentinas. De todo el 
presupuesto, únicamente se destinó a la compra de aviones el 10 
por ciento, mientras que lo sobrante se utilizó para financiar el 
déficit operativo de la compañía, que costaba al gobierno argentino 
unos 2,2 millones de dólares diarios”. 

Según una información publicada por La Nación a fines de 
diciembre de 2011, firmada por Diego Cabot, durante ese año 
Aerolíneas recibió setecientos cincuenta y siete millones de dólares, 
casi 2,07 millones diarios. De esa suma, noventa y cuatro millones 
fueron destinados al pago de la adquisición de aviones nuevos y al 
aumento de personal. En los doce meses de 2011, la empresa pasó 
de cincuenta y siete a ochenta y una aeronaves operativas, y 
expandió 11,5 por ciento su plantilla de personal. Los empleados 
llegaron a 9.612, el récord de los últimos tres años. 

Desde el gobierno, en tanto, se celebró la compra de aviones 
Embraer 190 para los vuelos de Austral y, en el caso de Aerolíneas, 
la adquisición de Airbus A-340 para suplir la desprogramación de 
los Jumbo Boeing 747, después de treinta y tres años. La renovación 
y la ampliación de las flotas fue anunciada como parte de la 


búsqueda de un mayor rendimiento operativo. 

Un estudio de febrero de 2011 de la Asociación Argentina de 
Derecho del Turismo (Aadetur) arroja que Aerolíneas recuperó, 
desde su estatización, el cincuenta y tres por ciento de los pasajeros 
que había perdido durante la gestión de Marsans. Todos ellos 
habían abandonado AA y Austral durante 2007 y 2008, cuando la 
tasa de puntualidad promediaba el diecisiete por ciento, y se 
cancelaba el veintiuno por ciento de los despegues. 

Sin embargo un año después, en febrero de 2012, La Nación 
afirmaba -en base a datos que la empresa otorgó tras un pedido de 
acceso a la información- que Aerolíneas Argentinas había cerrado el 
año con una caída en la cantidad de pasajeros, por primera vez 
desde que había vuelto a manos del Estado. Durante 2011 
transportó 6.017.886 viajeros, 5,97 por ciento menos respecto a lo 
informado en 2010. 

La compañía afirma que en 2011 superó su récord de horas 
voladas durante un año: un total de 167.383,69 horas block. La 
mejor marca anterior era del año 2005, con 165.869 horas. En 
diciembre de 2011 alcanzó un cumplimiento del cronograma de 
salida de vuelos superior al noventa y nueve por ciento del total de 
las frecuencias. 

En febrero de 2012 Recalde declaró que se sentía “muy 
orgulloso de nuestra línea de bandera recuperada”. Reivindicó la 
compra de cuarenta y nueve aviones -entre ellos varios Embraer 
E-190-, y dijo que Aerolíneas es dueña de la flota más nueva de 
Latinoamérica. Se incorporaron además veintidós Boeing 737-700 
NG. Esta operación, según explicaron en la empresa, permitió 
desprogramar una cantidad de Boeing y Jumbos obsoletos para una 
flota comercial. También se compraron equipos para el 
entrenamiento de pilotos y se acondicionaron los simuladores. 

Entre los principales logros de la empresa Recalde menciona el 
establecimiento de nuevas rutas y un corredor federal que procura 
evitar el esquema radial que, para conectar dos ciudades, obligaba a 
pasar siempre por Buenos Aires. Se abandonaron además destinos 
extracontinentales no rentables y se comenzó a volar a Santiago de 
Chile con vuelos directos desde Mendoza, y a Río de Janeiro desde 
Iguazú. 

Destaca Recalde que AA volvió a ser miembro pleno de IATA 


después de diez años de suspensión, reinserción que le abre el 
acceso a la cámara de compensaciones (Clearing House) con las 
empresas aerocomerciales de todo el mundo. El presidente de la 
empresa celebró el ingreso de AA a SkyTeam, primera compañía en 
América del Sur en esa selectiva alianza “que le permite una 
conectividad mundial sin precedentes a través de los centros de 
distribución que la alianza posee en Europa, América y Asia”. 

Aerolíneas Argentinas logró el levantamiento del concurso 
preventivo después de diez años. Un paso trascendental para el 
saneamiento de la deuda y la regularización de su situación 
financiera. 

Sin embargo, desde la oposición se sigue hablando de “la mala 
gestión de La Cámpora” y de “plata tirada”. El principal punto de 
controversia no es estrictamente económico. Lo que para el 
gobierno es inversión, para los críticos de la administración estatal, 
algunos medios de comunicación y dirigentes opositores representa 
graves pérdidas para el Estado. 


4. EL LASTRE 


El principal problema que enfrentan las compañías aéreas del 
mundo es el aumento de los costos; en especial, del combustible. 
Muchas empresas optaron por fusionarse. A fines de 2011, LAN de 
Chile y TAM del Brasil se fusionaron y dieron origen a la compañía 
más grande de Latinoamérica: Latam Airlines. En Europa, British 
Airways e Iberia se fusionaron a principios de 2011. 

Para enfrentar el problema del combustible -y en el marco de la 
pelea con Repsol-YPF en febrero de 2012-, Aerolíneas denunció a 
las petroleras ante la Comisión Nacional de Defensa de la 
Competencia por vender a precios internacionales. La presidenta 
declaró públicamente que la empresa gasta quinientos millones de 
dólares anuales en combustible JP1 -para aviones-, lo que 
representa entre el treinta y el cuarenta por ciento del costo total de 
la compañía. Poco después, la Secretaría de Comercio Interior 
obligó a las petroleras a bajar el precio. La estatización de YPF 
facilitó las cosas. 

En el caso argentino, a los sucesivos aumentos en el costo de los 
combustibles, la administración de Aerolíneas Argentinas suma una 
variante vernácula: la alta conflictividad gremial. Propiciada, 
además, por la coexistencia de siete sindicatos. 

En noviembre de 2011, cuando arreciaban las críticas a la 
gestión de Recalde, la presidenta de la Nación acudió en su ayuda. 
Aprovechó la inauguración de un hangar en Aeroparque para el 
servicio técnico de la nueva flota de Embraer -los talleres de Austral 
desaparecieron durante las gestiones privadas de los años noventa-. 
Luego de felicitar a la conducción de la empresa por el aumento de 
las frecuencias de vuelo, señaló: “A ese señor que está sentado ahí, 
que se llama Mariano Recalde, no lo puso el Espíritu Santo, lo 
nombró esta presidenta”, y agregó: “Solo les pido que trabajen para 


que la empresa sea lo que me dijeron todos ustedes [los dirigentes 
sindicales] aquel 21 de julio de 2008 en Casa de Gobierno: AA 
somos todos, y no AA son algunos”. 


CAPÍTULO VII 
Diez años de ekonomía 
1. NÉSTOR, EL ALMACENERO 


A Néstor Kirchner lo acusaban de manejar la economía como un 
almacenero. Lejos de molestarse, el patagónico reivindicaba esa 
comparación. Siempre lo obsesionaron los números. Tenía además 
una idea clara: para hacer política se necesita dinero. Así amasó una 
fortuna personal. Basta ver sus declaraciones juradas para 
comprender que ninguna persona con su apellido pasará penurias 
económicas. Encaraba la gestión pública con el mismo rigor que las 
finanzas familiares. Controlaba hasta el último detalle. Como 
gobernador de Santa Cruz primero, como presidente de la Nación 
después, se encargaba de monitorear las cuentas públicas 
personalmente. Desde los fondos de Santa Cruz, producto de las 
regalías petroleras, hasta las reservas del Banco Central, que 
revisaba cada noche antes de abandonar la Casa Rosada. Intervenía 
en cada una de las decisiones vinculadas a la economía. Desde las 
más insignificantes hasta las más trascendentes. Debatió hasta el 
último minuto con su ministro de Economía Roberto Lavagna los 
detalles del canje de deuda, una de las medidas que definieron su 
gobierno. Fue el ingeniero del modelo kirchnerista. Aciertos y 
errores llevan su marca indeleble. 

Desde la normalización de las instituciones democráticas, 
Kirchner fue el presidente que mejor comprendió hasta qué punto la 
situación económica determina la supervivencia de la política. En 
los últimos veinte años, la mayoría de los presidentes 
latinoamericanos que se vieron obligados a dejar el poder lo hizo 
impulsada por revueltas populares originadas en crisis 


socioeconómicas. De esta lista hay que excluir a Manuel Zelaya y a 
Fernando Lugo, los mandatarios de Honduras y el Paraguay, 
destituidos por golpes cívico-militares en 2009 y 2011 
respectivamente. Por esa razón y, en especial, por la magra cosecha 
de votos obtenida en la elección de 2003 que lo convirtió en primer 
mandatario, Kirchner nunca estuvo dispuesto a soltar el verdadero 
timón del barco. 

Eduardo Levy Yeyati, profesor de Economía y Finanzas en la 
Escuela de Negocios de la Universidad Torcuato Di Tella y de la 
facultad de Ciencias Económicas de la Universidad de Buenos Aires, 
ex asesor financiero del Banco Mundial y economista jefe del Banco 
Central en 2002, explica en su libro La resurrección la importancia 
de la economía para un país: “La economía, estúpido”, leía el 
segundo de los tres mensajes que James Carville dejó en el centro 
de campaña de Clinton en Little Rock. Desde entonces, ligeramente 
cambiada, la frase se convirtió en slogan y síntesis de un saber 
convencional: la economía -el crecimiento y sus dividendos en 
términos de creación de empleo y disminución de la pobreza- es 
una fuente privilegiada de capital político. No es novedad que, más 
allá de sus cualidades individuales, los políticos son imbatibles en la 
bonanza e invotables en las crisis. Sin desmerecer las sesudas 
lucubraciones de encuestadores y politólogos antes y después de 
cada campaña, lo cierto es que los gobiernos suelen ser bendecidos 
como reformadores modélicos en la abundancia y descartados como 
errores históricos en la escasez. Prueba de ello es el hecho de que 
pocos políticos sobreviven a una crisis”. 

El profesor Levy Yeyati, director de la consultora Elypsis, va más 
allá. Asegura que la coyuntura económica puede incidir en la 
sensibilidad de los votantes incluso más que las acusaciones de 
corrupción. Basta recordar el segundo triunfo de Carlos Menem, 
cuando renovó su mandato presidencial con el cincuenta por ciento 
de los votos en 1995 mientras arreciaban las denuncias por 
corrupción sobre su gobierno, o la importancia de la situación 
económica en la campaña electoral de la Alianza que lo desplazó 
del poder en 1999. 

El bienestar económico de un país es decisivo a la hora de 
sostener un proyecto político. Si quien gobierna pretende incidir 
sobre la realidad, las variables económicas tienen que estar bajo 


control. Por esa razón Néstor Kirchner no se inmutaba ante las 
chicanas de sus adversarios mientras revisaba obsesivamente los 
números, birome Bic azul en mano en lugar del lápiz detrás de la 
oreja como los almaceneros de barrio. 


2. LA HERENCIA DE DUHALDE 


En 2003 el objetivo político del entonces presidente interino 
Eduardo Duhalde era impedir que Carlos Menem desembarcara por 
tercera ocasión en la Casa Rosada. En función de ese propósito trazó 
una estrategia precisa: primero logró trasladar la interna del Partido 
Justicialista a la elección general, y luego salió a buscar un 
candidato con posibilidades de triunfo. Sabía que, a pesar de la 
altísima imagen negativa del riojano, en una interna tradicional 
Menem obtendría la candidatura del peronismo. Primero fue por 
Carlos Reutemann y José Manuel de la Sota, pero ante la negativa 
de ambos se decidió por Néstor Kirchner. El gobernador de Santa 
Cruz era casi un desconocido para la mayoría del electorado y no 
despegaba en las encuestas. Para reforzar su candidatura Duhalde le 
sugirió que ratificara al ministro de Economía, Roberto Lavagna, en 
el cargo desde abril de 2002. Se trataba de un peronista con perfil 
técnico, bien considerado por una población que le reconocía la 
salida del corralito. Mantener a Lavagna como ministro era una 
forma de otorgar previsibilidad a la eventual gestión del 
patagónico. 

Después de ocupar el segundo lugar en primera vuelta y luego 
de la deserción de Menem para el balotaje, Kirchner se convirtió en 
presidente con apenas el veintidós por ciento de los votos. El 25 de 
mayo de 2003 le tomó juramento a Roberto Lavagna. Más allá de la 
desconfianza inicial, conformaron una sociedad eficaz. El país 
todavía se debatía en una crisis profunda. Continuaron con la 
política inaugurada en 2002, que implicaba, en el plano local, la 
recuperación del mercado interno, incentivos al consumo y la 
recomposición del aparato productivo, arrasado en los años 
noventa. El andamiaje se sostendría en un crítico aumento de las 
exportaciones y en una osada política de desendeudamiento. 


Las principales críticas que recibió la dupla Kirchner-Lavagna 
apuntan a la subestimación del presupuesto. Se los acusa de 
proyectar incrementos inferiores del PBI y una menor recaudación 
tributaria, rubros que luego generaron altos excedentes de recursos 
que la Casa Rosada gastó o distribuyó discrecionalmente por medio 
de decretos de necesidad y urgencia. Esa política se extiende hasta 
la actualidad. Lavagna responde que en los primeros años se 
manejaron con prudencia, que peor habría sido pecar de optimismo 
y no contar con los recursos. Lo cierto es que durante sus años de 
gestión el PBI creció más del ocho por ciento interanual. 

Durante el período 2003-2006 el aumento de precios fue 
moderado -3,4 el primer año y seis por ciento en los dos siguientes-, 
mientras crecían a buen ritmo la economía y la creación de empleo. 
A partir de 2007 se mantuvo el alto crecimiento, no tanto el 
empleo, y se dispara la inflación, que se convertiría desde entonces 
en el karma de los Kirchner. 

El hecho económico más significativo del ministerio de Lavagna 
fue la reestructuración de la deuda argentina a principios de 2005. 
La Argentina había entrado en cesación de pagos en diciembre de 
2001. La deuda externa total alcanza los 178.000 millones de 
dólares. “Trabajé con tres presidentes: Alfonsín, Duhalde y 
Kirchner. Los dos primeros son políticos de raza. En la Casa de 
Gobierno dedicaron la mayor parte del tiempo a consolidar sus 
apoyos políticos y dejaron la gestión en manos de sus colaboradores 
de mayor confianza, dando el toque final en cada decisión. En 
cambio Kirchner interviene en todo el proceso, se interesa, 
pregunta, participa, se informa, aporta ideas y resuelve”, reconoció 
Lavagna. Discutieron mucho. El ex presidente insistía en que la 
quita debía ser sustancial. Finalmente el ministro le planteó varias 
alternativas, desde el veintiocho hasta el sesenta y cinco por ciento. 
Kirchner eligió la última opción. 

En la negociación funcionaron como el policía bueno y el policía 
malo. El rechazo de Kirchner a algunas condiciones de los 
organismos internacionales provocó que la Argentina quedara dos 
días en default, pero mejoró los resultados finales. En 2003 había 
logrado reprogramar las obligaciones con los organismos 
multilaterales -Fondo Monetario Internacional, Banco Mundial, 
Banco Interamericano de Desarrollo, entre otros-. Quedaban 81.800 


millones de dólares en títulos en manos de acreedores privados. El 
14 de enero de 2005 se lanzó oficialmente la operación de canje de 
la deuda después de treinta y ocho meses en default. A cambio de 
los títulos en mora, el gobierno argentino ofreció tres nuevos bonos. 
El nivel de aceptación de los acreedores alcanzó el 76,15 por ciento, 
es decir que se reestructuraron deudas por valor de 62.500 millones 
de dólares. Por el monto y la cantidad de títulos involucrados, los 
especialistas consideran que se trató de la operación de canje más 
importante de la historia financiera mundial. La Argentina logró 
una crucial quita nominal, alargó los plazos de pago y redujo las 
tasas de interés. También logró convertir a pesos un tercio del 
pasivo, una verdadera rareza para la deuda pública. Esa 
negociación fue motivo de estudio en la búsqueda de soluciones a la 
crisis económica que golpea a los países del Mediterráneo. En esa 
negociación se cometió un solo error destacable, aunque no tan fácil 
de prever: se habilitó un cupón anclado al crecimiento del PBI para 
“endulzar” la oferta. Los acreedores no le otorgaron mayor 
importancia en aquel momento, pero el alto crecimiento de la 
Argentina le generó al país obligaciones millonarias entre 2005 y 
2010. 

“Desechamos expresamente la posibilidad de encarar una 
efímera, cómoda y falsa reestructuración -como bien dijo el señor 
ministro de Economía- con suba de deuda, pérdida de crecimiento y 
aniquilamiento del bienestar de nuestro pueblo. La aceptabilidad de 
los mercados acompaña la realista sustentabilidad de la propuesta. 
Encaramos un muy importante esfuerzo fiscal, contamos con el 
mayor superávit primario fiscal de la Nación y las provincias en los 
últimos cincuenta años y pretendemos bajar los niveles de la deuda 
de modo que resulten compatibles con nuestra economía”, explicó 
Kirchner. 

El logro compartido no evitó la ruptura. Las diferencias se 
profundizaron en las elecciones legislativas de octubre de 2005. 
Lavagna fue desplazado, finalmente, un mes después. La excesiva 
independencia del ministro, la idea de Kirchner de contar con un 
gabinete “más homogéneo” y las diferencias políticas entre ambos 
fueron algunas de las explicaciones que se brindaron en off the 
record. Días antes Lavagna había cuestionado en el coloquio de idea 
y ante empresarios la “cartelización” de la obra pública -en buen 


romance: acuerdos espurios, según Lavagna, para obtener ganancias 
a costa del Estado-. La crítica apuntaba a Julio de Vido, el poderoso 
ministro de Planificación, con quien el ministro de Economía había 
tenido mumerosas desavenencias. Fue reemplazado por Felisa 
Miceli, entonces presidenta del Banco de la Nación Argentina. 
Desde ese día, ningún funcionario de la cartera exhibiría un perfil 
alto e independiente. Néstor Kirchner tomaba el control de la 
economía, en lo formal y en los hechos. 

Dos años después, en 2007, Lavagna presentó su candidatura 
presidencial, para competir con Cristina Fernández, al frente de la 
Concertación para una Nación Avanzada (UNA), integrada por 
peronistas no kirchneristas, radicales, desarrollistas y treinta 
partidos provinciales o locales de todo el país, además de redes 
juveniles como Generación Democrática y Equipo Nexos. Obtuvo el 
tercer lugar, detrás de Cristina Kirchner y Elisa Carrió, con 
3.290.320 votos, esto es, el 16,89 por ciento de los sufragios. En 
2008 volvieron a reunirse para organizar el PJ. Kirchner imaginaba 
una fórmula partidaria con su ex ministro, pero la idea no prosperó. 
Clarín anticipó el encuentro en una de las últimas primicias que les 
otorgó la Presidencia. Ya no volvieron a hablarse. 

Cuando el ex presidente falleció, el ex ministro lo recordó con 
elogios. No muestra en cambio la misma consideración por su 
sucesora. En pleno intento por convertirse en el referente 
económico del peronismo opositor, Lavagna lanzó en 2012 críticas 
muy duras. Insistió con que el modelo requiere superávit fiscal y 
comercial. Un balance comercial positivo -la diferencia entre 
exportaciones e importaciones- garantiza el ingreso de dólares 
genuinos. El superávit fiscal, en teoría -como sucedió hasta 2006- es 
el ahorro del Tesoro con el cual se deberían comprar los dólares -o 
buena parte de esa masa- que ingresan al país. El ex ministro señala 
que, como en los últimos años se perdió el superávit fiscal, los 
dólares que ingresan se compran con emisión de pesos del BCRA, 
agudizando así el problema estructural de la inflación. A su vez la 
alta inflación, sin que el dólar pueda acompañarla, vuelve a la 
Argentina cara en dólares y así pierde competitividad. Lavagna 
atribuye a ese estado de situación las restricciones a la demanda de 
dólares y a las importaciones. Siguiendo su razonamiento, los 
pilares del modelo, que dependen de un tipo de cambio alto y 


competitivo, se debilitan. 


3. PRONÓSTICOS 
RESERVADOS 


Desde que Néstor Kirchner asumió la Presidencia, eligió con 
mucho rigor a cada uno de sus adversarios. Con el tiempo, esa 
dinámica se convirtió en su manera de construir poder político. 
Enfrentó a la Corte Suprema nombrada por Carlos Menem y forzó la 
renuncia de sus miembros; descabezó las cúpulas militares y alentó 
los juicios a los represores, luego les tocó el turno a los economistas 
neoliberales: para Kirchner, los responsables ideológicos de las 
políticas implementadas en los noventa. El 3 de marzo de 2005, 
cuando anunció en Casa Rosada los resultados de adhesión al canje, 
los nombró uno por uno y les enrostró sus pronósticos agoreros. La 
confrontación pública también se convertiría en una marca de 
estilo. 

“Tienen que sacar enseñanza aquellos gurúes del mercado, que, 
engolados por la preeminencia del pensamiento único, bregan por 
hacernos creer que el crecimiento depende más de una tarea de 
seducción, que supuestamente representan los mercados, y no del 
esfuerzo y la responsabilidad que pongamos todos los días para 
producir más y mejor. Gurúes que fueron parte del problema, que 
responden, algunos, a lineamientos políticos e ideológicos, que 
muchas veces no dejan ver, pero que trascienden en sus 
recomendaciones y que nos llevaron o contribuyeron a llevarnos 
hacia el infierno de donde venimos. Algunos de ellos tienen su 
correlato en la vieja política y fueron funcionarios de gobiernos que 
nos endeudaron, otros simplemente son la voz de los acreedores, 
cuando no de los fondos que quisieron hacer un negocio 
especulativo con nuestro default”, señaló en un Salón Blanco 
colmado. 


Luego leyó frases y citó a los autores que habían augurado el 
fracaso de la negociación externa. “Que nadie se ofenda, pero con 
todo respeto nos permitimos ayudarlos a tener memoria”, dijo. Los 
ejemplos fueron numerosos: 

“Una política mediocre. Es mediocre, por eso el crecimiento de 
2004 será del cuatro por ciento y solo del dos por ciento en el 
2005” (Jorge Streb del Centro de Estudios Macroeconómicos de la 
Argentina, CEMA, septiembre de 2003). 

“El acreedor puede no acordar y esperar a negociar con otro 
gobierno. Mi sensación es que se está siendo demasiado inflexible. 
Diferencia entre el optimismo que hay localmente y la información 
que se obtiene cuando se habla con gente que está en el exterior” 
(Pablo Guidotti, ex secretario de Hacienda de Carlos Menem, 
CEMA, octubre de 2003). 

“La renegociación de la deuda no se hace con patoteadas, es 
muy difícil alcanzar el canje y si se mantienen todos los puntos y 
comas de la propuesta que ya se hizo y se subestimó los aspectos 
operativos del canje de la deuda. Una de las debilidades es que la 
actual oferta no tiene apoyo explícito ni del FMI ni del Grupo de los 
7” (Miguel Kiguel, ex sub Gerente de Economía y Finanzas del 
BCRA, noviembre de 2003). 

“El plan para salir del default está equivocado” (Carlos 
Melconian, jefe del Departamento de Deuda Externa del Banco 
Central en 1984, candidato a ministro de Carlos Menen en 2003, 
febrero de 2004). 

“La negociación la veo muy mal, la Argentina está replicando el 
pasado como ocurrió en el caso de la guerra de las Malvinas (Jorge 
Ávila, CEMA y ex subdirector Nacional de Investigaciones y Análisis 
Fiscal de la Secretaría de Hacienda, febrero de 2004). 

“Debiéramos ceder la cobranza de parte de los impuestos al 
comercio exterior” (Daniel Artana, fiel y ex viceministro de 
Economía de Ricardo López Murphy en 2001, febrero de 2004). 

“El presidente tiene que negociar seriamente y hasta ahora no lo 
ha hecho, de mantener esta postura no avanzamos nada. El 
gobierno tiene que mejorar la oferta porque el tema está mal 
planteado, con mala fe. La última propuesta no parece tener 
posibilidades de alcanzar los mínimos niveles de aceptación 
requeridos (Manuel Solanet, fiel, secretario de Hacienda entre 1981 


y 1982 y secretario técnico del Instituto Nacional de Planificación 
Económica entre 1977 y 1981, febrero de 2004). 

“Se encuentra lejos de los valores que estarían dispuestos a 
aceptar los acreedores y era esperable que la propuesta argentina no 
encontrara una gran respuesta en el exterior” (José Luis Espert, 
miembro de la Secretaría de Política Económica del Ministerio de 
Economía 1989-1990, julio de 2004). 

Kirchner detuvo allí su enumeración y aclaró: “Está probado que 
quienes más obstaculizan los procesos son precisamente quienes 
más buscan ganancias extraordinarias y rápidas”. Luego agradeció 
“la presencia en el acto del ex presidente de la Nación doctor 
Alfonsín aquí, que nos ayudó con la ley en el Congreso realmente en 
un gesto que lo ennoblece, un gesto que la Argentina tiene que 
empezar a rescatar y él, con toda su experiencia, lo aportó en un 
momento difícil, muy difícil, cuando seguramente tenía mucho más 
para perder políticamente que para ganar. Pero lo hizo”. 

Después de omitir mencionarlo en el acto de recuperación del 
predio de la ex ESMA -olvido que le valió el reproche de su esposa-, 
Néstor Kirchner no solo reconocía el apoyo de Raúl Alfonsín en un 
momento de festejo y revancha contra los pálpitos agoreros de la 
ortodoxia económica, sino que por primera vez se mostraba cómodo 
como una suerte de heredero de algunos planteos del alfonsinismo. 
Con esa idea organizó tiempo después, en el Salón de los Bustos de 
la Casa Rosada, un homenaje en vida al ex presidente radical. Por lo 
demás, en privado solía encontrar muchos puntos de coincidencia 
con el fundador del movimiento de Renovación y Cambio, 
fundamentalmente la fuerza de sus convicciones para desafiar a los 
poderes constituidos. 


4. LOS OTROS HOMBRES DEL 
PRESIDENTE 


Ordenado el frente externo, la situación económica atravesó sus 
mejores años entre 2005 y 2007. La demanda exterior y las nuevas 
tecnologías aplicadas a la producción primaria permitieron al país 
expandir su frontera agrícola y productiva, y ganar mercados 
externos. El ingreso de divisas y la porción de ingresos que el 
Estado obtenía vía retenciones le otorgaron al gobierno fondos 
frescos para promover políticas activas. En ese contexto asumió la 
primera ministra de Economía de la historia argentina: Felisa 
Miceli. 

Su asunción despertó entusiasmo en sectores progresistas. El 
viernes 2 de diciembre de 2005 prestó juramento en la Casa Rosada. 
Fue una de las pocas ocasiones en que el economista de la CTA y 
actual diputado del Frente Amplio Progresista Claudio Lozano, 
asistió a la Casa Rosada. 

Sin embargo, el gesto más audaz que ensayó Miceli durante su 
gestión fue un boceto de reforma impositiva que Kirchner 
desautorizó. Dejó el cargo en medio de un escándalo: una denuncia 
periodística reveló el hallazgo de una bolsa con cien mil pesos y 
31.670 dólares en el placard del baño de su despacho. Miceli dijo 
que era dinero para comprar un inmueble, pero después incurrió en 
diversas contradicciones ante su inminente procesamiento por el 
supuesto delito de lavado de dinero. Nunca pudo justificar, ni ante 
el propio presidente, qué hacía ese dinero en el baño de su oficina. 

Renunció el 16 de julio de 2007. En el kirchnerismo lamentaron 
su salida y al mismo tiempo la cuestionaban. “Quedó sospechada 
por una cifra insignificante si se la compara con la historia y el rol 
de los ministros de Economía que manejaron millones de dólares y 


endeudaron a la Argentina”, explicó un funcionario de su cartera, 
en una exhibición de pragmatismo y fragilidad ética. 

La sucedió Miguel Peirano, un ex frepasista que se había 
formado en la Unión Industrial Argentina. Un joven muy respetado 
por su capacidad técnica pero que no logró convivir con Guillermo 
Moreno. El secretario de Comercio se metía en todo sin siquiera 
consultarlo: cerraba exportaciones, otorgaba subsidios, tejía 
acuerdos con grandes empresas. Pese a que Kirchner lo estimaba 
especialmente, Peirano duró apenas seis meses en el cargo. Kirchner 
continuó consultándolo después de su renuncia. 

Llegó el turno de un “joven brillante”: Martín Lousteau. Si bien 
su mandato duró apenas cuatro meses y catorce días -desde el 10 de 
diciembre hasta el 24 de abril de 2008-, su nombre quedará en la 
historia por ser el ministro que elaboró la Resolución 125 de 
retenciones móviles para la exportación de cereales que desató el 
conflicto entre el gobierno nacional y las entidades gremiales del 
“campo”. Tampoco se llevó muy bien con Guillermo Moreno, a 
quien nunca logró disciplinar. Ni consiguió transparentar el INDEC, 
que era uno de sus declarados objetivos. El secretario de Comercio 
le dedicó un gesto de degiiello ante las cámaras de televisión 
cuando Lousteau lo increpó por trabar embarques al exterior de 
sectores de la industria frigorífica que estaban dispuestos a 
condenar los cortes y piquetes del “campo”. En realidad el mensaje 
estaba destinado a quienes criticaban al gobierno. Moreno ilustraba, 
con ese movimiento, su credo: “Con nosotros o en contra de 
nosotros”. Ese 1 de abril de 2008 ambos compartían el palco de 
funcionarios durante un acto de apoyo a la presidenta en Plaza de 
Mayo. No lo volverían a hacer. 

Carlos Fernández fue ministro durante quince meses. Asumió el 
24 de abril de 2008 en lugar de Martín Lousteau. Era una apuesta 
del matrimonio Kirchner para descomprimir la tensión social en 
medio del conflicto con el ruralismo. Un imposible: cambiaron el 
ministro pero siguieron defendiendo la Resolución 125. Fernández - 
de fluida relación con el jefe de Gabinete, su homónimo Alberto- 
había sido secretario de Hacienda de Lavagna y fugaz titular de la 
AFIP. Su mayor virtud radicaba en que no era responsable del 
conflicto y, solo por eso, se esperaba que iniciara una etapa de 
distensión. Concurrieron a su asunción el todavía presidente de la 


Sociedad Rural, Luciano Miguens, y el titular de Coninagro, Mario 
Llambías. Fernández no logró torcer la historia. Fue reemplazado 
por Amado Boudou el 8 de julio de 2009, en el contexto de un 
cambio de ministros que se destacó por la asunción de Aníbal 
Fernández como jefe de Gabinete, en reemplazo de Sergio Massa. 

Amado Boudou había militado en la Unión para la Apertura 
Universitaria, los jóvenes que respondían a la Ucedé de Álvaro 
Alsogaray. Fue indultado por el kirchnerismo por ese pecado de 
juventud. En el gobierno valoraban su gestión al frente de la 
Administración Nacional de Seguridad Social (ANSES), donde llegó 
de la mano de su principal referente político, Sergio Massa, durante 
el gobierno de Néstor Kirchner. Cristina Kirchner lo nombró titular 
de ese organismo en 2008. Allí propició la reestatización de los 
aportes de los trabajadores que administraban las AFJP, idea que 
acercó al entonces jefe de Gabinete, quien, sin estar del todo 
convencido, lo sumó a una reunión para que explicara su plan a la 
presidenta. 

En Olivos, frente a Néstor y a Cristina, y de manera tan 
entusiasta como detallada, Boudou precisó los detalles de su idea. 
En el marco de la crisis internacional y dada la debilidad de las 
cuentas públicas, la nacionalización de esos fondos operaría como 
un bálsamo. Les explicó, además, que el Estado tendría 
participación accionaria en grandes empresas privadas -las AFJP 
invertían en acciones- y que parte de la deuda pública pasaría a ser 
manejada por la ANSES. También habría recursos para financiar 
obra pública. Hasta ese momento -octubre de 2008-, los afiliados a 
las AFJP habían aportado durante catorce años 117.900 millones de 
pesos. De esa cifra, las administradoras se quedaron con el 31,5 por 
ciento en concepto de comisiones: 37.096 millones de pesos. Néstor 
Kirchner, convocado por Cristina a la reunión para que evaluara la 
propuesta, no necesitaba saber mucho más. Si bien nunca había 
criticado el sistema de jubilación privado, la reestatización era una 
apuesta a seguro: a diferencia de la Resolución 125, esta vez sumó a 
la oposición de centroizquierda y despertó gran adhesión popular. 
Tiempo después, esa decisión, mezcla de osadía y pragmatismo, le 
significó a Boudou la promoción a ministro de Economía. El 
gobierno rompía así la trampa ideada por Domingo Felipe Cavallo 
que obligaba al Estado a hacerse cargo del ciento por ciento de las 


jubilaciones y pensiones, con el aporte de apenas el treinta por 
ciento de los trabajadores activos que permanecieron en el sistema 
de reparto. El resto de las contribuciones engrosaba las arcas de las 
AFJP. 

Curiosa paradoja de la política: dos de las acciones más 
relevantes del kirchnerismo fueron producto de la ingeniería 
tramada por dos dirigentes de pasado liberal. Massa trazó las líneas 
directrices de la moratoria previsional que incorporó a dos millones 
y medio de jubilados que no contaban con aportes completos, y 
Boudou convenció a la presidenta sobre la necesidad de 
renacionalizar los aportes de los trabajadores. 

El ministro de Economía no logró cumplir otro de sus objetivos: 
llegar a un acuerdo con el Club de París para renegociar, sin 
intervención del FMI, la deuda de seis mil setecientos millones de 
dólares que el país mantenía con los acreedores reunidos en ese 
foro, y que en su momento Boudou definió como “el último gran 
problema de la Argentina”. Pero no consiguió resolverlo Boudou 
durante su gestión, ni su sucesor y mano derecha, Hernán 
Lorenzino. La lealtad a la presidenta fue su gran capital político y su 
apuesta personal. Sería recompensado: en 2011 fue elegido 
candidato a vicepresidente de la Nación. 


5. MORENO SUPERSTAR 


Guillermo Moreno es más kirchnerista que los Kirchner. Se trata 
del único funcionario del gobierno nacional al que le cuadra la 
definición precedente. Es el funcionario más cuestionado por 
opositores y medios de comunicación que, regularmente, le piden la 
renuncia. Hasta ahora no lo han conseguido. No solo lo padecen 
empresarios y formadores de precios, también lo sufren algunos de 
sus colegas del Poder Ejecutivo. En estos años le han dicho de todo: 
autoritario, violento, despótico y maleducado. Él exhibe, como una 
cucarda, que ni sus críticos más feroces dudan de su honestidad ni 
de capacidad de trabajo. “Sus horarios son los de un militar: 
acostumbra citar a los empresarios a las seis de la mañana, en 
punto, en su despacho. No es una hora humana para nadie, salvo 
para Moreno. Debe reconocérsele que es un trabajador incansable: 
solo a las once de la noche apaga la luz de su despacho”, contó 
Joaquín Morales Solá después de crucificarlo en un editorial en La 
Nación por sus modos y manejos. Moreno es el responsable, entre 
otras medidas, de la brutal intervención del Instituto de Estadística 
y Censos (INDEC) y es la cara visible del Estado en la disputa por 
Papel Prensa. Se mantiene en el cargo desde 2005. Era uno de los 
funcionarios preferidos de Néstor Kirchner. Goza de la confianza 
absoluta de la presidenta de la Nación, quien habitualmente lo cita 
en sus discursos de manera coloquial y cómplice: “No se ría, 
Moreno, que está hablando la presidenta”, suele reprenderlo. 
Moreno asiente, su pecho luce un pin con la sigla YPF, siempre 
parece dispuesto a sumarse a alguna pelea. 

Para algunos es Kirchner en el gabinete de Cristina. Para otros es 
el verdadero ministro de Economía. El jueves 20 de septiembre de 
2012 se comportó como si lo fuese. Ese día llegó a la Embajada de 
los Estados Unidos, donde se presentaba el nuevo agregado 


comercial. Apenas lo divisó entre los invitados, la embajadora 
Vilma Martínez pasó de largo a varios empresarios para saludarlo. 
Más tarde, cuando la diplomática improvisó unas palabras sobre el 
apoyo que su embajada brinda a las quinientas empresas 
estadounidenses en el país, Moreno la corrigió: las quinientas 
empresas “argentinas de capital estadounidense”. A Martínez se le 
dibujó una sonrisa que los periodistas interpretaron como una 
aceptación de la corrección. 

El Loco -como lo llaman sus amigos de los setenta- o el Napia, 
para los más cercanos, Moreno pasó su infancia y juventud en el sur 
de Buenos Aires. Comenzó a militar en los años setenta en unidades 
básicas de Parque Patricios y el Bajo Flores. Tras la normalización 
democrática abrió su propio centro partidario con el nombre 
“Pueblo Peronista” en Palermo, local que funcionó hasta 2006. En 
1985 se graduó de licenciado en Economía en la Universidad 
Argentina de la Empresa, en donde presidió el Centro de 
Estudiantes. Es dueño de una ferretería en el partido de San Martín. 

Su primer cargo gubernamental data de 1989 en la Subsecretaría 
de Producción del gobierno de la Ciudad de Buenos Aires, bajo la 
intendencia de Carlos Grosso. En los años noventa se reunía con los 
economistas Eduardo Curia, Pablo Challú y Daniel Carbonetto, 
quienes se oponían a las políticas económicas de Domingo Cavallo. 
Fue asesor de Challú en la Secretaría de Comercio Interior y 
también trabajó en la Secretaría para la Defensa de la Competencia, 
ambos cargos durante la presidencia de Eduardo Duhalde. Además 
fue asesor del Movimiento de los Trabajadores Argentinos (MTA) de 
Hugo Moyano. 

Conoció a Néstor Kirchner antes de que lo eligieran presidente 
de la Nación. Se desempeñó primero en la Secretaría de 
Comunicaciones, luego pasó a la Secretaría de Coordinación 
Técnica del Ministerio de Economía hasta que fue designado en la 
flamante Secretaría de Comercio Interior. Desde ese sillón se ocupó 
de las cuestiones más diversas, muchas veces invadiendo terreno de 
funcionarios de rango superior: acuerdos de precios, defensa de la 
competencia, subsidios agropecuarios, política energética, mercado 
cambiario y comercio exterior, entre otras. Desde ese sillón 
construyó su propia leyenda. Aficionado al boxeo, llegó a concurrir 
a una asamblea de Papel Prensa con guantes de box y, dicen, alguna 


vez exhibió un arma ante un empresario, aunque Moreno lo niega. 
Más fácil de demostrar son sus gritos y maltrato ante la menor 
objeción a sus ideas o propuestas. 

Según el libro El buen salvaje. Guillermo Moreno. La política del 
garrote de Diego Cabot y Francisco Olivera, “detrás del hombre 
temido por los empresarios, del militante peronista que cree -como 
pocos en el mundo kirchnerista- en el actual modelo económico, se 
oculta toda una manera de ejercer el poder y una estrategia que 
Néstor Kirchner cumple, de manera puntillosa, desde los tiempos de 
Santa Cruz. A Guillermo Moreno le fue asignado el rol de verdugo 
de los hombres de negocios, entre otras cosas, porque realmente 
está convencido de que la Argentina necesita una economía dirigida 
y precios administrados”. 

Moreno nunca concedió un reportaje. Sin embargo nutrió de 
imágenes a los medios de comunicación. Desde el gesto de degiiello 
a Lousteau, hasta sus saltitos junto al conductor bailantero “Tota” 
Santillán en una marcha. Desde la persecución de caceroleros, junto 
al campeón de kick-boxing “Acero” Kali, hasta la pelea con un 
automovilista que lo increpó en la calle, hay para todos los gustos. 
Pero la acción que más se le reprocha es la intervención del INDEC, 
realizada con el objetivo de domar a la inflación. Se podría calificar 
esa medida como su fracaso más notable. Cinco años después, aún 
no logra controlar el aumento constante de los precios. 


6. ROMPER EL TERMÓMETRO 


En octubre de 2006, la entonces directora del Índice de Precios 
al Consumidor (IPC) del INDEC, Graciela Bevacqua, acusó a Moreno 
de solicitarle los nombres de los comercios encuestados por el 
organismo. La funcionaria se negó. Alegó que esa solicitud violaba 
la Ley de Secreto Estadístico. El 29 de enero de 2007, Bevacqua, 
tras diez años de antigiiedad en el instituto, fue desplazada de su 
cargo y reemplazada con Beatriz Paglieri, funcionaria de confianza 
de Moreno. Bevacqua denunció un cambio de metodología para 
medir los precios, no explicada ni discutida. 

Nadie se acuerda ya de los empleados del INDEC que rechazaron 
las presiones oficiales. Sus nombres ya no figuran en las crónicas 
periodísticas. Los funcionarios separados de sus cargos fueron 
Sergio Guffanti, Adriana Aragón, Alejandro Baranek, Bárbara 
Weich, Laura Lombardia, Eugenia De Zavaleta, Gabriela Soroka, 
Diana Gagliardo, Ignacio Silveyra, Elizabeth Piccoli, Adriana 
Sallago y Daniel Alé. Todos fueron reubicados en el Ministerio de 
Economía, sin tareas específicas asignadas. Emilio Platzer fue 
despedido sin recontratación. También fueron desplazadas Cynthia 
Pok, Marcela Almeida y la ya mencionada Graciela Bevacqua. Desde 
la intervención ingresaron al organismo decenas de nuevos 
empleados que responden directamente a Moreno. Estos militantes 
llegaron a enfrentarse a golpes con los trabajadores. Algunos 
dirigentes sindicales denunciaron intimidaciones. 

En mayo de 2007 el entonces fiscal nacional de Investigaciones 
Administrativas, Manuel Garrido, inició una causa contra Guillermo 
Moreno, Paglieri y la directora Ana María Edwin por “supuesta 
falsificación de los índices de inflación”. A pesar de la enorme 
cantidad de elementos y testimonios que revelan la adulteración de 
los números que miden la variación de precios, la Justicia todavía 


no pudo comprobar delito alguno. Solo como ejemplo, un perito 
independiente demostró que la intervención del INDEC en Mendoza 
había “tocado” sesenta y dos de los sesenta y siete guarismos 
enviados por la provincia para la confección del índice nacional. 

Pocos meses luego de los cambios, los números del INDEC 
habían perdido definitivamente la credibilidad. Los índices 
provinciales duplicaban sus cifras. Las estadísticas de Santa Fe, 
Córdoba y Mendoza no guardaban relación alguna con los aumentos 
de precios tomados en Buenos Aires. Los sindicatos y empresarios 
abandonaron esa referencia para discutir los aumentos salariales en 
paritarias. Hugo Moyano, cuando todavía competía para la 
escudería oficial, se limitaba a decir: “Nosotros nos guiamos por lo 
que dicen las esposas de los afiliados, por el índice changuito”. Por 
su parte, las consultoras privadas exhibían datos que 
cuadruplicaban las cifras oficiales. Los números de muchas de ellas 
también eran mentirosos, pero, al haber destruido el termómetro en 
el que todos confiaban, no había forma de rebatir esos guarismos 
inflados con intencionalidad. 

En el gobierno se defendieron argumentando un cambio de 
metodología. Hablaron de un sinceramiento de la medición: el 
nuevo método para medir el IPC redujo la canasta de consumo de 
ochocientos dieciocho a cuatrocientos cuarenta productos, y se dijo 
que se iba a medir la inflación del cuarenta por ciento más pobre de 
la población. Con ese propósito se eliminaban productos y servicios 
suntuarios. También señalaron -todavía persisten con esa 
explicación- que gracias a la intervención se evitó que millones de 
dólares fueran a parar a manos de bonistas, tenedores de papeles 
ajustados por el índice de inflación. Esa teoría incluye las 
“operaciones” de las medidoras privadas en la elaboración de 
estadísticas públicas en beneficio de los acreedores externos. 
Aseguran que Kirchner estaba convencido de la influencia de los 
privados entre funcionarios del organismo estatal, y que por eso 
habilitó la intervención de Moreno. 

En su libro Es la ekonomía, estúpido, el periodista Maximiliano 
Montenegro rebate esa idea: “Roberto Lavagna y Amado Boudou 
coinciden en que la intervención del INDEC no puede explicarse por 
la intención de pagar menos deuda a los acreedores. Durante la era 
K se terminará pagando más servicios de la deuda por los bonos 


atados al crecimiento económico -que el INDEC de Moreno 
sobreestima- que lo que se ahorra por los bonos indexados por la 
inflación, que el INDEC subestima”, y agrega: “La manipulación 
empezó como una forma de coordinar expectativas inflacionarias, 
en línea con los acuerdos de precios que firmaba Moreno. Lo lógica 
era simple: si la gente creía que la inflación era más baja, a manera 
de profecía autocumplida, la inflación real sería menor”. 

Para el periodista, la intervención sobre los índices está más 
vinculada a “la intención de ocultar los números reales de pobreza e 
indigencia que con la inflación”. Según sus cálculos, desde 2007 la 
pobreza y la indigencia aumentaron, “revirtiendo parte de las 
mejoras sociales logradas entre 2003 y 2006. [...] En cambio, según 
el relato oficial, en los últimos años la inflación nunca superó el 
dígito y, por lo tanto, pobreza e indigencia retrocedieron sin pausa”. 

Según la medición del INDEC del primer semestre de 2012, en la 
Argentina casi no quedan indigentes -1,7 por ciento, o bien 
seiscientos ochenta mil habitantes-, mientras es pobre apenas el 6,5 
por ciento de la población -dos millones seiscientas mil personas-. 
Esas cifras surgen de la canasta básica para una familia tipo de 
cuatro integrantes, calculada en 1.458,87 pesos. Para la mayoría de 
las consultoras privadas la canasta básica ronda los dos mil 
quinientos pesos, y según los índices provinciales supera los mil 
ochocientos. La diferencia son millones de pobres más o menos, 
según cómo se mida. Artemio López, de la consultora Equis, estimó 
que la pobreza afecta al 20,9 por ciento de la población. 

Salvo los funcionarios nacionales, ni siquiera los más 
convencidos defensores de la política oficial “bancan” públicamente 
el manotazo al INDEC y sus consecuencias. Horacio Verbitsky, 
periodista de Página/12 y presidente del Centro de Estudios Legales 
y Sociales (CELS), afirmó en 2010, luego de una reunión con un 
grupo de intelectuales de la agrupación Carta Abierta: “Todos los 
que participamos de este espacio repudiamos el avasallamiento del 
organismo oficial de medición de indicadores económicos”. 

La intervención habilitó a que cada vez más consultoras 
elaboraran sus propios índices. La primera reacción de Moreno fue 
perseguirlas. Llegó a presentar denuncias penales -desde fiel hasta 
Ecolatina, pasando por el Estudio Bein y Asociados y la consultora 
Buenos Aires City de la ex directora del INDEC Graciela Bevacqua-. 


El 13 de septiembre de 2012, el juez Marcelo Aguinsky -enfrentado 
con Moreno- rechazó una denuncia del secretario de Comercio 
contra la consultora Buenos Aires City. 


7. HISTORIA DEL HIMEN 


“La confianza es como el himen: una vez que se pierde es 
imposible de recuperar”. Utilicé esta metáfora sobre la virginidad 
cuando se produjo la intervención al INDEC. La integridad del 
himen, en culturas como la nuestra, es una suerte de carné moral. 
El análisis minucioso de esa membrana sirvió durante siglos para 
castigar a la mujer. Aquellas que lo conservaban eran las puras, las 
buenas. Se construyó así una suerte de culto a las vírgenes. Una 
idea propia de las sociedades más conservadoras destinada a 
“proteger” la honra del futuro marido. Esta mirada misógina 
provocó tragedias familiares de todo tipo. Por suerte, es un mito en 
franco retroceso. Por lo menos en Occidente. Cada vez se 
comprende mejor que la importancia radica, cuando hay amor, en 
ser el último y no el primero. 

De regreso al origen de la cuestión: ¿se puede reconstruir la 
confianza en el INDEC? ¿Cómo? En julio de 2009, el entonces 
ministro de Economía Amado Boudou intentó restañar el desastre. 
Conformó un Consejo Académico de Monitoreo y Seguimiento 
(CAES) del INDEC con cinco universidades nacionales. La idea no 
era mala. Los académicos reunían las condiciones para elaborar un 
informe exento de contaminación política y lejos de las presiones de 
las consultoras privadas. Establecer una nueva metodología con 
rigor técnico. Pero fue apenas una ilusión: al poco tiempo los 
decanos denunciaron que el INDEC les negaba la información 
necesaria para realizar el trabajo. El decano de la facultad de 
Ciencias Económicas de la Universidad de Mar del Plata, Daniel 
Pérez, dijo: “Todos los integrantes del caes lamentamos que se haya 
perdido una oportunidad con un documento importante, que tenía 
un sentido constructivo”. También se había pensado en nombrar 
director del INDEC a un referente económico indiscutido como Aldo 


Ferrer para que comenzara a cambiar la historia. Pero finalmente se 
descartó esa opción. En cualquier caso, no alcanza con encontrar 
cirujanos competentes; además, hay que dejarlos trabajar. 

La inflación castiga a los más pobres y erosiona los ingresos de 
los empleados no registrados, que representan un tercio de la 
población laboral. Los trabajadores en blanco logran defender el 
poder adquisitivo de sus salarios gracias a las negociaciones en 
paritarias. Mientras tanto, el gobierno de Cristina Kirchner enfrenta 
un problema real como si fuese ficción: ¿Cómo combatir un peligro 
que no existe? ¿Cómo elaborar políticas sociales efectivas sin 
conocer exactamente el número de pobres e indigentes? 


8. SUMAS Y RESTAS CON 
DISTINTO RESULTADO 


De acuerdo con quien cuente lo ocurrido en los últimos diez 
años, la Argentina se parece a Irak en los días posteriores a la 
invasión norteamericana o es una suerte de Disney World. Las 
visiones contrapuestas responden, en general, a la fuerte disputa de 
poder que se desarrolla en el país y que involucra a partidos 
políticos, grupos empresarios y medios de comunicación. Lo cierto 
es que algunos indicadores muestran mejoras sustanciales y 
objetivas en la situación económica y social, mientras que otros 
señalan la persistencia de desigualdades, de concentración de la 
riqueza y de privilegios. 

Para el consultor Artemio López el gobierno kirchnerista produjo 
una suerte de revolución socioeconómica. La pobreza, tomada en 
base a ingresos, pasó del cincuenta y cuatro por ciento en mayo de 
2003, al 16,3 por ciento en el segundo semestre de 2011. De 
acuerdo con sus cálculos, en la última década dejó de ser pobre el 
equivalente a la población de la provincia de Buenos Aires. A su vez 
la indigencia pasó del 27,8 por ciento en mayo del 2003, al 2,8 en 
el segundo semestre de 2011. “Por lo que se eliminó el riesgo 
alimentario de más de diez millones de ciudadanos. Cuatro millones 
eran menores de 15 años”, explica el titular de la Consultora Equis, 
y agrega: “El modelo posibilitó que dejaran de ser indigentes el 
equivalente poblacional de las provincias de Córdoba, Santa Fe y 
Capital Federal sumadas. Para lograr la baja en la indigencia se 
impulsó la Asignación Universal por Hijo, que transfiere trescientos 
cuarenta pesos mensuales por menor beneficiario, y alcanza a 3,8 
millones de menores distribuidos en 1,9 millones de hogares 
vulnerables”. 


López, que elabora sus estudios sobre cifras oficiales, asegura 
que se generaron más de cinco millones y medio de puestos de 
trabajo desde 2003, de los cuales 3,6 millones son formales. El 
desempleo abierto pasó del veinticuatro por ciento al 7,5 en el 
primer trimestre de 2012. También explica que “la Argentina hoy 
tiene la más alta tasa de cobertura previsional de Latinoamérica. El 
noventa y cinco por ciento. Sucede que de los 3,2 millones de 
jubilados existentes en 2003, el modelo incorporó a 2,5 millones 
adicionales, aumentando la base de cobertura previsional un 
ochenta por ciento”. Los jubilados reciben adicionalmente, por ley, 
dos aumentos por año. Según sus cálculos, desde que la ley fue 
aprobada en 2008 -comparando con 2003, cuando la jubilación 
mínima era de ciento cincuenta pesos, a la actual de mil 
novecientos veinticinco pesos en 2012- el incremento fue del mil 
ciento ochenta y tres por ciento. Las convenciones colectivas de 
trabajo habilitaron además la discusión sobre el salario mínimo - 
congelado entre 1993 y 2003 en doscientos pesos- que en la 
actualidad es de dos mil trescientos pesos, es decir que tuvo un 
aumento de mil cincuenta por ciento en una década. 

“Por izquierda” lo refuta Claudio Lozano, quien, a través del 
Instituto de Pensamiento y Políticas Públicas, produjo un informe 
llamado “6, 7, 8 razones para cambiar el modelo” en mayo de 2011. 
El título 6, 7, 8 es una clara chicana dirigida al programa de la 
Televisión Pública que, habitualmente, defiende las políticas del 
gobierno. Sus cifras contradicen las bondades señaladas por la 
Consultora Equis. Con el subtítulo “En la Argentina de hoy”, 
consigna que seis de cada diez hogares enfrentan problemas para 
llegar a fin de mes; siete de cada diez grandes empresas son 
extranjeras; ocho de cada diez jóvenes económicamente activos 
están precarizados; siete de cada diez personas que nacieron entre 
2006 y 2010 son indigentes; ocho de cada diez jubilados perciben 
haberes iguales o inferiores al mínimo; ocho de cada veinte 
personas habitan en viviendas sin cloacas; seis de cada diez pobres 
y ocho de cada diez indigentes son ocultados por el INDEC; siete de 
cada quince pibes son pobres; ocho de cada veinte asalariados 
trabajan en negro; siete de cada treinta jóvenes no estudian ni 
trabajan; siete de cada dieciséis trabajadores perciben ingresos 
inferiores al Salario Mínimo, Vital y Móvil; ocho de cada cuarenta 


jóvenes desocupados están buscando empleo hace más de un año y 
no lo consiguen. 

Hay números para todos los gustos. Complican aún más las 
comparaciones las sospechas sobre cómo se elaboran las estadísticas 
oficiales. Algunos economistas las toman como base para sus 
cálculos, mientras otros las desechan y apelan a mediciones 
privadas o a encuestadoras provinciales. Solo por dar un ejemplo: 
para el INDEC, una persona que percibe ingresos de trece pesos por 
día -agosto de 2012- no debe ser considerada pobre. De acuerdo con 
las mediciones de diversos gobiernos provinciales, para no ser 
pobre, en base a una canasta básica ajustada por inflación, debería 
ganar treinta pesos. Esta brecha se mide en varios millones de 
pobres más o menos. Los pobres están, la discusión es cuántos son. 
Como decía Tato Bores: “Si quieren ser felices, no analicen”. 


9. ¿DOS KIRCHNERISMOS? 


Bein y Asociados es uno de los pocos estudios que goza del 
respeto de funcionarios y opositores por igual. En un contexto en el 
cual emitir mensajes agoreros se convirtió en un deporte nacional, 
Miguel Bein, ex secretario de Política Económica en 2000 durante la 
presidencia de Fernando de la Rúa, mantiene su credibilidad intacta 
a partir de no propagar informes apocalípticos sobre el futuro de la 
economía argentina. Una de sus directoras, la economista Marina 
Dal Poggeto, considera que pueden reconocerse un primer y un 
segundo kirchnerismo. Con matices, los economistas más críticos 
coinciden con esa visión. 

El esquema simplificado de esta hipótesis indica: período 
2003-2007, altas tasas de crecimiento, creación de empleo y poca 
inflación; período 2007-2011 -sin contar la recesión de 2009-: 
menos crecimiento -aunque 2010 registró un pico de 9,2-, creación 
de empleo más lenta y más inflación. 

Según este análisis, durante la gestión de Néstor Kirchner el 
gobierno se autofinanciaba. En esa primera etapa fue clave la 
renegociación de la deuda que redujo, de forma considerable, su 
peso en relación con el PBI. La mayoría de los analistas reconoce el 
canje de la deuda argentina como un hito. La relación deuda 
externa-PBI es una de las más bajas de la historia. Pasó de 
representar el ciento sesenta y uno por ciento del PBI en 2002, al 
41,8 por ciento en 2012. Cuando asumió Néstor Kirchner, el 31 de 
mayo de 2003, las reservas del BCRA llegaban apenas a once mil 
millones de dólares; en el final de 2012 rondan los cuarenta y seis 
mil millones. 

También se debe destacar que el aumento de la jubilación 
mínima a dos millones de jubilados y la incorporación de miles de 
personas al sistema previsional a partir de 2005, fueron una 


decisiva inyección de fondos al mercado interno. En esos años el 
aumento de los salarios, medido en dólares, superó en cincuenta por 
ciento a los índices de inflación. Y la tasa de desempleo se redujo a 
un tercio. El consumo interno se mantuvo en crecimiento hasta la 
actualidad. 

El segundo kirchnerismo, según Dal Poggeto, es hijo de una 
dinámica preelectoral que llevó al gobierno a incrementar los gastos 
de campaña y los subsidios, sobre todo a la energía. En su búsqueda 
de nuevos recursos intentó aplicar retenciones móviles a las 
exportaciones agrícolas, medida que generó el conflicto con las 
entidades del “campo”. Con el mismo objetivo el gobierno resolvió 
la renacionalización de los aportes previsionales. También decidió 
la utilización de las reservas del Banco Central para cancelar deuda, 
acción que generó una fuerte polémica con Martín Redado, titular 
de la entidad, que terminó con su renuncia. Durante el segundo 
kirchnerismo, el superávit fiscal, que alcanzaba el cuatro por ciento, 
se convirtió en déficit del 1,5. 

Ricardo Delgado, director ejecutivo de la consultora Ecolatina de 
Roberto Lavagna hasta 2008, opina que el kirchnerismo ha 
recuperado el control de los instrumentos de la política económica: 
“Antes México defolteaba y la Argentina caía cinco puntos. El 
kirchnerismo utilizó herramientas de política fiscal, política 
cambiaria y política monetaria que le devolvieron grados 
importantes de autonomía”. Para Delgado, actual titular de la 
consultora Analytica, el gobierno tomó decisiones estructurales muy 
importantes: “La reestructuración de la deuda marca un antes y un 
después. Nos ha sacado el karma de la deuda que siempre 
terminaba en ajuste. La discusión energética y la expropiación 
parcial de YPF; la recuperación de fondos de pensión y la creación 
de la AUH”. También destaca los interesantes niveles de inversión, 
que representaron el 24,3 por ciento del PBI en 2011. El sesenta por 
ciento de ese total se destina a obras públicas y el resto a capital 
reproductivo, que incluye por ejemplo al sector automotor. La tasa 
de inversión es comparable con la del vecino Brasil. 

Así como se verifican coincidencias en destacar el canje de 
deuda como uno de los hechos más positivos de la década 
kirchnerista, la intervención del INDEC concita la opinión más 
negativa entre los analistas económicos. Levy Leyeyati está 


convencido: “Si bien en historia no suele haber causas únicas ni 
fechas determinantes, si tuviéramos que datar el momento en el que 
la Argentina se desvió de su camino virtuoso de crecimiento, 
desendeudamiento y recuperación de la moneda, esa fecha sería el 
29 de enero de 2007. La intervención del INDEC, que tomó a todos 
por sorpresa, marcó la primera señal -a la sazón, minimizada o 
desatendida- de lo que estaba por venir”. 

Para Martín Redrado, de la Fundación Capital, presidente del 
Banco Central entre 2004 y 2010, y ahora fervoroso opositor, los 
puntos fuertes de la primera etapa del kirchnerismo fueron: “El 
excedente presupuestario: se gastaba menos de lo que entraba; 
dólar competitivo: valía más producir en Argentina que importar; 
excedente comercial externo: se exportaba más que lo que se 
importaba y se acumulaban reservas que permitían conformar un 
fondo anticrisis. Fueron los elementos que le dieron crecimiento e 
inclusión social. Lo que se extraña es el pragmatismo de Néstor”. El 
dato sobre la balanza comercial no es correcto: en el primer 
semestre 2012 fue positiva en 7.336 millones de dólares. 

Redrado rompió con el gobierno nacional cuando en enero de 
2010 se opuso a la creación del llamado Fondo del Bicentenario, 
destinado a cancelar deuda. A partir de esa medida la presidenta le 
pidió la renuncia y, sorpresa, el presidente del BCRA se negó a 
renunciar. Decía que era el Congreso el poder que debía cesarlo en 
sus funciones, no el Ejecutivo. Todo terminó en un escándalo. 
Redrado, otro indultado del liberalismo, volvió después de seis años 
en el gobierno a ser el golden boy de la época menemista -fue 
presidente de la Comisión Nacional de Valores entre 1991 y 1993.. 
El proceso fue más doloroso que un divorcio. Kirchner lo había 
elegido por sus conocimientos y solía consultarlo constantemente. 
Hasta se lo mencionó varias veces como posible ministro de 
Economía. Pero, como en el amor, todo tiene un final, todo termina. 
“En 2004, todavía estábamos saliendo de la crisis: ¿Qué querían? 
¿Que lo pusiera a Kunkel [Carlos, apasionado diputado del FPV] de 
presidente del Banco Central?”, se preguntó retóricamente Néstor 
Kirchner durante una entrevista en el programa “6, 7, 8” de la 
Televisión Pública. 


10. PESITOS EN FUGA 


Desde 2007 hasta hoy se fugaron del país setenta mil millones 
de dólares. La Argentina es una suerte de “fugadora serial”. Se van 
del país, en promedio, quinientos millones de dólares por mes, eso 
cuando la salida de divisas es moderada. La cifra puede alcanzar los 
dos mil quinientos millones mensuales cuando la situación se 
desmadra. Algunos especialistas afirman que, sin ese nivel de 
evasión, el país podría haber duplicado sus reservas en el Banco 
Central. 

Se estima que la fuga de capitales fue de veintidós mil millones 
de dólares en 2012. Según una estadística realizada por la 
organización independiente Tax Justice Network (TJN) publicada 
en el informe “The Price of Offshore Revisted”, los argentinos más 
ricos atesoran cuatrocientos mil millones de dólares en paraísos 
fiscales. El monto fuera del alcance del Fisco equivale a un PBI. La 
Argentina es el cuarto país de América Latina que más dinero envió 
a paraísos fiscales después de Brasil, México y Venezuela. 

Levy Yeyati atribuye este fenómeno a “la falta de instrumentos 
de ahorro en pesos, la contracara de la ya mencionada política de 
tasas de interés reales negativas con el fin de subsidiar el consumo a 
expensas del ahorrista. Así, sin entrada de fondos externos y con 
una creciente redolarización de los ahorros de los argentinos en 
busca de protección contra la inflación y temerosos de una eventual 
depreciación del peso tras las elecciones de octubre, se explica que 
la salida de capitales se haya acelerado en 2011”. 

Vale mencionar que la evasión de divisas hacia esos agujeros 
negros globales se realiza con asistencia de banca privada. Por otro 
lado, una estadística de la Reserva Federal de 2007 dice que la 
Argentina es el país del mundo -fuera de los Estados Unidos, 
naturalmente- con más dólares por habitante para tenencia 


personal, por encima de Rusia y China. Esa característica tan 
peculiar explica el enojo de algunos sectores de la población con las 
medidas restrictivas a la compra de la divisa norteamericana. Los 
argentinos ahorran en dólares. El billete verde es una pasión 
argentina. 

Este proceso de fuga y la necesidad de contar con divisas para 
enfrentar los compromisos externos y financiar las importaciones - 
entre ellas, los requerimientos de combustible- obligaron al 
gobierno a tomar una decisión. El menú de opciones se limitaba a 
una devaluación del peso, a salir a tomar deuda o a restringir la 
compra de dólares. La primera opción es inviable para el 
kirchnerismo porque obligaría, entre otras medidas, a severos 
ajustes; además provocaría más inflación y pérdida en el poder 
adquisitivo de los salarios. Endeudarse tampoco es una alternativa: 
por su historial de incumplimientos la Argentina debería tomar 
deuda a tasas altas, y por otra parte, en términos políticos, 
contradiría el discurso oficial de desendeudar al país. Por estas 
razones, a partir de fines de 2011 el gobierno nacional desplegó una 
batería de medidas para acotar la compra de dólares. Limitó a las 
empresas el giro de utilidades al exterior y restringió la adquisición 
de dólares para ahorro y turismo. Convencido de la cantidad de 
divisas “en negro”, la premisa tácita del gobierno fue: “Si quieren 
viajar, que gasten lo que tienen guardado”. La idea es que el Estado 
ya no financie esas operaciones “de fuga o recreación”. 

Algunas de las limitaciones impuestas a la población generaron 
molestias y enojo. Los sectores de clase media o media alta con 
capacidad de ahorrar o viajar al exterior protagonizaron la protesta 
y movilización del 13 de septiembre de 2012. Una marcha 
multitudinaria con batir de cacerolas, convocada a través de las 
redes sociales, con consignas que iban desde la inseguridad hasta el 
rechazo a una eventual reforma constitucional que habilite una 
nueva reelección; y desde libertad para comprar dólares hasta el 
repudio a la inflación. 


11. TRES MEDIDAS CLAVE 


Tanto entusiastas como detractores coinciden en destacar tres 
decisiones fundamentales en la construcción de lo que en el 
gobierno nacional denominan “el modelo económico”: la 
renegociación de la deuda externa, la nacionalización de los aportes 
de los trabajadores y la implementación de la Asignación Universal 
por Hijo (AUH). En todos los casos se trató de medidas que 
generaron enorme polémica pero que, al mismo tiempo, contaron 
con un amplio respaldo popular. 

La nacionalización de los fondos que administraban las AFJP fue 
una decisión aprobada con el apoyo de los partidos de 
centroizquierda con representación parlamentaria. Cristina anunció 
la decisión de recuperar los aportes el 21 de octubre de 2008, en 
plena crisis internacional, apenas un mes después de la quiebra de 
Lehman Brothers que puso en crisis a la economía del Primer 
Mundo. Como ya se explicó, más allá de las críticas, desde la 
perspectiva del gobierno fue la mejor solución ante la falta de 
recursos que comprometía la gestión. 

Con la movida, el gobierno consiguió dos fuentes de 
financiamiento. Por un lado obtuvo los flujos mensuales de los 
aportes de los trabajadores que antes capturaban las AFJP, y que 
representaban unos once mil quinientos millones de pesos. Por otro, 
capturó los ahorros previsionales acumulados en las AFJP. La 
renacionalización dio vía libre a la asignación de los ahorros 
previsionales de manera discrecional, hacia todo tipo de proyectos a 
tasas subsidiadas, incluyendo préstamos al Tesoro. Esos fondos son 
administrados por el Fondo de Garantía de Sustentabilidad (FGS). 

En noviembre de 2008, justo después de la renacionalización y 
en el pico de la crisis financiera global, el FGS contaba con noventa 
y ocho mil millones de pesos, equivalentes a treinta y siete millones 


de salarios promedio. A fines de 2010 había crecido, fruto de la 
recuperación tras el colapso de 2008, a ciento setenta y ocho mil 
millones. Este monto cubría cuarenta y cuatro millones de salarios 
promedio. Al cierre de este libro, según el último dato informado 
por la ANSES -marzo de 2012-, el FGS cubría solo treinta y cinco 
millones de salarios promedio, una garantía más débil que la del 
peor momento de la crisis internacional. La visión de Ricardo 
Delgado es menos apocalíptica que la de muchos de sus colegas. 
Asegura que el superávit de la caja previsional no se ha visto 
afectado y que “genera veinte mil millones de pesos por año en el 
Fondo de Garantía de Sustentabilidad”. 

La medida fue acompañada, según las encuestas, por la mayoría 
de la población. Apoyo fortalecido por el desprestigio de las AFJP, 
sistema adoptado por pocos países en desarrollo, y por ninguno del 
llamado mundo subdesarrollado. La Argentina había acatado una 
recomendación de Washington a principios de los años noventa, que 
presumiblemente garantizaba la sustentabilidad del sistema en el 
largo plazo. 

La Asignación Universal por Hijo fue anunciada en un momento 
de máxima debilidad política del gobierno, esto es, luego de la 
derrota de Néstor Kirchner en la provincia de Buenos Aires por la 
lista que encabezaba el millonario Francisco De Narváez. 

El 29 de octubre de 2009 Cristina Kirchner firmó el decreto 
1602/09. Por entonces la asignación era de ciento ochenta pesos 
por mes para hijos de desocupados y trabajadores en negro. Se trata 
de una suma mensual, no remunerativa, que la ANSES abona por 
cada hijo menor de 18 años o con discapacidad sin límite de edad, a 
las familias que no cuenten con cobertura social y se encuentren en 
situación de vulnerabilidad. Se pide como contraprestación la 
escolaridad y el cumplimiento estricto del calendario de vacunas. El 
sistema de cobro a través de tarjetas de débito evita el clientelismo 
o la intervención discrecional de los gobiernos municipales, 
provinciales o nacional. 

La idea no era novedosa pero su implementación es un logro 
incuestionable. El gobierno llevó a la práctica una medida que 
habían propuesto en 1997, con carácter universal, las diputadas 
Elisa Carrió y Elisa Carca, por entonces en la UCR, y que la CTA 
hacía años había convertido en eje de varias de sus campañas de 


concientización y reclamo. 

Al informar un aumento en los montos de la AUH el 7 de 
septiembre de 2012, la presidenta aseguró que la medida alcanza a 
“3.591.565 niños, jóvenes y embarazadas”. Representa una 
inversión estatal anual de 11.824 millones de pesos. En intensos 
debates se discutió la incidencia de esta medida en el aumento de la 
escolaridad y en la contención de la deserción. El ministro de 
Educación porteño, Esteban Bullrich, se manifestó a favor de su 
eliminación. En el PRO y otros partidos cuestionan lo que creen es 
una política que fomenta el clientelismo. “Planes descansar” o 
“Asignación para coger”, la denominan los foristas anti K más 
radicalizados. En el otro extremo están quienes procuran convertirla 
en ley para que no sea tan fácil de eliminar o, incluso, otorgarle 
carácter universal para que llegue a todos los niños del país, sin 
importar la situación económica y social de sus familias. 


12. DEUDAS DEL 
KIRCHNERISMO 


No se ejecutó ni se impulsó una reforma impositiva. Después de 
casi una década en el poder, el kirchnerismo no produjo cambios en 
el esquema tributario. La idea progresista de que paguen más los 
que más ganan se cumple parcialmente en la Argentina. El IVA, que 
se tributa sobre todos los consumos, se mantuvo en el veintiuno por 
ciento, donde lo fijó Domingo Cavallo. Una alternativa progresiva 
sería eliminar las exenciones al Impuesto a las Ganancias, tales 
como la renta financiera y las ganancias de capital. Maximiliano 
Montenegro aporta un ejemplo muy claro: cuando Amalita Lacroze 
de Fortabat vendió en mil millones de dólares la cementera Loma 
Negra a un grupo brasileño, quedó exenta del Impuesto a las 
Ganancias, pues la venta de empresas es una operación eximida del 
pago de ese impuesto. En cambio, un empleado en relación de 
dependencia que percibe ingresos por encima del mínimo no 
imponible paga Ganancias. Si la Argentina recaudara dos puntos 
más del PBI en Impuesto a las Ganancias a las personas físicas, el 
Estado recaudaría un excedente que le permitiría triplicar la AUH. 

Lo que sí se hizo fue perfeccionar los instrumentos de 
recaudación, fortaleciendo a la AFIP y ajustando los mecanismos de 
control fiscal. La falta de una reforma impositiva profunda y 
progresista quedó eclipsada por la discusión sobre las retenciones. 
Néstor Kirchner llevó la alícuota al treinta y cinco por ciento para la 
soja. Vale recordar que en 2002 las retenciones equivalían al 3,5 
por ciento. La aplicación de la nueva alícuota a todos por igual, 
productores grandes o pequeños, le restó equidad a un instrumento 
válido de política económica, en especial, cuando el tipo de cambio 
es alto y los precios externos elevados. 


No se sancionó una nueva Ley de Entidades Financieras. Carlos 
Heller, presidente del Banco Credicoop y diputado por Nuevo 
Encuentro -una fuerza afín al oficialismo-, presentó en 2010 un 
proyecto de Ley de Servicios Financieros para el Desarrollo 
Económico y Social. Ya desde el título proponía un cambio de 
paradigma. Define la actividad bancaria como un servicio público, 
encuadre que habilitaría una regulación estatal más rigurosa. El 
proyecto, además de tratar de preservar la estabilidad del sistema 
financiero -en plena crisis bancaria en los Estados Unidos- apuesta a 
promover el acceso de pequeños y medianos ahorristas a los 
servicios financieros. También propicia el financiamiento 
productivo en general y, en particular, para las pequeñas y 
medianas empresas nacionales. Prevé además el otorgamiento de 
créditos destinados a satisfacer las necesidades de vivienda y 
consumo de individuos y grupos familiares. La ley vigente no 
garantiza el financiamiento productivo de las PYMES ni el acceso al 
crédito de pequeños ahorristas, y otorga amplias libertades a los 
bancos, que operan sin mayores regulaciones del Estado. Con el 
actual esquema bancario, señala Heller, el negocio especulativo 
prevalece sobre la inversión productiva. 

Lo que sí se hizo es obligar a la banca privada a otorgar créditos. 
A partir de la recuperación de atribuciones que permitió la reforma 
de la Carta Orgánica del BCRA, su titular, Mercedes Marcó del Pont, 
inició una serie de encuentros con banqueros para convencerlos de 
que implementen líneas de crédito a largo plazo para empresas. 
Tomó muchos cafés, pero no logró conmoverlos. El 5 de julio de 
2012 el Banco Central abandonó la política de seducción y dictó 
una resolución que obliga a las entidades crediticias a prestar, a 
modo de créditos para inversión productiva, un mínimo del cinco 
por ciento de sus depósitos, a tasa fija del quince por ciento y a un 
plazo mínimo de tres años. La idea era volcar al universo 
empresario -sobre todo PYMES- alrededor de quince mil millones de 
pesos en créditos. 

“La verdad, son bastante mezquinos los bancos”, se lamentó la 
presidenta Cristina Fernández durante un acto en Morón. Un mes 
después de dictada la resolución, nada había sucedido. Ninguna 
casa bancaria había publicitado esos créditos para inversión. 
“Cuando es para consumir, que son cuotas con intereses muy 


importantes, hay mucha propaganda y difusión”, ejemplificó la 
presidenta. El reclamo fue parte del mismo discurso en el que la 
presidenta denunció la existencia de “una cadena nacional del 
miedo y el desánimo”, en clara alusión al Grupo Clarín y sus 
críticas. 

No se sancionó una nueva Ley de Coparticipación. Si bien todas 
las provincias se quejan por la distribución que se realiza a partir de 
la vieja ley de 1983, ninguna quiere resignar nada de lo que recibe 
y todas quieren aumentar su participación en la torta. La ecuación, 
de esa manera, es imposible. El kirchnerimo, al igual que los 
gobiernos que lo precedieron, hizo uso y abuso de las asimetrías del 
actual esquema de coparticipación de los impuestos federales, que 
castiga a las provincias grandes como Buenos Aires, Córdoba y 
Santa Fe a favor de las más pequeñas, y deja librado al gobierno 
central la distribución de los recursos no coparticipables. Tanto 
Néstor como Cristina Kirchner utilizaron esta política para 
disciplinar y subordinar a las provincias -y a sus gobernadores- a los 
designios del poder central. Es el Estado nacional el que recibe el 
crédito por las obras públicas que asigna de manera discrecional, el 
que conserva la potestad de apoyar a los gobernadores “amigos” y 
de ahogar financieramente a los gobernadores  díscolos. 
Gobernadores como Hermes Binner y José Manuel De la Sota 
recurrieron a la Corte Suprema para exigir mayores remesas 
nacionales a sus provincias. 

No se logró modificar esencialmente el perfil industrial. Más 
precisamente, no se logró completar, en una década con fuerte 
crecimiento, un proceso agresivo de sustitución de importaciones. 
Durante el gobierno de Néstor Kirchner la apuesta fue defender y 
promover la recuperación de los sectores arrasados durante los 
noventa -textiles, juguetes, marroquinería, entre otros-. Recién en 
2010 se desarrolló una política más ambiciosa en materia de 
sustitución de importaciones a través de los Créditos del 
Bicentenario y otros programas similares. Ese año, según explicó la 
ministra de Industria Débora Giorgi, por primera vez en la historia 
la exportación de manufacturas de origen industrial (MOI) superó la 
exportación de manufacturas de origen agropecuario (MOA), treinta 
y cinco y treinta y cuatro por ciento respectivamente. El total se 
completa con productos primarios -veintidós por ciento- y 


combustibles y energía -nueve por ciento-. Se debe destacar que 
entre las MOI figuran las exportaciones de oro que extraen del 
territorio nacional unas pocas empresas multinacionales. Pocos 
productos con menos valor agregado que el oro. Si ese rubro se 
considerara entre los productos primarios, las moa volverían a tener 
primacía en 2010. 

Otro dato a tener en cuenta surge de la industria automotriz, 
que, si bien logró un gran desarrollo en la última década, forma 
parte de un negocio global. Según el Ministerio de Economía, solo 
el treinta por ciento de esa industria es valor agregado nacional. Por 
esa razón, a pesar de exportar gran cantidad de vehículos, el 
mercado automotor aún arroja déficit comercial. 

La importancia que el gobierno otorga a la sustitución de 
importaciones se expresó el jueves 13 de septiembre de 2012: 
mientras en la Plaza de Mayo se desarrollaba una marcha de 
protesta, la presidenta inauguraba en San Juan la segunda planta 
del Grupo Vesubio, fabricante de las remeras Lacoste. La fábrica es 
un ejemplo del plan de sustitución de importaciones que propicia el 
gobierno, y por esa razón Cristina Kirchner asistió a la 
inauguración. La empresa se instaló en San Juan en 2003, seducida 
por los incentivos de la Ley de Promoción Industrial. El CEO de 
Vesubio, Rodolfo Gotlib, anunció que prevé fabricar unas 
ochocientas mil remeras en 2013. Pero lo importante para el 
gobierno es que el sesenta y cinco por ciento de la producción de la 
nueva planta se destinará a consumo interno, y el treinta y cinco 
por ciento a la exportación, principalmente al Brasil, Chile, el 
Paraguay y México. Reportará ingresos por más de veintitrés 
millones de pesos -unos cinco millones de dólares- en exportaciones 
y una sustitución de cuatro millones de dólares en importaciones. 
La Argentina es el tercer país donde Lacoste -los otros son China y 
el Perú- autoriza a fabricar sus productos fuera de Francia, y el 
primero donde instala una planta propia fuera de Europa. 

No se cambió sustancialmente la distribución de la riqueza. Las 
políticas inclusivas desarrolladas desde 2003 no revirtieron la 
pobreza y la desigualdad social. Sí se logró atemperar los efectos de 
la inflación y se transfirió recursos a los más pobres y a la clase 
media. Esto explica, en gran medida, la consolidación del voto de 
los sectores de bajos ingresos que acompañaron a Néstor Kirchner 


aun en su peor momento, en 2009, y de amplios sectores de la clase 
media. Una serie de medidas fueron fundamentales: los subsidios a 
los servicios públicos, los aumentos de jubilaciones, la 
incorporación de las personas sin cobertura previsional, la AUH, los 
planes Argentina Trabaja, la distribución de netbooks para 
estudiantes, los créditos al consumo y la extensión de las paritarias 
que permitió que, al menos entre los trabajadores registrados, los 
salarios crecieran por encima de la inflación. 

No se redujo la concentración económica. Las grandes empresas 
agropecuarias y del sector industrial se siguen llevando la parte del 
león, tanto de las utilidades como de los beneficios e incentivos 
fiscales. El régimen de promoción industrial del kirchnerismo -la ley 
26.360 otorga un tratamiento especial a inversiones en bienes de 
capital y obras de infraestructura- es revelador de este esquema: de 
los mil ochocientos millones que costó en diferimientos impositivos, 
cinco empresas concentraron el setenta y siete por ciento de los 
beneficios: Aluar, cincuenta y cuatro por ciento; Techint, once por 
ciento; Cargill, 5,1 por ciento; Molinos, 3,8 por ciento, y Aceitera 
General Deheza, 3,4 por ciento. Una Comisión de Defensa de la 
Competencia que se moviera con autonomía, respaldo político y 
recursos, nunca fue una prioridad del kirchnerismo. 

Un informe elaborado por el economista José Sbatella, ex titular 
de la Comisión de Defensa de la Competencia, revela que la 
mayoría de los mercados de consumo masivo están concentrados: 

+ En galletitas saladas, dos empresas acaparan el setenta y siete 
por ciento de las ventas. En galletitas dulces, dos empresas venden 
el setenta y tres por ciento. 

* En leche fluida, dos empresas concentran el sesenta y seis por 
ciento de la producción, y el setenta y siete por ciento en leche 
chocolatada. 

+ En yogures, tres empresas se quedan con el setenta y cuatro 
por ciento del mercado. 

* En ventas minoristas de consumo masivo en CABA y GBA, tres 
supermercados facturan el ochenta y uno por ciento del total. 

En gaseosas, dos empresas venden el ochenta y cuatro por ciento 
de la producción. 

En cerveza, dos empresas venden el ochenta y uno por ciento de 
lo que se elabora. 


Por lo general Guillermo Moreno negoció los acuerdos de 
precios con los jugadores más poderosos del mercado. Durante su 
gestión, vía la Oficina Nacional de Control Comercial Agropecuario 
(ONCCA), las principales empresas alimentarias recibieron diez mil 
millones de pesos en subsidios para frenar los aumentos de precios, 
compromisos que esas empresas no cumplieron. El fracaso de esas 
negociaciones consolidó la inflación y, finalmente, obligó al 
gobierno a aplicar controles sobre el dólar y las importaciones. Son 
esos controles los que irritaron a una porción de la clase media, 
curiosamente uno de los sectores privilegiados por el gobierno a 
través de ya anacrónicos subsidios a las tarifas. 


13. EL REGRESO DEL ESTADO 


Uno de los logros fundamentales del kirchnerismo fue la 
recuperación del rol rector del Estado en la economía. Sin embargo, 
desde algunas trincheras de la política y desde algunos medios de 
comunicación, advierten que el Estado es demoníaco. Insisten con 
que todo lo que toca lo corrompe o destruye. Eufemísticamente, se 
apoyan en la coyuntura: “Darle más poder al Estado es darle más 
poder a los Kirchner”. Amparados en esa idea predican contra la 
participación estatal en la economía. Así, la recuperación de YPF y 
de Aerolíneas Argentinas, la nacionalización de los aportes 
jubilatorios o la posible creación de un ente que regule las 
exportaciones de cereales fueron exhibidas como amenazas a la 
República. Detrás de esos planteos se vislumbra la silueta de 
poderosos intereses económicos. 

Solo un puñado de dirigentes no mordió ese anzuelo. A riesgo de 
cometer omisiones e injusticias, valgan como ejemplos el apoyo de 
Pino Solanas y Víctor De Gennaro a la recuperación de empresas de 
servicios; de Hermes Binner y los diputados socialistas a la 
nacionalización de las AFJP y a la ley de Servicios Audiovisuales, o 
la posición pública de Claudio Lozano a favor de la creación de un 
ente mixto para regular las exportaciones de granos. El economista 
de la Central de Trabajadores Argentinos señaló: “La posibilidad de 
generar una empresa testigo que pueda comprar producción para 
evitar ganancias espectaculares de las cerealeras o para garantizar 
un stock mínimo de abastecimiento del mercado interno es una 
necesidad. Es una barbaridad que en todo el tiempo de la 
administración Kirchner no se haya tomado este punto como algo 
central, dado que el control estatal sobre el comercio es mucho más 
efectivo que las retenciones”. El diputado Eduardo Macaluse había 
presentado un proyecto en ese mismo sentido. 


El Estado -como cualquier empresa privada- puede ser una 
fuente de ineficiencia y corrupción, pero esa contingencia no puede 
ser el argumento de su desaparición o su debilidad extrema. Ni 
Solanas ni De Gennaro ni Binner ni Lozano ni Macaluse dejaron de 
ser opositores y críticos de la gestión del gobierno nacional. 
Defender la recuperación de instrumentos de gestión pública, 
arrasados en los años noventa, no implica convalidar la forma en 
que un gobierno los administre. 

En el debate político es fundamental tener en cuenta que los 
Kirchner pasarán. Pasarán aunque los kirchneristas ni siquiera 
puedan pensar en esa posibilidad. Como pasan todos los inquilinos 
del poder. Es más, esa debería ser una idea tranquilizadora para 
cualquier gobernante. Pasarán. “Los hombres pasan o fracasan”, 
dijo Raúl Alfonsín durante el homenaje que le tributó Cristina 
Kirchner en la Casa Rosada. “Sigan ideas, no sigan a hombres; ese 
fue, es, y siempre será mi mensaje a los jóvenes. Los hombres pasan 
o fracasan, las ideas se transforman en antorchas que mantienen 
viva la llama democrática”. El ex presidente no dijo triunfan o 
fracasan, dijo pasan o fracasan. Él lo sabía por propia experiencia. 
Solo si pasan, quizá con el tiempo, pueden alcanzar un lugar en la 
memoria popular. 

El Estado argentino está lejos de ser la herramienta que 
distribuye justicia y equidad entre la población. Sigue repartiendo 
subsidios a empresarios privados sin el debido control, y mantiene 
un sistema de recaudación injusto. Además no es del todo eficaz y 
persisten las prebendas y la venalidad. Basta con analizar lo que 
ocurre con la obra pública o vialidad, por nombrar un par de áreas 
donde la presencia del Estado es insustituible. Eso es lo que hay que 
cambiar. Con imaginación, con funcionarios honestos y capacitados. 
Con políticas de Estado que surjan del consenso de las fuerzas 
populares y que puedan mantenerse en el tiempo. Como señala, en 
soledad, el senador nacional de la UCR por Corrientes Nito Artaza: 
“Las cosas positivas del kirchnerismo deberían ser nuestro piso”. 

La vuelta del rol rector del Estado en la economía, la 
recuperación de sectores que se habían hundido en los noventa y su 
protección vía aranceles, la defensa del mercado interno, la 
industrialización, la sustitución de importaciones, el intento de 
sumar valor agregado a las exportaciones, el desendeudamiento, la 


recuperación de la soberanía energética, la extensión del beneficio 
jubilatorio, la Asignación Universal por Hijo, la creación de puestos 
de trabajo, deberían consolidarse como la base de las propuestas de 
todas las fuerzas populares y democráticas de la Argentina. Y, desde 
allí, ir por lo que falta. 


CAPÍTULO VII 
Energía 
Y Péguele Fuerte 
1. LA PALABRA PERÓN 


La palabra Perón es como la palabra Dios: en su nombre se 
hacen las mejores y las peores cosas. 

Espero que el lector acepte que, al menos en mi caso, tal 
afirmación está libre de toda contaminación “gorila”. Es apenas una 
frase descriptiva. La historia de YPF es un ejemplo. En 1992 el 
entonces presidente de la Nación, Carlos Menem, enterrando la 
doctrina peronista, impulsó la venta de las acciones de la petrolera 
estatal. La enajenación de “la joya de la abuela” del patrimonio 
nacional fue bautizada como Ley de Federalización de los 
Hidrocarburos -y de Privatización de Yacimientos Petrolíferos 
Fiscales-. Y allí estaba la trampa. El riojano les prometió a los 
gobernadores de las provincias petroleras que cobrarían las regalías 
que se les adeudaban si instruían a sus legisladores para que 
aprobaran la ley que dejaba al país sin el control de su matriz 
energética. Los estados provinciales pasaban por momentos 
difíciles, con sus tesoros vacíos y en crisis financiera. Entre los 
gobernadores que apoyaron la enajenación de las acciones en 
manos del Estado estaba Néstor Kirchner. Para Santa Cruz la 
movida implicó recaudar quinientos millones de dólares. Veinte 
años después, el gobierno que inauguró aquel gobernador 
patagónico sería el encargado de renacionalizar la empresa. 

Aun bajo administraciones de orientación neoliberal, ni Brasil ni 
México ni Venezuela cometieron el pecado político de desprenderse 


de sus empresas petroleras. La Argentina fue el único país de 
América Latina que cedió el ciento por ciento de su principal 
petrolera al capital privado y extranjero. La firma, además, estaba 
integrada verticalmente: ejecutaba la producción, el transporte y la 
distribución de los hidrocarburos. En Chile, el Perú, Bolivia, el 
Uruguay, el Ecuador y el Paraguay esas empresas son ciento por 
ciento estatales; el Brasil con Petrobras, y Colombia a través de 
Ecopetrol, aplican un modelo mixto. 

Carlos Menem completó la desnacionalización siete años más 
tarde, en 1999, cuando entregó la llamada acción de oro y, de esa 
forma, anuló la capacidad de veto del Estado. La pequeña Repsol se 
quedó con el control total de la enorme YPF. El pez chico se comió 
al grande. Repsol no era una petrolera propiamente dicha. Se 
acercaba más a la idea de una cadena internacional de estaciones de 
servicio. Creció exponencialmente cuando compró YPF. 

Menem lo hizo. Pero para lograrlo contó con el apoyo de todo el 
Partido Justicialista, con la honrosa excepción del llamado Grupo 
de los Ocho. Es justicia mencionarlos: Germán Abdala, Darío 
Alessandro, Juan Pablo Cafiero, Luis Brunati, Franco Caviglia, José 
Carlos Conde Ramos, Moisés Fontela y Carlos “Chacho” Álvarez. Se 
opusieron además, entre otros, Saúl Ubaldini, la CTA de Víctor de 
Genaro y el MTA de Hugo Moyano, mientras el resto del 
sindicalismo aplaudía la operación. 

En 2003 el kirchnerismo asumió el poder como contracara del 
menemismo. Por esa razón, durante los meses iniciales de su 
mandato se especuló con la posibilidad de que Kirchner anunciara 
la reestatización de la empresa. Todo quedó en versiones 
periodísticas. 

El Estado revocó las concesiones a las firmas que administraban 
el servicio de agua corriente, el correo y el espacio radioeléctrico. 
Más tarde recuperó los fondos que administraban las AFJP y 
Aerolíneas Argentinas. Con YPF-Repsol, en cambio, propició la 
“argentinización”. Con ese fin abrió la puerta de la empresa a un 
grupo nacional: la familia Eskenazi adquiría el veinticinco por 
ciento del paquete accionario por medio de una insólita 
financiación que afrontaría con los dividendos que obtendría de la 
empresa que compraba. Fue otro fallido. Nada cambió, el socio 
nacional no revirtió la falta de inversión, el desabastecimiento, el 


excesivo giro de utilidades a la casa matriz y el reparto de 
dividendos sin restricciones, al que se sumó. 

El gobierno de Cristina Kirchner actuó en 2012 con la bandera 
de la convicción, pero empujado por la necesidad: la situación de 
YPF era dramática. Otro factor que ayudó a tomar la decisión de 
expropiar las acciones de Repsol fue el consenso popular sobre la 
medida. Según las encuestas que se encargaron en la Casa Rosada, 
el setenta por ciento de los argentinos consultados apoyaba la 
renacionalización. Una mayoría parecida le había otorgado al 
menemismo la licencia social para enajenar la empresa. 

La presidenta anunció la expropiación de las acciones de Repsol 
en YPF el 12 de abril de 2012. Primera paradoja: algunos de los 
dirigentes que propiciaron la venta de la empresa en los años 
noventa o inventaron lo del socio argentino, se convirtieron en los 
encargados de recuperarla. La gran pregunta es si una acción 
invalida la otra. El kirchnerismo hizo un credo de la defensa de los 
derechos humanos cuando fue poder. Solo entonces impulsó el fin 
de la impunidad, los juicios a los represores y la recuperación de la 
memoria con verdad y justicia. Algo similar ocurrió con la norma 
que tiende a democratizar el mapa mediático de la Argentina: antes 
de que Cristina Fernández enviara la nueva Ley de Servicios de 
Comunicación Audiovisual al Congreso, el gobierno de Néstor 
Kirchner había prorrogado las licencias de los medios electrónicos 
por diez años y había aprobado la fusión de Cablevisión y 
Multicanal, permitiendo de ese modo una mayor concentración del 
mercado de la televisión por cable. 

Entonces, ¿una medida invalida la otra? Para los sectores 
progresistas la respuesta debería ser una sola: no. De hecho, cada 
una de las decisiones citadas contó con el acompañamiento de las 
fuerzas de centroizquierda en el Parlamento. Los avances en esas 
áreas fueron indudables. En especial porque se trata de políticas 
públicas, es decir que trascienden el período de gobierno de 
cualquier administración. Dicho esto, no era mala idea que aquellos 
que acompañaron el despojo o lo avalaron con su silencio hubiesen 
explicado, con honestidad intelectual, por qué hicieron lo que 
hicieron. 


2. CRÓNICA DE LO 
INEVITABLE 


Para Nicolás Gadano, economista y autor de Historia del petróleo 
en Argentina, “en los noventa hubo cambios importantes respecto de 
quién debe explotar el petróleo, pero muchos más importantes en 
cuanto a “de quién es el petróleo”. Las dos cosas aparecieron en la 
ley de privatización original de 1992 y que simultáneamente avanzó 
en la devolución del dominio de los yacimientos: fue el inicio del 
proceso de transferencia del Estado nacional -que lo había tenido 
durante muchas décadas- hacia las provincias. Ese proceso se 
consolidó en la Constitución de los noventa y se materializó 
concretamente en la llamada ley corta [del kirchnerismo], a partir 
de la cual las provincias otorgan, prorrogan y revocan concesiones”. 

El debate en torno a YPF tiene la edad del petróleo, pero registró 
sus episodios más oscuros a partir de los años noventa. El Estado no 
solo resignó la soberanía sobre gran parte de sus recursos naturales, 
sino que además el capital español comenzó a decidir las estrategias 
de conducción de la principal petrolera de la Argentina. Los dos 
primeros gobiernos kirchneristas no revirtieron la situación sino que 
profundizaron la crisis. Los decretos, las leyes -nacionales y 
provinciales-, la creación de ENARSA y el ingreso de la familia 
Eskenazi no modificaron la situación de fondo. 

Todos coincidían en el diagnóstico. Desde la presidenta de la 
Nación hasta los ocho ex secretarios de Energía que suelen 
cuestionar la política oficial por intervencionista, y los integrantes 
del Grupo Moreno que promovía la nacionalización de los 
hidrocarburos. En pocas palabras: mientras la demanda de 
combustible se incrementaba, caía la producción de petróleo, 
bajaban las reservas, se exploraba la mitad que en el pasado y las 


inversiones no crecieron como estaban previstas, o directamente no 
se concretaron. 

La Argentina dejó de autoabastecerse para convertirse en 
importador neto, mientras que la demanda energética aumentaba a 
un ritmo de cinco por ciento anual desde 2004 a causa del 
crecimiento de actividad económica. Ese estado de cosas comenzó a 
impactar en los números de la economía, a afectar la balanza de 
pagos y, por fin, a generar preocupación en el Poder Ejecutivo. 
Según los datos que Cristina Fernández hizo públicos cuando 
anunció la expropiación, en 2011 se importaron 9.396 millones de 
dólares en combustible, sobre todo gas natural y gasoil, pero 
también fueloil y petróleo. Un ciento diez por ciento más que 
durante 2010. 

La senadora de la Coalición Cívica María Eugenia Estenssoro - 
hija del presidente del Directorio de YPF nombrado por Menem- 
estimó que en nueve años se multiplicaron por veinte las 
importaciones de energía, de quinientos a casi diez mil millones de 
dólares. Además la incidencia de las importaciones de combustibles 
sobre el total de las importaciones se triplicó desde 2003, del cuatro 
por ciento al 12,7. El ingeniero Jorge Lapeña, ex secretario de 
Energía de Raúl Alfonsín y ex presidente de YPF en aquellos años, 
calcula que la importación aumentará el treinta y cinco por ciento 
en 2012, con lo cual rondaría los trece mil millones de dólares. 

Como contrapartida, según las estadísticas de los gobernadores 
de las provincias petroleras organizadas en la Organización Federal 
de Estados Productores de Hidrocarburos (OFEPHD), en la última 
década la producción de petróleo cayó el dieciocho por ciento, y la 
de gas el diez por ciento. En ese período YPF perdió entre el treinta 
y el treinta y cinco por ciento de producción propia. Otro ex 
secretario de Energía, Alieto Guadagni, asegura que, según los 
balances de la empresa, desde que Repsol controló YPF las reservas 
de gas cayeron el ochenta por ciento y las de petróleo el cuarenta y 
cinco por ciento. Estas cifras no le dejaban al gobierno demasiado 
margen de maniobra. 

Más allá del debate político que generó la medida, la 
expropiación fue aprobada en el Congreso con mayorías 
categóricas. Segunda paradoja: el principal responsable de que la 
Argentina entregara el control de su petrolera a una empresa 


extranjera, Carlos Menem, estaba habilitado para votar su 
estatización o rechazarla. Tal vez con otro sistema judicial, solo por 
la enajenación de YPF, el ex presidente estaría preso. En la 
Argentina es senador por La Rioja. Sin contar que en 2003 se 
impuso en la primera vuelta electoral como candidato a presidente. 

El gran poeta Mario Trejo solía explicar la diferencia entre la 
tragedia y la comedia de esta manera: un hombre se acerca a un 
árbol con una soga, anuda un extremo en una rama, se pasa el lazo 
por el cuello y se ahorca. Eso es tragedia. Al instante, la rama de la 
que pende el cuerpo se rompe y el hombre cae al suelo. De esta 
manera tonta fracasa en su intento de quitarse la vida. Eso es 
comedia. Menem se ausentó de la sesión en la cual, en nombre del 
peronismo, se revirtió la decisión que él mismo había tomado veinte 
años antes. Como senador nacional estaba habilitado para votar. 
Eso es tragedia y comedia al mismo tiempo. 


3. EL GRAN ARQUITECTO 


El menemismo contradijo la doctrina peronista con total 
impunidad electoral. El ideólogo fue Carlos Menem, pero el gran 
arquitecto de la desregulación fue su ministro de Obras Públicas, 
Roberto Dromi. YPF experimentó dos grandes transformaciones: la 
privatización y la llamada federalización, que transfirió a las 
provincias los recursos petroleros. A partir de entonces, algunas 
provincias obtuvieron abundantes recursos por regalías. Santa Cruz, 
Chubut y Neuquén fueron las más beneficiadas. 

Las normas que se  sancionaron para facilitar la 
desnacionalización fueron la ley 23.696 de Reforma del Estado, que 
habilitó las privatizaciones, y luego una serie de decretos, como el 
1055/89, que determinaba en sus artículos 5 y 14 la libre 
disponibilidad de los recursos que se extrajeran del subsuelo 
argentino. A partir de esas disposiciones las empresas -por lo 
general extranjeras- podían hacer lo que quisieran con el petróleo 
obtenido del suelo nacional. Lo que se dice una fiesta garantizada y 
con todos los gastos pagos. Claro que no todos los argentinos 
estaban invitados. 

Las consecuencias sociales fueron graves por la pronunciada 
reducción de puestos de trabajo y la venta de activos. Las 
localidades cuya actividad giraba en torno a la explotación 
petrolera sufrieron las peores consecuencias. Tanto en el norte como 
en el sur del país los trabajadores despedidos intentaron resistir, en 
vano. En General Mosconi y en Cutral Co se registraron las protestas 
más intensas y también la represión más violenta. 

La Ley 24.145 de  Federalización de Hidrocarburos. 
Transformación Empresaria y Privatización del Capital de YPF 
Sociedad Anónima se votó más tarde, el 24 de septiembre de 1992. 
A partir de ese día se habilitó la privatización de la petrolera 


nacional. Según esta norma el Estado conservaba el veinte por 
ciento de las acciones y transfería el ochenta restante al capital 
privado. Entre tantos otros legisladores peronistas, la ley fue votada 
por el secretario general de la Presidencia desde 2003, Oscar 
Parrilli, entonces diputado nacional por Neuquén. El 7 de junio de 
2012 Parrilli declaró a la FM Río de Neuquén que no se arrepentía 
de haber votado la “transformación” de YPF. 

En 1999 Repsol compró el veinte por ciento de las acciones que 
conservaba el Estado. El gobierno de Menem entregó también la 
acción de oro, perdiendo de ese modo toda capacidad de veto en las 
grandes decisiones de la compañía. ¿Por qué insisto en que Roberto 
Dromi es un actor fundamental de esta trama? Según denunció la 
senadora Estenssoro en 1999, Menem le recomendó al rey de 
España que Repsol contratara a su ex ministro para que los 
asesorara en la compra del veinte por ciento de las acciones que aún 
conservaba el Estado. 

Como especialista en Derecho Administrativo, Dromi siguió 
aconsejando a dirigentes políticos durante los años siguientes. 
Incluso mantiene un fluido diálogo con el ministro de Planificación 
Julio de Vido. Y, aunque parezca increíble, durante una entrevista 
concedida a la revista Noticias en 2011, fue el propio Dromi quien 
comenzó a hablar sobre la necesidad de estatizar la petrolera 
cuando nadie mencionaba el tema. Proponía adoptar un modelo 
mixto similar al de Petrobras o el de Ecopetrol. 

Otro protagonista de esos años fue el ingeniero José “Pepe” 
Estenssoro. Su nombre también genera polémicas. En 1990, por 
decisión de Menem, se hizo cargo de la compañía, como 
interventor. Había trabajado veinticinco años para la compañía 
norteamericana Hughes Tool Company, donde llegó a ser su 
presidente. En 1991 fue elegido titular de YPF, y desde ese puesto 
condujo los procesos de reestructuración y privatización, que 
culminaron en 1993 con la oferta pública inicial de las acciones de 
la compañía. Murió el 4 de mayo de 1995 en un accidente de 
aviación mientras volaba al Ecuador en viaje de negocios junto a 
otras trece personas. 

Algunos dirigentes que en su momento resistieron la enajenación 
de YPF lo señalan como responsable de los ajustes y despidos que 
prologaron la venta total. Otros lo reivindican como un gestor 


eficaz. “Cuando dirigió la empresa el señor José Estenssoro, pese a 
estar en mis antípodas ideológicas, debo reconocer que hizo una 
tarea importante en materia de producción que llevó a YPF a la 
producción más alta en 1998. Nunca se supo claramente a qué se 
debió su muerte. Tengo mis propias teorías, que, como son teorías, 
no las puedo comprobar y no las voy a decir”, señaló la presidenta 
en marzo de 2012. 

Gustavo Calleja, subsecretario de Combustibles de Raúl Alfonsín, 
es más crítico: “Estenssoro tenía cincuenta y cinco mil empleados y 
dejó siete mil. ¿De dónde nacen los piqueteros? Cerraron pozos y 
cerraron pueblos. Su gran error surge cuando empieza a exportar. 
Quería convertir a YPF en una multinacional. Por un lado 
exploraba, pero por otro entregó áreas a muy bajo precio”. 

Juan Wahren, docente de la Facultad de Ciencias Sociales de la 
Universidad de Buenos Aires y autor de Movimientos sociales y 
disputas por el territorio y los recursos naturales, asegura que “los 
Movimientos de Trabajadores de Desocupados son una 
consecuencia de la privatización de YPF. Si la empresa hubiera 
seguido siendo estatal, quizá no hubieran surgido”. Pero no siguió, 
y los piquetes se extendieron por todo el territorio nacional. 

La historia de la venta que había inaugurado el ingeniero 
Estenssoro concluyó en mayo de 1999. El entonces presidente de 
YPF, Roberto Monti, anunció, a través de un comunicado, la 
aceptación de la propuesta española: “La oferta en efectivo de 
Repsol asegura un tratamiento justo e igualitario para todos los 
accionistas”. Repsol adquiría el 85,01 por ciento de las acciones de 
YPF aún en manos del Estado por 13.439 millones de dólares. 
Cuatro meses antes había comprado el 14,99 por ciento de ese 
paquete accionario. En principio los miembros del Directorio 
resistieron la propuesta, pero finalmente todos terminaron 
celebrando. La empresa fundada en tiempos de Hipólito Yrigoyen y 
dirigida por el general Enrique Mosconi cambiaba definitivamente 
de bandera. 


4. EL SOCIO ARGENTINO 


Desde los primeros meses de 2012, el gobierno nacional decidió 
responsabilizar públicamente por la crisis petrolera a los dueños 
españoles de YPF. Con menos exhibición pública, también cuestionó 
a los accionistas locales. El panorama era alarmante, en especial 
para un país cuya matriz energética depende de los hidrocarburos 
en un noventa por ciento. El Estado gastaba diez mil millones de 
dólares en la importación de combustibles. En Brasil, por ejemplo, 
el gas y el petróleo aportan solo el cuarenta y cinco por ciento de la 
energía, mientras que el resto es provisto por fuentes renovables. 
Antes de la expropiación YPF concentraba el 57,6 por ciento del 
mercado de combustibles -naftas y gasoil-, era responsable del 
treinta y cuatro por ciento del total de la producción de petróleo del 
país y del veintitrés por ciento de gas. A comienzos de 2012 el 
gobierno ya había concluido que la empresa, en la que Repsol y la 
familia Eskenazi se repartían el ochenta y dos por ciento del 
paquete accionario, se había convertido en parte del problema y no 
de la solución. 

Fue Néstor Kirchner quien convenció a los dueños de Repsol de 
que financiasen, a través de créditos, la venta de parte de sus 
acciones al Grupo Petersen, de la familia Eskenazi, deuda que 
abonaría con dividendos de la propia YPF. El acuerdo se selló en 
2008, cuando el Grupo Petersen adquirió el 14,9 por ciento de las 
acciones. En mayo de 2011 amplió su participación tras la compra 
adicional de otro diez por ciento. Tras la operación la familia 
Eskenazi pasó a controlar un cuarto del paquete accionario de la 
petrolera. 

La idea de Kirchner era “argentinizar” la empresa. “Los 
argentinos tendríamos que estar contentos de que capitales 
argentinos estén recuperando parte de la empresa que, 


lamentablemente, nos ha traído tantos dolores de cabeza luego de 
su privatización”, sostuvo el por entonces jefe de Gabinete, Alberto 
Fernández. La presidenta, por su parte, llegó a calificar al grupo 
empresario como “la nueva burguesía nacional que necesita el 
país”. 

El contrato entre Repsol y el Grupo Petersen, aprobado por la 
Comisión Nacional de Defensa de la Competencia, autorizaba a la 
compañía española a repartir en forma de dividendos el noventa 
por ciento de sus utilidades, una concesión que triplicaba el 
porcentaje autorizado al resto de las petroleras. Entre 2008 y 2011 
YPF ganó 13.380 millones de pesos y distribuyó utilidades por 
18.628 millones, ya que no solo repartía las ganancias obtenidas en 
el trienio citado, sino también utilidades de ejercicios anteriores. Si 
se suma 2011, la cifra alcanza los 25.250 millones de pesos. Gran 
parte de esos recursos viajaban directamente a España o terminaban 
financiando otros emprendimientos petroleros de Repsol en el 
mundo. Esas magnitudes, afirman en el gobierno, llevaron a la 
presidenta a confesar en privado que se sentía “estafada”, cuando 
evaluó hasta qué punto Repsol había dejado de invertir. Este 
esquema de reparto de utilidades sin aportes significativos para la 
exploración fue una de las razones fundamentales para decidir la 
estatización. 

Si la pelea con Hugo Moyano representó la ruptura con uno de 
los aliados estratégicos del gobierno, el enfrentamiento con la 
familia Eskenazi, aunque con consecuencias menos cruentas, no le 
va en saga. Los Eskenazi no contaban con experiencia en el rubro 
petrolero. Si bien Enrique, el jefe del clan, se graduó como 
ingeniero químico en la Universidad del Litoral, se especializó en 
alimentos y su actividad empresarial nunca estuvo ligada a los 
hidrocarburos. Dirige el poderoso Grupo Petersen y es dueño de los 
bancos de San Juan, de Entre Ríos, de Santa Fe y de Santa Cruz, 
desde que el gobernador Kirchner lo privatizó en 1996. La relación 
con el ex presidente se inició en aquella época. El Grupo fue uno de 
los principales aportantes en las campañas electorales del 
kirchnerismo. Uno de los cuatro hijos de Enrique, Sebastián, se 
convirtió en director de la petrolera. 

El acuerdo funcionó durante un tiempo. Pero tras la muerte del 
ex presidente, y en paralelo con el descontento del gobierno por el 


déficit energético, la situación cambió. En una tensa reunión con 
Sebastián Eskenazi, la presidenta le exigió que suspendiera la 
distribución de dividendos y profundizara el plan de inversiones. El 
planteo apuntaba al corazón del negocio YPF. Según trascendió, el 
empresario se negó. Dijo que no era lo que habían acordado y 
expuso sus razones con números y cuadros que contradecían los 
informes que los funcionarios del área le habían preparado a la 
presidenta. Argumentó que, si se modificaban las condiciones 
pautadas, su grupo se bajaba de la empresa. La reunión terminó de 
la peor manera. Le atribuyen a Cristina Kirchner una advertencia: 
“Nunca te vas a poder bajar”. 

De hecho el gobierno se limitó a expropiar las acciones de 
Repsol, no las del Grupo Petersen. También modificó la política de 
distribución de dividendos de modo que YPF cuente con recursos 
para realizar inversiones que redunden en un aumento de la 
producción de petróleo y gas. El socio argentino quedó en un brete: 
debe pagar la deuda contraída con Repsol y los bancos por la 
compra de las acciones, sin contar ahora con la distribución 
extraordinaria de dividendos. 

Otro empresario muy ligado al gobierno, Cristóbal López, que ya 
había aterrizado en el negocio del petróleo cuando Eskenazi compró 
las primeras acciones de YPF en 2008, no lo podía creer. Su relación 
con Néstor Kirchner era antigua y profunda. Por eso, aseguran, 
nunca logró aceptar que el ex presidente no lo haya considerado 
para semejante operación. Vale la pena reiterarlo: los Eskenazi 
compraron un cuarto del paquete accionario de la mayor petrolera 
argentina sin poner un peso y a cuenta de futuros dividendos. 
Parecía el negocio del siglo. A la luz del desenlace, es posible que 
Cristóbal López ya no lo lamente tanto. 


5. EL SOCIO ESPAÑOL 


“Es un acto ilegítimo e injustificable”. Así definió el presidente 
de Repsol-YPF, Antonio Brufau, la decisión del gobierno argentino 
de intervenir la empresa y enviar al Congreso un proyecto para 
expropiar el cincuenta y uno por ciento de las acciones. Agregó que 
la decisión política era “una forma de tapar la crisis social y 
económica que está enfrentando Argentina”. A las críticas se sumó 
el presidente del gobierno español, Mariano Rajoy, y hasta el 
elefanticida rey de España, Juan Carlos 1 de Borbón. También 
llovieron reproches desde el opositor PSOE, los medios de prensa y 
hasta de las autoridades de la Comunidad Europea. 

“Repsol tomará todas las medidas legales que estén a su 
alcance”, aseguró Brufau y ratificó que la compañía demandaría a la 
Argentina ante el Banco Mundial y otros organismos 
internacionales. Además acusó al gobierno argentino de haber 
organizado una campaña de “hostigamiento, coacciones y 
filtraciones interesadas y planificadas” para provocar el derrumbe 
del precio de YPF y facilitar así su expropiación. En una conferencia 
de prensa realizada en Madrid estimó el valor de la empresa en 
18.300 millones de dólares. En su paso por el Senado, el ministro de 
Planificación Julio de Vido rechazó el planteo: “Vamos a pagar lo 
que vale, no lo que ellos quieran”, señaló. El funcionario incorporó 
el concepto de “daños ambientales” para deducir del precio final 
que se tendrá que abonar por la operación. Por lo pronto, y por 
citar solo un caso, en Santa Cruz tramita una demanda contra la 
empresa, por afectación del medio ambiente, que ronda los 
quinientos millones de dólares. 

El ministro de Relaciones Exteriores de España, José Manuel 
García Maragallo, calificó la medida como “extraordinariamente 
agresiva para el pueblo argentino”; su par de Industria, José Manuel 


Soria, dijo que “es una decisión doblemente discriminatoria y 
hostil”. La relación con España, durante décadas el principal aliado 
de la Argentina en Europa, quedó muy dañada. El antecedente 
inmediato había sido la expropiación de Aerolíneas Argentinas, 
adquirida, cuando se privatizó, por la española Iberia. Los 
argumentos del gobierno eran similares: la maximización de 
ganancias del español Grupo Marsans -último titular de AA antes de 
su renacionalización- en desmedro de los intereses nacionales. 

El principal apoyo internacional a la medida provino de los 
países de la región. Bolivia, Venezuela, el Brasil y el Uruguay 
reconocieron el derecho constitucional argentino de recuperar la 
petrolera vía expropiación de acciones. El más claro de los 
presidentes sudamericanos fue Pepe Mujica: “No nos gusta el prepo 
de la Europa rica”, dijo, y defendió la decisión del gobierno 
argentino “porque hace a su soberanía”. Las críticas llegaron de la 
Unión Europea, y en Latinoamérica protestaron Chile y México, 
cuya petrolera es dueña del diez por ciento de Repsol. 

Cuatro meses después de la expropiación, a través del llamado 
Informe Mosconi, el gobierno argentino respondió las acusaciones 
de Brufau. El viceministro de Economía, Axel Kicillof, aseguró que 
el Estado no tuvo otra opción que retomar el control de YPF “para 
salvarla de la disolución y el vaciamiento”. Incluso fue más allá: 
“Querían vaciar la compañía y venderla en el momento justo, 
porque tenían la vocación de irse por el descalabro que habían 
hecho”. 

Según explicó el viceministro de Economía, “Repsol disminuyó 
un cincuenta y seis por ciento la producción de petróleo y un 
sesenta y cuatro por ciento la de gas entre 1997 y 2011, y redujo las 
reservas un cuarenta y nueve por ciento en el mismo período”, y 
destacó que “en los primeros cuatro años [de gestión de Repsol], 
YPF vendió activos de la compañía en el exterior por 3.063,5 
millones de dólares”. Entre otros datos, el informe afirma que 
durante la gestión española YPF “perdió el setenta por ciento de las 
reservas que tenía en el exterior”. 

El jefe de Gabinete, Juan Manuel Abal Medina, quien acompañó 
la presentación del informe realizada en la Biblioteca Nacional, se 
refirió a una de las principales críticas que planteó la oposición ante 
la decisión del gobierno: ¿Por qué no se actuó antes, si la situación 


de YPF era tan grave? “Es como preguntarse por qué la revolución 
de 1810 no se hizo antes”, señaló. La polémica interna y las 
demandas judiciales ante organismos internacionales aún persisten. 

Hay que destacar que en España no todos estaban tan enojados 
como Brufau o los ministros de Rajoy. El diputado de Izquierda 
Unida Alberto Garzón Espinosa se expresó claramente: “Repsol no 
es España, Repsol es en un cuarenta y dos por ciento propiedad de 
inversores extranjeros y otro diez por ciento es de Pemex [la 
petrolera mexicana], también de bancos y constructoras. No es 
España, es una multinacional”. Y agregó: “La decisión del gobierno 
argentino es legítima y no afecta a la economía española”. El 
legislador de la izquierda parlamentaria ibérica se permitió apuntar: 
“Espero que la empresa ahora sirva al pueblo y a los trabajadores y 
no se convierta en un negocio para otros capitales”. 

Pero el apoyo peninsular más contundente fue el del cantautor 
Joaquín Sabina: “Yo creo que Menem vendió el país cuando 
privatizó todo. Y creo que este gobierno está recuperando algunas 
de esas cosas. Otro tema será después lo que haga con eso, pero la 
medida me parece ejemplar”. En declaraciones a la revista La 
Garganta Poderosa calificó la reacción del gobierno español como 
“una pataleta de niño nuevo rico, que está dejando de serlo, porque 
hace unos años miraban a la Argentina por encima de los hombros, 
porque ellos eran los nuevos ricos y ahora no es así. Entonces, les 
molesta mucho que les toquen los cojones”. 


6. LA EXPROPIACIÓN EN 
DETALLE 


El 25 de abril de 2012 el Senado argentino aprobó el proyecto 
de ley de expropiación por sesenta y tres votos a favor, tres en 
contra y cuatro abstenciones. Diputados lo aprobó el 3 de mayo por 
doscientos siete votos a favor, treinta y dos en contra y seis 
abstenciones. Una semana antes se había sumado por decreto la 
expropiación de la empresa distribuidora de gas licuado envasado 
Repsol YPF Gas SA, tras comprobarse que no estaba bajo control de 
YPF SA. 

La ley 26.741, denominada de Soberanía Hidrocarburífera, 
determinó la expropiación del cincuenta y uno por ciento de las 
acciones de Repsol en YPF. En su artículo primero declara “de 
interés público nacional el logro del autoabastecimiento de 
hidrocarburos, así como la exploración, explotación, 
industrialización, transporte y comercialización de hidrocarburos”. 

El cuarenta y nueve por ciento restante seguirá en manos del 
capital privado. De esta manera se puso en marcha un sistema 
mixto: la empresa no perdió su carácter de sociedad anónima, 
forma estatutaria que le permite nuevas asociaciones con el capital 
privado, seguir cotizando en Wall Street y garantizar el control 
externo propio de todas las compañías que cotizan en la bolsa de 
Nueva York. 

Del cincuenta y uno por ciento expropiado, el cuarenta y nueve 
pasa a ser propiedad de las provincias petroleras y el cincuenta y 
uno por ciento restante queda en poder del Estado nacional. La 
transferencia de acciones a los estados provinciales generó críticas y 
polémicas. Algunos gobernadores, entre ellos Daniel Scioli, 
exigieron participación accionaria en la empresa. Uno de los 


argumentos esgrimidos fue que Buenos Aires posee la mayor 
cantidad de bocas de expendio de combustible del país, situación 
que comparte con Santa Fe y Córdoba, pero el planteo no prosperó. 

La ley establece como principios de la política hidrocarburífera: 
la promoción del empleo de los hidrocarburos y sus derivados como 
factor de desarrollo; la conversión de los recursos hidrocarburíferos 
en reservas comprobadas y su explotación; la integración del capital 
público y privado, nacional e internacional, en alianzas estratégicas 
dirigidas a la exploración y explotación de hidrocarburos 
convencionales y no convencionales; la maximización de las 
inversiones y de los recursos empleados para el logro del 
autoabastecimiento; la incorporación de nuevas tecnologías y 
modalidades de gestión que contribuyan al mejoramiento de las 
actividades de exploración y explotación de hidrocarburos y la 
promoción del desarrollo tecnológico; la promoción de la 
industrialización y la comercialización de los hidrocarburos con alto 
valor agregado; la protección de los intereses de los consumidores 
de hidrocarburos y la obtención de saldos de hidrocarburos 
exportables. 

La norma crea el Consejo Federal de Hidrocarburos, que estará 
formado por los ministerios de Economía, Planificación Federal, 
Trabajo e Industria, además de representantes de las provincias y la 
Ciudad Autónoma de Buenos Aires. Su función principal será 
coordinar las acciones de las provincias y el Estado nacional en 
función de los objetivos que la ley enuncia. 

La designación de los directores que corresponda nominar en 
representación de las acciones sujetas a expropiación se efectuará 
en proporción a las tenencias del Estado nacional y de los estados 
provinciales, además de un director que represente a los 
trabajadores de la empresa. 

Quedó prohibida la transferencia futura de las acciones sin 
autorización del Congreso de la Nación, votada por las dos terceras 
partes de sus miembros. 

La administración de YPF, según la nueva ley, se realizará 
conforme a las mejores prácticas de la industria y del gobierno 
corporativo, preservando los intereses de sus accionistas y 
generando valor para ellos. 

Para cumplir con la meta del autoabastecimiento YPF podrá 


acudir a fuentes de financiamiento externas e internas y a la 
concertación de asociaciones estratégicas, joint ventures, uniones 
transitorias de empresas y todo tipo de acuerdos de asociación y 
colaboración empresaria con empresas públicas, privadas o mixtas, 
nacionales o extranjeras. 

La norma despeja dudas sobre la valuación de la empresa al 
establecer que el precio de los bienes sujetos a expropiación será 
establecido por el Tribunal de Tasaciones de la Nación. 

Los directivos de Repsol anunciaron que emprenderían las 
acciones legales necesarias para “preservar el valor de todos sus 
activos y los intereses de todos sus accionistas”. Aludían al tratado 
de protección de inversiones firmado por España y la Argentina en 
los años noventa. Sin embargo, la Constitución Nacional permite las 
expropiaciones si se declara de utilidad pública el bien del que se 
trate, y se paga por ese bien un precio justo. 


7. ESTADO DE SITUACIÓN 


El contexto límite que el mundo experimenta con los 
hidrocarburos abre un debate profundo: ¿el petróleo es un 
commodity o es un recurso estratégico para el desarrollo del país? La 
respuesta define posicionamientos ideológicos y debería permitir la 
elaboración de una política petrolera acorde al actual estado de 
situación y las perspectivas futuras, pensando en los próximos 
veinte o treinta años. La Argentina, además, debe diversificar su 
matriz energética. Con ese propósito se evalúa la construcción de 
una cuarta central nuclear y se llamará a licitación para la 
construcción de varias represas. 

Tanto el gobierno como la oposición coinciden en que la entrega 
de YPF fue una pésima decisión. En cuanto a la recuperación, como 
ocurrió con otras dos decisiones políticas trascendentes del gobierno 
-la renacionalización de los fondos de jubilación y la ley de 
Servicios Audiovisuales- una parte importante de la oposición 
acompañó la medida. 

Desde Pino Solanas hasta Hermes Binner; desde Víctor De 
Genaro hasta la mayoría de los dirigentes de la UCR. Cada uno con 
sus matices y sus críticas. En especial por la forma en que se realizó, 
la errática política energética de los últimos años y la relación con 
el grupo Eskenazi. El acompañamiento opositor resultó gravitante, 
ya que otorgó contención política a una medida polémica, y fue, por 
la misma razón, una clara señal hacia el exterior. La presidenta lo 
destacó, apenas al pasar, en un discurso. 

Con los partidos de derecha no hubo sorpresas: se opusieron de 
manera tajante a la intervención del Estado. En conferencia de 
prensa, Mauricio Macri señaló: “Es una decisión que va en contra 
los intereses del país”. Hasta allí, todo bien. Nadie esperaba algo 
distinto. Pero luego el jefe de Gobierno de la Ciudad Autónoma de 


Buenos Aires contó que se desveló por la medida y expresó la 
preocupación que lo asaltó, en plena madrugada, ante la cuna de su 
hijita. Aseguró que temía por el futuro de la niña. Igual de asustado, 
el diputado Francisco de Narváez aprovechó para advertir sobre los 
riesgos de “entregarle YPF a La Cámpora como hicieron con 
Aerolíneas”. Elisa Carrió y los restos de la Coalición Cívica se 
limitaron a impugnar la medida. 

La producción de petróleo comenzó a decaer en 1998; la de gas, 
a partir de 2004, un año después de la asunción de Néstor Kirchner. 
“En 1990, las reservas de gas eran de treinta y ocho años y hoy 
oscilan entre seis y ocho años. En petróleo había reservas para 
dieciocho años y ahora queda para entre cinco y seis”, señala 
Gustavo Calleja, integrante de la Fundación Illia y del Grupo 
Moreno. Pero mientras Lapeña y Guadagni integran el equipo de 
especialistas que se opone a cualquier insinuación de “corte 
populista”, Calleja va más lejos. Reclamó la expropiación de YPF, el 
fin de las concesiones a petroleras como Pan American Energy, 
Petrobras, Chevron, Exxon, Apache, Tecpetrol y Pluspetrol. El 
gobierno descarta esa posibilidad. El modelo propuesto es el de una 
petrolera mixta con control estatal, y un mercado regulado pero 
abierto. 

El contexto que derivó en la estatización del paquete 
mayoritario de YPF contrasta con una época en que, tanto desde el 
gobierno como desde la oposición, se recuerda como “dorada”. En 
1988 la Argentina había alcanzado el autoabastecimiento, y en 
1992 logró integrar el grupo de los países exportadores de petróleo 
y gas. Según los especialistas se está cerca del llamado peak oil, el 
punto en el que se consume más que las existencias en reserva. 

La gran apuesta del gobierno argentino es alcanzar nuevamente 
el autoabastecimiento. Desde China, adonde viajó para tentar al 
gobierno del gigante asiático para que realice inversiones en 
energía, el ministro Julio de Vido aseguró: “La idea es 
autoabastecernos, llevar la importación a cero. Ojalá podamos bajar 
la importación a un ritmo del diez por ciento por año”, pero aclaró 
que “no el autoabastecimiento de los noventa, cuando sobraba la 
energía porque faltaba trabajo”. Con un pronóstico optimista, 
aseguró que “se puede alcanzar esa meta en seis o siete años”. 


8. ENARSA 


El 29 de diciembre de 2004 el gobierno de Néstor Kirchner creó 
la empresa Energía Argentina Sociedad Anónima (ENARSA). Fue el 
primer intento del kirchnerismo para paliar la crisis energética. La 
creación de una empresa testigo. Se designó para dirigirla a 
Exequiel Espinosa, entonces subsecretario de Hidrocarburos de 
Chubut y anterior empleado de la petrolera de Cristóbal López, Oil 
MS. Según la ley 25.943, ENARSA tendría “por objeto llevar a cabo 
por sí, por intermedio de terceros o asociada a terceros, el estudio, 
exploración y explotación de los Yacimientos de Hidrocarburos 
sólidos, líquidos y/o gaseosos, el transporte, almacenaje, 
distribución, comercialización e industrialización de estos productos 
y sus derivados directos e indirectos, así como de la prestación del 
servicio público de transporte y distribución de gas natural y la 
generación, transporte, distribución y comercialización de energía 
eléctrica”. 

Lo más significativo era que la nueva empresa conservaba la 
propiedad de los permisos de exploración y de las concesiones de 
explotación “sobre la totalidad de las áreas marítimas nacionales 
que no se encuentran sujetas a tales permisos o concesiones y podrá 
intervenir en el mercado a efectos de evitar situaciones de abuso de 
posición dominante originadas en la conformación de monopolios u 
oligopolios”. Su gran capital era ese y la posibilidad de hacer lo que 
no cumplían los privados: invertir en exploración, por propia cuenta 
o asociada con otras petroleras. 

Las fuerzas de centroizquierda apoyaron la creación de ENARSA. 
Claudio Lozano consideró que se trataba de una decisión 
“saludable, estratégica e imprescindible”, pero cuestionó la decisión 
del Senado que “modificó lo que inicialmente era una sociedad 
anónima con participación estatal mayoritaria y la transformó en 


una peculiar empresa privada, por cierto sujeta al derecho privado 
y comercial”. 

En 2007 ENARSA ganó la tapa de los diarios, no precisamente 
por su aporte al abastecimiento de petróleo. Su presidente, Exequiel 
Espinosa, era uno de los pasajeros del taxi aéreo que trajo a Buenos 
Aires al venezolano Guido Alejandro Antonini Wilson portando una 
valija cargada con 790.550 dólares sin declarar. Espinosa había 
contratado el charter que el 4 de agosto de 2007 encendió el 
denominado “Valijagate”, pero la investigación se centró en Claudio 
Uberti, director del Órgano de Control de Concesiones Viales, un 
operador multipropósito del gobierno que funcionaba como nexo 
con las autoridades venezolanas, quien debió renunciar. Espinosa 
era el responsable formal de la misión comercial en Venezuela, pero 
afirmó que no fue él quien decidió la lista de pasajeros para ese 
vuelo entre Caracas y Buenos Aires. 

Lo cierto es que ENARSA nunca logró la influencia que su 
creación buscaba. Lozano había planteado en 2010 la necesidad de 
recuperar la renta petrolera para que el precio del barril que se 
vende en el mercado interno se adecue al costo de producción local 
-ocho dólares- y no al precio internacional -setenta dólares-: “Para 
que esto sea posible”, señaló, “necesitamos dar de baja los decretos 
desreguladores y privatizadores de los noventa que mantienen su 
vigencia, ubicando a ENARSA como un actor estratégico en el 
mercado petrolero al otorgarle las áreas que se vayan recuperando 
vía aplicación y exigencia de cumplimiento del marco legal 
contractual. De este modo, podremos hacer de ENARSA una 
empresa testigo del mercado petrolero, que fije condiciones al resto 
de las petroleras -precio, calidad, inversiones, cuidado del medio 
ambiente-. Y dar de baja el festival de subsidios que ha crecido 
exponencialmente y ha ido a parar a un puñado de empresas”. 

Otra de las preguntas pertinentes, a partir de la recuperación de 
las acciones de YPF, es: ¿Para qué sirve ENARSA ahora? Hoy su 
tarea central es importar combustibles, fundamentalmente gas de 
Bolivia, y venderlos en el mercado interno a un precio más bajo. 
También financiar el Programa Energía Total, algunas centrales 
termoeléctricas y el gasoducto nordeste. El presupuesto 2013 prevé 
girarle diez mil cincuenta millones de pesos, equivalente al 66,1 por 
ciento de los ingresos que obtiene. En tres años los aportes del 


Estado a ENARSA se multiplicaron por siete. Una vez nacionalizada 
YPF, muchos se preguntan sobre la pertinencia de mantener dos 
petroleras estatales. 


9. UN HOMBRE CON UN PLAN 


El ingeniero Miguel Galuccio no había cumplido aún 44 años 
cuando lo convocaron para proponerle la conducción de YPF. 
Nacido en Paraná, este ingeniero ligado a la explotación del 
petróleo desde la más tierna edad se enfrenta al mayor desafío de su 
vida profesional. Dos semanas antes de que ingresara al Congreso el 
proyecto de expropiación, fue convocado a El Calafate. Allí recibió, 
de boca de la presidenta, la invitación a convertirse en el CEO de la 
petrolera. A Cristina Kirchner se lo había recomendado el 
gobernador de Entre Ríos, Sergio Uribarri, quien conocía al 
hermano de Miguel, Carlos Galuccio, durante años titular de la UIA 
en su provincia. 

Miguel Galuccio se recibió de ingeniero en Petróleo en el 
Instituto Tecnológico de Buenos Aires (ITBA) en 1994, y se 
incorporó a YPF durante la gestión de José Estenssoro. A los 28 
años fue designado responsable de la operación y el desarrollo de 
los yacimientos de la región sur, y cuando YPF compró la petrolera 
estadounidense Maxus Energy en abril de 1995, se sumó a esa 
firma. En 1998 fue trasladado a Indonesia, donde YPF Internacional 
explotaba varios yacimientos. Allí trabajó con Exequiel Espinosa, el 
ya citado titular de ENARSA y actual director de Exploración y 
Producción de la nueva YPF. 

Cuando en junio de 1999 Repsol compró el noventa y siete por 
ciento de las acciones de YPF, Galluccio fue uno de los técnicos que 
decidió abandonar la compañía. Fue contratado por la petrolera 
Schlumberger, que lo nombró gerente general de la firma para 
México y América Central. En 2005 lo ubicó en la presidencia de 
IPM, la división de gerenciamiento de proyectos de la 
multinacional, y en 2011 el joven ingeniero creó y condujo la 
división Schlumberger Production Management, con sede en 


Londres. Además de sus conocimientos, el perfil del nuevo CEO - 
muy respetado por el sector privado- calzaba justo con las 
necesidades del gobierno, ya que obturaba las previsibles críticas de 
“chavización” que provocaría la medida. En la nueva YPF también 
ejercen su influencia Axel Kicillof y un equipo conducido por el 
economista de la CTA Eduardo Basualdo. 

El 23 de agosto de 2012, en la sede de YPF en Puerto Madero y 
ante un auditorio colmado de gobernadores, funcionarios y 
empresarios, Galuccio presentó el Plan Exploratorio Argentina: 
“Hoy es un día histórico porque salimos a explorar como YPF 
exploraba en sus primeros días. Estamos planeando explorar 
doscientos cincuenta pozos entre 2012 y 2016. Esperamos terminar 
cincuenta pozos exploratorios en 2012”. 

Para diagramar el Plan Exploratorio Argentina se revisaron de 
manera integral todas las cuencas sedimentarias y se estudió el 
potencial de recursos de petróleo y gas del país con el objetivo de 
trazar un mapa de oportunidades para la búsqueda de 
hidrocarburos en diversas provincias. “El objetivo fundamental es lo 
que llamamos el nuevo paradigma energético, que es convertir a la 
Argentina, de importador hoy neto de gas, fuel y gasolina, en 
exportador de petróleo; para lo cual tenemos los recursos debajo de 
nosotros”. 

Según dijo Galuccio, el plan exploratorio de YPF necesita 
inversiones por treinta y siete mil doscientos millones de dólares en 
el período 2013-2017. YPF prevé financiar con recursos propios 
treinta y dos mil seiscientos millones. La empresa pretende 
incrementar la producción de petróleo y gas en un treinta y dos por 
ciento, y la de nafta y diésel en un treinta y siete por ciento. Una 
inversión importante se realizará en gas, alrededor de seis mil 
quinientos millones de dólares entre 2013 y 2017 para perforar mil 
ciento sesenta pozos. De esa manera se multiplicarán prácticamente 
por diez las perforaciones de los últimos dos años. 

El setenta y tres por ciento de las inversiones anunciadas se 
destinarán a explotación, el veintidós por ciento a refinación, el 
cuatro por ciento a exploración y el uno por ciento restante a la 
corporación que soporta el resto de la operación. La empresa 
distribuirá solo el cinco por ciento de sus beneficios como 
dividendos, en las antípodas de la política de Repsol que distribuía 


en promedio el noventa por ciento de sus utilidades. 

Una de las posibles derivaciones de la renacionalización que más 
preocupaba a los funcionarios argentinos era la presión que podían 
ejercer España y la Comunidad Europea para bloquear potenciales 
asociaciones de la “nueva” YPF. El 27 de septiembre de 2012, en el 
marco de la visita de Cristina Kirchner a la ONU, el gobierno 
obtuvo una primera señal positiva: la presidenta y Galuccio se 
reunieron en Nueva York con Rex Tillerson, CEO de la petrolera 
Exxon. Durante ese encuentro se analizó la posibilidad de que 
Exxon e YPF asociados aceleren la explotación de gas y petróleo no 
convencional en la Argentina, fundamentalmente a partir de las 
reservas ubicadas en el yacimiento de shale oil de Vaca Muerta. Los 
recursos no convencionales son hidrocarburos -petróleo y gas- muy 
difíciles de extraer por su alta viscosidad o por estar atrapados entre 
rocas poco permeables. El directivo de Exxon ratificó su interés a la 
presidenta argentina. El dato es relevante, ya que Repsol había 
anunciado represalias contra las compañías que inviertan o se 
asocien a YPF. Está claro que, a la hora de hacer negocios, al capital 
internacional no lo detienen lealtades empresarias ni preferencias 
ideológicas. 


10. UNA VACA LLAMADA 
ESPERANZA 


La formación rocosa Vaca Muerta, ubicada en la provincia de 
Neuquén, con una superficie de treinta mil kilómetros cuadrados, es 
la gran apuesta de YPF. Su descubrimiento fue comunicado por 
Repsol a fines de 2010, con reservas estimadas en veintidós mil 
quinientos millones de barriles. Es decir, muchos barriles. Cuando 
se anunció la expropiación, los españoles argumentaron que el 
gobierno argentino quería apropiarse de esas reservas. 

En 2012 Galuccio anunció un nuevo descubrimiento en la zona 
de la cuenca del golfo San Jorge, más precisamente en la formación 
D-129. Se trataría de un reservorio con alta capacidad de producir 
shale oil. De confirmarse las proyecciones sería el segundo mayor 
descubrimiento después de Vaca Muerta. 

Según el especialista Víctor Bronstein, del Centro de Estudios de 
Energía, Política y Sociedad, el treinta por ciento del gas que se 
consume en los Estados Unidos es de origen no convencional. La 
Argentina integra, con los Estados Unidos y China, el terceto de 
países con mayores reservas de ese tipo, estimadas en setecientos 
setenta y cuatro billones de pies cúbicos de gas. 

El geólogo Gualter Chebli, ex director de explotación de YPF y 
titular de la consultora Phoenix Oil Gas -asesora a las provincias en 
materia hidrocarburífera-, convoca a moderar el optimismo: “En 
2011 se hicieron ochenta y cinco pozos exploratorios alentados por 
la expectativa que generan los recursos no convencionales y por el 
informe del departamento de Energía de Estados Unidos que ubica a 
la Argentina como el tercer país del mundo en potencial energético 
en ese rubro, y no hubo grandes resultados”. 

Los yacimientos no convencionales demandan el uso de alta 


tecnología para llegar a la roca madre -hace diez años era 
técnicamente imposible-, donde reside el potencial generador de 
hidrocarburos. El futuro está allí, pero para ir a su encuentro se 
necesita invertir miles de millones de dólares. 


11. SOLVENTE 


En la década de 1970 un grupo musical llamado Solvente logró 
una fugaz popularidad con una canción que titularon “Y Péguele 
Fuerte”. La música fue parte de una campaña publicitaria de la 
estatal Yacimientos Petrolíferos Fiscales. El título del tema 
retomaba las iniciales de la compañía petrolera. “Y péguele fuerte/ 
pegue con todo.../ Y péguele fuerte.../ nunca se quede/ que así se 
alcanza la felicidad...”, cantaban los muchachos de Solvente. Fue 
un éxito. Por entonces los argentinos se identificaban con la 
petrolera como si se tratara de la bandera o el Himno. En estos días, 
la letra sencilla y pegadiza de la canción podría funcionar como 
consigna; podría repetirse el jingle, pero no así la historia de YPF. 
Para no reiterar errores es importante conocer qué sucedió con YPF, 
quiénes lo permitieron y por qué. La memoria es el mejor 
combustible para recorrer el camino hacia el futuro. 


Luces y sombras 
1. LOS DEDOS EN EL 
SUBSIDIO 


En materia energética ocurre lo mismo que con el transporte 
público: tarifas bajas y subsidiadas por el Estado nacional de 
servicios ineficientes en Capital y Gran Buenos Aires. Se transfirió a 
empresas privadas enormes cantidades de recursos para que 
mantengan congeladas las tarifas de los usuarios. Recién en 2012 el 
gobierno de Cristina Kirchner comenzó a revertir tibiamente el 
despropósito de los subsidios a tarifas que alcanzaban en algunos 
casos el ochenta por ciento de su valor real, tanto para aquellos que 
necesitaban asistencia como para quienes podían pagar más. 

El aumento del consumo de energía del último decenio -creció el 
ochenta por ciento en el período 2002-2012-, en gran medida 
debido al incremento de la actividad industrial y comercial, fue 
acompañado por un aumento progresivo del nivel de subsidios. 
Paralelamente, durante ese período aumentaron las importaciones 
de energía eléctrica. Según la Asociación Argentina de Presupuesto 
y Administración Financiera Pública (ASAP), los subsidios estatales 
al transporte y a la energía representaron en 2012 el ochenta y dos 
por ciento del total de subsidios, aunque el cincuenta y siete por 
ciento asignado a energía duplica los montos destinados al 
transporte. El objetivo de las transferencias de recursos del Estado 
persigue siempre un fin noble: proteger a los sectores de menos 
recursos. Su generalización y su extensión en el tiempo, y la falta de 
control sobre la estructura de costos de las empresas beneficiadas, 
son los aspectos cuestionables de una política virtuosa solo en el 
corto plazo. Además, y a pesar del flujo de recursos estatales, la 


mayoría de las empresas del sector asegura que enfrenta serios 
problemas económicos. 

Hasta 2005 prácticamente no se otorgaban subsidios: ese año 
significaron apenas dos mil cien millones de pesos. En los primeros 
siete meses del 2012 se destinaron 46.600 millones a empresas, un 
21,9 por ciento más que durante el año anterior. No obstante, la 
cifra de 2012 significa un recorte del treinta por ciento si se 
compara con los años previos, cuando la masa de subsidios se había 
convertido en una suerte de alud imparable. Durante 2010 la 
Administración Nacional destinó a subsidios 48.032 millones de 
pesos, un cuarenta y siete por ciento más que en 2009; lideró el 
destino de esos fondos el sector energético, que recibió en 2010 
cerca de veintiséis mil millones, sesenta y tres por ciento más que 
durante 2009. En 2011 los subsidios volvieron a incrementarse, esta 
vez, el cincuenta y seis por ciento. 

La mayor parte de los subsidios eléctricos -alrededor del 
cincuenta por ciento- termina en la Compañía Administradora del 
Mercado Mayorista Eléctrico (CAMMESA), mientras una cuarta 
parte se destina a ENARSA. En 2011 CAMMESA recibió veintitrés 
mil setecientos millones de pesos y ENARSA diez mil quinientos 
millones, esto es, un incremento anual de setenta y seis y noventa y 
uno por ciento respectivamente. 

Cuando a fines de 2011 y principios de 2012 el gobierno 
nacional intentó eliminar los subsidios a las tarifas, no consiguió 
reducirlos de manera significativa. Solo los sectores de mayor nivel 
económico y algunas empresas aceptaron quitas voluntarias, 
además de funcionarios y un grupo de famosos identificados con el 
gobierno que encabezaron una campaña de renuncia a los subsidios. 
La adhesión fue escasa. 

Algunos especialistas alentaban una política de shock: quitar de 
manera directa los subsidios distorsivos o que favorecen a sectores 
que no los necesitan. Amplios grupos de clase media y media alta 
pagan los servicios con subsidios del Estado. Claro que implementar 
esa medida implicaba asumir un alto costo político. Ante las 
primeras críticas, el gobierno frenó esa alternativa. 


2. UNA LÁMPARA ENCENDIDA 


Las empresas del sector dicen que deben cubrir el pronunciado 
incremento de la demanda con menos recursos. Afirman que la 
situación se agravó por el congelamiento de las tarifas. En los 
primeros seis meses de 2012 las acciones de las empresas eléctricas 
Central Puerto, EDENOR, Endesa Costanera, Pampa Energía y 
Transener, todas cotizantes en la Bolsa porteña, cayeron, en 
promedio, el 41,2 por ciento. Y, si se revisan los últimos doce 
meses, la baja alcanza el 50,3 por ciento. El negocio eléctrico, que 
habilitó el ingreso de capitales privados al mercado en 1991, dejó 
de ser atractivo. 

La Asociación de Generadores de Energía Eléctrica de la 
República Argentina (AGEERA) -cuyas empresas asociadas cubren 
todo el espectro de generación de energía eléctrica de la Argentina, 
es decir, centrales hidráulicas, nucleares y térmicas de propiedad 
estatal (nacional, binacional o provincial) y de capital privado-; la 
Asociación de Transportistas de Energía Eléctrica de la República 
Argentina (ATEERA) -integrada por once empresas de transporte de 
energía eléctrica a cargo de la operación y el mantenimiento de más 
de veintiocho mil kilómetros de líneas de alta tensión-; la Empresa 
Distribuidora de Energía La Plata (EDELAP); EDENOR, la 
distribuidora de electricidad que brinda servicios en forma 
exclusiva al noroeste del Gran Buenos Aires y al norte de la Ciudad 
de Buenos Aires, y EDESUR, que hace lo propio en la zona sur, se 
reunieron en 2010 para organizar una campaña destinada a alertar 
sobre el bajo costo que los argentinos pagan por la electricidad. 

La acción publicitaria diseñada por el publicista Fernando Braga 
Menéndez -quien en reiteradas oportunidades realizó campañas 
para el FPV- incluyó mensajes en los diarios de circulación masiva, 
spots televisivos y carteles en la vía pública. Uno de los avisos 


señalaba: “Toda la luz de un departamento, un día entero, cuesta 
menos que un alfajor”. Otro calculaba que “toda la luz de un 
departamento, un día entero, cuesta lo mismo que mandar tres SMS 
[mensajes de texto]” y, en ambos casos, agregaba como dato 
informativo: “nueve de cada diez hogares de Capital Federal y el 
Gran Buenos Aires pagan menos de 1,33 pesos de luz por día desde 
1992”. 

A mediados de 2012 -según el diario BAE- el gobierno analizó 
un plan para tomar el control del mercado eléctrico a través de la 
coordinación de directores estatales en las empresas del sector. Se 
evaluó crear una suerte de “YPF eléctrica”. De acuerdo con esta 
versión periodística, para mantener congeladas las tarifas la idea 
era crear, a partir de directores o interventores estatales en cada 
eslabón de la cadena, una red que se encargara de repartir mejor los 
subsidios millonarios que fluyen hacia las generadoras. Dada la 
situación del sector, muchos lo recibirían con alivio. 


3. ILUMINANDO LA 
SITUACIÓN 


En mayo de 2012 la Fundación para el Desarrollo Eléctrico 
(FUNDELEC) elaboró el “Informe Especial 20 años sobre el Sistema 
Eléctrico argentino”. El estudio comprende el período 2001-2012. 
Se señala allí que en los años noventa, “tras la crítica situación que 
se vivía en la prestación de los servicios públicos”, esto es, cortes de 
luz y diversos problemas de suministro que se arrastraban desde 
fines de la década de 1980, se produjo “la privatización parcial del 
servicio eléctrico”. La industria fue dividida en tres segmentos: 
generación, transporte y distribución, “en algunos casos bajo la 
operación de empresas privadas, en otros, de empresas públicas y, 
también, a través de cooperativas”. 

Como con el resto de las privatizaciones de la época menemista, 
se partió de la “percepción generalizada” de que un monopolio 
público del servicio de electricidad no podría satisfacer 
eficientemente las necesidades de la población. El documento 
elaborado por fundalec da cuenta, como balance, que: 

+ Fue exagerada la retracción del sector público en la 
elaboración de la planificación estratégica sectorial. 

* Tras veinte años de aplicación, la actividad regulatoria fue 
activa en el primer decenio y casi nula en los últimos años. 

* La regulación debería ser continua y en procura del equilibrio 
entre el consumidor, el prestador y el Estado, tan indispensable en 
este servicio. 

Hay que agregar la falta de controles. Los entes reguladores 
trabajaron poco y mal. En algunos casos fueron integrados por 
funcionarios que respondían al esquema de “la puerta giratoria”: 
quienes habían facilitado la privatización pasaron a controlar la 


gestión. 

El trabajo revela que durante los veinte años analizados la 
demanda eléctrica se incrementó en dieciocho oportunidades y 
descendió en dos -aun considerando que el PBI cayó en 1995, 1999, 
2000, 2001 y 2002-: durante 2002, tras el colapso económico local 
de 2001, y en 2009, cuando estalló la crisis financiera global. 

La demanda se incrementó significativamente en la segunda 
década -ochenta por ciento de 2002 al 2011; sesenta por ciento 
entre 1992 y 2001-. No obstante la oferta se incrementó más en la 
primera década -setenta y cinco por ciento- que en la segunda - 
veintisiete por ciento-. La producción térmica es la que más 
aumentó en los últimos veinte años. En tanto, la Argentina acumula 
saldo negativo en el balance de los intercambios eléctricos 
regionales, ya que compró más energía que la que vendió, aunque, 
si se divide el período en dos, el saldo de la primera década es 
positivo-por la crisis de abastecimiento eléctrico experimentado por 
Brasil- y negativo en la segunda década. 

“La construcción de líneas del Sistema Nacional Planificadas 
hace más de treinta años, logrando interconectar el país, de norte a 
sur y de oeste a este”, apunta el documento, que además valora el 
crecimiento de la red de transporte eléctrico de alta tensión, 
fundamentalmente entre 2003 y 2012: “Se sumó a la red a todo el 
sistema patagónico, luego a las provincias del norte grande, a 
Catamarca, La Rioja y San Juan. En total, desde 1992, se 
incorporaron 14.196 kilómetros de líneas de alta tensión; pero 
9.000 kilómetros se agregaron en los últimos diez años”. 

El informe agrega un dato: el servicio eléctrico público es el más 
extendido tanto territorialmente como en número de ciudadanos 
abastecidos -noventa y cinco por ciento-, y anota la falta de 
conciencia en el uso racional de energía “bajo la premisa de que 
una generación no debe consumir lo que les pertenece a sus hijos”. 


4. VI LUZ Y SUBÍ 


José Rigane, secretario general de Luz y Fuerza de Mar del Plata 
y titular de la Federación de Trabajadores de la Energía (FETERA), 
es uno de los dirigentes que señala, como principal déficit del 
sector, que en los años de crecimiento económico no se haya 
diversificado la matriz energética argentina. El noventa por ciento 
de la energía que consume el país deriva de hidrocarburos -petróleo 
y gas-, mientras en el mundo esa dependencia ya bajó al cincuenta 
y ocho por ciento. 

Integrante del Movimiento por la Recuperación de la Energía 
Nacional Orientadora (Moreno) y miembro de la mesa directiva de 
la CTA, Rigane asegura que la crisis energética se debe a que las 
leyes y reglamentaciones que facilitaron las privatizaciones se 
mantienen inalterables. Como en el caso del petróleo, afirma, la 
energía dejó de ser un bien estratégico para convertirse en una 
mercancía o un commodity. Según su análisis, los subsidios solo 
sirven para mantener “las ganancias de las empresas 
multinacionales”. 

Rigane agrega que “los organismos de control como el 
ENARGAS y el ENRE han sido intervenidos hace años por el 
gobierno nacional, sin cambios en su estructura legal. No tienen 
autonomía ni capacidad de control. El Estado ha perdido la 
capacidad de planificación y control, y se convirtió en el socio bobo 
de las multinacionales”. 

Entre las principales críticas que enuncian el grupo Moreno y 
otros sectores insospechados de “neoliberalismo”, cabe destacar: 

* El modelo energético basado en la privatización y división de 
la generación, el transporte y la distribución de la energía eléctrica 
es un fracaso global. 

+ En distribución no se modificó el esquema diseñado por el 


menemismo. En generación y transporte eléctrico, en cambio, 
reconocen que el gobierno realizó importantes inversiones. 

+ Perdura una estructura de tarifas cuyos costos fueron 
calculados en épocas de Convertibilidad, con base en el dólar e 
indicadores de actualización internacionales. Aunque las tarifas se 
pesificaron en 2002, los contratos de concesión no fueron 
renegociados. 

* La base del sistema es injusta: el usuario que menos consume 
subvenciona al que más consume (todos pagan por igual los costos 
fijos en las tarifas residenciales). 

* El resto del país subsidia las tarifas de Capital y Gran Buenos 
Aires. 

+ No se materializaron inversiones en mantenimiento ni 
expansión del sistema ni se cumplieron las obligaciones 
contractuales. Se siguen girando dividendos fronteras afuera, sin 
control. 

Ante el reclamo permanente de las principales firmas del sector 
eléctrico por la baja rentabilidad, Rigane formula una pregunta 
provocadora: “¿Qué empresa del sector energético, sobre todo 
eléctrico, abandonó el país en los últimos diez años porque el 
negocio no le era rentable?”. 

La centroizquierda señala que la Argentina es el único país de la 
región que no cuenta con una empresa nacional, y por lo tanto 
propicia, para regular el sector, la creación de una empresa estatal. 

Para el llamado Grupo de los Ocho Ex Secretarios de Energía de 
la Nación -que mezcla a ex funcionarios del PJ y la UCR como 
Alieto Guadagni y Daniel Montamat, por ejemplo- los subsidios, que 
superan el dos por ciento del PBI, son demasiado elevados. El 
gobierno, opinan por lo tanto, debería reducir los subsidios y 
aumentar las tarifas. Proponen además una tarifa diferencial, ya 
que, aseguran, en muchos casos el monto de los subsidios es mayor 
que el de las tarifas, incluso en barrios residenciales. 

El gobierno les recuerda que tuvo que hacerse cargo del país en 
medio de una crisis sin precedentes, y que solo a partir del segundo 
mandato de Cristina Kirchner se pudo comenzar a implementar lo 
que la presidenta llamó “sintonía fina” para no afectar a los sectores 
de menos recursos. Las críticas opositoras se centran en que el 
gobierno nacional negó durante nueve años de gestión que el país 


sufriera una crisis energética, y la reconoció apenas meses antes de 
la expropiación de YPF. 

La discusión entre el gobierno nacional -en especial a través de 
sus principales espadas en el sector, es decir, Julio de Vido y David 
Cameron- y el Grupo de los Ex Secretarios de Energía -cuyos 
miembros se alternan para publicar sus críticas en los diarios de 
mayor circulación- parece limitada a la política de subsidios y el 
nivel de las tarifas. Solo los miembros del grupo Moreno plantean 
un reordenamiento estructural del sector eléctrico para romper el 
esquema heredado de los noventa. ¿Se debe cambiar todo? ¿Se 
puede? ¿Y cómo? Plantear cualquiera de estas preguntas mejoraría 
el debate de fondo. 


Cuántas minas que tengo 
1. LA FE Y LAS MONTAÑAS 


Uno de los mejores relatos breves de Augusto Monterroso se 
titula “La fe y las montañas”. Cuenta el notable escritor 
centroamericano: “Al principio la fe movía montañas solo cuando 
era absolutamente necesario, con lo que el paisaje permanecía igual 
a sí mismo durante milenios. Pero cuando la fe comenzó a 
propagarse y a la gente le pareció divertida la idea de mover 
montañas, estas no hacían sino cambiar de sitio, y cada vez era más 
difícil encontrarlas en el lugar en que uno las había dejado la noche 
anterior; cosa que por supuesto creaba más dificultades que las que 
resolvía. La buena gente prefirió entonces abandonar la fe y ahora 
las montañas permanecen por lo general en su sitio. Cuando en la 
carretera se produce un derrumbe bajo el cual mueren varios 
viajeros, es que alguien, muy lejano o inmediato, tuvo un ligerísimo 
atisbo de fe”. 

En la Argentina las montañas no se mueven por actos de fe: se 
mueven y vuelan por los aires por obra y gracia de los negocios. En 
diez años, los proyectos mineros experimentaron un crecimiento 
espectacular: 3.311 por ciento. 

Eran apenas dieciocho en 2002; llegaron a seiscientos catorce en 
2012. En ese mismo período las inversiones crecieron de quinientos 
cuarenta y un millones de dólares a más de once mil millones. La 
exploración acumuló un crecimiento de seiscientos sesenta y cuatro 
por ciento. En 2002 se exploraban ciento treinta y cinco mil metros 
cuadrados por año, en 2012 más de un millón. Informa estas cifras 
la Secretaría de Minería de la Nación, y su contundencia 
impresiona. 

El país registra 2,3 millones de kilómetros cuadrados con 


potencial geológico apto para el desarrollo minero. Un bocado más 
que apetecible. De hecho, empresas de más de treinta países ya 
invierten en minería en la Argentina. Jorge Mayoral, secretario de 
Minería de la Nación, informó que hacia 2029 el país exportará 
minerales por veintitrés mil millones de dólares, contará con 
inversiones por cuarenta y tres mil millones; y unos novecientos 
cincuenta mil empleos, directos e indirectos, serán producto de esa 
actividad. Con el aval explícito del gobierno nacional, la Argentina 
avanza hacia un destino minero. 

Los argumentos más corrientes en defensa de la minería son la 
creación de puestos de trabajo y el desarrollo de PYMES vía 
abastecimiento de insumos para la producción. Según el secretario 
de Minería, cincuenta mil son los empleos directos del sector en 
2012. Solo la empresa Barrick emplea catorce mil personas. Por esa 
razón los gremios vinculados a la explotación minera defienden la 
actividad a rajatabla. Los grupos ambientalistas aseguran en cambio 
que la capacidad de generar trabajo de las empresas del sector es, 
por lo menos, discutible, y que los daños por contaminación del 
agua y el suelo serán irreparables. 

El empresario sanjuanino Jorge Mayoral conduce la secretaría 
desde 2002 y cuenta con la aprobación de las empresas y los 
gobernadores en cuyos territorios se desarrolla la actividad. A la vez 
concita las peores críticas de ambientalistas y opositores que lo 
vinculan con las empresas mineras. De hecho, legisladoras de la 
Coalición Cívica denunciaron ante la Justicia que el domicilio legal 
de la empresa minera Minvail SA, de la que Mayoral es accionista, 
coincide con el de las oficinas de Barrick Gold en la Ciudad 
Autónoma de Buenos Aires, en Marcelo T. de Alvear 624 1* piso. 

“Los vínculos comerciales entre el funcionario y la Barrick Gold 
demuestran que la actividad minera en la Argentina es un negocio 
que comparten el gobierno nacional y las grandes corporaciones 
mineras del mundo. Esto explica por qué Mayoral está en contra del 
proyecto para proteger los glaciares que se aprobó en la Cámara de 
Diputados y que garantiza la preservación del agua de todos los 
argentinos”, sostuvo la diputada Fernanda Reyes, integrante de la 
Comisión de Minería de la Cámara baja. Reyes había denunciado en 
septiembre de 2009 que Millstone SA, otra empresa de Mayoral 
dedicada a la actividad minera, también compartía sus instalaciones 


con Barrick Gold. 

El actual modelo minero no es una construcción reciente. Julián 
Rooney, vicepresidente de Minera Alumbrera y representante de la 
Cámara Argentina de Empresarios Mineros (CAEM), lo expresó 
claramente durante una reunión de la Comisión de Minería de la 
Cámara de Diputados: “Este régimen fue fijado a mediados de los 
noventa. Fue reafirmado como política de Estado no solo por el 
gobierno actual. Eso sucedió en el momento en el que el actual 
gobernador de San Juan estaba en el Senado, es decir, el ex senador 
Gioja, cuyo hermano se encuentra hoy presente. Esta política de 
Estado fue confirmada por el gobierno radical de De la Rúa, por el 
de Duhalde y más recientemente por el de Kirchner. Cuando se hace 
alusión a la Argentina en el tema minero se tiene un gran respeto 
por el régimen que ha existido”. 


2. LA MEGAMINERÍA 


La imagen de los mineros ingresando al socavón es cada vez 
menos frecuente. Los minerales en veta ya casi no existen y la 
minería subterránea o de socavón hoy es casi un recuerdo. La 
palabra del momento es megaminería, y megaminería significa uso 
intensivo de tecnología, de grandes cantidades de agua, de cianuro 
y otros tóxicos para extraer metales. 

Explica el proceso el periodista y ambientalista Javier Rodríguez 
Pardo en su libro Vienen por el oro, vienen por todo: “Los minerales 
remanentes se encuentran en estado de diseminación en la 
naturaleza y en partículas ínfimas dispersas en las rocas 
montañosas, razón por la cual es imposible extraerlos por los 
métodos y tecnologías de la minería tradicional. En su reemplazo, la 
industria minera ideó un método extractivo acorde a las nuevas 
condiciones: detecta por SATélite aquellos sitios o yacimientos 
donde existe mayor concentración relativa de minerales, 
generalmente polimetálicos y diseminados en extensiones 
kilométricas. Una vez localizado el mineral, se realizan mapeos 
topográficos y geológicos (trabajos geofísicos, investigaciones 
hidrogeológicas, apertura de zanjas y pozos de reconocimiento). Se 
toman muestras para identificar la forma en la que se encuentra 
diseminado el mineral y mediante el cateo se define el área donde 
se localizará la explotación”. 

Rodríguez Pardo nació en España pero vive en la Patagonia 
desde los años ochenta y fue uno de los activistas que impulsó el 
“No a la mina en Esquel” en 2003, un hecho crucial que marcó el 
inicio de las luchas antimineras en la Argentina, la primera alerta 
para empresas y gobiernos: “Durante la explotación”, cuenta 
Rodríguez Pardo, “para apropiarse de los minerales y concentrarlos, 
la minera debe primero producir la voladura de extraordinarias 


cantidades de suelo, montañas enteras que son convertidas en rocas 
y luego  trituradas hasta alcanzar medidas ínfimas, para 
posteriormente aplicárseles una sopa de sustancias químicas 
licuadas con gigantescas cantidades de agua que logran capturar y 
separar los metales del resto de la roca (proceso de lixiviación). Las 
sustancias químicas empleadas son cianuro, mercurio, ácido 
sulfúrico y otras sustancias tóxicas, acumulativas y persistentes, de 
alto impacto en la salud de las personas y el medio ambiente”. 

En una entrevista que el periodista Diego Genoud le realizó para 
la revista Brando en abril de 2012, el ingeniero Mario Capello 
explicó por su parte: “El proceso para arrancarle el metal a la 
montaña es muy distinto. Se comienza con fotos satelitales de 
aéreas, se avanza hacia extracciones de rocas frescas del cerro con 
martillo y punta que luego se analizan en laboratorios y, si los 
resultados son positivos, se pasa a la perforación con una máquina 
que en la punta tiene una corona de diamantes en busca de 
yacimientos diseminados. Entonces se simula en un sistema 
desarrollado de software para saber qué tipo de mineral existe y 
cuál es su tamaño. Recién ahí se sabe cuál será el “método de 
tratamiento adecuado'. Cada vez más lo que se encuentra es oro 
fino -menos de un micrón- que demanda la lixiviación con cianuro”. 

Capello, dirigente radical, legislador durante veinte años y 
actual secretario del Colegio Argentino de Ingenieros en Minas, 
enumera los pasos de la explotación: “Se construye la mina, se 
perfora la tierra, se vuela el cerro, la roca se carga en camiones, se 
transporta en cintas, se tritura, se acondiciona en pilas que se riegan 
con cianuro, agua y cal. Se forma un complejo que se llama cianuro 
de oro y plata que se funden y se convierten en lingotes de doce 
kilos llamados metal doré”. 

Después, como en la época del Virreinato del Río de la Plata, los 
metales preciosos parten en barco -o en avión, única diferencia- 
hacia Europa. 


3. LOS NUEVOS BÁRBAROS 


Los cuestionamientos y protestas contra la explotación minera 
crecen con el mismo vigor con que se extiende la actividad 
extractiva. El Observatorio de Conflictos Mineros de América Latina 
ha detectado ciento cincuenta y cinco focos de tensión en la región 
a causa de proyectos que afectan a más de doscientas comunidades 
del subcontinente. El Perú y Chile -dos países tomados como 
modelo por el sector privado en la Argentina- encabezan la lista con 
veintiséis conflictos. La Argentina registra veinticuatro. En países 
como el Ecuador y Panamá, son las comunidades indígenas las que 
se oponen al avance de la minería a cielo abierto. 

La gran novedad social en la década de 1990 fue la aparición de 
agrupaciones de desocupados en el espacio público. Al comenzar el 
siglo irrumpieron en calles y rutas los movimientos piqueros. En los 
últimos años parece haber ganado ese protagonismo callejero el 
movimiento ambientalista. Desde que se originó en diversas 
provincias, ha sido objeto de toda clase de intervenciones para 
neutralizarlo. La denuncia penal fue uno de esos instrumentos. De 
hecho, hay ambientalistas procesados en varias ciudades del país 
como Famatina, Andalgalá o Cafayate. 

La Unión de Asambleas Ciudadanas (UAC) reconoce como punto 
de partida del movimiento la experiencia de Esquel, donde, en 
2003, el ochenta y uno por ciento de los pobladores rechazó, 
plebiscito mediante, la instalación de una mina de la canadiense 
Meridian Gold. Hoy su sucesora, Yamana Gold, busca grietas en la 
legislación que prohibió la minería a cielo abierto en la provincia de 
Chubut. 

Maristella Svampa fue, en los años noventa, uno de los primeros 
investigadores en ocuparse de los movimientos de desocupados. 
Ahora la socióloga acaba de editar junto con Mirta Antonelli 


Minería transnacional, narrativas de desarrollo y resistencias sociales, 
libro gestado por equipos de investigación de cuatro universidades 
nacionales -Buenos Aires, Córdoba, Catamarca y General Sarmiento- 
que se propusieron poner en debate la minería a cielo abierto. “Es 
un conflicto con claras asimetrías. De un lado, las multinacionales 
en alianza con los gobiernos y, del otro, poblaciones que se oponen 
al saqueo y la contaminación”. 

El libro cuestiona la explotación minera a gran escala - 
particularmente en la zona cordillerana y precordillerana- y 
también “el marco impositivo de privilegio que fue sancionado 
durante el gobierno de Menem y está vigente”. Para Svampa las 
empresas hacen lo que quieren: “Dinamitan montañas enteras y 
utilizan sustancias químicas, como el cianuro, para separar el metal. 
Para eso requieren además grandes cantidades de agua y energía. El 
agua va a ser un problema para todos en muy poco tiempo”. 

La socióloga trazó durante una entrevista una interesante 
comparación entre el modelo minero y el sojero: “Ambos están 
ligados a esta nueva distribución global y territorial del capital y 
presionan por la expansión irracional de las fronteras. Eso lo 
demuestran los veinte millones de hectáreas de soja y los territorios 
mineros con soberanía propia, como Pascua-Lama de la Barrick, que 
no es ni chileno ni argentino. El modelo sojero se expandió porque 
contiene más actores: pequeños, medianos y grandes. Pese a su 
tendencia a la concentración tiene una capacidad de integración 
que el modelo minero no tiene porque no produce derrame alguno. 
En ese sentido, el modelo minero es peor que el sojero. En la 
Argentina existe un imaginario predominantemente agrario que lo 
asocia con la idea de progreso y que hace muy difícil discutir el 
modelo sojero. En cambio, las mineras deben construir una 
mitología en torno al bienestar que produce la actividad”. 

Luego destaca la actividad del movimiento ambientalista, a 
pesar de su carácter heterogéneo y asambleario. “Está compuesto 
mayoritariamente por vecinos. Ellos dicen que se convirtieron en 
ambientalistas por obligación porque tuvieron que salir a defender 
su comunidad”. Y su libro afirma que las mineras construyen un 
saber experto para presentar a los ambientalistas como “bárbaros 
modernos”, un conjunto de ignorantes que pretende detener el 
progreso. 


4. LA LEY DE GLACIARES 


“Nadie defendió como este gobierno a la minería. Si el 
menemismo hizo el aporte esencial en lo legislativo, el kirchnerismo 
lo hizo en lo discursivo. Fueron los primeros que la apoyaron 
abiertamente”. Quien expresa esta comparación es Damián Altgelt, 
gerente general de la CAEM, institución que agrupa a noventa y 
cinco compañías, desde trasnacionales metalíferas hasta PYMES que 
se dedican a la explotación de granito triturado en Tandil. 

En efecto, por medio de decretos, leyes y anuncios, Néstor 
Kirchner, primero, y Cristina Fernández, después, se convirtieron en 
entusiastas promotores de la minería. Desde que asumió la 
presidencia de la Nación, Néstor Kirchner la consideró una 
actividad esencial para el desarrollo económico del país. En 2004 
lanzó el Plan Minero Nacional y ponderó la legislación de los 
noventa: “Una legislación que fue positiva, que ayudó. Hoy estamos 
en condiciones de consolidar el proceso de inversión y desarrollo 
minero en la Argentina”. 

La discusión sobre los efectos de la minería y la necesidad de 
proteger a los glaciares cordilleranos se disparó cuando comenzó la 
construcción del emprendimiento minero de Veladero en 2005, un 
enorme yacimiento de oro explotado por la empresa Barrick Gold 
en la provincia de San Juan. La polémica se suscitó a partir de los 
potenciales daños al medio ambiente por el enorme consumo de 
agua, el importante territorio que cubre el proyecto y la eventual 
contaminación de los glaciares por empleo de cianuro. A instancias 
de grupos defensores del medio ambiente, la entonces diputada 
Marta Maffei elaboró el primer proyecto de protección de glaciares. 
Su aprobación no sería sencilla. 

El 22 de octubre del 2008 el Congreso de la Nación aprobó, por 
unanimidad en ambas Cámaras, la Ley 26.418 de Presupuestos 


Mínimos para Protección de los Glaciares y el Ambiente Periglacial. 
La suma de todas las voluntades del Parlamento convirtió la sanción 
en un hecho histórico. Sin embargo la norma fue vetada por el 
Poder Ejecutivo. Cristina Kirchner firmaba su primer veto total a 
una ley: “La prohibición de la exploración y explotación minera o 
petrolífera, incluyendo aquellas que se desarrollen en el ambiente 
periglacial saturado en hielo, daría preeminencia a los aspectos 
ambientales por encima de actividades que podrían autorizarse y 
desarrollarse en perfecto cuidado del medio ambiente”, decía el 
decreto 1837/08. Por esa decisión el diputado Miguel Bonasso, 
presidente de la Comisión de Recursos Naturales de la Cámara baja, 
abandonó la bancada oficialista para sumarse al interbloque de 
Proyecto Sur, la agrupación liderada por Pino Solanas, tenaz crítico 
de la megaminería. 

Entre los fundamentos del veto se expresa la preocupación 
manifestada por los gobernadores de provincias mineras por las 
“repercusiones negativas en el desarrollo económico y las 
inversiones” de sus territorios. El decreto que volteó la norma 
creaba, además, un foro interdisciplinario para discutir el tema. En 
ese marco el senador del Frente para la Victoria Daniel Filmus 
presentó un nuevo proyecto que recibió media sanción en la 
Cámara de Senadores el 10 de octubre de 2009. Por su parte, el 
diputado Bonasso impulsaba un proyecto casi idéntico al texto de la 
ley vetada. Finalmente, luego de intensas negociaciones, arribaron a 
una instancia de consenso. Se tomó como base el proyecto de 
Filmus, al que se le practicaron algunas modificaciones acordadas 
por los equipos técnicos de ambos legisladores. Contaron con el aval 
de los grupos ambientalistas. La iniciativa contemplaba un 
inventario de la zona de glaciares y periglaciares para su 
conservación. 

Los gobernadores de provincias mineras se dispusieron a resistir. 
Desplegaron dos estrategias: la presentación de medidas cautelares 
en la Justicia y la elaboración de leyes provinciales. Alegaron la 
competencia originaria de las provincias sobre los recursos 
naturales, un derecho que les otorga la Constitución Nacional. La 
primera en aprobar una ley provincial de glaciares fue Santa Cruz, 
en cuyo territorio se desarrollan cuatro explotaciones mineras de 
oro y plata -Cerro Vanguardia, Manantial Espejo, Mina San José y 


Mina Martha-. Avanzan además dos nuevos proyectos en Cerro 
Negro y Lomada de Leiva. 

Mientras la Cámara de Diputados procuraba sancionar la Ley de 
Protección de Glaciares, la presidenta de la Nación y los 
gobernadores de las provincias mineras se reunían con el CEO de 
Barrick Gold Peter Munk en Toronto, en el marco de la Cumbre del 
G-20. Poco después de ese encuentro, el 6 de julio de 2010, 
reunidos en la Casa de Salta de Buenos Aires, los gobernadores de 
provincias mineras se comprometieron a proponer a sus respectivas 
legislaturas que sancionaran leyes propias de protección de 
glaciares. La idea era evadir u omitir el término “periglacial”, 
contenido en la norma nacional en discusión, y que amplía el 
territorio protegido. Por lo pronto, el inventario realizado por San 
Juan revela: “No hay glaciares en las zonas donde se realiza 
minería”. La mayoría de las leyes provinciales fue aprobada a libro 
cerrado, casi sin debate en comisiones ni consultas a especialistas 
ambientales. Se anticipaban de ese modo a la ley acordada por 
Bonasso y Filmus. 

Finalmente, y contra todo pronóstico, el 30 de septiembre de 
2010 se sancionó en el Senado el proyecto de ley acordado por 
Bonasso y Filmus para la protección de los glaciares y el área 
periglacial. La votación fue muy reñida: treinta y cinco votos a 
favor, treinta y tres en contra y una abstención. El artículo 3% de la 
ley establece la creación del Inventario Nacional de Glaciares y 
otorga seis meses para la presentación de ese relevamiento. El 
artículo 6% prohíbe “la liberación, dispersión o disposición de 
sustancias o elementos contaminantes, productos químicos o 
residuos de cualquier naturaleza o volumen. Se incluyen en dicha 
restricción aquellas que se desarrollen en el entorno periglacial. 

Sin embargo, el mismo día de entrada en vigencia de esa ley 
nacional, empresas y gremios interpusieron en el Tribunal Federal 
N*1 de San Juan un pedido de inconstitucionalidad, acompañado 
por una medida cautelar que prohibía la aplicación de los artículos 
más perjudiciales a los intereses de las empresas mineras. 

En julio de 2012 la Corte Suprema de la Nación revocó las 
medidas cautelares que paralizaban su aplicación, de modo que 
finalmente la Ley de Glaciares entró en vigencia. Además ordenó la 
realización del inventario de los glaciares y las áreas de 


periglaciares, y una auditoría sobre la actividad industrial de la 
minera Barrick Gold para determinar si su labor afecta alguna zona 
protegida. En síntesis, aunque no prohibió que las empresas sigan 
desarrollando sus actividades, estableció la plena vigencia de todos 
los artículos de la ley que protege los glaciares. 


5. AVISOS Y PUBLICIDAD NO 
TRADICIONAL 


Luego de la disputa por la ley, los empresarios mineros 
comprendieron que debían comunicar mejor sus propuestas si no 
querían seguir perdiendo “la batalla cultural”. Durante las 
discusiones en el Congreso habían publicado solicitadas contra la 
ley y sus efectos negativos para el desarrollo económico de las 
provincias. Tiempo después comenzaron a comunicar en los medios 
electrónicos las bondades de la minería. 

El gobierno nacional también formó parte del debate. En varias 
oportunidades la presidenta ponderó la explotación minera. El 9 
febrero de 2012 protagonizó una suerte de blooper. Mientras en 
Tinogasta y Belén los ambientalistas bloqueaban rutas para impedir 
la instalación del proyecto Agua Rica y la gendarmería reprimía las 
protestas, Cristina Kirchner encabezaba un acto en Olavarría junto 
al vicepresidente Amado Boudou. Fue durante la inauguración de 
un horno cementero. Sus colaboradores le dijeron que podía saludar 
a un trabajador minero que hablaba a favor de la actividad. De 
hecho, la mayoría de ellos lo hace. Días después se supo que el 
“simple trabajador” que había conversado con ella era Armando 
Domínguez, dirigente del PJ de Olavarría y sindicalista de la 
Asociación Obrera Minera Argentina (AOMA), un gremio histórico 
del sector. “Fue interventor en San Juan durante un año y medio. 
Llegó en 2009. Vino una sola vez a Veladero y se tuvo que ir 
rechazado por los trabajadores. Lo iban a colgar si volvía”, 
denunció José Leiva, trabajador de Barrick en Veladero y titular de 
la Organización Sindical Minera Argentina (OSMA), un sindicato 
enrolado en la CTA. 


6. LO QUE DEJAN LAS 
EMPRESAS 


Además de la posible contaminación de sus explotaciones -que 
rechazan de plano-, el principal cuestionamiento que pesa sobre los 
empresarios mineros es que pagan pocos impuestos. Un estudio de 
la consultora Abeceb, a pedido de CAEM y en base a datos de la 
AFIP, sostiene que son pocas las actividades que en la Argentina 
soportan una carga tributaria nacional superior a la de la minería. 
“La presión fiscal sobre el sector es comparable, en términos del 
valor agregado, con la que afecta al complejo automotriz y dos 
puntos superior a la del sector textil y doce puntos por arriba del 
sector petrolero”, asegura el informe. Según ese mismo documento, 
la actividad minera deja cada año cuatro mil quinientos millones de 
pesos en las arcas del Estado nacional y paga mil doscientos 
millones a los estados provinciales, básicamente en concepto de 
Impuesto a las Ganancias, IVA y retenciones a las exportaciones. En 
tanto, la cámara empresaria estima que en 2011 las exportaciones 
alcanzaron los cinco mil millones de dólares. 

Señalan que la minería paga el mismo porcentaje de Impuesto a 
las Ganancias que cualquier otra actividad -treinta y cinco por 
ciento- y se quejan de que “muchas veces se sostiene que la minería 
paga ganancias en base a una simple declaración jurada fuera del 
país en puertos de destino de las exportaciones, sembrando dudas 
acerca de la veracidad de esa declaración jurada. Esto no es así: 
toda actividad económica en la Argentina realiza una declaración 
jurada de ganancias y la minería no es excepción”. Agregan que 
solo las tres minas metalíferas más grandes aportaron en 2010 mil 
ochocientos millones de pesos en concepto de Impuesto a las 
Ganancias, equivalente al 2,3 por ciento del total de lo recaudado 


por la Nación por ese concepto. Respecto de las exenciones 
impositivas -beneficio que también se les cuestiona- aseguran que 
sumaron cuatrocientos cuarenta y dos millones de pesos en 2010, 
frente a los cinco mil seiscientos millones que aportó el sector. 

Para defender “sus aportes” las empresas los comparan con la 
ayuda social que brinda el Estado: “Los recursos aportados al país 
ese año significaron veintidós millones de asignaciones universales 
por hijo. En 2010 el Estado asistió con el plan de Asignación 
Universal por Hijo a 3,5 millones de chicos. En 2010, solo en 
concepto de retenciones a la exportación [tributan el diez por ciento 
por los concentrados de mineral y el cinco por ciento por el metal 
doré u otras formas de manufactura industrial], el aporte de las 
mineras fue de seiscientos cincuenta y seis millones, alrededor del 
1,4 por ciento de lo recaudado por la Nación en ese concepto. La 
suma equivale a tres millones seiscientas cuarenta mil asignaciones 
universales por hijo”. 

Esa es la moneda de intercambio que proponen las empresas. 
Según la cámara que las agrupa el sector “podría crecer un 
doscientos cincuenta por ciento y crear ciento treinta mil puestos de 
trabajo en cuatro años”, claro que para lograr ese objetivo reclaman 
que no les suban los impuestos y poder girar sus utilidades. 

Si bien no lo dicen públicamente, las mineras sugieren que esos 
números no se difunden porque “el lobby del agronegocio tiene 
mejor prensa que la minería”. Un ejecutivo que trabaja para una 
multinacional cree que la cámara empresaria que los agrupa no 
logró la cohesión que consiguió la Mesa de Enlace durante el 
conflicto por las retenciones móviles. Según esa hipótesis la 
megaminería sería la hermana fea del negocio agrario. También en 
off, algunos empresarios mineros cuestionan a los grandes medios. 
Dicen que los que defendieron al sector agropecuario en la disputa 
con el gobierno en 2008 hoy atacan al sector minero. Olvidan que 
el gobierno que enfrentó a las entidades del “campo” durante el 
conflicto por las retenciones apoya el negocio minero. La 
denominada burguesía nacional se abstiene de participar en el 
debate porque no se dedica al rubro más que como contratista. 
Techint, YPF -aunque ahora es de mayoría estatal- y Cartellone, por 
citar algunos ejemplos, solo aportan infraestructura a las empresas. 


7. PERFIL DE UN GIGANTE 


De acuerdo con sus propias estimaciones, Barrick Gold es el 
principal productor de oro del mundo. Explota veintisiete minas 
distribuidas en diez países y construye dos nuevos proyectos: 
Pascua-Lama -en la frontera entre la Argentina y Chile, que entrará 
en Operaciones a mediados de 2014 y se convertirá en la primer 
mina binacional del mundo- y Jabal Sayid, en Arabia Saudita, mina 
de cobre. Sus ganancias en 2011 alcanzaron los 4.670 millones de 
dólares. 

“Presente desde 2001 en la Argentina, Barrick opera en el país la 
mina de oro Veladero, que inició su producción en 2005. Cuatro 
años después, en 2009, la compañía inició la construcción del 
primer proyecto minero binacional del mundo, Pascua-Lama, 
también de oro. Ambos emprendimientos están emplazados en la 
cordillera de los Andes, en la provincia de San Juan, trescientos 
setenta kilómetros al norte de la capital provincial y a una altura 
que va desde tres mil ochocientos hasta cinco mil doscientos metros 
sobre el nivel del mar. El nombre Pascua-Lama reconoce el carácter 
binacional del proyecto: Pascua, por el nombre del área chilena, y 
Lama, por la argentina”. De esta manera se presenta en sociedad la 
empresa Barrick Gold a través de su página web. 

Explica además que Barrick practica “minería responsable” y 
destaca que emplea a 14.676 trabajadores -entre personal propio y 
contratado- en sus operaciones en el país, entre Veladero, Lama y 
sus oficinas en San Juan y Buenos Aires. Es el principal generador 
de empleo privado de San Juan. Según informa la empresa, “el 
treinta y cuatro por ciento es lo que Barrick contribuye al PBI de la 
provincia”. 

La página digital de la empresa consigna otros números 
impresionantes: la producción de oro en la Argentina fue de 


novecientas sesenta mil onzas en 2011. Ese año la empresa pagó 
2.038,6 millones de pesos por impuestos nacionales, provinciales, 
municipales, por regalías y retenciones. 

Para la construcción del yacimiento binacional de Pascua-Lama 
invirtió mil ciento noventa y un millones de dólares en 2011. Esa 
suma superará los mil seiscientos millones de dólares durante 2012. 
Entre ochocientas y ochocientas cincuenta mil onzas de oro es la 
producción estimada para los primeros cinco años del 
emprendimiento. 

Sobre las denuncias de contaminación, la empresa aclara: 
“Hacemos minería. Y hacemos minería de la misma manera, con los 
mismos cuidados y prácticas productivas que empleamos en los 
distintos países del mundo donde operamos nuestros veintisiete 
yacimientos”, y agrega que en función del marco legal vigente en la 
Argentina, antes de iniciar sus operaciones la empresa está obligada 
a presentar un informe de impacto ambiental y una explicación 
exhaustiva del proceso extractivo que se pretende llevar a cabo en 
cada caso. Asegura que cumple en San Juan con los procesos de 
participación ciudadana y con la declaración de impacto ambiental, 
que fue oportunamente aprobada. 

Explica que una comisión evaluadora de impacto ambiental 
minero conformada por catorce instituciones de la provincia, dos 
universidades nacionales y representantes de organismos públicos y 
expertos, determina la viabilidad de la explotación. Por otra parte 
dice someterse a controles periódicos y auditorías ambientales. 


8. MITOS SOBRE LA MINERÍA 


El Colectivo Voces de Alerta -integrado entre otros por Horacio 
Machado, Maristella Svampa, Norma Giarracca y Miguel Teubal- 
publicó en 2011 el libro 15 mitos y realidades de la minería 
transnacional en la Argentina. Guía para desmontar el imaginario 
prominero. Entre los principales mitos a refutar, el texto enumera: 

* Quienes se oponen a la minería “Son fundamentalistas, están 
en contra de todo tipo de minería”. El grupo niega que eso ocurra, 
que los conflictos y las resistencias se centran predominantemente 
en torno a un tipo específico de explotación: la minería 
transnacional a gran escala, mayormente practicada a “cielo 
abierto”. También declaran que predican el desarrollo sustentable. 

* “La minería es un motor de desarrollo que impulsa la economía 
nacional”. Voces de Alerta asegura que la minería provoca 
“extranjerización, concentración y reprimarización del aparato 
productivo interno”. Y que esos efectos redundan en “mayor 
dependencia económica, comercial, financiera y tecnológica 
respecto a los mercados internacionales”. Y denuncian que “las 
estrategias corporativas de las empresas que controlan el sector a 
escala global, provocan mayor vulnerabilidad de las economías 
nacionales en relación con los flujos cíclicos y los vaivenes 
especulativos de la economía mundial, trasladando al interior dicha 
inestabilidad”. 

* “La minería genera empleo y crecimiento económico local”. 
Según los autores del libro, “Los proyectos mineros a gran escala 
generan una demanda intensiva de trabajo en las fases iniciales, lo 
que crea la ilusión de trabajo permanente. Generalmente, el peor 
trabajo queda para los vecinos del lugar y los puestos mejor 
pagados y más altos son para gente de afuera”. Descreen además de 
los datos de empleo aportados por la Secretaría de Minería de la 


Nación, citados más arriba. 

* “La minería se instala en zonas postergadas, crea un círculo 
virtuoso, genera desarrollo y eleva el nivel de vida de la población”. 
Para Machado, Svampa y compañía ese presupuesto también es 
falso. Al contrario, dicen que “los procesos de encadenamientos 
productivos dinámicos a partir de la minería se dan únicamente en 
los casos de los países centrales (Estados Unidos, Canadá, 
Australia), que son los países donde se hallan radicadas las grandes 
corporaciones transnacionales que controlan las cadenas de valor a 
escala global. En el caso de países especializados en la provisión de 
materias primas, lo cierto es que ninguno de ellos ha superado la 
pobreza y el subdesarrollo gracias a la gran minería transnacional. 
Esta puede generar un fuerte crecimiento económico (aumento del 
producto interno bruto), pero volátil, con escaso “derrame” y sin un 
auténtico desarrollo para la población”. Citan los casos de Malí y 
Níger. El primer país es uno de los mayores exportadores de oro del 
mundo, y el segundo uno de los principales extractores de uranio. 
No obstante, siguen sumidos en el subdesarrollo. En el Índice de 
Desarrollo Humano publicado por Naciones Unidas en 2010 figuran 
respectivamente en los puestos ciento sesenta y ciento sesenta y 
siete, entre ciento sesenta y nueve países. 

El texto cita, como ejemplo local, el caso de Catamarca: “Tras 
catorce años de explotación de Bajo de la Alumbrera, el primer 
emprendimiento megaminero radicado en el país, el paisaje 
socioeconómico de la provincia no ha cambiado favorablemente, 
sino todo lo contrario: se evidencia la intensificación de 
preocupantes indicadores, “sociales”, con niveles de pobreza e 
indigencia, de desempleo y subempleo, y con porcentajes de 
población “asistida? a través de los diversos “programas sociales” de 
los más altos del país, e incluso, con algunos valores superiores a la 
media de la región del NOA. La acentuación de los niveles de 
pobreza, indigencia y desempleo contrasta notablemente con la 
“evolución” de las variables macroeconómicas en un contexto de 
fuerte expansión de las exportaciones mineras”. 

* “Los beneficios de la minería se quedan en los países donde se 
extraen los minerales, y las empresas contribuyen con el pago de 
diferentes impuestos en el desarrollo del país”. El Colectivo Voces 
de Alerta asegura que las exenciones impositivas y diversas 


maniobras -exportar vía puertos de otras provincias, por caso- 
permiten a las grandes empresas mineras tributar mucho menos de 
lo que les corresponde. También aseveran que “existen proyectos de 
ley que proponen la modificación integral del Código de Minería y 
la derogación de las leyes que permiten el saqueo, que no pueden 
ser tratados en el Congreso de la Nación porque el bloque oficialista 
custodia la inmutabilidad de dichas normas y no admite siquiera su 
discusión en las comisiones”. Dicen que no es obra de la casualidad 
que la Comisión de Minería de la Cámara de Diputados esté 
presidida por el sanjuanino del Frente para la Victoria Héctor 
Daniel Tomas, mano derecha del gobernador José Luis Gioja, un 
activo defensor de la minería a gran escala. 

* “La minería puede ser limpia, no contamina el ambiente y se 
puede hacer sin riesgos ambientales. Hay una solución técnica para 
cada problema ambiental”. El trabajo señala que “Las tecnologías 
que permiten la explotación de yacimientos conllevan un elevado 
riesgo y capacidad de contaminación y daño ambiental, evidencia 
que se procura minimizar, incluso en algunos países centrales, como 
los Estados Unidos. La minería demanda enormes cantidades de 
agua y contamina frecuentemente las cuencas hídricas con metales 
pesados y sustancias químicas como el cianuro. El drenaje ácido y 
otras formas de contaminación son efectos comprobados que, 
muchas veces, comienzan después de que se retiró la empresa y se 
cerró la mina”. 

Para funcionarios y empresarios del sector, la “revolución 
minera” que experimenta la Argentina aporta beneficios a la 
población. Para diversas organizaciones ambientalistas y un grupo 
de dirigentes opositores, el crecimiento exponencial de la actividad 
dejará pocos réditos económicos y provocará daños ecológicos 
irreparables. Cómo conciliar desarrollo minero, economía 
sustentable y protección del medio ambiente, ese es un desafío 
político aún irresuelto. 


Principales explotaciones 
mineras en la Argentina 


Veladero (San Juan). Operada por la Minera Argentina Gold 
SA de la canadiense Barrick Gold. Se extrae oro y plata. 

Bajo de la Alumbrera (Catamarca). Operada por Xstrata 
Cooper e inversiones suizas y canadienses -Xstrata Copper 50 por 
ciento; Goldcorp 37,5 y Yamana 12,5-. Se extrae oro, cobre y 
molibdeno. 

Cerro Vanguardia (Santa Cruz). Operada por Cerro 
Vanguardia SA. Capitales mixtos sudafricanos y argentinos: 
AngloGold Ashanti Ltd. 92,5 por ciento y fo.mi.cruz se 7,5 por 
ciento. 

El Aguilar (Jujuy). Operada por Compañía Minera Aguilar SA. 
Inversión de la suiza Glencore International AG. Se extrae plomo, 
zinc y plata. 

Gualcamayo (San Juan). Operada por Minas Argentinas SA de 
la canadiense Yamana Gold. Se extrae oro y plata. 

Manantial Espejo (Santa Cruz). Operada por Minera Triton 
Argentina SA con capitales de la canadiense Pan American Silver 
Corporation. Se extrae plata y oro. 

Farallón Negro (Catamarca). Operada por Yacimientos 
Mineros de Agua de Dionisio (YMAD) de capitales argentinos. Se 
extrae oro, plata y manganeso. 

Mina Martha (Santa Cruz). Operada por la estadounidense 
Coeur d'Alene Mines Corp, bajo el nombre de Coeur Argentina SRL. 
Se extrae plata. 

San José-Huevos Verdes (Santa Cruz). Operada por Minera 
Santa Cruz SA con inversiones de la canadiense Hochschild Mining 
y la peruana Mineras Andes Inc. Se extrae oro y plata. 


Salar del Hombre Muerto (en el límite entre Catamarca y 
Salta). Operada por Minera del Altiplano SA con capitales de la 
estadounidense FMC Lithium. Se extrae carbonato y cloruro de litio. 

Río Turbio (Santa Cruz). Operada por el Estado nacional. Se 
extrae carbón. 

Pirquitas (Jujuy). Operada por Mina Pirquitas Inc. Argentina, 
con capitales de la canadiense Silver Standard Resources Inc. Se 
extrae plata, zinc y estaño. 

Sierra Grande (Río Negro). Operada por Minera Sierra Grande 
SA con capitales del China Metallurgical Group. Único proyecto 
minero que produce hierro en el país. 

Casposo (San Juan). Operada por Troy Resources Argentina 
Ltd., de capital australiano. Se extrae oro y plata. 

Tincalayu (Salta). Operada por Bórax Argentina SA, de la Río 
Tinto Mining Ltd. de capital británico. Se extraen boratos. 


CAPÍTULO IX 
Seguridad: documentos, por 


favor 
1. LA PALABRA MALDITA 


Hasta mediados de la década de 1980 la palabra inseguridad no 
reinaba en el discurso de los medios de comunicación. Tampoco era 
el principal motivo de inquietud de la mayoría de los argentinos. 
Solo los delitos graves y excepcionales lograban amplificación 
pública a través de los grandes medios. Los delitos comunes eran 
material cotidiano y casi exclusivo de los diarios llamados 
populares. El tópico más repetido era en todo caso el consumo de 
drogas, ligado por algunos al “libertinaje” propio de los regímenes 
democráticos. A comienzo de los años noventa la idea de 
inseguridad quedó instalada. Se impuso por efecto de la crisis social 
y económica, el aumento del desempleo y la hiperinflación que 
terminó, anticipadamente, con el gobierno del doctor Raúl Alfonsín. 
Durante la década menemista se comienza a vincular el delito con 
los jóvenes de los sectores más desfavorecidos y con el narcotráfico. 
Se divulgan, además, varias maniobras de lavado de dinero y delitos 
financieros. En la crisis de 2001 el eje de la violencia fue la 
disgregación social. Recién en el 2003, y por primera vez, la 
inquietud por el delito superó en la población a la preocupación por 
el desempleo. Y así se mantuvo durante los siguientes años. El 
mejoramiento de la situación económica reforzó tal percepción. En 
ese escenario tuvo que moverse Néstor Kirchner desde que asumió 
la Presidencia. 

El flamante primer mandatario nombró al frente de las fuerzas 


de seguridad, como ministro de Justicia, Seguridad y Derechos 
Humanos, a Gustavo Beliz. Abogado y ex periodista, ligado a la 
Iglesia Católica, había sido ministro del Interior de Carlos Menem, 
cargo que abandonó en 1993 tras denunciar que el gobierno del 
riojano era “un nido de víboras”. Conducía un pequeño partido 
llamado Nueva Dirigencia y había acompañado como candidato a 
vicejefe de Gobierno al también ex ministro de Menem y la Alianza 
Domingo Cavallo, en su intento por ser jefe de Gobierno porteño. 
En 2003 su fuerza política formó parte del Frente para la Victoria. 

Kirchner decidió mantener en su cargo a Roberto Giacomino, 
jefe de la Policía Federal desde el gobierno de Eduardo Duhalde. 
Poco después comenzaron los desplazamientos y las purgas. En el 
primer año, en sincronía con su política de derechos humanos en el 
área de Defensa, donde también se produjeron cientos de relevos, 
Kirchner removió a cuatrocientos setenta y cinco efectivos de la 
Federal sobre los que pesaban cargos, denuncias o sospechas de 
haber cometido delitos o ejercido prácticas violentas. Giacomino fue 
desplazado el 7 de octubre de 2003, involucrado en un caso de 
corrupción. Lo reemplazó su segundo, Eduardo Prados. Giacomino 
había contratado a empresas vinculadas a familiares para que 
brindaran servicios e instalaran equipos informáticos en el Hospital 
Churruca por un monto de dos millones de pesos. El ministro Beliz 
aseguró a la prensa que en la cúpula de la Policía Federal “había 
una asociación ilícita para cometer estafas”. 

Más allá de los cambios y del intento orgánico de adecentar a la 
policía, el gobierno no logró apaciguar los reclamos por más 
seguridad. En 2004 impactó a la opinión pública una ola de 
secuestros y, en especial, el asesinato de Axel Blumberg, ocurrido el 
23 de marzo. El joven de 23 años había sido secuestrado seis días 
antes, cerca de su domicilio, y fue asesinado después de que intentó 
escapar de sus captores. Su cadáver apareció en un descampado de 
La Reja, en la localidad de Moreno, en el oeste del Gran Buenos 
Aires. Axel era egresado del Goethe School y estudiaba Ingeniería 
Industrial en el Instituto Tecnológico de Buenos Aires. Estaba por 
recibirse y planeaba cursar luego un posgrado en el Massachussets 
Institute of Technology, el prestigioso MIT, en los Estados Unidos. 
Era hijo único y vivía con sus padres. La sociedad siguió el caso con 
especial interés. Si le podía pasar a ese chico de clase media 


acomodada, le podía pasar a cualquiera. 

Gabriel Kessler, profesor en las universidades de General 
Sarmiento y de La Plata, y miembro de la Cátedra Simón Bolívar 
2003 de la Universidad de París III Sorbona, explicó durante una 
entrevista concedida al diario Página/12 el concepto de “pánico 
moral”, aplicable a lo que ocurrió a partir del asesinato de Axel: “Es 
un concepto del sociólogo británico Stanley Cohen. Es el pánico que 
se genera cuando la víctima es presentada como alguien de 
nosotros, y ya no se trata solo de ese hecho, sino que ese hecho es la 
punta del iceberg o parte de “una ola”, algo que va a seguir 
sucediendo. Ese dispositivo legitima una demanda al Estado y la voz 
de los expertos. A veces el pánico moral tiene como efecto generar 
reacciones rápidas, cuya eficacia y contenido son poco estudiados. 
Si las políticas de un Estado con respecto al delito van a estar 
fundamentalmente basadas en situaciones de pánico moral, hay un 
problema”, dijo el investigador del Conicet y autor de los ensayos 
Sociología del delito amateur y El sentimiento de inseguridad. 


2. EL EFECTO BLUMBERG 


Juan Carlos Blumberg era un empresario textil que llevaba una 
vida tranquila y sin sobresaltos. El asesinato de su hijo no solo lo 
sumergió en la peor de las tragedias personales, sino que lo 
catapultó a la consideración popular. A horas de conocerse la 
noticia disparó fuertes críticas contra el fiscal y la policía encargada 
de la investigación del secuestro. Luego convocó a la población a 
movilizarse para reclamar soluciones a la inseguridad. 

El 1 de abril de 2004, ocho días después de la muerte de Axel, 
encabezó una marcha que reunió a ciento cincuenta mil personas 
frente al Congreso de la Nación. Ese día Blumberg presentó un 
documento que exigía el endurecimiento de las penas, bajas en la 
edad de imputabilidad y juicio por jurados. El petitorio fue 
respaldado por más de cinco millones de firmas de ciudadanos de 
todo el país. La multitud conmovió a todo el arco político. El papá 
de Axel no ahorró críticas a jueces y legisladores: 

“Tenemos jueces que están mucho más cerca de los delincuentes 
y de los asesinos que de nosotros, la sociedad”. 

“Un amigo, que es ex magistrado, me dijo que la Justicia se fue 
degradando, aparecieron jueces garantistas con ideas terriblemente 
equivocadas que priorizan la libertad de los delincuentes”. 

“Los derechos humanos son para los delincuentes y no para los 
ciudadanos comunes como ustedes. A mí nadie me vino a ver de los 
[organismos de] derechos humanos cuando mataron a Axel”. 

El 14 de abril el Congreso aprobó, en tiempo récord, la “Ley 
Blumberg” (ley 25.886), que modificó el Código Penal. En esos días, 
para canalizar “el reclamo de justicia y seguridad”, se creó la 
Fundación Axel Blumberg por la Vida de Nuestros Hijos. Contaba 
con cientos de jóvenes que se anotaron como voluntarios para 
recibir denuncias. El 22 de abril se organizó una segunda marcha, 


que también fue masiva. Ese día el empresario fue recibido por 
miembros de la Corte Suprema de Justicia, a quienes les entregó un 
nuevo petitorio de doce puntos. Dos semanas antes la revista Gente 
había repartido en su edición N* 2.020 una vela blanca para 
encender durante la movilización. Los medios de comunicación 
electrónicos le brindaron muchas horas de cobertura. 

La tercera marcha fue convocada para el 26 de agosto de 2004, 
frente al Congreso. Según las estimaciones más serias, reunió a 
cincuenta mil personas. Blumberg entregó su petitorio a los 
presidentes de las cámaras de Diputados y de Senadores. Luego se 
realizaron otras dos marchas, una el 2 de mayo de 2005 en plaza 
Lavalle, la segunda el 31 de agosto de 2006 en Plaza de Mayo, 
aunque con una repercusión muy menor. Contra esta última 
movilización el dirigente kirchnerista Luis D'Elía organizó una 
contramarcha, por considerar que la movilización de Blumberg 
buscaba debilitar al gobierno. El oficialismo cuestionaba que 
Blumberg contara entre sus asesores a Jorge Casanova, ex ministro 
del gobernador Carlos Ruckauf, y a Roberto Durrieu, ex 
subsecretario de Justicia del dictador Jorge Rafael Videla. 

Juan Carlos Blumberg cumplió con dos de sus objetivos: logró 
que se aprobara en tiempo récord un paquete de leyes de mano 
dura, y que la Justicia condenara a los asesinos de su hijo. 

Hasta la sanción de la ley 25.886, la tenencia de armas de fuego 
era una contravención sancionada con una pena máxima de 
noventa días de arresto. Tras la modificación pasó a ser un delito 
penado con hasta dos años de prisión, es decir que la pena máxima 
se incrementaba el ochocientos por ciento. Se incorporó un nuevo 
agravante a la figura de portación de armas de fuego, que algunos 
especialistas tacharon de inconstitucional: “El que registrare 
antecedentes penales por delito doloso contra las personas o con el 
uso de armas, o se encontrare gozando de una excarcelación o 
exención de prisión anterior y portare un arma de fuego de 
cualquier calibre, será reprimido con prisión de cuatro a diez años”. 
La Cámara del Crimen porteña la declaró inconstitucional en 2006. 

Fue la primera de un paquete más amplio: 

* La Ley 25.882, sancionada el 14 de abril de 2004, modificaba 
el artículo 166 del Código Penal. Reprime la portación de armas con 
penas de prisión no excarcelable. 


* La Ley 25.891, aprobada el 28 de abril de 2004, establece que 
la comercialización de los servicios de comunicaciones móviles 
podrá realizarse, únicamente, a través de las empresas autorizadas. 
Crea además un registro de usuarios. 

* La Ley 25.892, del 5 de mayo de 2004, modifica los artículos 
13, 14 y 15 del Código Penal sobre libertad condicional para los 
casos de delitos de prisión perpetua considerados aberrantes. 

* La Ley 25.893, sancionada el 5 de mayo de 2004, incrementa 
las penas para homicidios y violaciones seguidas de muerte. “No 
tenemos conflicto moral ni ético. No tengo prejuicios políticos ni 
ideológicos. Aquí no dudamos. No me preocupa la resocialización 
de esta gente”, declaró el titular de la bancada oficialista Miguel 
Ángel Pichetto al referirse a los violadores que terminaban 
asesinando a sus víctimas. 

El 18 de agosto de 2004 se aprobó la ley modificatoria del 
artículo 55 del Código Penal, que fija un tope de cincuenta años de 
prisión o reclusión para los responsables de delitos concurrentes. 

Diana Conti fue una de las voces más críticas del nuevo paquete 
legal: “Estamos siendo demagógicos para que salga en los diarios 
que no aplicamos la pena de muerte sino la prisión perpetua para 
calmar a la clase media porteña y del conurbano. Corremos el 
riesgo de ser un Congreso más decadente que el de la Década 
Infame”, señaló. 

El 23 de junio de 2004 el presidente Kirchner había recibido a 
Juan Carlos Blumberg en la Casa Rosada. Desde ese encuentro, una 
foto de Axel descansa en un portarretrato detrás del sillón 
presidencial. Poco después el empresario inició una gira por Europa 
que incluyó entrevistas con el papa Juan Pablo II, el juez español 
Baltasar Garzón y el escritor y dirigente político peruano Mario 
Vargas Llosa. 

El informe anual del Centro de Estudios Legales y Sociales 
(CELS) de 2011 señala dos consecuencias paradójicas del “efecto 
Blumberg”: una represiva a nivel nacional, y otra reformista a nivel 
bonaerense -con León Carlos Arslanian como ministro de Seguridad 
del distrito-, sepultada tras la elección de Daniel Scioli como 
gobernador de la provincia en 2007: 

“La carencia de un programa de seguridad respaldado por 
sectores que apuesten al fortalecimiento de las instituciones 


democráticas llevó a que las fuerzas políticas otorgaran, por 
convicción ideológica o temor a represalias, altos grados de 
autonomía policial enfocada en la actividad territorial, en el 
hostigamiento de ciertos grupos sociales y en la presión al sistema 
judicial penal para convalidar detenciones masivas”. Y agrega el 
informe: “Las reacciones a las demandas sociales luego de las crisis 
se orientaron a profundizar el poder de las fuerzas de seguridad o a 
realizar cambios estratégicos tendientes a modificar esa lógica de 
intervención política. Por ejemplo, la crisis que siguió al secuestro y 
muerte de Axel Blumberg en 2004 impactó tanto en las reformas 
legislativas regresivas en el ámbito nacional y en la provincia de 
Buenos Aires como en una segunda etapa de reformas democráticas 
de las estructuras del sistema de seguridad bonaerense. Esta última 
experiencia, como ya había ocurrido con un proceso similar 
iniciado en 1998, fue desmontada por la ausencia de acuerdos 
políticos capaces de sostenerla en el tiempo”. 

Durante la gobernación de Felipe Solá, su ministro de Seguridad 
Arslanian puso en marcha en 2005 un proceso de reformas que 
incluían la participación vecinal, el fortalecimiento de Asuntos 
Internos, varias purgas de agentes policiales vinculados al delito, la 
implementación del 911 y la creación de la Policía Buenos Aires 2, 
un cuerpo de seguridad con autonomía respecto de la policía 
convencional. El proceso culminó en 2007 cuando el electo 
gobernador Daniel Scioli designó a Ricardo Casal al frente del 
Ministerio de Justicia y Seguridad. 

La estrella de Blumberg comenzó a apagarse en 2007, cuando se 
lanzó a competir por la gobernación bonaerense con un partido 
propio llamado Frente Vamos, cuyo lema era “Orden y disciplina”. 
Apoyaba la candidatura a presidente del gobernador Jorge Sobisch. 
En plena campaña electoral se supo que Blumberg no era ingeniero, 
como se creía hasta entonces. “Yo no soy ingeniero. Le pido 
disculpas a la gente. Es un error mío, sólo mío, no haberlo aclarado 
antes”, le confesó al diario La Nación. Su figura encarnaba las 
posiciones más conservadoras del arco político. En algún momento 
propuso asignar en San Isidro un policía por esquina, y hasta se 
consideró partidario del voto calificado. Obtuvo apenas el 0,89 por 
ciento de los votos. 

En mayo de 2012, el presidente de la comisión de Legislación 


Penal de la Cámara de Diputados Oscar Albrieu, legislador por el 
FPV, anunció que analiza presentar, junto con otros legisladores, un 
proyecto para derogar las “Leyes Blumberg”: “Se impone la 
derogación, porque ese conjunto de normas no responde a ningún 
tipo de política penal racional y, en su momento constituyeron un 
paso atrás en materia de legislación criminal”, declaró a la Agencia 
Télam. En opinión de otro diputado oficialista, “nadie se animará a 
reducir penas”. 

Más allá de la polémica sobre mano dura o garantismo que se 
suscitó en aquellos meses, las discusiones sobre la inseguridad ya no 
abandonarían el debate político y atravesarían cada una de las 
campañas electorales. Se convertiría además en el tema con más 
minutos de aire en todos los informativos de la televisión argentina. 
Dicho sea de paso, el sistema televisivo argentino cuenta con seis 
canales de noticias que transmiten las veinticuatro horas, cuando la 
mayoría de los países de la región tienen, a lo sumo, dos canales. 


3. PERFIL DEL COMISARIO 
IDEAL 


El 23 de julio de 2004 Kirchner despidió al jefe de la Policía 
Federal Eduardo Prados. Todo comenzó en la violenta jornada de 
protesta contra el nuevo Código de Convivencia que pensaba 
aprobar la legislatura porteña. Prados no acató la orden del 
presidente que prohibía portar armas a las fuerzas de seguridad en 
manifestaciones, y planificó mal lo que se sabía iba a convertirse en 
una agresiva protesta. La marcha, convocada por organizaciones 
piqueteras, vendedores ambulantes y agrupaciones de travestis y 
prostitutas, terminó con un ataque al Palacio Legislativo porteño. 
“Si Prados pensaba que el honor de la fuerza es llevar armas de 
fuego para contener a los manifestantes, se tenía que ir en ese 
mismo momento”, aseguran que dijo el ex presidente a sus 
colaboradores cuando le contaron que el jefe policial consideraba 
un deshonor que los agentes marcharan desarmados. 

Guiaban a Kirchner poderosas razones para tomar tantos 
recaudos: la represión de diciembre de 2001, en el final del 
gobierno de la Alianza, que dejó un saldo de treinta y nueve 
muertos; y los asesinatos de Maximiliano Kostequi y Darío Santillán 
en la Estación Avellaneda durante la gestión de Eduardo Duhalde en 
junio de 2002. 

Fuentes policiales consultadas para este libro coinciden con que 
la desobediencia de Prados fue la causa inmediata de su 
desplazamiento, aunque aseguran que el comisario estaba decidido 
a renunciar de todos modos. Un mes antes el gobierno había pasado 
a disponibilidad y retiro a ciento siete jefes de la Federal, entre ellos 
al segundo de Prados, el comisario mayor Daniel Carusso, 
superintendente de Drogas Peligrosas -todos con causas judiciales o 


sumarios administrativos abiertos-. Además el Ejecutivo había 
reducido de doce a cinco las superintendencias de la fuerza, 
decisión que generó un profundo malestar interno. 

Antes de esa purga Néstor Kirchner había pedido los legajos de 
comisarios y oficiales de alto rango y los estudió personalmente, 
uno por uno. Luego impuso dos criterios para promover ascensos: 
que los aspirantes pudieran rendir cuentas sobre sus respectivos 
patrimonios, y que no pesaran sobre sus personas acusaciones de 
violaciones a los derechos humanos durante la dictadura, ni 
denuncias durante el período democrático; se determinó el rol de 
cada oficial en la represión del 20 de diciembre del 2001. 

Kirchner nombró nuevo jefe de Policía a Néstor Valleca. Sus 
antecedentes, en línea con los nuevos criterios, armaban un perfil 
valorado por el presidente: Valleca había abierto un sumario a 
miembros de la Guardia de Infantería que habían reprimido 
duramente a militantes de la agrupación hijos durante un escrache 
al ex comisario Miguel Etchecolatz en 1998. 

Como segundo fue designado Jorge Oriolo, quien venía de 
reemplazar a Jorge “El Fino” Palacios en la Superintendencia de 
Investigaciones, poco después célebre por los coletazos del caso 
AMIA y por las escuchas telefónicas mientras conducía la Policía 
Metropolitana durante la gestión de Mauricio Macri. 

El relevo de Prados precipitó otros cambios en el área de 
Seguridad. Kirchner estaba molesto por una serie de hechos 
recientes, como el asesinato de Martín Cisneros, dirigente barrial de 
la Boca, que no se evitó pese a que el gobierno tenía información 
sobre quién y cómo lo venían amenazando; la posterior toma de la 
comisaría de La Boca por parte de Luis D'Elía, y el homicidio de un 
joven que había cometido un delito y fue asesinado al intentar 
sortear un puesto de la Federal. El mal manejo durante el ataque a 
la Legislatura colmó el vaso. 

El 24 de julio de 2004, un día después de los cambios en la 
Federal, renunciaron Gustavo Beliz y sus dos colaboradores más 
cercanos: el secretario de Seguridad Norberto Quantín y el 
subsecretario José María Campagnoli. Ambos volvieron a la 
actividad judicial. En su despedida Quantín dejó una frase para la 
polémica: “A Kirchner no le interesa la seguridad”. Pero eso no sería 
todo. Al día siguiente Beliz se presentó en el programa “Hora clave” 


conducido por Mariano Grondona. Criticó allí a Kirchner por “el 
maltrato” al que sometía a sus colaboradores. Dijo que hacía días 
que no le atendía el teléfono. También aseguró que su renuncia 
estaba relacionada con una serie de operaciones de la Secretaría de 
Inteligencia del Estado (SIDE) en su contra, y a continuación mostró 
a Cámara una foto -una fotocopia en blanco y negro- de Antonio 
Horacio “Jaime” Stiusso, uno de los responsables del espionaje 
estatal. “Le dicen Jaime Stiusso y es el encargado, en los hechos, de 
manejar el poder real en la Secretaría de Inteligencia. Es bueno que 
todos conozcamos la cara de quien maneja en realidad dicha 
institución”. También lo acusó de “haber embarrado la 
investigación en la causa AMIA”. 

Stiusso denunció penalmente a Beliz por divulgar su imagen. El 
ex ministro fue procesado en 2007 por el juez federal Sergio Torres, 
pero finalmente, el 3 de agosto de 2011, el Tribunal Oral Federal N* 
3 de la Capital Federal lo absolvió por considerar que el ex ministro 
no violó ningún secreto de Estado, y que el rostro de Stiusso era 
conocido desde antes de ese día. Beliz se radicó en los Estados 
Unidos, donde lo contrató el Banco Interamericano de Desarrollo. 
No volvió a la actividad política. 

A propósito, la Secretaría de Inteligencia del Estado ya ha 
merecido varios libros de investigación periodística -uno de ellos es 
SIDE, la Argentina secreta, de Gerardo Young-. El manejo de su 
presupuesto sigue siendo un misterio. Presenta al Congreso las 
cifras totales de gastos, sin desglose o precisión alguna. Dispone de 
más de un millón de pesos por día para financiar operaciones. La 
comisión bicameral encargada del Seguimiento de las Actividades 
de Inteligencia prácticamente no se reunió desde su creación. En 
2004 la Oficina Anticorrupción (OA) denunció ante los tribunales 
federales que en los quince años previos los espías habían recibido 
al menos novecientos sesenta millones de pesos 
extrapresupuestarios que fueron usados, sin control alguno, a modo 
de “gastos reservados”. En la OA tenían fundadas sospechas de que 
con esos fondos se pagaron “sobresueldos” a funcionarios, y que 
parte del dinero fue destinado a jueces, periodistas y legisladores. 
La investigación quedó en la nada. 

Cuando Néstor Kirchner murió, Beliz escribió una nota en el 
diario La Nación en la que reconocía que había vivido junto al ex 


presidente los mejores quince meses de su vida. Y rememoró, 
además de los cambios en la Corte Suprema, una serie de medidas 
que habían acordado en el marco de un Plan de Justicia y 
Seguridad y que, en muchos casos, no se implementaron: la 
creación de un FBI argentino; la elección popular del jefe de la 
Policía Metropolitana; la creación de fiscalías y juzgados barriales; 
la instauración del juicio por jurados populares; la posibilidad de 
que el diez por ciento de las comisarías fueran conducidas por 
profesionales civiles; la reforma y despolitización del Consejo de la 
Magistratura y proyectos de ley en materia de narcotráfico, 
asociación ilícita, lavado de dinero, justicia de menores y 
desarmaderos. 

Con el nuevo jefe Néstor Valleca reportando directamente al 
ministro del Interior, Aníbal Fernández, se inició una etapa de seis 
años que los críticos señalan como de “autogobierno” policial, y que 
cerca del actual senador definen como de control y subordinación 
de la fuerza al poder político. Durante esos años no se suministraron 
cifras de delitos, mientras el gobierno machacaba con la idea de 
“sensación de inseguridad” potenciada por los medios de 
comunicación. El idilio con la Federal acabó en diciembre de 2010 
tras la toma del Parque Indoamericano y la consecuente represión 
policial -actuaron la Metropolitana y la Federal-, que dejó un saldo 
de tres muertos. Valleca fue eyectado de su cargo, y el gobierno 
decidió a crear el Ministerio de Seguridad. 


4. HABLAN LOS FAMOSOS 


El 27 de febrero de 2009 Gustavo Lanzavecchia, florista y amigo 
de “toda la vida” de la actriz y conductora Susana Giménez, fue 
asesinado en un brutal asalto en la localidad bonaerense de Lomas 
del Mirador, partido de La Matanza. Por lo que se supo en las 
primeras horas posteriores al homicidio, Lanzavecchia había 
publicado un aviso de venta de su auto. Tres delincuentes se 
presentaron en el domicilio pretextando interés por el vehículo, 
entraron, y luego de atarlo lo apuñalaron. La diva de la televisión, 
muy afectada por la noticia, no dudó ante las cámaras: “Todos los 
días mueren cuatro o cinco personas honestas. [...] El que mata 
tiene que morir, no me importa si esto afecta mi imagen”. Luego 
remató: “Basta de derechos humanos para los delincuentes, ¿no hay 
derechos humanos para las víctimas?”. También apuntó a los 
jóvenes que delinquen: “Y si son menores, ¡basta! Los menores no le 
tienen miedo a la policía” y agregó: “Estamos en una situación de 
indefensión, y si no lo hace el gobierno lo tenemos que hacer 
nosotros”. 

Tiempo después, los tres delincuentes que asesinaron a 
Lanzavecchia fueron detenidos. Ninguno era menor. El 8 de abril de 
2011 el Tribunal Oral en lo Criminal N* 5 de La Matanza condenó a 
Roberto Leiva, de 29 años, a la pena de prisión perpetua por 
considerarlo “coautor” del homicidio calificado; Freddy Chena 
Paredes, de 20 años, recibió la pena de diez años de cárcel como 
“coautor del robo agravado”. El 6 de octubre de 2012 fue detenido 
el único delincuente que permanecía prófugo: Juan Oscar Ibáñez 
Navarro, alias “El Lagarto”, de 42 años. Está acusado de, luego de 
apuñalar a Lanzavecchia, arrojarlo a la pileta de la casa, donde la 
víctima murió. 

Las afirmaciones de Susana fueron ampliamente difundidas por 


todos los medios. Pero no fue la única famosa que habló de 
inseguridad en esos días. 

“En este país te matan y nadie se calienta”, declaró Marcelo 
Tinelli durante una entrevista de Jorge Rial para el canal América. 
“Acá son todas palabras y no hay una decisión real por hacer algo. 
En algún momento hay que hacer las cosas más allá de que a alguno 
le moleste. No es un problema de este gobierno, viene desde antes, 
pero, ¿qué se hace por la seguridad? Absolutamente nada”, aseguró 
el popular conductor. Luego agregó: “Se habla de los derechos 
humanos y yo soy un luchador por los derechos humanos, pero la 
vida también es un derecho humano. [...] Los delincuentes están 
todos libres y yo tengo que vivir en un country encerrado entre 
rejas”. Cuando Rial lo consultó sobre los dichos de Susana, 
respondió: “Ahora todos quieren cargar las tintas sobre Susana. Si 
me matan a un ser querido, yo diría lo mismo”. 

Consultada por el mismo conductor, y luego de cuestionar que 
Tinelli hubiera hablado de inseguridad cuando “se la pasaba 
inaugurando obras en Bolívar con los Kirchner”, la vedette Moria 
Casán aseguró: “Todos nos sentimos desamparados. Siento que 
estoy en Vietnam y no tengo armas. Trato de que Dios me proteja. 
Todos los días rezo por mí, por mi hija, por mi nieta”. 

Durante uno de sus populares almuerzos televisados, Mirtha 
Legrand también opinó: “Hay que salir y pedir seguridad, todos los 
argentinos, sin violencia, pacíficamente. No sé quién puede 
organizar esto. [...] Uno camina con temor a que te roben. En la 
Argentina siempre vivís mirando atrás por miedo a que te roben. 
[...] Tenemos que pedir seguridad, nos están matando a todos. [...] 
Así no se puede vivir. Yo, antes que nada soy ciudadana, y puedo 
exigir. [...] Señora presidenta, salga a hablar, use la cadena 
nacional, y salga a darnos un poco de calma a todos los argentinos. 
Mire si le pasa a usted, a su hija, a su hijo. [...] Así no se puede 
vivir”, 

En las elecciones legislativas de 2009 Néstor Kirchner -candidato 
a diputado nacional por Buenos Aires- fue derrotado por Francisco 
de Narváez. La inseguridad fue una de las banderas de campaña del 
empresario. Hasta presentó un mapa del delito interactivo que, 
meses después, quedó en la nada. El gobierno nacional, en cambio, 
hablaba de “sensación de inseguridad” y de “construcción 


mediática”. Las opiniones de los famosos reactualizaron la discusión 
sobre penas más duras y bajas en la edad de imputabilidad, con la 
misma fuerza de las demandas enarboladas en su momento por 
Juan Carlos Blumberg. Incluso no faltó quien reclamara la pena de 
muerte. En noviembre de ese año escribí una nota para el diario 
Crítica, encabezada con un título deliberadamente provocador: “Hay 
que matarlos a todos”. 


5. HAY QUE MATARLOS A 
TODOS 


A los que matan hay que matarlos. A los que roban, también. Y 
si son pibes, mejor, porque cuando crezcan serán más peligrosos 
todavía. A los que violan hay que castrarlos. A los corruptos, a los 
políticos chorros, hay que mandarlos al paredón. Eso es lo que hace 
falta en este país. Esto es una anarquía. Nadie pone orden. Nos 
están matando a todos. Ya no se puede salir sin arriesgar la vida. No 
se puede transitar por la calle. Ni siquiera se puede viajar en subte. 
Hay que reprimir. Como hacen los países serios. Como hacen en 
Francia, en Italia, en los Estados Unidos. 

Cualquiera puede decir cualquier cosa: ese principio responde 
cabalmente a la idea de democracia. Todos los discursos merecen 
espacio en el Estado de derecho, salvo aquellos que propicien la 
discriminación o hagan apología del delito. Desde Susana Giménez 
hasta Raúl Castells, desde Hebe de Bonafini hasta Cecilia Pando. 
Todos pueden hablar. Eso no implica que las frases que se suelten 
sean sensatas o inteligentes. No están obligados a aportar claridad 
al debate democrático, por más que la tele reproduzca sus dichos 
hasta el cansancio. 

Está claro que Marcelo, Mirtha y Susana tienen derecho a opinar 
-la omisión de apellidos revela la inmensa popularidad que 
alcanzaron los tres-. De alguna forma reproducen un malestar real 
que atraviesa a amplios sectores de la población. Descalificarlos y 
no rebatir sus argumentos es un gesto autoritario. Convertir en un 
juego de chicanas la discusión por mayor eficacia en la lucha contra 
el delito, anula el debate y define a los protagonistas. 

Los famosos que opinan sobre la inseguridad no son especialistas 
en el tema. No tienen por qué saber. Frecuentemente olvidan 


mencionar en sus reclamos: la injusticia social, la pobreza, la legión 
de chicos que no estudian ni trabajan, el fácil acceso a las drogas, la 
corrupción policial. 

La locuacidad de los famosos contrasta con el silencio de los 
políticos. Los funcionarios del gobierno se esconden debajo de las 
mesas de sus despachos. “Meterse con este tema es ir a pérdida”, 
confesó un funcionario. Algunos ministros ocultan su impericia 
denunciando “la sensación” de inseguridad y responsabilizando a 
los medios de comunicación. Los dirigentes de la oposición también 
se callan. Solo asienten ante los discursos más tremendistas para 
obtener, o eso creen, rédito electoral. Piensan que la 
responsabilidad de mejorar los índices de seguridad es 
responsabilidad exclusiva del gobierno nacional. ¿Cuál es el plan 
del radicalismo? ¿Qué proponen los partidos progresistas? ¿Hasta 
cuándo van a pensar que se trata de un tema de la derecha? 
Mauricio Macri, por lo pronto, va de tropiezo en tropiezo. Hasta 
ahora, en lugar de sumar buenos policías, se dedicó a conchabar 
espías. 

Mientras tanto, todos hablan de Colombia. Es el destino de la 
Argentina según las visiones más apocalípticas. Ni siquiera tienen 
en cuenta que se trata de un país con décadas de guerra interna, 
bandas paramilitares, guerrilleros y pandillas vinculadas con el 
narcotráfico. Con todo, su experiencia merece ser analizada. Bogotá 
bajó sustancialmente su tasa de homicidios cada cien mil 
habitantes: de ochenta a dieciocho entre 1994 y 2006. Otro ejemplo 
es Medellín, que redujo sus índices de homicidio de ciento ochenta 
y seis a treinta y cuatro cada cien mil habitantes. Los demás delitos 
se redujeron más del cincuenta por ciento en Bogotá, y más del 
treinta por ciento en Medellín durante el mismo período. Las 
autoridades no hicieron magia -para eso están los libros de Gabriel 
García Márquez-, sino que la mejoría en los índices de seguridad se 
relaciona directamente con años de políticas públicas coherentes y 
constantes. 

El “milagro” tiene explicación. En un informe realizado por BBC 
Mundo, Hugo Acero, ex secretario de Seguridad de Bogotá; Rubén 
Darío Ramírez, especialista en seguridad ciudadana, y Alfredo 
Rangel, director de la Fundación Seguridad y Democracia, 
coincidieron en que los buenos resultados son el producto de 


combinar más presupuesto, más policías en las calles, cámaras de 
vigilancia, vinculación de la ciudadanía con los programas de 
seguridad, mejores sistemas de información delincuencial y, 
fundamentalmente, más inversión social. “Donde la comunidad se 
organiza y coopera con las autoridades, el margen de maniobra de 
todos los grupos ilegales se restringe”, opina Rangel. Los tres 
especialistas coinciden en que el liderazgo político de los alcaldes 
fue clave para frenar el delito. Hubo reformas policiales y gran 
participación ciudadana con pactos de convivencia y otras 
iniciativas. En Bogotá, las radios de los casi cincuenta mil taxis que 
circulan por la ciudad están conectadas a una central de la policía, 
y por ese medio los taxistas reportan casos sospechosos. 

Es una pena que entre la pirotecnia mediática pocos hayan 
reparado en la voz silenciosa de Jorge Rivas. El dirigente socialista 
fue atacado de manera brutal hace dos años. Era entonces vicejefe 
de Gabinete. Lo golpearon en la cabeza y, como producto de las 
lesiones, perdió la movilidad de su cuerpo y el habla. Se comunica a 
través de una computadora. En una reciente entrevista con la 
revista Noticias, Rivas aseguró: “Me siento víctima de la violencia 
que genera la desigualdad social”. La periodista Valeria García le 
preguntó cómo se hacía para sostener una postura “progre” cuando 
la inseguridad le había cambiado la vida de manera tan radical. 
Valiéndose de su computadora, Rivas respondió: “Primero aclaro, 
por las dudas, que lo que me ocurrió no es culpa de mi ideología. 
Por otro lado, sostengo mis convicciones más allá de mi suerte 
personal y tratando de pensar en el bien común”. Rivas no salió en 
la tele. 


6. SU SEÑORÍA 


En el fragor de la campaña electoral de 2009, el propio Kirchner 
cuestionó a los jueces garantistas y reiteró el lugar común que 
señala que los delincuentes entran por una puerta y salen por la 
otra. “La policía detiene y la Justicia libera y libera”, dijo en 
consonancia con una frase similar dicha unos días antes por la 
presidenta. Ningún político podía obviar por esos días el tema 
seguridad. Pero esta vez, Eugenio Raúl Zaffaroni salió a responder. 

Los jueces que en más ocasiones cuestionaron a través de los 
medios el preconcepto de que la Justicia libera a los delincuentes 
con facilidad fueron Zaffaroni y Carmen Argibay. Ambos son 
penalistas y miembros de la Corte Suprema de Justicia. Los dos 
fueron designados a propuesta de Kichner con las limitaciones que 
imponía el Decreto 222/03, una de las decisiones más importantes 
tomadas por el ex presidente, ya que el decreto establece un sistema 
de amplia consulta y escrutinio público sobre los antecedentes, 
patrimonio, trayectoria y transparencia de los candidatos a jueces 
propuestos por el Poder Ejecutivo. 

A pesar de eso, o quizá por eso, consultado sobre la frase del ex 
mandatario, Zaffaroni no ahorró sus críticas: “Kirchner es el 
presidente de un partido político y dijo lo que suele decir un 
político, o sea que siguió el discurso político dominante, conforme 
al discurso único de medios, del que los políticos consideran que no 
pueden apartarse porque pierden votos” y agregó: “Tanto Kirchner 
como los otros políticos son instigados -si no prácticamente 
coaccionados- a hacerlo por los medios de comunicación, que son 
los primeros que se entrometen en el Poder Judicial expandiendo 
un discurso demagógico y vindicativo que proviene de las ahora 
AGónicas administraciones republicanas de los Estados Unidos: si 
hay homicidios es porque los jueces no encierran a más gente”. 


“¿Kirchner se equivoca o miente al reclamarles a los jueces?”, le 
preguntaron a Zaffaroni periodistas del diario Crítica: “Se equivoca, 
se equivoca políticamente, pero no es el único, y se equivoca mal, 
porque al margen de cualquier juicio político a su respecto, nadie 
puede negar que no es responsable de los males que hoy se pagan 
con un alto costo social. Las consecuencias sociales de una 
catástrofe no se remontan con el repunte de la economía, hay daños 
que cuestan una generación para repararse. Estamos pagando costos 
y es significativo que quienes hace diez años impulsaban el desastre 
hoy impulsen campañas a favor de la represión y pretendan 
estigmatizar a los jueces”. 

Para el juez de la Corte, luego de lo que sucedió en los años 
noventa y especialmente en la crisis del 2001, “sólo un tonto podría 
creer que eso puede ser gratuito, que no tenga un costo social en 
violencia. Lamentablemente hay tontos incrédulos, pero lo grave es 
que también hay hipócritas que ahora piden que todo el 
presupuesto se invierta en cárceles”. Zaffaroni relativizó además la 
resistencia del gobierno nacional a publicar en sus primeros años las 
cifras del delito: “Es posible [que hayan aumentado los homicidios], 
pero a ciencia cierta nadie lo sabe bien porque no tenemos 
investigaciones dedicadas a la prevención. Parece que a nadie le 
interesa prevenir porque nadie invierte en investigación. En un 
conglomerado urbano de más de diez millones de personas siempre 
habrá homicidios”. 

Desde que fue designado en la Corte Suprema de Justicia, el 
autor de La palabra de los muertos nunca dejó de denunciar a los 
medios de comunicación por contribuir a incrementar el malestar 
por la inseguridad. “Los medios bombardean todo el día con 
noticias rojas, que nunca faltarán, por desgracia, porque no hay 
sociedad en la que no haya homicidios y violencia. Las noticias son 
ciertas”, aclara Zaffaroni, “pero no sabemos qué pasa, si aumenta, 
cuál violencia aumenta, cuál baja, qué homicidios son los que 
aumentan oO los que bajan, si son intrafamiliares, entre 
desconocidos, entre conocidos, con ocasión de robo, por qué 
motivos, quiénes son las víctimas, cuáles son las condiciones de 
victimización, qué momentos y circunstancias son los de mayor 
riesgo y cuáles los medios. En cuanto a la sensación térmica, existe 
siempre: desafío a cualquiera a que revise todos los diarios del siglo 


pasado en cualquier hemeroteca y verá que invariablemente se 
denuncia por lo menos una vez en la semana el aumento de la 
criminalidad a lo largo de los últimos cien años, salvo en los 
períodos dictatoriales. Si eso hubiese sido cierto a lo largo de cien 
años, estaríamos todos muertos. Y era cierto que había homicidios y 
asesinos, incluso múltiples, como Mateo Banks y Cayetano Santos 
Godino. En las dictaduras eso no se dice porque la dictadura no 
puede permitir que los medios proyecten una sensación de 
inseguridad, solo pueden proyectar la seguridad del orden de 
cementerio que pretenden imponer, y la censura opera en ese 
sentido”. 

Según Zaffaroni, si se implementara la mitad de las medidas que 
proponen los diarios o la tele, y a veces la política, viviríamos en 
una suerte de estado policial “que nadie soportaría”. 


7. MENORES l: QUÉ HACER 
CON LOS CHICOS 


El 17 de abril de 2009 ocurrió un hecho paradigmático. Daniel 
Capristo, chofer de la empresa Andreani, fue asesinado en Valentín 
Alsina. Su asesino, identificado como Dani, tenía 14 años. Según 
informó la policía, como Capristo se resistió al robo de su auto, el 
pibe le disparó hasta vaciar el cargador. Ocurrió algo más. Cuando 
llegó al lugar del hecho el fiscal encargado de instrumentar las 
primeras medidas para esclarecer el crimen, fue atacado por vecinos 
y amigos del camionero. Como consecuencia de la golpiza que le 
propinaron tuvo que ser hospitalizado. Una locura que los medios 
amplificaron hasta el hartazgo. 

La historia se repite. Desde hace diez años, cada vez que un 
chico mata se pide bajar la edad de imputabilidad. De nada sirve 
explicar que este tipo de delitos son excepcionales y que, al 
contrario, los menores son víctimas recurrentes de delitos. Por citar 
solo un dato, como ejemplo, el Ministerio de Salud informa que en 
2010 murieron unos quinientos chicos en hechos violentos. Por otra 
parte, debe insistirse en señalar otra confusión: una cosa es bajar la 
edad de imputabilidad y otra crear un sistema penal para los pibes 
que cometen delitos graves. Es decir que sean juzgados, que un 
fiscal los acuse, que puedan defenderse en juicio y que un 
magistrado, si los encuentra culpables, les dicte sentencias acordes 
con sus edades; y en caso de privarlos de la libertad, sean alojados 
en instituciones dignas y seguras que les aporten valores, saberes y 
herramientas útiles para reinsertarse en la sociedad. 

El gobierno nacional logró evitar que se discuta en el Congreso 
un régimen de responsabilidad penal para menores. Todas las 
bancadas legislativas han presentado algún proyecto que baja la 


edad de imputabilidad a los 14 años, incluso acordaron impulsar la 
propuesta del diputado Emilio García Méndez, un especialista en 
minoridad. Como aconseja UNICEF, el proyecto elimina la actual 
discrecionalidad de los jueces y se garantiza el debido proceso para 
menores que violan la ley. Para implementar este concepto harían 
falta muevos tribunales y lugares adecuados para alojar a los 
mejores condenados, esto es, la aplicación de no pocos recursos en 
una reforma que aportaría poco rédito político, y tal vez por eso no 
está entre las prioridades del oficialismo. La provincia de Buenos 
Aires cuenta con un sistema de esas características, pero como no se 
le ha asignado presupuesto, profesionales ni infraestructura 
adecuados, es un fracaso. 

La mora legislativa no solo alcanza al régimen de 
responsabilidad de menores. Durante los últimos años se 
presentaron proyectos que abordan diversos aspectos de la situación 
de los pibes que delinquen y que no se han discutido o han perdido 
estado parlamentario por el paso del tiempo. Entre ellos, una 
iniciativa de la diputada Paola Spatola que proponía aumentar las 
penas a los autores intelectuales de delitos que utilicen a menores 
como autores materiales. En su momento Spatola propuso acordar 
entre todas las fuerzas políticas representadas en el Congreso una 
decena de proyectos que procuraban mejorar la seguridad. Ni 
siquiera logró que se discutiera el temario. 

Diversos enfrentamientos políticos son otro gran escollo para 
acordar una política pública -eficaz y democrática- en materia de 
seguridad. Entre los más visibles, la pelea entre el gobierno nacional 
y Mauricio Macri en torno a la transferencia de la Policía Federal a 
la CABA; la confrontación abierta entre la Policía Metropolitana 
creada por el PRO y la Policía Federal por el control de la calle y 
sus múltiples negocios; el conflicto que durante años mantuvieron el 
entonces ministro Aníbal Fernández y el secretario de Lucha contra 
la Drogadicción José Granero. Este último caso fue notable: 
Fernández subestimaba los informes de Granero que señalaban la 
alta incidencia del consumo de drogas en el nivel de violencia de 
los delitos. Por ejemplo, presentó en 2006 un informe realizado por 
el Observatorio Argentino de Drogas bajo el título “El uso indebido 
de sustancias psicoactivas y su relación con la comisión de delitos”, 
un interesante trabajo de campo basado en encuestas a personas 


detenidas. Más tarde Fernández pasó a ocupar una banca en el 
Senado y Granero fue reemplazado por Rafael Bielsa. No obstante, 
más allá de los cambios de roles, el trabajo citado y la opinión de 
especialistas señalan que, si bien el consumo de drogas no 
incrementa el número de delitos, provoca situaciones de mayor 
violencia. 

Lo más novedoso en materia de menores fue el fallo de 
septiembre de 2012 de la Sala II de la Cámara de Casación Penal 
integrada por Ángela Ester Ledesma, Alejandro W. Slokar y Ana 
María Figueroa que hizo lugar a la revisión de los casos de tres 
jóvenes que en 1999 recibieron condenas a cadena perpetua por 
una serie de delitos gravísimos cuando eran menores. César Alberto 
Mendoza, Claudio David Núñez y Lucas Matías Mendoza habían 
sido encontrados penalmente responsables de media docena de 
asesinatos, robos calificados y asociación ilícita. La defensa oficial 
de los condenados invocó el informe 172/10 de la Comisión 
Interamericana de Derechos Humanos que concluye que el Estado 
argentino había violado el derecho al recurso y la Convención sobre 
los Derechos del Niño -tratados a los que la Argentina otorgó rango 
constitucional- al imponer penas de prisión y reclusión perpetuas a 
quienes eran menores de edad cuando cometieron los delitos. La 
Cámara ordenó revisar sus condenas. 

La jueza Ledesma puntualizó que “el presente caso ha puesto de 
manifiesto la falta de adecuación de las normas del Código Procesal 
Penal de la Nación y de las leyes del derecho penal juvenil respecto 
de los principios de la Constitución Nacional y de los que rigen en 
el derecho internacional. Esta circunstancia -que en el caso concreto 
se ha cristalizado en efectos irreparables para las víctimas- impone 
la necesidad de una reforma integral del sistema que permita el 
adecuado cumplimiento de los derechos de orden superior que han 
sido lesionados para evitar que se produzcan situaciones análogas 
en el futuro”. 

Mientras tanto, la historia se repite cada vez que un menor 
mata. Suenan las mismas voces indignadas, se suceden parecidas 
escenas de dolor, se escuchan los mismos diagnósticos pero nada 
cambia. Ni el Estado ni la sociedad saben qué hacer con ellos. 


8. MENORES II: LOS 
MONSTRUOS 


“Producción contra el orden regular de la naturaleza”. Esa es la 
primera acepción de “monstruo” según el diccionario de la Real 
Academia Española. “Ser fantástico que causa espanto” es la 
segunda definición. Luego el diccionario lista significados que 
remiten a los seres humanos: “Persona o cosa muy fea”; “Persona 
muy cruel y perversa”. 

Asignar características monstruosas a los pibes que roban y 
matan es una manera de desentenderse del problema, de obviar las 
causas que originan el espanto. Por otro lado, es el mejor atajo para 
exigir castigos más duros. La lógica es implacable: ¿qué hacer con 
un monstruo? Solo hay que atreverse a ingresar al laberinto y 
matarlo. 

Monstruo fue la palabra más utilizada para calificar a Dani, el 
pibe de 14 años que en 2009 mató a Daniel Capristo. 

Días después de ese brutal asesinato comencé a armar un 
informe especial para el programa “Tres poderes” del canal 
América. Pude hablar con media docena de chicos recluidos en el 
Instituto Almafuerte, uno de los centros de detención de menores de 
la provincia de Buenos Aires. Se alojaban allí cuarenta y dos 
menores. La mayoría cargaba, por lo menos, con un homicidio. 
Mientras el país discutía qué hacer con ellos, me propuse contar 
cómo eran, de dónde venían y tratar de entender por qué hicieron 
lo que hicieron. 

Me encontré con que todos provenían de familias quebradas: 
padres separados, ausentes del hogar, muertos o detenidos. Dos de 
ellos ni siquiera conocían a sus progenitores. Algunos convivían con 
tíos, hermanos o primos adictos y volcados al delito. Todos habían 


abandonado la escuela desde muy chicos. Empezaron a vivir en la 
calle, se sumaron a grupos o banditas. Al principio algún familiar 
intentó rescatarlos, hasta los forzaron a volver, pero ellos “no les 
daban cabida”. A lo sumo regresaban por unos días antes de volver 
a la calle. 

La mayoría de mis entrevistados comenzó a manejar armas en 
edad de escolaridad primaria. En eso también coincidieron: es muy 
sencillo conseguir armas en la villa. Y con un arma “no le tenés 
miedo a nada”. Como ya hacía años que estaban detenidos cuando 
conversaron conmigo, no llegaron a experimentar el boom del paco. 
Pero casi todos habían consumido pastillas, porros y cocaína. Otras 
formas de la evasión y la locura. 

Algunos me dijeron que robaban para vivir, otros para ayudar a 
sus familias. Otros para tener plata o, simplemente, porque les 
gustaba. Me explicaron que, en principio, no querían matar. Todos 
abordaron con mucha gravedad “el hecho” que los llevó a prisión, 
pero la mayoría me aseguró que no dudó en disparar cuando se 
sintió en peligro. “Si el señor de Lanús lo mataba al pibe, nadie se 
iba a preocupar”, se quejó uno de ellos. Se refería a Daniel Capristo, 
asesinado por Dani la semana previa a mi visita. También 
confesaron que dispararon sin mirar y que recibieron balazos. A uno 
le faltaba un pulmón y otro me mostró las marcas de dos tiros en las 
piernas. 

Todos usan tatuajes. Muchos tatuajes. Curioso: la mayoría lleva 
escrita en la piel la palabra “Mamá”. En los brazos, la espalda, el 
pecho y hasta en las piernas. Como si “la vieja”, a la que no 
escucharon cuando salían a robar, fuera la única referencia estable 
en un mundo caótico y que pudo haber sido distinto. Otro diseño 
recurrente, muy popular, es San La Muerte. Según cuentan, el santo 
desvía las balas de manera milagrosa. 

En general odian a la policía y -por lo menos en esa charla- no se 
arrepienten de sus historias de sangre. Solo uno me dijo que le 
gustaría empezar de nuevo. “Me arrepiento hasta de los tatuajes”, 
dijo. Todos, sin excepción, lamentan haber dejado la escuela. 
Entienden perfectamente que allí había una puerta abierta que ellos 
mismos cerraron de un portazo. 

Todos deploraron el lugar en que les tocó nacer. En sus barrios 
de infancia, donde la pobreza manda, es difícil sacarle el cuerpo a la 


violencia y a la desgracia. Me confesaron que si salieran del 
instituto deberían mudarse. En el mismo escenario repetirían las 
escenas que los llevaron al encierro. Están convencidos de que, en 
caso de obtener la libertad, les sería muy difícil encontrar trabajo. 
Pero todos dijeron que lo iban a intentar. Son unos pendejos, pero 
varios ya tienen hijos. Me aseguraron que no querían “desaparecer” 
de las vidas de sus pibes, como sus padres hicieron con ellos. Ese 
parecía ser el único sitio de donde no querían rajarse. Tampoco 
querrían que sus hijos los imitaran. “Que sean legales, que vayan a 
la escuela, que estén con la mamá”. 

Estaban al tanto de lo que se discutía en la sociedad. En el 
instituto se mira la tele. Sabían de la bronca social por las muertes 
innecesarias que provocan otros chicos como ellos. Pero estaban en 
contra de que se bajara la edad de imputabilidad, y tampoco 
acordaban con un régimen penal para menores. “No hay que 
encerrar a un pibe de 14 años porque saldrá peor. Además, esto se 
va a llenar de pibitos”. Eso me dijeron esa mañana de abril de 2009. 

Recuerdo que antes de ir al Almafuerte pensé que esos pibes no 
iban a estar dispuestos a conversar con un perfecto extraño. Me 
equivoqué. Una vez que comenzaron a hablar no podían parar. Pero 
¿a quién le importa lo que piensan los monstruos? 


9. VIOLENCIA EN EL PARQUE 


Entre la amplificación y la negación media una distancia que se 
construye con datos de la realidad. A partir del caso Blumberg el 
kirchnerismo se sintió interpelado por el tema seguridad. La 
reacción primera fue ignorar el asunto. Deliberadamente evitó 
suministrar estadísticas del delito y machacó sobre la “sensación” 
de inseguridad construida especialmente por los medios. Recién el 
15 de diciembre de 2010, después de los violentos incidentes del 
Parque Indoamericano, la presidenta se decidió a dar una respuesta 
política -la creación del Ministerio de Seguridad- a los crecientes 
reclamos. 

La ocupación del Parque Indoamericano comenzó en los 
primeros días de diciembre de 2010, cuando cientos de familias 
ocuparon el inmenso predio de 120 hectáreas ubicado en Villa 
Soldati. Había sido objeto, desde 1983, de una serie de proyectos 
urbanos que nunca se concretaron. Más de diez mil personas de las 
villas miseria cercanas -la villa 20 y la 1-11-14- ocuparon el lugar y 
comenzaron a lotearlo. Para comprender cabalmente la situación se 
debe tener en cuenta un dato informado por el Instituto de la 
Vivienda de la Ciudad (IVC): el déficit de viviendas en la ciudad de 
Buenos Aires afecta a medio millón de personas. El IVC registró, 
además, un crecimiento del cincuenta por ciento en la población 
afincada en asentamientos marginales, si se lo compara con el 
último relevamiento de 2001. 

El gobierno de Mauricio Macri decidió recuperar el espacio 
público, y para eso pidió intervención judicial. La jueza porteña 
María Cristina Nazar emitió una orden de desalojo a la Policía 
Federal. A partir de esa disposición los agentes federales y de la 
Metropolitana ejecutaron un operativo de desalojo que terminó de 
manera violenta. Los ocupantes resistieron. Según se supo más 


tarde, también atacaron a los ocupantes vecinos de la zona que se 
oponían a la toma. Los incidentes dejaron un saldo de dos muertos 
por heridas de bala: Bernardo Salgueiro, habitante de la villa 20, y 
Rosemarie Puja, del barrio Los Piletones. Las dos víctimas murieron 
por perdigones de ocho milímetros compatibles con las escopetas 
que utiliza la Policía Federal, pero que también son empleados en 
armas caseras. Cuando la televisión mostró a varios agentes 
castigando brutalmente a un vecino, el entonces jefe de Gabinete 
Aníbal Fernández expresó: “Esos señores de uniforme golpeando se 
van a ir expulsados de la fuerza directamente”. 

El gobierno pasó a disponibilidad a dos oficiales jefes y a tres 
suboficiales de la Policía Federal que participaron del desalojo 
mientras la Justicia ordenaba secuestrar las armas utilizadas por los 
agentes en el operativo. Días después, un nuevo enfrentamiento 
entre ocupantes y vecinos de edificios de Villa Lugano que 
rechazaban la ocupación terminó con otra persona muerta. La tele 
mostró a un hombre disparando contra los tomadores. Fue 
identificado luego como Julio Capella, integrante de la barra brava 
del club Huracán. Aníbal Fernández lo vinculó con la 
administración macrista. El ministro de Seguridad porteño, 
Guillermo Montenegro, admitió que Capella “era empleado de la 
OBSBA”, la obra social de la ciudad, pero aseguró que “ya no lo es y 
ahora deberá dar cuenta de sus actos ante la Justicia”. 

En ese violento contexto Macri se enfrentó con el gobierno 
nacional. El jefe de Gobierno porteño relacionó la crisis 
habitacional y las ocupaciones con la inmigración “descontrolada”. 
Fernández lo tildó de “xenófobo”. Entre los ocupantes había 
inmigrantes, en especial paraguayos y bolivianos, pero también 
muchos argentinos. Macri ya había cuestionado la ley que permite a 
los inmigrantes la atención en hospitales y la inscripción en escuelas 
públicas y privadas argentinas. Luego la pelea entre gobiernos se 
centró en quién debía ejecutar el desalojo ordenado por la Justicia. 
Finalmente, diez días después de la toma y luego del anuncio de un 
plan conjunto para la construcción de viviendas, la situación se 
destrabó. Solo podían inscribirse en el plan aquellos que no 
ocuparan ilegalmente espacios públicos o privados. Gendarmería 
garantizó el operativo de desalojo. 

En medio de los cruces de acusaciones, que en aquellas jornadas 


abundaron, la presidenta dijo que “el conflicto no se desmadró, se 
apadrinó”. Se refería a la supuesta participación en los incidentes 
del Indoamericano de militantes que responden a Eduardo Duhalde 
-versiones recogidas por Página/12 vincularon a los agresores con 
Ciro James, el legislador de origen peronista Cristian Ritondo y el 
ex presidente-. Cristina Kirchner alguna vez lo había definido como 
“El Padrino”. Desde los Estados Unidos, el ex presidente respondió 
que el gobierno se amparaba en la teoría del complot “para 
victimizarse”, y agregó que en la Argentina se vivía “un clima 
preanárquico”. 


10. DE LA “SENSACIÓN” AL 
MINISTERIO 


Históricamente la seguridad interior fue competencia del 
Ministerio del Interior. Durante la presidencia de Cristina Fernández 
pasó a la órbita del Ministerio de Justicia, Seguridad y Derechos 
Humanos. El Ministerio de Seguridad fue un desprendimiento de 
esa cartera. La presidenta nombró ministra a Nilda Garré, quien se 
desempañaba desde 2005 al frente del Ministerio de Defensa. El 
desafío que debía afrontar Garré no era menor: por un lado 
responder al reclamo de amplios sectores de la población 
preocupados por el delito, por otro satisfacer la indicación 
presidencial de bajar los niveles de corrupción y hacer más 
eficientes a las fuerzas a su cargo: Policía Federal, Policía de 
Seguridad Aeroportuaria, Consejo Federal de Seguridad Interior, 
Prefectura Naval Argentina y Gendarmería Nacional Argentina. 

Marcelo Sain, reconocido especialista en políticas de seguridad, 
celebró la creación de la nueva cartera: “Es tomar el camino 
correcto. Se toma de manera tardía, pero es el correcto. Primero, 
creo que la presidenta reconoce que es insostenible seguir dándole 
el manejo de la seguridad a la cúpula de la Policía Federal. Y 
ratifica la necesidad de que sea la política la que conduzca las 
cosas”, declaró. El ex viceministro de seguridad bonaerense durante 
la gestión de Felipe Solá y actual diputado por Nuevo Encuentro 
dijo que confiaba en la nueva ministra, pero advirtió que “los 
tiempos que necesite quizá no se condigan con los tiempos 
electorales”. 

El informe anual 2012 del CELS señala aspectos positivos y 
negativos de la gestión de Nilda Garré. En una suerte de balance, 
dice que durante el primer año al frente del Ministerio de Seguridad 


la funcionaria demostró su decisión de ejercer el gobierno civil de la 
seguridad y de las fuerzas policiales federales, con lo que 
interrumpió la tendencia histórica del “modelo delegativo”. 

Para el CELS se logró recuperar el gobierno de las fuerzas por la 
autoridad política y afectar núcleos de poder de la Policía Federal a 
partir de cuatro medidas: 

* El traspaso de la administración de pasaportes a la órbita del 
Ministerio del Interior. 

+ La intervención política sobre la producción de información 
estadística de las fuerzas. 

* El desplazamiento de la PFA de los barrios del sur de Buenos 
Aires y su reemplazo por fuerzas de Gendarmería y Prefectura. 

* La intervención sobre el manejo discrecional de los servicios 
adicionales y la centralización política de la distribución de policías 
en las calles. 

El poder político logró intervenir en zonas donde la conducción 
policial ejercía, según el CELS, “un poder arbitrario, ilegal y 
lucrativo”. También señalan que “se intervino sobre instancias 
críticas de la carrera policial y el control de actuación”, es decir, el 
reconocimiento de los derechos de los policías para evitar 
situaciones arbitrarias. 

Fueron desplazados treinta y seis de los cincuenta y tres 
comisarios al frente de las seccionales de la Capital Federal tras 
evaluar el desempeño de cada uno de esos oficiales, la reiteración 
de patrones de delitos en ciertas jurisdicciones y la acumulación de 
denuncias por apremios ilegales -más de diez denuncias en una sola 
comisaría-. A estos desplazamientos deben sumarse los siete pases a 
disponibilidad por el homicidio de Mariano Ferreyra. “Estos avances 
se produjeron sin que ocurrieran serios ataques a la gobernabilidad, 
un temor que habitualmente se predica para justificar pactos con las 
policías”, puntualiza el informe. 

En cuanto al compromiso de los vecinos, el ministerio 
implementó dos dispositivos: las mesas barriales y las escuelas de 
participación, diseñados por los equipos de gestión de León 
Arslanian en la provincia de Buenos Aires. El CELS valora también 
la implementación del Plan Nacional de Participación Comunitaria 
en Seguridad. Se habilitó una línea gratuita, que funciona las 
veinticuatro horas, para denunciar delitos o irregularidades de las 


fuerzas de seguridad (0800-555-5065). Algunas denuncias recibidas 
en ese teléfono derivaron en investigaciones internas y en el relevo 
de agentes y comisarios. 

El citado informe menciona el Operativo Cinturón Sur, un 
programa de intensificación de la seguridad y la vigilancia en 
barrios del sur de Buenos Aires por medio de Gendarmería y 
Prefectura. La ministra Garré informó que, en las comunas afectadas 
al operativo, amplios sectores de la PFA se encuentran involucrados 
en extorsiones “a los comerciantes, a los que les piden dinero a 
cambio de protección, a los inmigrantes que no tienen sus papeles 
en regla, a los vendedores ambulantes y a las cocinas de droga para 
hacer la vista gorda”. 

Se instrumentaron además otros operativos, por caso El 
Centinela, que consiste en el despliegue de seis mil gendarmes en el 
conurbano bonaerense para combatir el delito; o el Operativo 
Escudo Norte, que se dedica a combatir el narcotráfico, la trata de 
personas y el contrabando en el norte del país. Se asignaron 
prefectos a estaciones de ómnibus y trenes según ordena el 
Operativo Vigía. Menos permeables a los “negocios”, gendarmes y 
prefectos fueron desplegados en las denominadas “zonas calientes” - 
villas miseria, asentamientos y barrios monoblock como Fuerte 
Apache, en Ciudadela-. A diferencia de la Bonaerense, que no 
ingresaba en los asentamientos -o que negociaba no entrar, y si lo 
hacía los agentes nunca bajaban del patrullero, salvo para 
“reventar” a alguien-, los gendarmes circulan por los pasillos de las 
villas o los monoblocks para imponer el orden o prevenir. 

A pesar de que se redujeron los delitos en esos barrios, y de que 
en general los vecinos destacan la presencia de gendarmes y 
prefectos, el CELS asigna especial atención a los relatos que circulan 
en esas zonas de concentración de la pobreza sobre la violencia y 
los abusos que esas fuerzas ejercen sobre los jóvenes. 


11. REBELIÓN EN LA GRANJA 


En los primeros días de octubre de 2012, el gobierno enfrentó el 
primer conflicto serio con las fuerzas de seguridad. 
Paradójicamente, los agentes que se rebelaron son miembros de 
Gendarmería y Prefectura, las dos formaciones más utilizadas y 
valoradas por el gobierno para enfrentar la inseguridad. La chispa 
que encendió la protesta fue el Decreto 1307/12 que procura, según 
explicó el oficialismo, eliminar históricas distorsiones salariales y 
poner punto final a la judicialización de los haberes de las fuerzas 
vía medidas cautelares, una verdadera industria del juicio con 
muchas usinas y que derivó ya en la destitución de una jueza 
correntina y el enjuiciamiento político de otro que otorgó diecisiete 
mil amparos a gendarmes en un día. 

En buen romance, entre el sesenta y el setenta por ciento de los 
haberes de la mayoría de los miembros de las fuerzas no se regía 
por rango o escala, sino por fallos judiciales. No obstante, más allá 
de las buenas intenciones, fue peor el remedio que la enfermedad. 
La liquidación de haberes fue un desastre. Para peor, algunos 
referentes de la fuerza se lo habían advertido a los funcionarios. El 
decreto presidencial eliminó los suplementos no remunerativos, 
pero sin compensar la pérdida de salario que esa resta significaba 
para los bolsillos de los efectivos de las dos fuerzas. Como señaló el 
jefe de Gabinete, Juan Manuel Abal Medina, en conferencia de 
prensa, las liquidaciones eran un verdadero  desquicio 
administrativo que incluía sueldos extraordinarios para unos pocos 
altos mandos. En cambio, miles de efectivos cobraron los sueldos de 
septiembre con descuentos del cuarenta al setenta por ciento. En 
pocas horas, cientos de gendarmes y prefectos se apostaron frente a 
los edificios Centinela y Guardacostas, sedes de cada fuerza, con 
bombos y pancartas. La postal era inédita para la democracia. 


Alcanzó con que exhibieran sus recibos de sueldos para conseguir la 
adhesión popular. La mayoría de los salarios era paupérrima. 

Después de intensas negociaciones encabezadas por el secretario 
de Seguridad, Sergio Berni, el gobierno tuvo que revisar la decisión. 
Responsabilizó a las autoridades de cada fuerza por “la mala 
liquidación de haberes” y denunció la complicidad de estudios 
jurídicos para que solo algunos miembros de las fuerzas nacionales 
cobraran cifras exorbitantes. Los funcionarios se comprometieron 
públicamente a que gendarmes y prefectos cobrarían el mismo 
salario que el mes anterior, y la ministra Garré anunció el pase a 
retiro de las cúpulas de las dos fuerzas. Con todo, la medida de 
protesta se mantuvo. Gendarmes y prefectos vieron la oportunidad 
de reclamar mejoras en sus sueldos. Pidieron siete mil pesos de 
básico, crear una comisión para negociar condiciones de trabajo y 
que no se aplicaran sanciones a quienes se manifestaron. 

El 9 de octubre, una semana después de iniciada la protesta, a 
través del jefe de Gabinete y del ministro de Economía, Hernán 
Lorenzino, el gobierno rechazó casi todos los planteos. Negó que 
pudiera pagar un salario básico de siete mil pesos -aunque lo elevó 
de 818 pesos a 2.696-, reconoció el descontrol en las liquidaciones - 
el veinte por ciento aún se liquida como rubros no remunerativos, 
esto es, “en negro”- y se comprometió a que ningún efectivo 
cobraría menos que lo que percibía con el aumento pautado. 
También anunció que denunciaría penalmente a los estudios 
jurídicos que habían disparado los aumentos selectivos. Los 
funcionarios se remontaron a la década del noventa para explicar 
los desfases administrativos, pero lo cierto es que desde 2003 el 
gobierno no hizo nada para modificar esas escalas. 

Durante el fin de semana fueron pasados a disponibilidad los 
voceros de la protesta. La separación de esos efectivos y el rechazo 
del pliego de condiciones presagiaban lo peor. Sin embargo, lejos de 
profundizar el conflicto, los anuncios calmaron los ánimos. Si bien 
los más radicalizados proponían extremar las medidas y retirar la 
mitad de los efectivos de los puestos de vigilancia -habían 
mantenido las guardias durante toda la protesta-, se impuso el 
criterio de los más moderados. Con el nuevo básico, el salario de 
bolsillo de un agente que se inicia redondea los cinco mil quinientos 
pesos. “No estamos tan lejos de los siete mil”, dijo uno de los 


prefectos. 

El 10 de octubre el gobierno comenzó a superar la crisis que 
había generado o que, al menos, no supo prever. Esa misma mañana 
se dictó por Decreto 1891/12 el relevo de Raúl Garré, jefe de 
Asesores del Ministerio de Seguridad desde 2010, y hermano de la 
ministra. El abogado, economista, contador y procurador Garré fue 
uno de los responsables del decreto que generó el conflicto y, por 
tanto, la primera lapicera política que se decidió sacrificar. 

Durante la protesta quedaron expuestas las diferencias de 
criterio entre la ministra y el número dos de la cartera, el médico y 
militar Sergio Berni. El secretario de Seguridad conoce a los 
Kirchner desde que revistaba en el Regimiento de Infantería de 
Rospentek, en Santa Cruz, y desde entonces tiene trato personal con 
la presidenta y con su cuñada, la ministra de Desarrollo Social, 
Alicia Kirchner. Algunos le achacan haber simpatizado con los 
levantamientos carapintadas de Aldo Rico y Mohamed Alí Seineldín 
en 1987 y 1990 respectivamente. Su inserción en la política 
nacional ocurrió en 2006, cuando Alicia Kirchner lo nombró 
director nacional de Asistencia Crítica, eufemismo que se utilizaba 
para denominar el rol del funcionario que dialogaba con los 
movimientos sociales y piqueteros. En 2009 fue designado 
subsecretario de Desarrollo Social, y en 2011 fue electo senador 
provincial por el FPV. La presidenta lo designó segundo de Garré y 
le confió la conducción operativa de las fuerzas de seguridad. “Es el 
que va al frente”, dicen en el ministerio. De hecho, encabezó varios 
operativos de Gendarmería para desalojar la Ruta Panamericana 
cortada por piquetes. Cada vez que se lo consulta, repite el 
catecismo de Néstor Kirchner: “Nunca vamos a reprimir la protesta 
social”. Al cierre de esta edición Garré y Berni conviven y se 
reparten funciones. Una rareza para el peronismo, que no suele 
aceptar dos gallos en el mismo gallinero. 


12. LAS CIFRAS DE LA 
DISCORDIA 


Al anunciar el Plan de Seguridad Urbana, los índices de 
criminalidad que citó la ministra Garré generaron polémicas: “La 
Argentina, según datos de Naciones Unidas, está muy por debajo de 
otros países latinoamericanos”, expresó. En efecto, de acuerdo con 
el estudio “Global Study on Homicide 2011”, elaborado por la 
Oficina de las Naciones Unidas contra la Droga y el Delito 
(UNODO), la Argentina registra una tasa de homicidios de 5,5 cada 
cien mil habitantes. El dato, tal como expresa el documento, 
proviene de la Dirección Nacional de Política Criminal, organismo 
dependiente del Ministerio de Justicia y Derechos Humanos de la 
Nación. Para el sitio Chequeado.com “este número efectivamente se 
encuentra muy por debajo de otros países de la región, pero surge 
de un informe elaborado en 2009, que excluyó a la provincia de 
Buenos Aires. La provincia representa un porcentaje importante del 
total de homicidios del país -el cuarenta y cinco por ciento en 
2008-, por lo que el dato podría perder representatividad”. Señala, 
además, que Buenos Aires registra una tasa de homicidios mayor 
que el promedio nacional desde 1996, por lo cual su inclusión en el 
total empuja la tasa hacia el alza. La caída en 2009 podría 
explicarse por la omisión de los datos de ese distrito. 

Cuando era jefe de Gabinete, Aníbal Fernández también había 
asegurado en una exposición ante el Congreso que los índices de 
criminalidad habían descendido. En 2007 la tasa señalaba 5,2 
homicidios dolosos cada cien mil habitantes, muy inferior al los 
índices de otros países de la región. Según las últimas estadísticas 
publicadas por la UNODC, en Brasil el guarismo es de 22,7 
homicidios dolosos cada cien mil habitantes, esto es, más de cuatro 


veces superior al de la Argentina. Venezuela encabeza el ranking 
sudamericano con cuarenta y nueve homicidios por cada cien mil 
habitantes, seguido por Colombia, con 33,4. La Argentina se ubica 
al final de la lista, junto a Uruguay y Perú, con índices muy 
similares a los de los Estados Unidos. 

Después de África, América Latina es una de las regiones más 
violentas del mundo. Si se compararan los índices con países de 
Europa o Asia, la Argentina resultaría peor conceptuada, siempre en 
términos de homicidios dolosos. Utilizar este parámetro no es 
caprichoso: es ese delito que más se denuncia, hecho que permite 
una medición bastante precisa. Las estadísticas mundiales sobre 
robos, hurtos o violaciones son menos confiables porque tales 
delitos se denuncian menos. 

La tasa de homicidios dolosos en la Argentina es, como se dijo, 
baja, comparada con el resto de la región. Pero está claro que no 
alcanza para diagramar un panorama integral y esclarecedor del 
real estado de la seguridad. La escasez de estadísticas no ayuda. El 
Ministerio de Justicia de la Nación está obligado por ley a publicar 
estadísticas criminales. Sin embargo no suministra datos nacionales 
desde 2008 -publicados en 2010-. Entre 2003 y 2008 el promedio 
de homicidios fue de dos mil trescientos por año. Ahora bien, no 
todos los homicidios dolosos deben considerarse en la órbita de la 
inseguridad, ya que esa cifra incluye los crímenes pasionales o 
intrafamiliares. Justamente estos últimos son los más difíciles de 
disminuir. 

Diego Fleitas, presidente de la Asociación de Políticas Públicas, 
opina que “la cantidad de homicidios fue aumentando durante los 
años noventa hasta llegar a un pico en 2002. A partir de entonces se 
vio una reducción hasta 2006, cuando nuevamente volvió a 
aumentar”. Durante la década de 1990 la tasa de homicidios se 
mantuvo por encima de 7,5 cada cien mil habitantes, mientras que 
en 2008 -el último dato publicado- fue de 5,5. 

Matías Bailone, profesor de criminología de la UBA, señala que 
“si se ve la cantidad de homicidios en la Ciudad de Buenos Aires, 
por ejemplo, la mayoría es resultado de discusiones y riñas. Los que 
ocurren en ocasión de robo, en cambio, son una minoría”. 

Si se consideran solo los homicidios cometidos en ocasión de 
otros delitos -como robo o secuestro-, la cantidad de homicidios 


producto de lo que comúnmente se llama inseguridad, es menor. Así 
lo estimó Gustavo Arballo, abogado de la Universidad Nacional de 
La Pampa y autor del blog Saber Derecho: “En la Provincia de 
Buenos Aires hubo en el primer semestre de este año quinientas 
cincuenta y cuatro causas relacionadas con homicidios dolosos, de 
los cuales las vinculadas con robos y otros hechos fueron setenta y 
siete, según datos de la Procuración General sobre investigaciones 
penales iniciadas”. 

La repartición encargada de suministrar datos sobre delitos es la 
Dirección Nacional de Política Criminal (DNPC). Su misión es 
elaborar anualmente las estadísticas sobre la criminalidad en el 
país, “única que será considerada estadística criminal oficial de la 
Nación”, según la ley 25.266 de Estadísticas Criminológicas. La ley 
faculta a la DNPC a requerir información estadística a la Policía 
Federal, las policías provinciales, las Fuerzas Armadas, los servicios 
penitenciarios y todos los organismos públicos con competencia 
penal del país. Prevé una multa de uno a tres sueldos a aquel 
funcionario que no suministre información o lo haga de manera 
incorrecta o con demora. No hay muchas excusas que justifiquen la 
falta de información. 

En medio de una polémica con la prensa, en los primeros días de 
octubre de 2012 Garré escribió: “Desmerecer el empeño del 
gobierno en la lucha contra el delito, recurriendo a la oposición 
demagógica entre “inseguridad” y 'negación de la inseguridad, 
termina ocultando los resultados concretos en la prevención y lucha 
contra el crimen y por tanto multiplicando el malestar de la 
ciudadanía respecto de la seguridad pública. Incluso se insinuó por 
estos días que queríamos delegar en la propia ciudadanía la gestión 
de su seguridad. Nada más canallesco. Nosotros proponemos la 
participación ciudadana como aporte indispensable para la gestión 
estatal de la seguridad”. La ministra defendió la confección de 
mapas del delito elaborados con el aporte de vecinos y agregó: “En 
la ciudad de Buenos Aires, el más grave de los crímenes, el 
homicidio, se redujo a la mitad en la zona más olvidada por las 
políticas del gobierno porteño, el sur, desde la integración de 
Gendarmería y Prefectura en el Operativo Cinturón Sur. Aquí los 
homicidios se redujeron por la acción del gobierno nacional. No 
pretendo con esto minimizar el dolor y la bronca que nos da a todos 


el asesinato o el robo que puede padecer una persona, porque nos 
duele y nos ocupa cada víctima. Pero tampoco vamos a ocultar que 
hay menos homicidios -y robos a mano armada, por caso-. Si 
alguien quiere entender que con esto yo “niego que haya delitos”, 
fuerza esa interpretación. Asumimos firmemente la responsabilidad 
que ha depositado en nosotros la presidenta Cristina Fernández de 
Kirchner, centrada en evitar que haya nuevas víctimas y en la 
conjura inmediata del delito cometido para tratar de evitar sus 
peores consecuencias”. 

Luego se preguntó: “¿Cómo podemos comunicar los resultados si 
los medios no les dan visibilidad a esas políticas públicas o intentan 
invertir su sentido cada vez que nosotros informamos?”. 

Por su parte, el CELS cuestionó la falta de datos sobre el delito y 
reclamó como “imperioso” que el Estado considere la necesidad de 
producir estadísticas fiables, ya que las considera un “insumo 
básico” para “la formulación de diagnóstico certero de la 
problemática”. De lo contrario, asegura uno de sus documentos, 
“eran parte de las decisiones de política pública orientadas a 
enfrentar la criminalidad están siendo tomadas prácticamente a 
ciegas”. 


13. SILBANDO BAJITO 


Aunque la responsabilidad en el combate contra el delito es 
claramente jurisdiccional, los reclamos por la inseguridad siempre 
se presentan en la ventanilla del Estado nacional. El gobierno 
central carga con una mochila extra en esa materia. Si bien es el 
responsable último de otorgar protección a personas y bienes, nadie 
se acuerda de gobernadores e intendentes a la hora de protestar y 
demandar seguridad. Durante el cacerolazo del 13 de septiembre de 
2012, por ejemplo, manifestantes de Rosario, Mendoza, Córdoba y 
algunas ciudades del Gran Buenos Aires le reclamaron a la 
presidenta -entre otras cuestiones- “soluciones para la inseguridad”. 
Los manifestantes no mencionaron a las autoridades locales. 

No obstante, hace veinte años que el socialismo gobierna 
Rosario y va por el segundo mandato en la provincia de Santa Fe; su 
dirigente más destacado, Hermes Binner, quedó en segundo lugar 
en las últimas elecciones presidenciales. José Manuel de la Sota es 
gobernador de Córdoba y candidato a presidente de la Nación. El 
gobernador Daniel Scioli también aspira a suceder a Cristina 
Kirchner. Lo mismo pretende Mauricio Macri desde la plataforma de 
la Capital Federal. Todos ejercen control pleno de sus respectivas 
fuerzas de seguridad, pero aún así logran esquivarle el bulto a un 
tema complejo, el que más preocupa a los argentinos según las 
encuestas. Es curioso, ya que las policías de Buenos Aires, Córdoba 
y Santa Fe están entre las más violentas y cuestionadas del país. Y 
ese es el otro gran tema: más agentes policiales no siempre implica 
más seguridad. Una policía de mejor calidad, bien capacitada, bien 
entrenada y bien pagada, sí ayudaría. Hasta ahora, en los distritos 
mencionados, la policía ha sido parte del problema, no de la 
solución. 

Debatir públicamente propuestas alternativas a las políticas del 


gobierno en materia de control del delito sería un aporte 
fundamental. Incluso un primer paso para establecer puntos 
mínimos de consenso en una problemática que debería trascender 
las mezquinas disputas coyunturales. Peronistas, radicales, 
socialistas, del PRO, de izquierda o de derecha, todos quieren que 
sus hijos circulen seguros por las calles y que regresen tranquilos a 
sus casas sin temor a que los roben o los maten. 


CAPÍTULO X 
Política: el club de la pelea 
1. LA VUELTA DE LA POLÍTICA 


Néstor Kirchner era un militante full life. Puso el cuerpo hasta el 
final en defensa de sus convicciones. Con sus errores y aciertos, con 
sus más y sus menos, dejó una marca indeleble en la historia 
reciente de la Argentina. El 27 de octubre de 2010, cuando falleció, 
a los 60 años, hasta sus más acérrimos adversarios le reconocieron 
tres aportes: la recuperación de la política como herramienta de 
transformación; la consolidación de la autoridad presidencial, 
perdida después de la debacle de la Alianza, y la subordinación de 
la economía al poder político. 

Desde que se instaló en la Casa Rosada, su modo de gobernar 
despertó polémicas. Defendió la lógica amigo-enemigo como un 
catecismo. De la misma forma en que después, en la Presidencia, lo 
haría su mujer. Así dividió las aguas de la política dentro y fuera 
del peronismo. No demoró en romper la sociedad con Eduardo 
Duhalde, quien, en el lapso de un año, pasó de ser un aliado clave a 
“capo mafia”. El presidente explicó tiempo después que un grupo de 
dirigentes le había pedido mantener la vigencia de las leyes de 
Obediencia Debida y Punto Final “para garantizar la convivencia”. 
Y que entre ellos estaba el ex presidente. Kirchner consideró 
“inaceptable” esa demanda. De hecho, una de sus primeras 
decisiones fue descabezar la conducción del ejército, que, según 
denunció, también operaba en ese sentido. 

La ruptura se completó cuando Duhalde respaldó los reclamos 
del gobernador de Buenos Aires, Felipe Solá, de más fondos para la 
provincia y una nueva ley de coparticipación. “Está en el campo 


[Duhalde] de tratar de evitarnos la plena gobernabilidad. 
Trabajaremos con la sociedad, con la gente, y con toda la provincia 
de Buenos Aires para evitar esta situación”, declaró Kirchner en una 
entrevista de Página/12 el 10 de junio de 2004, y se preguntó: 
“¿Quién es Duhalde para decir quién tiene la verdad?”. La pelea por 
controlar el distrito más populoso del país, en ese momento en la 
órbita del duhaldismo, había comenzado. En esa entrevista amenazó 
con responder “con la sociedad” si lo extorsionaban trabando la 
sanción de leyes. En 2005 las esposas de ambos dirigentes se 
enfrentarían en elecciones legislativas. 

Lo cierto es que a través de la disputa frontal el patagónico logró 
consolidar un liderazgo que había nacido raquítico por la fuga de 
Carlos Menem de la segunda vuelta electoral en 2003. “Tengo 
menos porcentaje de votos que desempleados”, solía decir, y era 
cierto: veintidós y veinticinco por ciento respectivamente. Fue el 
presidente que reunió menor cantidad de votos en toda la historia 
electoral argentina. Cuando asumió, apenas contaba con catorce 
diputados propios; respondían a Duhalde unos setenta, y un tercer 
grupito adhería a Menem. 

Contribuye a comprender el contexto político de esos días la 
nota que escribió el subdirector del diario La Nación, Claudio 
Escribano, publicada el 15 de mayo de 2003. Citando fuentes del 
Consejo para las Américas, al que definió como “un cuerpo que 
congrega a cuantos tienen en los Estados Unidos una opinión de 
peso”, opinó “que los argentinos habían resuelto darse un gobierno 
débil”. Luego revela que uno de los presentes en ese cónclave, “sin 
especificar si se trataba de una opinión personal” o de “un juicio 
suficientemente compartido por el resto”, expresó: “La Argentina ha 
resuelto darse gobierno por un año”. 

Desde esa debilidad inicial, Kirchner libró sus primeras batallas: 
con la corporación militar, la Corte Suprema de Justicia heredada 
del menemismo, las empresas privatizadas, los organismos 
internacionales de crédito y el duhaldismo. Años después le tocaría 
el turno a las entidades del “campo” y al Grupo Clarín. “Si se quiere 
modificar la realidad -y para eso llegué al gobierno-, no se puede 
conformar a todos”, me dijo Kirchner en la única entrevista que le 
hice desde que alcanzó la Presidencia. Fue en julio de 2003 para la 
revista Veintitrés. La confrontación se convertiría en su manera de 


ejercer el poder. 

Con los opositores se comportó igual. Si bien su gobierno 
siempre conformó alianzas electorales, nunca demostró piedad con 
aquellos que quedaban en la vereda opuesta. El desprecio por el 
consenso se consolidó a medida que sumaba apoyo popular. 
“Cuando te vota más del cincuenta por ciento de la población lo que 
hay que hacer es gobernar, no negociar cosas para las que no te 
eligieron”, explicó alguna vez. 

A los Kirchner los sedujo la relectura de Carl Schmitt planteada 
por la politóloga belga Chantal Mouffe en En torno a lo político. 
Cuenta el periodista Diego Genoud que el ex jefe de Gabinete 
Alberto Fernández le regaló ese ensayo a la futura presidenta 
cuando la relación entre ambos parecía indestructible. 

Moutffe dice que la clave del enfoque de Schmitt es mostrar que 
“todo consenso se basa en actos de exclusión”. Por eso los sistemas 
democráticos no deberían borrar o diluir las diferencias, sino, al 
contrario, ponerlas en primer plano. 

La otra vertiente teórica de esa manera de entender la acción 
política se basa en las ideas del sociólogo e historiador argentino 
Ernesto Laclau, esposo de Mouffe y autor de un ensayo que los 
Kirchner leyeron con especial atención: La razón populista. Laclau es 
profesor de la Universidad Británica de Essex, y es considerado un 
teórico posmarxista. 

Schmitt sostiene que el tipo de relación nosotros-ellos, al mismo 
tiempo que cohesiona al grupo, lo constituye por oposición a un 
otro. En otras palabras, reconocer al enemigo implica asumir un 
proyecto político que genere un sentimiento de pertenencia. O 
dicho de otro modo: en democracia el antagonista es la clave de la 
construcción de poder. Mouffe considera a Schmitt “un pensador 
muy controversial”, pues, pese a reconocer su compromiso con el 
nazismo, fue “uno de los oponentes más brillantes e intransigentes 
del liberalismo”. La socióloga e investigadora de FLACSO Daniela 
Gutiérrez agrega: “Kirchner arriba al poder en un momento en que 
las instituciones estaban en una crisis terminal. Retoma de Schmitt 
el enfrentamiento con el liberalismo, y la asunción de que el 
consenso es, en realidad, una ilusión”. 

En el comienzo de En torno a lo político, Chantal Mouffe señala: 
“En mi opinión, la creencia en la posibilidad de un consenso 


universal ha colocado al pensamiento democrático en el camino 
equivocado. En lugar de intentar diseñar instituciones que, 
mediante procedimientos supuestamente “imparciales”, 
reconciliarían todos los intereses y valores en conflicto, la tarea de 
los teóricos y políticos democráticos debería consistir en promover 
la creación de una esfera pública vibrante de lucha agonista, donde 
puedan confrontarse diferentes proyectos políticos hegemónicos. 
Esta es, desde mi punto de vista, la condición sine qua non para un 
ejercicio efectivo de la democracia. En la actualidad se escucha con 
frecuencia hablar de “diálogo” y “deliberación”, pero, ¿cuál es el 
significado de tales palabras en el campo político, si no hay una 
opción real disponible, y si los participantes de la discusión no 
pueden decidir entre alternativas claramente diferenciadas? [...] 
Lejos de amenazar la democracia, la confrontación agonista es la 
condición misma de su existencia. La especificidad de la democracia 
modera radica en el reconocimiento y legitimación del conflicto y 
en la negativa a suprimirlo mediante la imposición de un orden 
autoritario”. 

Recurrentemente se ha criticado a Kirchner por concentrar 
demasiado poder en el Ejecutivo, por abusar de los decretos de 
necesidad y urgencia, por ser hegemónico y autoritario. Tanto la 
prensa norteamericana como la europea lo definieron como 
populista, un calificativo un tanto lábil que compartió con varios de 
sus colegas sudamericanos: Lula da Silva, Hugo Chávez, Evo 
Morales y Rafael Correa, entre otros, y que nunca le molestó 
demasiado, en tanto esos gobiernos se abocaban a restañar “las 
calamidades provocadas por el neoliberalismo”. Lo cuestionaron, 
además, por estatista y antimercado. En reiteradas oportunidades el 
ex presidente opinó con ironía: “Me critican más por mis aciertos 
que por mis errores”. 

Pocos meses después de asumir la Presidencia, una legión de 
empresarios ya alegaba maltratos. “Yo no maltrato a nadie. Fui y 
me senté en una mesa y les dije lo que pensaba”, se defendió 
Kirchner. En el peronismo flotaba una mezcla de perplejidad y 
enojo. De arranque desoyó las sugerencias de los dirigentes del PJ 
bonaerense, y apoyó a Carlos Rovira en las elecciones de Misiones - 
para enfrentar a Ramón Puerta, el candidato de Duhalde- y luego a 
Aníbal Ibarra en los comicios de la Capital Federal. Quedaba claro 


desde entonces -más allá de las broncas que terminaron afectando 
su salud- que el flamante presidente parecía disfrutar en la pelea. 
Estaba en su naturaleza. 

Es sabido que la muerte no mejora a nadie, pero permite evaluar 
su vida con menos pasión. A Néstor Kirchner se le debe que se haya 
vuelto a hablar de política en la Argentina. También la 
participación de miles de jóvenes en la militancia partidaria cuando 
diez años antes buena parte de la juventud -y del resto de la 
sociedad- repudiaba la política y a los políticos. Desde su irrupción 
en la escena nacional nada fue igual, todo fue puesto en cuestión: la 
economía, el rol del Estado, los derechos humanos, el sindicalismo, 
los organismos internacionales, la renta agraria, el rol de los 
intelectuales, el periodismo, la propiedad de los medios de 
comunicación. 

Algunas discusiones se volvieron dolorosas. En especial a partir 
de 2008, durante el segundo año de la gestión de Cristina 
Fernández, tras el conflicto desatado por el intento del gobierno de 
aplicar retenciones móviles a las exportaciones agrarias. Los 
discursos se  tornaron  virulentos y las  descalificaciones 
reemplazaron a los argumentos. Amigos y familiares enfrentados 
dejaron de hablarse. Hubo escraches a periodistas y operaciones de 
prensa. Desde el primer gobierno de Juan Perón la sociedad no 
había estado tan dividida a favor o en contra de una gestión. Eso 
también es parte de su legado. 

Para algunos historiadores esa conflictividad permite trazar 
analogías entre el kirchnerismo y aquel peronismo inicial, mucho 
más claramente que con la generación de los setenta. El 
enfrentamiento con la Iglesia Católica, entre otras razones por la 
suspensión del tedeum en la Catedral porteña, la Ley de Matrimonio 
Igualitario y la modificación del Código Civil; la puja con algunos 
grupos empresarios y con la Sociedad Rural, las desprolijidades 
institucionales y los reiterados cruces con la prensa, traen ecos de 
viejas peleas. La recuperación de la figura de Evita se inscribe en 
esa línea. Su imagen recortada en el edificio del Ministerio de 
Desarrollo Social es el telón de fondo de casi todos los actos en los 
que habla Cristina Kirchner. 

En el nivel de distribución del ingreso se terminan las 
similitudes. Perón logró que la torta de la riqueza se distribuyera en 


porcentajes equivalentes entre trabajadores y empresarios. 


2. ASCENSO Y CAÍDA DE LA 
TRANSVERSALIDAD 


La gran apuesta política de Néstor Kirchner en el primer tramo 
de mandato fue una estrategia que se denominó “transversalidad”. 
Una amplia alianza de centroizquierda que superara las barreras 
partidarias, concebida como contrapeso de los sectores más 
reaccionarios del PJ. Eran los tiempos en los que Mirtha Legrand 
advertía espantada por televisión: “Se viene el zurdaje” -el gobierno 
ya había tomado algunas decisiones clave en materia de derechos 
humanos-. Kirchner le respondió: “Los que hablan de zurdaje 
apuestan a que la Argentina fracase”. 

El 29 de abril de 2004 una reunión en la Casa Rosada puso en 
guardia a los partidos tradicionales. Néstor Kirchner recibió a 
Aníbal Ibarra, jefe de Gobierno porteño; a Luis Juez, intendente de 
Córdoba; a Miguel Lifschitz, intendente de Rosario, y a Hermes 
Binner, ex intendente de Rosario y principal dirigente del 
socialismo. “Estamos comprometidos con el éxito del gobierno, hay 
discusiones, conflictos pero acompañamos”, afirmó Ibarra. Por su 
parte, el presidente explicó que seguiría trabajando 
transversalmente con dirigentes de diversos partidos políticos. 

Kirchner había logrado reunir a los jefes comunales de las tres 
ciudades más importantes del país. La foto del encuentro operó 
como un revulsivo dentro del PJ. El presidente le prometió ese día a 
Juez una visita a la capital mediterránea para anunciar obras en la 
provincia. En Córdoba interpretaron ese aviso como un espaldarazo 
a un intendente que aspiraba a pelear por la gobernación. Estaba al 
mando de la provincia José Manuel de la Sota, quien procuraba 
imponer la candidatura de su delfín, Juan Schiaretti. 

A pesar de las coincidencias y la voluntad inicial, la idea de 


consolidar un acuerdo político con Juez fue perdiendo fuerza, entre 
errores y desencuentros. 

Por esos días, en una de sus intervenciones como senadora 
nacional, Cristina Fernández volvió a trazar una línea invisible con 
una frase reveladora: “Los que no están con nosotros están en 
contra”, señaló. Los supuestos enemigos, en ese momento, no eran 
“la oligarquía” ni “la patria financiera” ni los represores de la 
dictadura, sino los partidos de la oposición que se resistían a 
modificar la composición del Consejo de la Magistratura. En 
realidad radicales y socialistas aprobaban cambios que otorgaran 
supremacía al poder político sobre las corporaciones de la Justicia 
en ese organismo. Aunque discreparan con algunos puntos de la 
propuesta del oficialismo, no era difícil alcanzar un acuerdo, lograr 
un proyecto consensuado. El entonces presidente consultó si el 
número de legisladores propios era suficiente para sancionar la 
modificación, y tras la respuesta afirmativa ordenó clausurar 
cualquier negociación. Corría el año 2005 y, según algunos 
analistas, aquella decisión sepultó el proyecto de transversalidad. 

Para las elecciones de 2007, cuando se construyó la llamada 
Concertación Plural, fue imposible sumar a los tres intendentes. Luis 
Juez, dirigente surgido del peronismo, le extendió el certificado de 
defunción al sueño de la transversalidad: “Para la construcción de 
una verdadera Argentina plural se debe poner el acento en las ideas 
y los valores, que deben ser permanentes. No podés construir 
hablando de transparencia con dirigentes que no lo son, con esos 
que provienen de la más rancia dirigencia peronista. No se hace un 
país distinto con los mismos dirigentes. En Santa Fe [Kirchner] lo 
bancó a [Rafael] Bielsa en lugar de a Binner, en Buenos Aires apoyó 
a los intendentes pejotistas en lugar de a Sabbatella, acá en Córdoba 
estuvo con [Juan] Schiaretti. Nosotros pensamos que las 
construcciones sirven cuando se toma la decisión de ponerlas en 
riesgo justamente en procesos electorales”, concluyó. 

Kirchner ya había tomado la decisión de conducir el Partido 
Justicialista, acordada con los cuestionados barones del conurbano - 
los históricos intendentes bonaerenses- y los gobernadores 
peronistas, y había consolidado su alianza estratégica con Hugo 
Moyano. Producto de ese entendimiento, hasta 2011, el líder 
camionero no alentó ninguna medida de fuerza y se convirtió en 


sostén del modelo económico. 

La fuerza que disputó las elecciones en 2007 detrás de la 
fórmula Cristina Kirchner-Julio Cobos incluía al llamado 
radicalismo K, representado por los gobernadores Gerardo Zamora - 
Santiago del Estero-, Miguel Saiz -Río Negro- y Arturo Colombi - 
Corrientes-; y por los intendentes Gustavo Posse -San Isidro-, 
Enrique “El Japonés” García -Vicente López- y Daniel Katz -Mar del 
Plata-. El costado progresista de la fuerza lo aportaban la 
Confederación Socialista de Ariel Basteiro y Jorge Rivas, y los 
organismos defensores de los derechos humanos, entre ellos Madres 
y Abuelas de Plaza de Mayo, que acompañaron al gobierno desde 
que Kirchner propició la derogación de las leyes de impunidad. 

El ex vicejefe de Gabinete de la Nación, Jorge Rivas, ya en silla 
de ruedas e imposibilitado de expresarse oralmente como 
consecuencia del ataque que sufrió durante un asalto, ensayó una 
síntesis muy celebrada por los sectores progresistas que adherían al 
gobierno. Ocurrió durante una conmovedora entrevista que le 
realizó Ernesto Tenembaum para el programa “Palabras +, 
palabras -”, del canal TN. Para comunicarse el diputado utiliza una 
computadora que activa con la mirada. Cuando el periodista le 
preguntó: “¿Qué es lo que más te entusiasma de Kirchner?”, Rivas 
escribió: “Los enemigos”. En esa misma ocasión dijo que la derrota 
del FPV en 2009 se explicaba, entre otras razones, por no haber 
“achicado la brecha entre los más pobres y los más ricos”. 


3. DANIEL, EL TERRIBLE 


Nunca fue idílica la relación de Néstor Kirchner y Cristina 
Fernández con sus respectivos vicepresidentes. Si se tratara de una 
saga de misterio y no de la realidad política nacional, la historia 
podría llevar por título “La maldición de los vices”. El patagónico 
eligió a Daniel Scioli como su compañero de fórmula en febrero de 
2003, cuando faltaba menos de un mes para el cierre de listas. Era 
el único candidato, de los tres que presentó el justicialismo, que no 
había definido aún a su eventual vicepresidente. Se barajaban los 
nombres de Roberto Lavagna y de Aníbal Fernández, ministros de 
Economía y de la Producción de Eduardo Duhalde; del intendente 
de La Matanza, Alberto Balestrini; del ministro de Justicia, Juan 
José Álvarez y del ex motonauta y secretario de Turismo Daniel 
Scioli. 

El duhaldismo impulsaba la candidatura de Lavagna o, en su 
defecto, la de Álvarez. El sábado 22 de febrero de 2003 La Nación 
publicó que Duhalde se reuniría esa tarde con Lavagna para 
ofrecerle el cargo. La nota, firmada por Joaquín Morales Solá, daba 
como segura la candidatura de Daniel Scioli para competir por la 
Jefatura de Gobierno porteño. El domingo 23 de febrero Clarín 
publicó en tapa que el candidato a vicepresidente era Scioli. Según 
el periodista Alfredo Gutiérrez, “el viernes, Kirchner y Scioli 
compartieron una cena donde se avanzó en detalles del acuerdo, y 
ayer al mediodía -en un restaurante de la Recoleta- se dieron el 
apretón de manos definitivo”. Scioli ascendía otro escalón en su 
sorprendente carrera política, desde que Carlos Menem lo nominó 
como legislador nacional. Luego dirigió el área de Turismo durante 
el gobierno de Duhalde, y se convertía ahora en vicepresidente de 
Kirchner. Todos esos logros sin contar siquiera con una unidad 
básica como aval y plataforma de despegue. 


Desde que asumió el cargo buscó diferenciarse de Kirchner. En 
sus primeros meses de gestión se reunió con empresarios, de 
quienes escuchaba sugerencias a cambio de comprensión. Incluso 
solicitó públicamente un aumento de tarifas para las empresas 
privatizadas, una alternativa imposible para el gobierno. El primer 
encontronazo fuerte con el oficialismo, del que formaba parte, 
ocurrió durante el debate sobre la derogación de las leyes de Punto 
Final y Obediencia Debida: “Los países serios no anulan leyes”, 
argumentó. Hasta ese momento su presidencia del Senado parecía, 
antes que nada, una formalidad. 

En agosto de 2003, a menos de tres meses de haber asumido, 
Kirchner pidió la renuncia del secretario de Turismo y Deporte, 
Germán Pérez, y de once funcionarios del área. Alegó en aquella 
ocasión “un cambio funcional”. Sin embargo, Turismo, según 
habían acordado previamente los dos líderes de la fórmula, estaría 
bajo control de Scioli. Propios y extraños lo consideraban una 
respuesta a las declaraciones del vice, quien se presentó de 
inmediato en la Casa Rosada, donde Kirchner lo hizo esperar tres 
horas sin atenderlo. Al partir, desairado, Scioli declaró: “Sin 
comentarios, está todo bien”. Cuando finalmente el Senado declaró 
“insanablemente nulas” las leyes de impunidad, el vicepresidente se 
había ausentado del recinto. Presidió aquella sesión José Luis Gioja. 

No fueron esos los únicos cortocircuitos entre el vicepresidente y 
el kirchnerismo. La senadora y primera dama Cristina Fernández lo 
amonestó en varias sesiones desde su banca. Cuando se discutía el 
Presupuesto 2006, por ejemplo, planteó una cuestión de privilegio 
para acusarlo, con un encendido discurso, por una “operación de 
prensa en su contra” que el presidente del cuerpo no obturó. Se 
había publicado que la senadora se oponía a que el senador 
socialista Rubén Giustiniani ocupara un lugar en la Comisión de 
Justicia. Después del reto público, y fiel a su estilo, en la intimidad 
de su despacho Scioli atinó a comentar: “Solo pueden esperar de mí 
prudencia, trabajo y dedicación”. 

Por lo demás, el vicepresidente se refugió en el Senado. Desde 
allí siguió construyendo y consolidando su posicionamiento 
personal. Continuó proyectando una imagen de peronista con 
agenda abierta a todos los sectores y realizó innumerables 
homenajes a artistas populares. Desde Sandro hasta Fontanarrosa 


posaron junto al ex motonauta al recibir el reconocimiento del 
Senado. Las figuras garantizaban prensa y difusión masiva. 

Pese a los pronósticos, su estrella en el firmamento kirchnerista 
estaba lejos de opacarse. Cuando Néstor Kirchner tuvo que decidir 
las figuras que fortalecerían la chances presidenciales de su esposa, 
le ofreció la candidatura a gobernador de Buenos Aires. Scioli, que 
se estaba preparando para disputar la Jefatura de Gobierno porteño, 
aceptó la propuesta y cosechó votos decisivos en el distrito más 
importante del país. 

Una vez instalado en la Casa de Gobierno de La Plata, 
encontronazos y diferencias no dejaron de producirse. Como suele 
decirse en el peronismo, “sin sacar los pies del plato” el gobernador 
mantuvo el diálogo con todos los sectores del peronismo 
bonaerense, incluso los no kirchneristas. Esos encuentros reeditaron 
la desconfianza. No obstante, en las legislativas de 2009 Scioli 
volvió a aceptar sumarse a una aventura electoral por pedido de 
Kirchner. La disputa con las entidades rurales estaba fresca y el 
oficialismo atravesaba su peor momento. El presidente “inventó” 
entonces las candidaturas testimoniales, un recurso desesperado por 
mejorar las chances electorales del oficialismo. Se presentarían a la 
consideración popular ministros y otros funcionarios de primera 
línea, aun con la certeza de que después de los comicios 
renunciarían a las bancas eventualmente obtenidas. A Scioli le 
parecía una locura, pero aceptó. La lista encabezada por Kirchner y 
Scioli cayó derrotada por la nómina liderada por Francisco de 
Narváez, quien integró una alianza con Felipe Solá y Mauricio 
Macri. Unión Pro obtuvo el 34,6 por ciento de los sufragios, versus 
el 32,1 por ciento del FPV. Como consecuencia de esta derrota 
Kirchner renunció a la presidencia del Partido Justicialista. 

En el kirchnerismo y sus alrededores -comunicadores e 
intelectuales afines- siempre consideraron a Scioli una amenaza. 
Una suerte de Caballo de Troya del peronismo tradicional o de la 
“derecha” en la fortaleza del “peronismo progresista” o de 
“izquierda”. Un quinta columna que espera una oportunidad para 
traicionarlos. Las diferencias ideológicas y de praxis política con el 
entonces presidente eran evidentes. Más claras aún en áreas como 
seguridad y economía. Pero, como se sabe, el peronismo es una 
ancha avenida cuyos carriles ocuparon Menem, Duhalde, Moyano, 


Gerardo Martínez, pero también Luis D'Elía, Oscar Lezcano, La 
Cámpora y Carlos Kunkel. Demasiado ancha, en verdad. Una arteria 
en la cual las disputas de poder suelen ser anteriores oO 
concomitantes con las peleas ideológicas. Lo cierto es que Scioli, sin 
renunciar a sus aspiraciones presidenciales, siempre hizo ejercicio 
de “lealtad peronista”. 

En las horas posteriores a la muerte de Néstor Kirchner no 
fueron pocos los que lo instaron a “saltar el cerco” y encabezar una 
suerte de “vuelta al peronismo” que disputara el poder a la 
presidenta. Intentaron seducirlo Eduardo Duhalde, Francisco de 
Narváez y Mauricio Macri. Durante horas la expectativa fue 
enorme, hasta que el gobernador Scioli soltó una frase contundente: 
“Voy a estar donde la presidenta quiera que esté”. El político más 
pragmático de la Argentina asumía una vez más una actitud 
coherente con su historia. Fue aliado de Menem, de Duhalde y de 
Kirchner, y no abandonó a ninguno de los tres. 

En 2011 se repitió la historia: tanto Scioli como la presidenta 
iban por la reelección. El gobernador tuvo que ceder muchos 
lugares al kirchnerismo en la lista de candidatos provinciales, y 
aceptar a Gabriel Mariotto como vicegobernador. Como era 
previsible, una semana después del triunfo Mariotto se convirtió en 
una suerte de “comisario político” de su gestión. Con su particular 
estilo, Scioli intentó marcar la cancha. Algunas escenas irritaron a 
la presidenta: se sacó fotos con Macri en el verano de 2012, y en 
una misma semana se reunió con Luis Barrionuevo, Roberto 
Lavagna y Hugo Moyano. Además expresó públicamente sus 
aspiraciones a la Presidencia de la Nación. En junio de 2012, 
aprovechando la imprevisión presupuestaria del gobernador, el 
gobierno nacional no habilitó una ayuda económica que Scioli 
reclamaba desde La Plata: casi se le incendia la provincia al no 
poder pagar completo el medio aguinaldo de los empleados 
provinciales. “No entiendo cómo soporta el maltrato”, repiten sus 
potenciales aliados y se preguntan: “¿Por qué no se rebeló nunca?”. 
Scioli agacha la cabeza y sigue acompañando. Sabe que se trata de 
escenas de peronismo explícito. 


4. CLETO 


El 9 de agosto de 2007, en pleno auge de la Concertación Plural, 
en un colmado Luna Park, Cristina Kirchner presentó a su 
compañero de fórmula, hombre de confianza de su marido: “Yo te 
escuchaba, Julio, cuando dijiste que el Frente para la Victoria no 
necesitaba de otros partidos para ganar y que reconocías el lugar en 
la fórmula como una generosidad. No creo en la generosidad sino 
en la responsabilidad política de no tentarse con la hegemonía 
excluyente”, dijo Cristina Kirchner. Julio César Cobos todavía no 
era Cleto. En el estadio flameaban algunas banderas radicales y, 
antes de terminar su discurso, Cristina se preocupó por citar al 
radical Leandro N. Alem y al socialista Juan B. Justo. La frase de 
campaña trataba de levantar la figura de Cobos, para muchos un 
desconocido: “Cristina, Cobos y vos”. 

La relación comenzó a deteriorarse mucho antes de que estallara 
el conflicto con el “campo”. Cuando los ruralistas iniciaron las 
protestas, Cobos empezó a diferenciarse del gobierno y a 
presentarse como el hombre del diálogo. Recibió a dirigentes 
rurales, opositores y gobernadores en su despacho del Senado, 
intentando una mediación que el gobierno no le había pedido. Los 
detalles de la noche en que decidió votar contra la Resolución 125, 
o contra el gobierno al que pertenecía, están reunidos en el capítulo 
“El campo en la ciudad”. 

Al día siguiente, si bien no lo mencionó directamente, Cristina 
mentó a Cobos durante un acto partidario en Chaco: “Quiero 
agradecerles la presencia de todos ustedes esta noche y, como 
siempre lo hemos hecho, mirarnos a los ojos y saber que nunca nos 
hemos traicionado, que siempre hemos elegido un camino que es 
irrenunciable y que es representar los intereses de los que menos 
tienen”. 


Para el gobierno no había otra interpretación posible: Cobos era 
un traidor. 

Paralelamente las acciones del vice comenzaron a cotizar en alza 
en el mercado opositor. De pronto se había transformado en el 
candidato natural para ocupar la Presidencia en 2011, “si Cristina 
Kirchner no renuncia antes”. En abril de 2009 la UCR levantó la 
sanción que excluía a Cobos del partido. El Tribunal Nacional de 
Ética del Comité Nacional de la UCR lo había expulsado “de por 
vida” cuando decidió sumarse a la Concertación Plural propiciada 
por Kirchner. En ese momento los radicales más enojados lo 
acusaron de traición. En 2010 volvieron a afiliarlo al radicalismo. 

El 14 de octubre de 2010, el Senado trató una ley que fijaba las 
jubilaciones en el ochenta y dos por ciento del sueldo de los 
trabajadores activos. Una vez más la votación terminó igualada, en 
treinta y cinco votos. Cobos volvió a desempatar en contra del 
gobierno. Para el oficialismo ese porcentaje era imposible de 
afrontar, adujo que ningún sistema previsional del mundo puede 
soportarlo. La presidenta tuvo que pagar el costo político de vetar la 
norma. Algunos dirigentes opositores la auspiciaron precisamente 
con ese objetivo. Cristina Kirchner desplegó su enojo en una frase: 
“Tenemos un vicepresidente okupa”. 

Cobos no renunció. Fue, quizás, el error más grave de su carrera 
política. “Estaba muy convencido de lo que había hecho y lo 
volvería a hacer. Ayudé a la gobernabilidad, la Resolución 125 era 
inviable. Si no renuncié en ese momento, después no iba a 
renunciar por presión: mi desafío era terminar”, explicó. El doble 
rol de oficialista y opositor lo fue desgastando. Su capital político se 
volatilizó, a tal punto que, cuando el radicalismo tuvo que elegir 
candidato para las elecciones presidenciales de 2011, sus 
posibilidades eran mínimas, por no decir inexistentes. El 7 de abril 
de 2011 la UCR proclamó candidato a Ricardo Alfonsín, hijo del 
presidente que condujo el país tras el fin de la dictadura. 


5. AMADO MÍO 


En junio de 2011 los periodistas buscaban desesperadamente un 
nombre. ¿Quién acompañaría a Cristina Kirchner en su intento de 
alcanzar la reelección? Luego de la fallida experiencia con Cobos en 
el marco de la transversalidad, esta vez todos descontaban que la 
presidenta elegiría como compañero de fórmula a una figura de 
“extrema confianza”. En la danza de nombres con posibilidades 
desfilaban su cuñada Alicia, funcionarios como Juan Manuel Abal 
Medina y Carlos Zannini, gobernadores como Jorge Capitanich - 
Chaco- y José Alperovich -Tucumán-, y hasta un independiente 
como el ministro de la Corte Suprema Raúl Zaffaroni, quien se 
apresuró a desmentir la versión. Hasta se mencionó al titular de la 
CGT, Hugo Moyano. Cristina sorprendió a todos. 

Si bien el ministro de Economía, Amado Boudou, integraba la 
grilla de posibles candidatos, ningún analista le asignaba 
demasiadas chances. En principio compartió una terna con el 
ministro de Trabajo Carlos Tomada y el ex ministro de Educación 
Daniel Filmus para disputar al macrismo el gobierno de la Ciudad 
de Buenos Aires. Pero las encuestas no lo favorecían en la Capital, 
de modo que el gobierno decidió bajar su precandidatura a favor 
del senador Daniel Filmus. Una decisión difícil, ya que el ex 
ministro había cometido una “falta grave” en los términos en que el 
kirchnerismo entiende la política: había rechazado ser candidato 
testimonial en 2009. 

El 25 de junio de 2011, cuatro meses antes de las elecciones, la 
presidenta presentó a Amado Boudou como compañero de fórmula. 
“Necesito a mi lado a alguien que no les tenga miedo a las 
corporaciones, a los preconceptos, porque, en serio, el mundo ha 
cambiado y va a seguir cambiando”, explicó. En el momento del 
anuncio la presidenta elogió los logros de Boudou, especialmente la 


renacionalización los fondos de pensiones que administraban las 
AFJP. “Cuando me preguntaron por la medida más importante que 
había tomado, dije la recuperación de los recursos de los 
trabajadores, que fue para sostener el país ante la crisis de 2008. La 
persona que vino a decirme que el mundo había cambiado y me 
dijo que había que tomar una medida como esa, fue nuestro hoy 
ministro de Economía, Amado Boudou, que es el hombre que me va 
a acompañar en la fórmula”, señaló. 

El ministro también fue una de las principales espadas del 
gobierno -junto con Guillermo Moreno- en la disputa por Papel 
Prensa, la empresa que los diarios Clarín y La Nación adquirieron el 
2 de noviembre de 1976, en los inicios de la dictadura, y que 
monopoliza la producción de papel para diarios. 

En las elecciones presidenciales 2011 la fórmula Fernández- 
Boudou obtuvo el 54,11 por ciento de los votos, el porcentaje más 
alto alcanzado en una elección presidencial desde 1983, y una 
diferencia con la dupla que logró el segundo lugar de 37,3 puntos, 
la mayor de la historia. El FPV recuperó la mayoría en ambas 
cámaras, perdida en 2009 cuando el Frente fue derrotado en las 
elecciones legislativas de ese año. 

Pocos meses después de asumir como vicepresidente Boudou se 
vio envuelto en el denominado Caso Ciccone. Laura Muñoz 
Tokatlian, ex pareja del contador Alejandro Paul Vanderbroele, 
administrador de una empresa con capacidad para imprimir papel 
moneda, denunció en el programa “Sin filtro” de Radio Mitre, que 
Vandenbroele era “testaferro de Boudou”. Así tomó estado público 
la causa por la quiebra de la imprenta y el posterior levantamiento 
de la medida, supuestamente, a instancias del entonces ministro de 
Economía. 

Según la denuncia judicial, la imprenta Ciccone Calcográfica - 
fundada en 1951 y una de las más importantes del país- enfrentaba 
problemas económicos y financieros graves desde 2008. La AFIP le 
pidió la quiebra por una deuda superior a doscientos millones de 
pesos. En agosto de 2010 la Justicia comercial hizo lugar a ese 
pedido. La planta de Ciccone, ubicada en Don Torcuato, fue 
alquilada por la empresa Boldt SA, dedicada también a la impresión 
y a los juegos de azar. Poco después, una nueva presentación de la 
AFIP determinó el levantamiento de la quiebra y la cesación del 


alquiler. La empresa accedió a una moratoria con quita de intereses 
y de multas. El salvataje de Ciccone se produjo después, gracias al 
aporte de quinientos sesenta y siete mil pesos de un fondo 
denominado The Old Fund, cuyo director era Alejandro 
Vandenbroele. 

La AFIP había consultado al Ministerio de Economía. Boudou 
prestó su acuerdo al levantamiento de la quiebra para “permitir la 
continuidad de la empresa, en sintonía con lo que ha sido siempre 
un objetivo claro del gobierno de mantener fuentes de trabajo; pero 
dentro de las atribuciones legales y sin que ello signifique una 
mengua del interés fiscal”. En esta última frase de su resolución se 
apoya Boudou para sostener que no autorizó ninguna medida que 
pudiese afectar los intereses del Estado. 

Por su parte Vandenbroele publicó una solicitada en la que, si 
bien reconoce su relación comercial con Núñez Carmona -amigo y 
socio de Boudou desde la juventud-, dice que no conoce a Boudou, 
con quien le asignaban una relación de larga data. “No fui ni soy 
amigo ni conocido del Sr. Vicepresidente de la Nación”, asegura la 
solicitada. 

Uno de los hechos más destacados de la causa fue el 
allanamiento que el juez Daniel Rafecas realizó en un departamento 
propiedad de Boudou en Puerto Madero. El inmueble está alquilado 
desde mediados de 2010 al empresario Fabián Carosso Donatiello, 
amigo de Vandenbroele. Según trascendió, el juez encontró en el 
inmueble algunas boletas de servicios a nombre del gerente de la ex 
Ciccone. Al día siguiente Boudou brindó una conferencia de prensa 
en el Senado durante la cual denunció una operación en su contra: 
involucró al juez Rafecas, al procurador Esteban Righi, a la empresa 
Boldt y al Grupo Clarín, entre otros. Apuntalando la defensa del 
vicepresidente, Horacio Verbitsky aseguró en una nota en Pagina/12 
que la denuncia contra Boudou buscaba mejorar la situación de 
Boldt y las posibilidades presidenciales de Daniel Scioli. Rafecas fue 
recusado y se alejó de la investigación, y Righi, uno de los hombres 
más respetados dentro y fuera del gobierno, renunció a su cargo. 

La justicia federal, a través del nuevo juez Ariel Lijo, investiga si 
el entonces ministro de Economía, Amado Boudou, intercedió a 
favor de Ciccone en defensa de intereses particulares y, además, 
pretende determinar quiénes son los verdaderos dueños de la 


empresa y el origen de los fondos que se utilizaron para levantar la 
quiebra. 

En el peor momento del vicepresidente, el 10 de abril de 2012, 
Cristina Kirchner compartió con Boudou un acto público, el primero 
después de que estalló el escándalo. La presidenta nunca mencionó 
públicamente la investigación abierta sobre su vice ni las 
acusaciones contra el estudio de Esteban Righi por supuesto tráfico 
de influencias, denuncia que fue desechada por la Justicia. 

El 7 de agosto de 2012 el Ejecutivo dictó un Decreto de 
Necesidad y Urgencia que determinó “la expropiación de Compañía 
de Valores Sudamericana SA”, nombre legal de la ex Ciccone. La 
decisión fue avalada por el Congreso. Aunque algunos opositores 
como Luis Juez, Pino Solanas y el senador Luis Naidenoff de la UCR 
acompañaron la medida, la mayoría de las bancadas opositoras 
interpretó la sanción de la norma como un intento de protección del 
vicepresidente. Para el nuevo fiscal de la causa, Jorge di Lello - 
quien reemplazó a Carlos Rívolo-, es lo contrario: “La expropiación 
de Ciccone debería facilitar la investigación”, y le pidió al 
magistrado que libre un oficio a la Casa Rosada y otro al juez 
comercial del caso para evitar que se cobre el monto de la 
expropiación sin que se conozca quiénes son los titulares del 
misterioso grupo The Old Fund. 

Más allá de los costos políticos pagados por el gobierno y del 
resultado final de la investigación judicial, el futuro político de 
Amado Boudou quedó hipotecado. 


6. LAS CRÍTICAS POR 
IZQUIERDA 


Nada molesta más al kirchnerismo que las críticas por izquierda. 
En especial porque el gobierno intentó instalar la idea de que a la 
izquierda del FPV está la pared. Cuando los cuestionamientos 
provienen de Mauricio Macri, Francisco de Narváez, Patricia 
Bullrich, Eduardo Amadeo o incluso Elisa Carrió, se asimilan con 
naturalidad. En algunos casos, las críticas hasta son bienvenidas. 
Pero si quienes critican al gobierno son Pino Solanas, Víctor de 
Gennaro, Claudio Lozano o Hermes Binner, la cosa cambia. 

Los palos que recibe por derecha le han servido al gobierno 
nacional para reafirmar políticas y seguir construyendo según la 
lógica de la confrontación con los sectores que resisten los cambios. 
Las críticas por izquierda, en lugar de ayudar a revisar políticas y 
corregir errores, son interpretadas como una suerte de conspiración. 
Para el oficialismo, quien critica algo impugna todo. 

Según esa lógica es imposible, por ejemplo, defender las 
retenciones móviles como legítima herramienta de política 
económica y, a la vez, repudiar la falta de segmentación de las 
alícuotas y su implementación generalizada sobre productores 
grandes y pequeños. No se puede ponderar la recuperación de los 
fondos de las AFJP y rechazar al mismo tiempo la intervención del 
INDEC. Es inadmisible aplaudir los cambios en la Corte Suprema y 
rechazar las presiones a los jueces. 

Los grupos mediáticos más enfrentados con el gobierno y la 
oposición política más radicalizada comparten ese criterio. Para 
ellos tampoco hay medias tintas. Todo lo que propone el oficialismo 
es nefasto y merece repudio. “Para mí Binner se murió, me da 
mucha pena”, dijo en su programa de radio Mariano Grondona el 6 


de noviembre de 2008. “Pesó mucho lo ideológico, yo esperaba otra 
cosa”, agregó. No podía aceptar que los diez diputados socialistas 
hubiesen votado a favor el proyecto del gobierno destinado a 
recuperar los fondos de las AFJP. “En cambio, en el cuadro de 
honor hay que ubicar a Elisa Carrió y al radicalismo”, cerró. Tanto 
la UCR como la Coalición Cívica habían votado en contra de la 
iniciativa. 

La elección de 2011, sin embargo, otorgó el segundo lugar a 
quienes ejercieron una oposición más racional y evitaron sumarse a 
alianzas coyunturales. La fórmula Hermes Binner-Norma Morandini 
logró el diecisiete por ciento de los votos. El Partido Socialista, la 
principal fuerza del Frente Amplio Progresista (FAP), no solo había 
votado a favor de la recuperación de los aportes que administraban 
las AFJP, sino que acompañó además la estatización de Aerolíneas 
Argentinas, la Ley de Servicios de Comunicación Audiovisual y la 
expropiación del cincuenta y uno por ciento de las acciones de 
Repsol en YPF. No haber apoyado esas iniciativas habría significado 
para el socialismo una profunda contradicción con sus principios 
básicos. Consolidar el FAP y convertirlo en una alternativa 
progresista y moderna, sin hacerle el juego a la derecha, es el gran 
desafío de la agrupación que debutó en 2011. 

Como el gobierno solo acepta aplausos, el acompañamiento del 
progresismo en el Congreso nunca fue debidamente valorado. En 
general, cuando la centroizquierda pide por más y mejor 
distribución del ingreso; o cuando cuestiona la implementación de 
la Ley de Glaciares, la minería a cielo abierto o demanda una 
reforma fiscal y financiera, por citar algunos ejemplos, recibe el 
mismo trato que los partidos que plantean el retiro del Estado de la 
economía o favorecen concesiones al libre mercado o a los grupos 
concentrados. 

La falta de debate interno es un problema complementario del 
kirchnerismo. Es paradójico que en el movimiento político cuyos 
dirigentes aseguran haber recuperado la política, casi no se debate. 
Ni los jóvenes de La Cámpora ni los organismos sociales o de 
derechos humanos, ni los intelectuales más cercanos se atreven a 
“correr por izquierda” al gobierno: a cuestionar errores, señalar 
casos de corrupción cuando se producen, y condenarlos; a pedir más 
eficiencia en la ejecución de los recursos del Estado, exigir políticas 


sociales más osadas o denunciar la burocracia. Son unos pocos los 
que deciden todo, y sin debate ganan espacio los obedientes y 
quedan expuestos los límites del proyecto político inaugurado en 
2003. 


7. LAS CRÍTICAS POR 
DERECHA 


Mauricio Macri les escapa a las clasificaciones ideológicas. No le 
gusta que le digan que es de derecha, ni siquiera de centroderecha. 
Pero sus posiciones con respecto al rol del Estado y sus críticas a los 
subsidios y a la ayuda social lo ubican en ese espacio con más 
nitidez que cualquier definición. De lo que no duda es de su deseo: 
quiere ser presidente de la Nación. Trabaja para eso. Y, aunque sabe 
que con trabajo solo no alcanza, confía en su destino y en la buena 
suerte. 

Ser presidente de Boca durante doce años le permitió escalar en 
la consideración popular hasta convertirse, por dos veces, en jefe de 
Gobierno porteño. En la última elección logró el sesenta y cuatro 
por ciento de los sufragios en el balotaje. Imagina convertir su 
segunda gestión en la Capital Federal en plataforma de lanzamiento 
de su candidatura a la Casa Rosada encabezando una alianza que 
reúna al peronismo no kirchnerista, a sectores del radicalismo y a 
independientes. En 2011 estuvo a punto de pelear por la 
Presidencia, pero se arrepintió. Las encuestas eran lapidarias: la 
buena intención de voto que lograba en la Capital Federal no se 
repetía en el resto del país. 

Tanto Néstor como Cristina Kirchner lo eligieron como Némesis. 
Y más allá de los contratiempos que le ocasiona, comenzó a sentirse 
cómodo en el rol de “enemigo íntimo”. Es más, su principal asesor, 
el ecuatoriano Jaime Durán Barba, lo convenció de que las 
reiteradas discusiones con el gobierno nacional lo convierten en el 
principal referente político de la oposición. 

Para el logro de sus aspiraciones cuenta con una ventaja: nada 
parece afectar su imagen. En eso se parece a Daniel Scioli. Antes de 


los comicios de 2011, cinco vecinos de la Ciudad de Buenos Aires 
murieron en accidentes que pudieron evitarse: tres jóvenes 
perdieron la vida cuando se derrumbó el gimnasio al que 
concurrían en Villa Urquiza y dos chicas fueron aplastadas cuando 
cedió el entrepiso de un boliche en Palermo. La protesta estudiantil 
estaba al rojo vivo y maestros y profesores estaban de paro. Además 
lo habían procesado por las escuchas telefónicas ilegales. Ganó con 
el mayor porcentaje de votos obtenidos por un candidato desde que 
se cumple el rito electoral en la CABA. 

En octubre de 2009 Sergio Burstein, uno de los líderes de la 
comunidad judía que había cuestionado el nombramiento de Fino 
Palacios como jefe de Policía Metropolitana por sus supuestas 
conexiones con el atentado terrorista a la AMIA de 1994, denunció 
judicialmente que estaba siendo espiado por la Policía de la Ciudad 
de Buenos Aires. La Justicia comprobó que la denuncia tenía 
fundamento. El dirigente comunitario era espiado por una banda 
que estaría integrada por el entonces titular de la Policía 
Metropolitana, Jorge Alberto Palacios; su sucesor en el cargo, 
Osvaldo Chamorro; un abogado de la Policía Federal, Ciro James, y 
dos jueces de Misiones. La investigación reveló que el espionaje se 
ejercía además sobre dirigentes del PRO y de la oposición en la 
legislatura porteña, y hasta sobre el cuñado de Macri, quien había 
sido amenazado por el padre de Mauricio, el empresario Franco 
Macri. 

En relación al proceso judicial, cuya próxima etapa sería la 
elevación a juicio oral, los principales asesores del jefe de Gobierno 
aseguran que el juez federal Noberto Oyarbide, a cargo de la 
investigación, “tuvo intencionalidad política” al procesarlo. En el 
PRO afirman que Macri es víctima de una conspiración política 
orquestada por el gobierno nacional, y creen que se producirá “el 
efecto De Narváez”, cuando en 2009 el dueño del canal América fue 
vinculado falsamente a una causa de contrabando de efedrina, y 
semanas después derrotó a Kirchner en la provincia de Buenos 
Aires. 

Mientras tanto el PRO sigue apuntalando el sueño presidencial 
de Mauricio: “Ya demostramos que se le puede ganar al gobierno si 
nos juntamos”, dicen. Imaginan reeditar un acuerdo amplio con el 
diputado De Narváez y otras fuerzas. Por lo pronto, Binner descartó 


la posibilidad de integrar una alianza que incluya a toda la 
oposición, como ocurrió en Venezuela en 2012. “Sería como querer 
juntar el agua con el aceite”, explicó. En cualquier caso, si bien la 
oposición venezolana encabezada por Henrique Capriles e integrada 
por veintitrés partidos obtuvo el cuarenta y cinco por ciento de los 
votos, el presidente Hugo Chávez fue reelecto. 

El principal problema que enfrenta el PRO es su escaso 
desarrollo territorial, salvo en la Capital Federal. La estrategia 
desplegada para suplir esa falta consiste en sumar “famosos” a sus 
listas. El cómico Miguel del Sel, en alianza con el peronismo no 
kirchnerista, estuvo cerca de convertirse en gobernador de Santa Fe 
en 2011. “Ojalá tuviésemos un Del Sel en cada provincia”, se 
lamentan. Por lo pronto ya tentaron a otros artistas, futbolistas, 
periodistas, dirigentes empresarios y sociales. En el armado también 
imaginan a Francisco de Narváez y al gobernador justicialista de 
Córdoba, José Manuel de la Sota, quien este año desempolvó sus 
añejas aspiraciones presidenciales. 


8. LAS CRÍTICAS POR 
IZQUIERDA Y POR DERECHA 


Elisa María Avelina Carrió era, en 2003, la dirigente política con 
más futuro político. Podía exhibir una conducta honrada, trabajaba 
intensamente y la población la escuchaba. Era la candidata ideal 
para liderar la conformación de una fuerza de centroizquierda por 
fuera de los partidos tradicionales. Con esos argumentos su partido 
Afirmación para una República Igualitaria (ARI) obtuvo ese año 
2.723.574 votos, el 14,05 por ciento de los sufragios. Quedó a seis 
puntos del balotaje. “Kirchner es el mal menor, no una opción 
ética”, dijo el 29 de abril de 2003 al anunciar su voto contra 
Menem en una segunda vuelta que no ocurrió. 

Desde el comienzo del gobierno de Néstor Kirchner fue su 
opositora más dura. Hasta la elección de 2007 mantuvo posiciones 
ligadas al progresismo, si bien, claramente, expresaba un fuerte 
antiperonismo. En los comicios de ese año volvió a ser candidata a 
presidente por la Coalición Cívica, un acuerdo con el socialismo que 
aportó al segundo de la fórmula: Rubén Giustiniani. Obtuvieron 
4.401.953 de votos -23,04 por ciento-, por delante de la fórmula 
que representaba la unión entre el peronista Roberto Lavagna y la 
UCR -16,91 por ciento-, pero muy por debajo de la fórmula Cristina 
Fernández de Kirchner-Julio Cobos -45,29 por ciento-. “Somos la 
segunda fuerza política del país”, declaró. En la Capital Federal 
superó al Frente para la Victoria. 

Desde entonces la dirigente chaqueña profundizó sus críticas al 
gobierno, pero desde posturas ideológicas cada vez más vinculadas 
a la derecha tradicional. Sus legisladores se opusieron a la 
recuperación de los fondos de pensión, la estatización de Aerolíneas 
Argentinas y la Ley de Medios, por nombrar tres iniciativas 


acompañadas por sus aliados en 2007. También encarnó una fuerte 
defensa del Grupo Clarín. En una entrevista televisiva con Joaquín 
Morales Solá, aseguró: “Le van a tener que hacer un monumento a 
Magnetto”. En esa misma nota afirmó que “en un país serio la 
presidenta sería destituida”. Ni Macri, en las antípodas del 
oficialismo, se habría animado a tanto. 

Su viraje ideológico fue provocando desgajamientos pero 
también incorporaciones. En las elecciones de 2011 llevó como 
primera candidata a diputada por la Capital Federal a Patricia 
Bullrich, y en Buenos Aires, al dirigente ruralista Mario Llambías. 
Para una fuerza que se seguía considerando de centroizquierda era, 
cuanto menos, raro. En las elecciones de 2011 la Coalición Cívica 
obtuvo apenas el 1,84 por ciento de los sufragios. La acompañaron 
396.171 votantes. “Soy la razón de la derrota”, dijo. Nadie la 
contradijo. 


9. CFK PRESIDENTE 


Cristina Fernández de Kirchner se convirtió el 28 de octubre de 
2007 en la primera mujer electa presidente por el voto popular. 
Obtuvo el 45,29 por ciento de los sufragios. El reemplazo de su 
esposo operó como una suerte de reelección. La propia Cristina 
había afirmado que eran “dos cuerpos con una misma cabeza”. Algo 
había quedado claro: el matrimonio Kirchner funcionaba como una 
eficaz sociedad política. Cristina Fernández asumió prometiendo 
más institucionalidad y diálogo. Muchos imaginaron un período sin 
tantas tensiones económicas y políticas: se equivocaron feo. 

Una de sus primeras medidas fue la creación del Ministerio de 
Ciencia, Tecnología e Innovación Productiva. Designó al frente del 
ministerio al doctor Lino Barañao, un prestigioso biólogo molecular. 
Aumentó las partidas del INVAP, el CONICET y la Comisión de 
Energía Atómica. Meses después lanzó, con recursos de la ANSES, el 
plan Conectar Igualdad, que contemplaba la entrega de tres 
millones de netbooks con acceso a Internet a los alumnos 
secundarios de las escuelas públicas. 

Poco después, el 11 de marzo de 2008, se desató la tormenta, 
cuando a instancias del ministro de Economía, Martín Lousteau, la 
presidenta firmó la Resolución 125. Como ya se explicó en el 
capítulo “El campo en la ciudad”, estalló un conflicto con las 
entidades ruralistas que incluyó un paro de comercialización de 
granos con piquetes en las rutas que se extendió por ciento 
veintinueve días y finalizó cuando el vicepresidente Julio Cobos 
votó contra la norma impulsada por el gobierno. La imagen positiva 
de la presidenta cayó abruptamente y su gobierno quedó muy 
debilitado. Como si la situación interna no fuera suficientemente 
complicada, también tuvo que lidiar con los primeros efectos de la 
crisis económica mundial. En noviembre de 2008, la estatización de 


los fondos de las AFJP le aportó al gobierno los recursos necesarios 
para evitar la debacle. 

En 2009 el FPV perdió las elecciones legislativas y, por primera 
vez, las mayorías parlamentarias. En el peronismo se hablaba de 
una “mesa de gobernadores” para que, eventualmente, se hiciera 
cargo de la situación si el gobierno de Cristina defeccionaba. Sin 
embargo, una serie de medidas permitió a CFK recuperar la 
iniciativa política. 

La presidenta anunció la Asignación Universal por Hijo, que 
consiste en transferencias del Estado a los padres desocupados o con 
trabajo informal por cada hijo entre las doce semanas de gestación 
y los 18 años. Los pagos se completan contra la entrega del plan de 
vacunación al día y el certificado de escolaridad. Cuando casi nadie 
lo esperaba, el gobierno envió al Congreso el proyecto de Ley de 
Servicios Audiovisuales. Luego el Estado negoció con la Asociación 
del Fútbol Argentino los derechos de televisación del fútbol de 
Primera División, hasta entonces en manos de una empresa privada 
-ligada al Grupo Clarín-, y creó el programa “Fútbol para todos”, 
permitiendo la transmisión por televisión abierta de todos los 
encuentros. El programa es muy cuestionado por la emisión 
excluyente de publicidad oficial en los partidos de fútbol, y por el 
costo que significa para el Estado. El gobierno defiende la medida 
asegurando que la inversión equivale al monto que se desembolsaba 
por publicidad estatal cuando las emisiones del fútbol estaban en 
manos del Grupo Clarín. También están quienes proponen licitar las 
transmisiones cada año entre oferentes privados. 

El 25 de mayo de 2010 el gobierno organizó los festejos del 
Bicentenario en la Avenida 9 de Julio. Algunos medios criticaron la 
idea. Especulaban con que el ánimo social no ameritaba una 
megafiesta. Sin embargo la respuesta popular fue multitudinaria. El 
gobierno interpretó la masiva celebración como la confirmación de 
un cambio de clima. En julio de 2010, luego de un intenso debate, 
el oficialismo logró la sanción de la Ley de Matrimonio Igualitario 
con el apoyo de numerosos diputados de la oposición. Los partidos 
quedaron divididos transversalmente en sus posiciones a favor y en 
contra del proyecto. Fue una de las pocas sesiones en las que 
participó Néstor Kirchner en su carácter de diputado. 

Semanas después el ex mandatario se dedicó a sus funciones 


como secretario general de la Unión de Naciones Suramericanas 
(UNASUR). Junto a Lula y Chávez, a partir de la Cumbre de las 
Américas realizada en Mar del Plata en 2005, profundizaron como 
nunca antes el proceso de integración regional. En aquel encuentro 
continental los tres presidentes y el uruguayo Tabaré Vázquez 
sepultaron la pretensión norteamericana de sumar a todo el 
subcontinente al Área de Libre Comercio con los Estados Unidos 
(ALCA). Con el tiempo, la UNASUR superó la prueba de la 
formalidad y logró mediar con éxito en algunos conflictos entre 
países de la región. La integración regional es una de las pocas 
políticas de Estado que la Argentina sostiene desde la normalización 
institucional en 1983. El Mercosur fue planeado por Raúl Alfonsín y 
el primer mandatario brasileño José Sarney, y aun con marchas y 
contramarchas, el proceso nunca se detuvo. 

El 27 de octubre de 2010, el día en que la población cumplía 
con el censo nacional, Néstor Kirchner murió de un paro 
cardiorrespiratorio en su residencia de Los Sauces, en El Calafate. El 
11 de septiembre había sido sometido a una angioplastia. Los 
médicos le habían recomendado cambiar su intenso estilo de vida. 
El deceso de Kirchner puso en vilo al país. Se tejieron infinidad de 
especulaciones. Por la capilla ardiente que se armó en la Casa de 
Gobierno desfilaron miles de ciudadanos y militantes. También 
concurrió la mayoría de los presidentes latinoamericanos, una 
infrecuente demostración de confraternidad. 

No solo el gobierno sintió la ausencia de Néstor Kirchner. La 
oposición peronista también acusó el golpe. El diputado Felipe Solá 
fue el primero en sincerarse: “La muerte de Kirchner cambia todo”, 
dijo, y agregó: “El que muere rodeado del pueblo por algo será. Es 
así, es la verdad”. Por esos días los principales referentes del 
Peronismo Federal buscaban un candidato a presidente. Eduardo 
Duhalde, Mario das Neves y Alberto Rodríguez Saá le expresaron a 
Solá su malestar por las declaraciones. 

Para colmo, cuando a instancias de Duhalde elaboraron un 
documento que ratificaba sus diferencias con el gobierno nacional, 
una de las figuritas más ponderadas del sector, el senador Carlos 
Reutemann, se negó a firmarlo. “Hay que desensillar hasta que 
aclare”, dijo, sorprendiendo a todos al citar a Perón. Finalmente, el 
ex piloto de Fórmula 1 se alejó del Peronismo Federal. 


Francisco de Narváez fue al velorio pero se mantuvo distante. 
Más allá de la muerte de Kirchner, era víctima de sus propios 
errores. Luego de derrotar al santacruceño en 2009, dilapidó su 
capital político a una velocidad vertiginosa. Declaró sus 
aspiraciones presidenciales a pesar que la Constitución Nacional se 
lo impide por haber nacido en Colombia. Luego volvió sobre sus 
pasos. Se acercó sucesivamente a Cobos, a Macri, a Scioli. 
Finalmente, en 2011 terminó negociando un acuerdo electoral con 
Alfonsín que terminó perjudicando las chances electorales de 
ambos. 

El cimbronazo también afectó al radicalismo. La figura de 
Cobos, el más insultado por los jóvenes que se acercaron al velorio, 
siguió bajando su cotización electoral. En el PRO también se 
desconcertaron. Aseguran que el publicista Jaime Durán Barba 
vaticinó por esas horas la reelección de Cristina Kirchner con un 
año de anticipación: “Nadie le gana a una viuda”, señaló. Jorge 
Asís, con su particular sentido de la ironía, explicó bien lo que le 
sucedía a la oposición: “Contra él, todos estaban mejor”. 


10. LA OPORTUNIDAD DE 
CAMBIAR 


En las horas posteriores al deceso de Néstor Kirchner algunos 
diarios le señalaron a la presidenta el camino que debía transitar. 
Era su gran oportunidad para cambiar el rumbo. Tenía que terminar 
con la confrontación, amigarse con los grandes medios de 
comunicación privados, pacificar el país, alejarse definitivamente de 
Hugo Moyano, acercarse a los grandes industriales y las entidades 
del “campo”. Si no lo hace -advirtieron-, la gobernabilidad corre 
serios riesgos. 

Rosendo Fraga escribió en La Nación: “Ella ahora puede adoptar 
algunas decisiones que se reclaman, como tomar distancia de Hugo 
Moyano y terminar con su influencia. Quizás será lo primero que el 
mundo político mirará para saber si está dispuesta a cambiar. [...] 
Si ella insiste en la línea fijada por su marido, no le será fácil 
gobernar. Ella no es la misma persona y además ese estilo estaba 
claramente en crisis. [...] Podría conjeturarse que las figuras del 
poder más vinculadas a Néstor Kirchner ahora pueden tener menos 
poder o bien podrían ser apartadas. Por ejemplo, Cristina tiene la 
oportunidad de reemplazar a funcionarios cuestionados, como 
Guillermo Moreno. [...] El director del Centro de Estudios para la 
Nueva Mayoría finalizaba diciendo: “La continuidad institucional no 
está en riesgo en la Argentina, pero puede estarlo la gobernabilidad 
en el tramo final del mandato de Cristina, si ella no aprovecha lo 
que posiblemente sea su oportunidad histórica: dejar de ser la 
presidenta de una facción, para pasar a serlo de todos los 
argentinos”. 

Fraga reconocía que Kirchner había sido la principal figura 
política de la década, como Alfonsín en los ochenta y Menem en los 


noventa. El deceso del ex presidente fue comparado además con la 
muerte de Perón y, por tanto, la conclusión era evidente: las esposas 
de ambos se parecen, ergo, Cristina Kirchner debía cambiar antes de 
que fuera demasiado tarde. 

Bastaron dos actos públicos para dejar claro que la presidenta no 
sometería su gestión a ningún cambio de rumbo. La expectativa era 
grande: no solo había perdido a su compañero, sino que debía 
afrontar el desafío de gobernar sin su aliado incondicional y 
principal socio político. En su primera aparición televisiva, por 
cadena nacional, dijo que haría honor a la memoria y al gobierno 
de su esposo. Un día después, en Córdoba, aseguró que era 
“hermoso recordar a los que ya no están, y darse cuenta de que 
estaban en lo correcto”. También dijo que participaría directamente 
en la construcción del armado político y que fijaría la estrategia 
electoral para los próximos comicios. 

El único vaticinio de Fraga que se cumplió fue la ruptura con 
Hugo Moyano. Imposible saber si las diferencias entre el líder de los 
camioneros y el gobierno se habrían zanjado de otra manera con 
Néstor Kirchner. Moyano está seguro de que sí: “Con Néstor nos 
entendíamos bien”, decía. 

Por lo demás, luego del triunfo electoral de 2011, la presidenta 
redobló la apuesta. Entre otras medidas propició la reforma de la 
Carta Orgánica del Banco Central, decidió la expropiación del 
cincuenta y uno por ciento de acciones de YPF y lanzó el Plan 
Procrear, junto a otras medidas destinadas a vigorizar el sector de la 
construcción. 

El triunfo profundizó la confrontación con la prensa, en especial 
con el grupo Clarín. Nuevamente Ernesto Laclau brindaba sustento 
teórico a la disputa: “Los medios se han transformado en el 
principal partido opositor”. Según el filósofo, la ausencia de una 
alternativa opositora creíble en la Argentina potencia el rol de los 
medios y los periodistas en la confrontación política. La presidenta 
respondió a los reiterados cuestionamientos del grupo haciendo uso 
y abuso de la cadena nacional -catorce veces en diez meses- y 
calificándolo como “cadena ilegal del desánimo y el temor”. 


11. CLASE MEDIA Y 
CACEROLAS 


El 13 de septiembre de 2012, una movilización convocada a 
través de las redes sociales tomó por sorpresa tanto al gobierno 
como a la oposición. Todos quedaron impactados por la magnitud 
de la convocatoria y por la manera en que se organizó. Desde 
páginas de Facebook y blogs abiertamente antikirchneristas como 
“El Cipayo”, “Yo no voté a la kretina y ud?” o “El Anti K” llamaron 
a marchar hacia la Plaza de Mayo. La convocatoria se resumía en 
una sola palabra, “Basta”, y reunía reclamos muy dispares: contra 
las restricciones a la compra de dólares, contra la inflación, contra 
una reforma constitucional que habilite la reelección de la 
presidenta, contra la corrupción, contra la inseguridad. No solo tuvo 
repercusión en Capital. Aunque menos numerosas, también se 
produjeron concentraciones en Santa Fe, Rosario, Córdoba, 
Mendoza, La Plata y otras ciudades de provincias. 

Más allá de la conformación inorgánica y la ausencia de partidos 
políticos identificados con pancartas y banderas, un grupo de 
cibernautas asumió la responsabilidad de la convocatoria. “Detrás 
de los cacerolazos existe una organización”, escribió la periodista 
Paz Rodríguez Niell en La Nación. “Gente que se conoce, que se 
reúne periódicamente, que está siempre en contacto y que ya tiene 
sus propias disputas y celos”. Algunos referentes opositores también 
contribuyeron a la movida. Patricia Bullrich sugirió el 10 de 
diciembre como fecha de la protesta y Elisa Carrió propuso al 
Obelisco como punto neurálgico de la concentración. Finalmente 
fueron los militantes de la web los que definieron el día y el lugar. 

“La cibermilitancia es muy valorada hoy. Nosotros hacemos 
política, pero no somos como los militantes de los partidos. Ellos 


son fanáticos, yo no me caso con nadie”, declaró a La Nación 
Mariana Torres, contadora de profesión y coadministradora de la 
web “El Anti K”. Confiesa que en 2011 votó a Carrió. Marcelo 
Bustos, de Ciudadanía Activa, se quejó por las críticas del 
oficialismo: “Yo no soy oligarca ni golpista”. 

En efecto, en la Plaza había de todo: desde ciudadanos enojados 
porque no les permiten ahorrar en dólares, hasta vecinos 
preocupados por los robos y la violencia, pasando por militantes 
políticos sin identificación, independientes, y algunos nostálgicos de 
la dictadura. Hubo más planteos civilizados que vómitos de odio. 
Pero hubo de los dos. 

El día después de la marcha, el jefe de Gabinete, Juan Manuel 
Abal Medina, descalificó la movilización: “Les importa más lo que 
pasa en Miami que en San Juan”, dijo. El 13S, como se lo llamó, la 
presidenta había inaugurado en esa provincia la nueva línea de 
producción de una fábrica textil. Por su parte, el secretario de 
Cultura Jorge Coscia lanzó un desafío: “Nosotros sabemos tomar las 
calles, a Cristina no la van a tocar. [...] La Plaza de Mayo no es la 
plaza de la señora que lleva a su mucama para que golpee la 
cacerola”. 

Más allá de las bravatas y de las apologías sin asidero -Macri 
dijo que fue un día histórico-, el periodista Mario Wainfeld y la 
socióloga Beatriz Sarlo aportaron las ideas más interesantes sobre la 
movilización. Sin abandonar sus críticas a los manifestantes, el 
columnista de Página/12 puntualizó lo evidente: “Todo gobierno 
inteligente y atento a su conservación debe atender a la calle”. Por 
su parte la columnista de La Nación, luego de reivindicar la marcha, 
advirtió que “detestar al kirchnerismo no produce política”. 

El ninguneo o el desprecio de la movilización fue un error 
político y un gesto gratuito de soberbia. Si bien la ciudad de Buenos 
Aires es uno de los territorios más hostiles al kirchnerismo, vale 
recordar que en las elecciones de 2011 un importante número de 
porteños votó la fórmula Cristina Kirchner-Amado Boudou. Unas 
seiscientas sesenta mil personas, es decir, el treinta y cinco por 
ciento de los votos a presidente; ciertamente, en ese mismo distrito 
Macri se impuso sobre Filmus, en segunda vuelta, con el sesenta y 
cuatro por ciento de los votos. 

A pesar del enojo que le provocaron los insultos -Cristina 


Kirchner cree que muchos de los que se movilizan están entre los 
más beneficiados por el modelo inaugurado en 2003-, respondió en 
un tono menos desafiante: “Es difícil contentar a todos cuando se 
toman decisiones”, dijo. Está claro que el batir de cacerolas no 
provocará modificaciones esenciales. El estilo de conducción del 
oficialismo permite convalidar esa premisa. 

El gobierno sabe que las restricciones a la compra de dólares 
implementadas a partir de octubre de 2011 contribuyeron de 
manera decisiva al malestar de la clase media. La AFIP puso en la 
mira los viajes al exterior y solo habilitó pagos por medio de 
tarjetas de crédito, luego dictaminó que las empresas no podían 
comprar dólares para transferir regalías, tiempo después el BCRA 
oficializó la prohibición de adquirir dólares para ahorro. Quienes 
necesitan dólares para viajar deben presentar declaraciones juradas, 
y comenzó a regir un recargo del quince por ciento para las 
compras en el exterior, como anticipo de Impuestos a las Ganancias 
o Bienes Personales. 

En su visita a la Universidad de Harvard, consultada sobre el 
“cepo” cambiario, la presidenta respondió: “Es un título mediático, 
no hay ningún cepo cambiario en la Argentina. Si sos importador o 
productor y necesitás dólares, en el mercado de cambios hay ciento 
veinte conceptos para comprar dólares”. Por su parte, el ministro de 
Economía Hernán Lorenzino dio a entender en diversas 
oportunidades que las restricciones llegaron para quedarse, al 
menos “hasta que se complete el proceso de pesificación”. El 
objetivo es razonable y hasta noble. Pero luego de décadas de 
ahorrar en dólares, la sola idea de prescindir de los billetes 
norteamericanos es como pedirles a los argentinos que dejen de 
comer asado. 


12. LO QUE VENDRÁ 


Desde 2003 el kirchnerismo recorrió varias veces el camino de la 
euforia al abismo, y viceversa. Cada vez que sometió a la 
consideración popular medidas que coincidieron con los reclamos 
de la mayoría de la sociedad, logró concitar altos niveles de 
adhesión. Sería correr un riesgo gratuito ignorar las voces de la 
calle o los justos reclamos de cualquier sector de la población. No 
equivocar el contenido de la agenda política es la clave para 
transitar sin sobresaltos los años que le quedan de mandato. Como 
queda dicho, los conflictos son su principal alimento. No los esquiva 
ni les teme. 

En segundo lugar deberá enfrentar con éxito los retos que 
presenta la economía: recuperar la confianza en la moneda, 
controlar la inflación, financiar obras de infraestructura, otorgar 
certidumbre para atraer inversiones, sincerar subsidios y tarifas, 
entre otras cuestiones. Sin convertirla en una máxima infalible, vale 
recordar lo que sugieren muchos economistas: nadie pierde una 
elección con una economía en crecimiento. 

En el plano político, la ausencia de un sucesor enciende luces de 
alarma. A diferencia de Lula, que preparó cuidadosamente su 
reemplazo, el gobierno no tiene candidato para las presidenciales de 
2015. Todavía está a tiempo de crearlo. Para lograrlo se necesita 
algo más que decisión y voluntad. 

Aunque su filósofo de cabecera, Ernesto Laclau, abogue por la 
reelección indefinida, con la actual correlación de fuerzas esa 
alternativa es imposible. Para Cristina Kirchner su segunda 
reelección es apenas una tentación, no una tentativa. Como bien 
respondió a la inquietud de un estudiante en los Estados Unidos, “la 
Constitución no me permite otra reelección. No se trata de lo que yo 
quiero, sino de lo que yo puedo o debo”. La presidenta explicó 


además que una reforma constitucional solo podría concretarse con 
el acuerdo de las dos fuerzas mayoritarias, como ocurrió en 1994, 
dadas las mayorías agravadas que prevé la Carta Magna para su 
modificación. La idea tampoco cuenta con licencia social: mal que 
les pese a los amantes de los análisis binarios, la Argentina no es 
Venezuela. 

Nada es para siempre. Como dijo Raúl Alfonsín, “los 
funcionarios pasan o fracasan”. Ante esa opción de hierro, pasar es 
un premio para cualquier dirigente político, en especial si está 
convencido de que logró mejorar la calidad de vida de la gente. 

Pero, a la hora de los balances, no será este periodista sino la 
Historia la que ponga las cosas en su debido sitio. 
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